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A LA SOMBRA DE AYOTZINAPA 

 

Los días de esta Audiencia Final del Tribunal Permanente de los Pueblos-Capítulo 

México han coincidido con uno de los momentos socialmente más dramáticos e 

institucionalmente más crítico en la vida de la sociedad mexicana. La presencia y el 

testimonio de tres representantes de los estudiantes y los familiares de los jóvenes 

desaparecidos en Iguala clausuraron las sesiones públicas de la Audiencia Final del 

TPP-México. Con todo el impacto del dolor y la documentada participación de 

agentes y connivencia de los poderes públicos, los hechos de Ayotzinapa no 

constituyen apenas un capítulo más en el largo listado de violaciones de los derechos 

a la dignidad y a la vida de los pueblos de México: son la expresión dramática, real y 

simbólica, de la actualidad y de la significación de las propuestas del TPP. Este 

dictamen quiere ser parte integrante de la movilización y de la lucha que se están 

manifestando en todo el país: el juicio que aquí se presenta sobre causas y 

responsables se aplica desde ahora también como condena a los autores de los 

hechos de Ayotzinapa y como exigencia de vida y justicia de quienes en este momento 

siguen desaparecidos. 

 

Todo aquello que se ha documentado tan trabajosamente durante tres años de labor 

del Tribunal, se condensó en Iguala en unas horas de barbarie. Y en ese reino de la 

impunidad que es el México de hoy, hay homicidios sin asesinos, torturas sin 

torturadores, violencia sexual sin abusadores, en una desviación permanente de 

responsabilidad en la que pareciera que los miles y miles de masacres, asesinatos y 

violaciones sistemáticas a los derechos de los pueblos son siempre hechos aislados o 

situaciones marginales y no verdaderos crímenes en los que tiene responsabilidad el 

Estado. 
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1. INTRODUCCIÓN GENERAL 

Los orígenes y la larga historia del Tribunal Permanente de los Pueblos (TPP) 

en sus 35 años de su actividad y las decenas de casos que ha tratado no necesitan ser 

resumidos en detalle y son accesibles fácilmente a través de las tantas publicaciones 

disponibles en Internet (www.internazionaleleliobasso.it). A partir de la Declaración 

Universal de los Derechos de los Pueblos (Argel, 1976), el papel del TPP ha sido el de 

ofrecer una alternativa a los pueblos que no encuentran respuestas en las 

instituciones (nacionales e internacionales) que oficialmente representan el derecho 

de los Estados. El TPP busca transformarse en una tribuna de visibilidad, de toma de 

palabra, de narración de las violaciones sufridas, de análisis, evaluación y juicio sobre 

las causas y los responsables de crímenes que pretenden transformar a mujeres y 

hombres sujetos de derechos inviolables (individuales y colectivos) en víctimas 

despojadas y depredadas. 

Dado que el TPP, por definición, no cuenta con el poder de traducir sus juicios 

en decisiones prácticas punitivas, recibe su legitimidad de dos características 

complementarias: a) la capacidad de garantizar una representatividad efectiva de los 

άǇǳŜōƭƻǎέ ǉǳŜ ǎŜ ŜƴŎǳŜƴǘǊŀƴ ƘǳŞǊŦŀƴƻǎ ŘŜ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ȅ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ǎƛƴ ŜǎǇŜǊŀƴȊŀ ŘŜ 

reconocimiento y reparación; b) la utilización del derecho existente con una mirada 

que garantice y promueva interpretaciones y juicios que reconocen a las víctimas 

como titulares de derecho, que asumen el desafío de considerar como inviolable la 

prioridad jerárquica de los derechos de las personas y de los pueblos, sobre el 

derecho de los tratados que regulan los bienes de mercado. 

Así como se ha documentado en las 10 audiencias temáticas y transtemáticas 

(producto, a su vez, de 40 preaudiencias), la participación de las poblaciones 

afectadas incluyó decenas de miles de personas, con la contribución muy activa de 

redes de profesionales de las diferentes disciplinas implicadas en los procedimientos, 

que han garantizado (con la coordinación de la Secretaría General del TPP, en la 

persona de Simona Fraudatario) no solo una enorme documentación de muy alta 

calidad, sino la permanencia a lo largo de tres años de una verdadera escuela pública 

http://www.internazionaleleliobasso.it/
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de derecho. El TPP reconoce en este sentido, en las palabras de Andrés Barreda en la 

ponencia introductoria a la Audiencia Final, la condición fundamental de la 

legitimidad del TPP y quizás el resultado más cierto y eficaz en términos de 

restitución de derechos a quienes les han sido impunemente violados: ά9ƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ ǎŜ 

convirtió en un espacio comunitario no por haber definido un plan supremo y una 

nueva fe a la cual sujetarnos, sino sobre todo porque abrió un proceso comunicativo 

real, procesual, que permitió transformarnos a cada uno de los que participamos 

dentro de esta experiencia. En ella nos recreamos unos a otros, restituyendo nuestra 

esperanza en el papel que pueden desempeñar las palabras, las argumentaciones, los 

razonamientos justos basados en principios éticos. Por ello, aunque sólo sea 

momentáneamente, hemos restituido la confianza en el otro. El Tribunal también 

permitió el aprendizaje mutuo. En suma, creó un espacio de nuevo tipo para exigir 

nuestro derecho a un México diferente y nuestro derecho a definir nuestros propios 

derechos. Y lo cumplió de tal forma que se convirtió en una muy incipiente 

demostración en acto de que ese México mejor es algo que ya está aquí y ahora, 

como algo inmediatamente práctico y abierto para que lo sigamos practicando 

ǉǳƛŜƴŜǎ ŀǎƝ ƭƻ ŘŜǎŜŜƳƻǎέ. 

Desde el punto de vista de la competencia específica del TPP en un tema que 

toca de manera explícita, y ejemplar por su dramatismo, las relaciones (concretas y 

no principalmente doctrinales) entre la obligatoriedad de los tratados económico-

comerciales y la jerarquía de los derechos humanos y de los pueblos, el TPP tiene 

una larga experiencia que incluye, en otros y diferentes contextos, todos los temas 

que se encuentran en el Capítulo México. Es preciso hacer referencia 

específicamente a los dictámenes sobre Fondo Monetario Internacional y Banco 

Mundial (1988; 1994); impunidad (1991); las raíces de conquista del derecho 

internacional (1992); las sesiones sobre Colombia (2005-2008); los juicios sobre las 

transnacionales europeas en Latinoamérica y el papel de la Unión Europea (2006-

2010); transnacionales y sector agroquímico (2011). 
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2. PROCEDIMIENTO Y JURADO 

La Audiencia Final del Tribunal Permanente de los Pueblos sobre Libre 

Comercio, Violencia, Impunidad y Derechos de los Pueblos representa la conclusión 

de un largo camino que empezó el 21 de octubre de 2011 con la presentación del 

acto de acusación en una sesión pública en la UNAM y que se ha desarrollado a 

través de siete audiencias temáticas y tres transtemáticas dedicadas a explorar de 

manera sistemática y juzgar el espectro complejo y dramático de las violaciones de 

los derechos fundamentales de los pueblos que han ocurrido a lo largo del periodo 

específicamente considerado en los procedimientos del TPP: 1982-2014. 

La documentación detallada ςescrita, oral, visualς de los casos y de los 

informes que han sido examinados por las audiencias del TPP ha sido tomada en 

cuenta en su versión original en la fase preparatoria, y a través de las ponencias de 

los relatores y fiscales presentadas y discutidas en las sesiones públicas de la 

Audiencia Final (ver Anexo 1, Programa y perfil de los ponentes y testigos). La imagen 

que brinda el mapa temático y geográfico de las audiencias y de los miembros de los 

jurados que han formulado los dictámenes intermedios (los textos completos, en fase 

de redacción final, serán accesibles en el sitio de la Fondazione Basso 

http://www.internazionaleleliobasso.it) representa gráficamente el carácter de fuerte 

vinculación con las diferentes realidades y poblaciones del país cuya significación 

metodológica e instrumental para el papel y la vigencia de este dictamen será 

comentada más adelante.  

 

Las juezas y los jueces que han integrado el jurado son: 

 

Philippe Texier, Francia (Presidente) 

Es magistrado honorario de la Corte de Casación de Francia. Fue miembro del Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos desde 1987 hasta 2008 y su presidente desde 2008 hasta 

2009. Fue director de la División de Derechos Humanos en Onusal (Misión de la ONU en El 

Salvador) en 1991-1992, y relator de la Comisión de Derechos Humanos sobre Haití en 1988-
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1990. 

Monseñor Raúl Vera, México 

Obispo de Saltillo, es destacado defensor de los derechos humanos en México. Fundó el Centro 

5ƛƻŎŜǎŀƴƻ ǇŀǊŀ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ άCǊŀȅ Wǳŀƴ ŘŜ [ŀǊƛƻǎέΣ Ŝƴ {ŀƭǘƛƭƭƻΦ Iŀ ŀŎƻƳǇŀƷŀŘƻ ŀ ƭƻǎ 
mineros del carbón en la defensa de sus derechos laborales; a los migrantes centroamericanos y 

sudamericanos, promoviendo la fundación de dos Casas del Migrante: en Ciudad Acuña, 

/ƻŀƘǳƛƭŀΣ ά/ŀǎŀ 9ƳŀǵǎέΣ ȅ Ŝƴ {ŀƭǘƛƭƭƻΣ /ƻŀƘǳƛƭŀΣ ά.ŜƭŞƴ tƻǎŀŘŀ ŘŜƭ aƛƎǊŀƴǘŜέΦ Iŀ ŘŜŦŜƴŘƛŘƻ los 

derechos de las minorías, como los niños y las mujeres y el caso de los presos políticos de 

Oaxaca, de San Salvador Atenco, y de Ayutla de los Libres, Guerrero. Participa en movimientos 

en defensa de la biodiversidad. Impulsa el diálogo y la solidaridad ecuménica con los pueblos 

ŘŜƭ ƳǳƴŘƻΦ 9ǎ ǇǊŜǎƛŘŜƴǘŜ ŘŜƭ /ŜƴǘǊƻ 5ƛƻŎŜǎŀƴƻ ǇŀǊŀ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ άCǊŀȅ Wǳŀƴ ŘŜ 

[ŀǊƛƻǎέ ȅ ŘŜƭ /ŜƴǘǊƻ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ !ȅǳŘŀ ŀ ƭŀǎ aƛǎƛƻƴŜǎ LƴŘƝƎŜƴŀǎ ό/9b!aLύΦ 9ƴǘǊŜ ƭŀǎ 

organizaciones de la sociedad civil es presidente honorario de la Red Solidaria Década Contra la 

LƳǇǳƴƛŘŀŘΤ Ŝǎ ǇǊŜǎƛŘŜƴǘŜ ŘŜƭ /ŜƴǘǊƻ ŘŜ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ άCǊŀȅ .ŀǊǘƻƭƻƳŞ ŘŜ ƭŀǎ /ŀǎŀǎέΦ Iŀ 

recibido numerosos reconocimientos a su trabajo a favor de los Derechos Humanos. 

 

Elmar Altvater, Alemania 

Economista, Profesor en la Universidad Libre de Berlín, Departamento de Ciencias Políticas 

(Otto-Suhr-Institut), y profesor invitado en numerosas Universidades (en Mexico, Brasil, Canadá 

y EEUU, entre otros países). Fue Presidente de la Fundación Lelio Basso para el Derecho de los 

Pueblos en Roma. 

 

Luciana Castellina, Italia 

Política, periodista y escritora italiana, fue miembro del Partido Comunista Italiano y del Partido 

de la Unidad Proletaria por el Comunismo. En varias ocasiones fungió como diputada de Italia y 

perteneció al Parlamento Europeo durante dos décadas, a partir de 1979. Fue Vicepresidenta 

del Comisión permanente del Parlamento europeo para América Latina y Centroamérica. 

 

Graciela Daleo, Argentina 

Miembro de la Cátedra Libre de Derechos Humanos de la Facultad de Filosofía y Letras de la 

Universidad de Buenos Aires desde 1996. Sobreviviente del campo de concentración 

clandestino que funcionó en la Escuela de Mecánica de la Armada (Buenos Aires) durante la 

dictadura cívico-militar (1976-1983). Integra un grupo jurídico-político de militantes que actúan 

en varios procesos judiciales que se llevan adelante en Argentina por violaciones masivas a los 

derechos humanos. 

Alda Facio, Costa Rica 

Jurista y escritora. Es asesora permanente de Asociadas por lo Justo (JASS), 

organización feminista internacional que busca apoyar a los movimientos locales  de mujeres en 

sus luchas por la justicia social. Recientemente fue electa por el Consejo de Derechos Humanos 
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de la ONU como una de las cinco integrantes del Grupo de Expertas sobre la cuestión de la 

discriminación contra la mujer en la legislación y en la práctica. Es fundadora y directora 

académica del Instituto de Derechos Humanos de las Mujeres en la Universidad de Toronto y 

profesora de derechos humanos y género en la Universidad para la Paz de Naciones Unidas. Fue 

fundadora y directora del Caucus de Mujeres por una Justicia de Género, organización que 

aglutinó a más de 800 ONG alrededor del mundo para cabildear por la incorporación de una 

perspectiva de género en el Estatuto de Roma. 

Daniel Feierstein, Argentina 

Investigador del CONICET (Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas), radicado 

en la Universidad Nacional de Tres de Febrero, Argentina, donde ha fundado y dirige el Centro 

de Estudios sobre Genocidio. Es profesor titular en la Facultad de Ciencias Sociales de la 

¦ƴƛǾŜǊǎƛŘŀŘ ŘŜ .ǳŜƴƻǎ !ƛǊŜǎΣ Ŝƴ ƭŀ ŀǎƛƎƴŀǘǳǊŀ ά!ƴłƭƛǎƛǎ ŘŜ ƭŀǎ ǇǊłŎǘƛŎŀǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎ ƎŜƴƻŎƛŘŀǎέΦ 

Actualmente ha sido electo Presidente de la Asociación Internacional de Investigadores sobre 

Genocidio (IAGS, por sus siglas en inglés) y ha sido profesor invitado en universidades de 

España, Estados Unidos, Alemania, Uruguay, entre otros países. 

Juan Hernández Zubizarreta, España 

Doctor en Derecho y docente titular de la Universidad del País Vasco-EHU. Investiga y escribe 

sobre las empresas transnacionales y su relación con la globalización neoliberal, los derechos 

humanos y la justicia internacional, y ha participado desde diversos roles en el Tribunal 

Permanente de los Pueblos. Ha sido miembro del Consejo Económico y Social del País Vasco y 

director de la Escuela Universitaria de Relaciones Laborales de la Universidad del País Vasco-

EHU. 

Carlos Martín Beristain, España 

Médico y doctor en Psicología social. Profesor del Master Universitario Europeo en Ayuda 

Humanitaria Internacional. Ha sido coordinador del Informe Guatemala. Nunca Más. Y asesor 

de las Comisiones de la Verdad del Perú, Paraguay y Ecuador. Ha trabajado como asesor de 

salud mental de Brigadas Internacionales de Paz, en El Salvador, Guatemala y Colombia. Trabaja 

desde hace 25 años con víctimas de la violencia y la guerra en diferentes países en conflicto, con 

grupos de derechos humanos y comunidades desplazadas y refugiadas, con sobrevivientes de 

tortura y familiares de desaparecidos. Ha sido perito de evaluación médica y psicosocial en 6 

casos ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ha sido Consultor de la Corte Penal 

Internacional en varios casos sobre trabajo con víctimas. Es autor de numerosos libros sobre el 

trabajo psicosocial y atención a las víctimas de violaciones de derechos humanos. 

Antoni Pigrau Solé, España 

Es Catedrático de Derecho internacional público en la Universidad Rovira y Virgili de Tarragona. 

Es director del Centro de Estudios de Derecho Ambiental de Tarragona(CEDAT) (www.cedat.cat), 

desde diciembre de 2007 y director de la Revista catalana de derecho ambiental (www.rcda.cat) 

desde 2009. Es vicepresidente del Instituto Catalán Internacional por la Paz (ICIP) 

(www.icip.gencat.cat). Es corresponsal en España del Yearbook of International Humanitarian 

Law, editado por el TMC Asser Instituut, La Haya, Países Bajos, desde 1988. Investigador en 

temas de derechos humanos,derecho penal internacional y derecho ambiental. 

Silvia Rodríguez, México 

http://www.cedat.cat/
http://www.rcda.cat/
http://www.icip.gencat.cat/
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Mexicana de nacimiento, vive en Costa Rica desde 1974. Es profesora emérita de la Escuela de 

Ciencias Ambientales de la Universidad Nacional de Costa Rica. Activista por la recuperación del 

control colectivo de la biodiversidad, su trabajo crítico ha mostrado que la aprobación de 

convenios y leyes de propiedad intelectual con sesgo privatizador, por parte de los estados, es el 

resultado de la presión de las corporaciones transnacionales y de los intereses de Estados 

Unidos. Sus trabajos de investigación y su participación pública son uno de los principales 

referentes en Costa Rica para la crítica del libre comercio. 

Nello Rossi, Italia  

Actualmente es el Procurador Adjunto de Roma. Desde 2007 está a cargo de la coordinación de 

los grupos de trabajo especializados en delitos económicos e información en la capital italiana. 

A su vez se desempeña como delegado del Ministerio de Justicia en el GAFI (Grupo de Acción 

Financiera), formado en la OCDE. De 2002 a 2007 fue juez de la Corte de Casación en materia 

penal, responsable de los delitos de delincuencia organizada, delitos contra la administración 

pública, extradición y órdenes de aprehensión europeas. Por cerca de 15 años , hasta 2012 , fue 

co-ŜŘƛǘƻǊ ŘŜ ƭŀ ǊŜǾƛǎǘŀ ƧǳǊƝŘƛŎŀ ά/ǳŜǎǘƛƻƴŜǎ ŘŜ WǳǎǘƛŎƛŀέ ǇǊƻƳƻǾƛŘŀ ǇƻǊ άaŀƎƛǎǘǊŀǘǳǊŀ 

5ŜƳƻŎǊłǘƛŎŀέΦ 9ǎ ŀǳǘƻǊ ŘŜ ƴǳƳŜǊƻǎƻǎ ŀǊǘƝŎǳƭƻǎ ȅ ƭƛōǊƻǎ Ŝƴ materia penal y procesal penal. 
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3. LA EVOLUCION DE LA DEPENDENCIA DE MEXICO CON 

ESTADOS UNIDOS Y EL ROL DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO 

DE AMÉRICA DEL NORTE (TLCAN) 

 

 Los tiempos, las características y las implicaciones generales del proceso de 

entrada de México en el mundo del libre comercio, hasta su transformación en un 

verdadero laboratorio a nivel regional y global, son esenciales para proporcionar un 

cuadro general de referencia a los procedimientos de esta audiencia.  Sin pretender 

una exhaustividad que de cuenta del conjunto del análisis presentado en las 

audiencias temáticas, los cuatro puntos que siguen proponen desarrollar: 

 

1. La transformación de la estructura productiva de México, 

2. Las transformaciones neoliberales en México y el Tratado de Libre Comercio de 

América del Norte (TLCAN), 

3. La genealogía de la economía criminal y el narcotráfico en México, 

4. La economía criminal y la criminalización de la economía. 

 

3.1.- LA TRANSFORMACION DE LA ESTRUCTURA PRODUCTIVA DE MEXICO  

El daño económico más importante generado por el libre comercio ha sido la 

desindustrialización de su área manufacturera (relativamente poderosa) que 

conformaba importantes cadenas industriales construidas a lo largo de ciento 

cincuenta años. Ello fue reemplazado abruptamente con un agresivo proceso de 

reindustrialización que promovió principalmente industrias maquiladoras, pero 
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también industrias estratégicas de cuño transnacional no mexicano (una de las 

industrias automotrices más poderosas del mundo1 o la industria electroinformática).  

Otro hecho fundamental es el extractivismo que con el libre comercio pasó de 

ser básicamente petrolero hacia un extractivismo energético cada vez más complejo 

(que incluye gas convencional, el gas shale, viento, energía solar), un extractivimo 

minero cada vez más intenso y complejo y un extractivismo hidrológico también 

devastador. Todo enfocado a abastecer los mercados estadounidenses, y a entregar 

los recursos naturales estratégicos a empresas petroleras y gasíferas de EEUU, a 

empresas españolas eléctricas y a empresas mineras de Canadá.  

La agricultura tradicional y la soberanía alimentaria que existía antes de la 

firma del TLCAN fue suplantada por una reconstrucción deformada de una 

agricultura de exportación. México perdió la soberanía en la mayoría de sus áreas 

básicas: granos, leguminosas, hortalizas, frutas, carne, alimentos procesados, etc. 

Hoy el país importa diez millones de toneladas de maíz, a la vez que subordina la 

nueva producción agropecuaria a los gustos del mercado estadounidense: hortalizas, 

berris, aguacates, frutas tropicales, marihuana, amapola, etc.  

Todos los programas de apoyo a la producción rural han sido desmantelados, 

así como las principales leyes que protegían la propiedad ejidal (colectiva) de la 

tierra, fomentando su privatización que avanza primordialmente en el centro del 

país. Aun así, la mayor parte de la propiedad rural de la tierra se mantiene en el norte 

y sur del país, en manos de propietarios colectivos que se resisten a registrar de 

forma privada sus tierras.  

Resulta simbólico en este contexto, la desaparición del ejido expresamente 

pedida por el TLCAN aun antes de su discusión y aprobación;  y de la sustracción de 

los derechos de los pueblos indígenas a la tierra comunal.  De este modo se abre la 

puerta a la pérdida del uso colectivo de la tierra, principio y base fundamental de la 

organización social de México.  

                                                        
1 Siendo México el séptimo productor mundial de automóviles y el cuarto exportador mundial, todavía se tienen aspiraciones 

de continuar elevando la importancia de la planta industrial automotriz. Planes de desarrollo que son emulados dentro del 
sector aeroespacial.  



 

12 

 

El territorio ha sido reorganizado a favor de nuevos corredores industriales 

estratégicos construidos entre el Este estadounidense y la cuenca del Pacífico, 

reaprovechando o impulsando algunos importantes puertos industriales en la costa 

del Pacífico mexicano. En virtud de ello se construyó el sistema de movilidad 

terrestre y marina intermodal muy agresivo y desregulado, siempre planeado al 

servicio de las industrias just in time operantes en México, lo cual ha hecho de las 

carreteras mexicanas unas de las más peligrosas del mundo. 

El comercio nacional, las grandes agencias comerciales estatales en el campo 

(CONASUPO), y las pequeñas y medianas empresas productivas y comercializadoras 

familiares se han destruido, y fueron reemplazadas por empresas altamente 

monopolizadas, sobre todo de cuño transnacional, contribuyendo a elevar el 

desempleo. A esto se suma la destrucción del sistema financiero. El mercado interno 

(industrial, agropecuario) destruido fue suplantado por un mercado importador de 

todo tipo de insumos industriales, medios de subsistencia principalmente 

estadounidenses y un fomento del mercado exportador. 

Desde 2012 en México se paga uno de los salarios más bajos del mundo en 

términos comparativos, aprovechando la sobreoferta laboral, aunque esté 

perfectamente disimulada, como así también el desempleo real, maquillado en el 

caso de los trabajadores intermitentes o informales (3 de cuatro trabajadores en 

México son informales) y con el flujo migratorio hacia Estados Unidos (10.64 millones 

de los 15.2 millones de mexicanos expulsados a partir de la firma del TLCAN), que es 

principal flujo migratorio del mundo.  

El desempleo también queda oculto con todos los trabajadores que se 

incorporan a trabajar dentro de la economía criminal, principalmente en el 

narcotráfico, o bien en el incremento descomunal de la policía, la marina y el ejercito, 

cuya plantilla crece con el argumento de contener el crecimiento de la economía 

criminal. 

¿Cómo ha sido que todos estos factores que mencionamos no hayan 

propiciado la destrucción absoluta de la economía nacional?  La solución de este 

enigma no está solamente en la reestructuración de las fuentes de ingresos que ha 
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abierto el nuevo México sino en las remesas de miles de millones de dólares (22 

miles de millones anuales) que envían los migrantes, y los miles de millones de 

dólares generados por las actividades criminales: tráfico de drogas, de precursores 

químicos, de armas, de emigrantes y transmigrantes, trata de mujeres, niñas y niños, 

de órganos, la prostitución infantil, etc. A esto se le suman los ingresos que generan 

las actividades informales.    

El permanente control norteamericano de la economía, la política y las 

fuerzas armadas mexicanas también ha favorecido la manipulación, los fraudes 

electorales y la corrupción como rasgos estructurales cruciales del Estado mexicano. 

La combinación de estos factores se vincula con el desarrollo del neoliberalismo y la 

firma de tratados de libre comercio por cuenta de México. Sin esta combinación de 

factores resulta imposible entender cómo es que la economía ilegal llega a 

representar, según diversas estimaciones académicas, el 40% del PIB nacional2 y 

cómo los grupos de narcotraficantes mexicanos se ubican entre los grupos criminales 

más importantes del mundo.  

 

 

3.2.- Las transformaciones neoliberales en México y el Tratado de Libre Comercio 

de América del Norte (TLCAN) 

 

Los testimonios que se presentaron a la largo de la Audiencia Final permiten 

afirmar que la inserción de México en la globalización neoliberal está asociada con un 

aumento extraordinario de sufrimiento en el pueblo mexicano. La globalización 

neoliberal genera fuertes desequilibrios entre el mercado y los derechos humanos. 

La economía se globaliza y las instituciones democráticas que tutelan los derechos de 

                                                        
2 .- BUSCAGLIA, Edgardo. Vacíos de poder en México, Debate, México, 2013, p. 245. Y también Buscaglia, 

Edgardo. "La paradoja mexicana de la delincuencia organizada: policías, violencia y corrupción" en Revista 
Policía y Seguridad Pública, enero-junio 2012, p. 9.  
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las mayorías se ubican en un espacio subordinado y marginal; las instituciones 

globalizadas sustituyen el control democrático por la regulación opaca del comercio 

global. 

El derecho neoliberal tutela la acumulación de la riqueza y la concentración 

del ǇƻŘŜǊ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ȅ ǇƻƭƝǘƛŎƻ ŦǊŜƴǘŜ ƭŀ ŜƭƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ άǇŜǊŘŜŘƻǊŜǎέΦ !ŘŜƳłǎΣ ǎŜ 

sustenta en la arquitectura de la impunidad construida a favor de las empresas 

multinacionales y del capital. La desigualdad y la asimetría son elementos 

constitutivos del mismo. 

El gobierno mexicano ha intervenido para facilitar la transformación y 

eliminación compulsiva por medios económicos de amplias masas de población de la 

ŎƛǳŘŀŘ ȅ Ŝƭ ŎŀƳǇƻ ŎƻƴǎƛŘŜǊŀŘŀǎ άƛƴƴŜŎŜǎŀǊƛŀǎέ ƻ άǎǳǇŜǊŦƭǳŀǎϦΦ [ƻǎ ƎƻōƛŜǊƴƻǎ 

mexicanos han utilizado el poder del Estado para acelerar esta eliminación mediante 

actos directos de despojo de medios de producción o por intervenciones 

distorsionantes en la economía de subsistencia.  

México representa un caso emblemático por muchos motivos. Antes que 

nada, ha sido el primer país en experimentar las políticas económicas globales, 

impuestas por el capital financiero internacional a partir de fines de la década del 80. 

En efecto, el 1 de enero de 1994 entró en vigor el TLCAN, primer experimento de 

creación de un área de libre intercambio comercial y de incondicionales garantías 

para la inversión de capitales. 

Se trata de un acuerdo que lleva en sí una característica muy singular por la 

profunda desigualdad entre las economías de los países que lo firmaron: por un lado 

la fortísima economía de Estados Unidos y la aún sólida economía del Canadá, y por 

otro, la muy débil economía de  México. 

Además, con este tratado, México se privó de participar en el esfuerzo que 

algunos países de América Latino hicieron para establecer un camino de cooperación 

entre países más semejantes entre sí, como el ALBA y el Mercosur. 

Desde 1994, el capital financiero y, en particular el gobierno estadounidense, 

que representa la porción más fuerte, ha intentado introducir acuerdos comerciales 
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en otras zonas con los mismos criterios del TLCAN.  Actualmente Estados Unidos está 

proponiendo nuevos acuerdos comerciales aun más severos, como el Acuerdo 

Transpacífico (ATP) con algunos países de la cuenca del Pacífico, y la Asociación 

Comercial de Inversión Trasatlántica entre Estados Unidos y la Unión Europea. Ambos 

están en proceso de negociación, aunque se enfrentan a no poca oposición tanto a 

nivel popular, como en  los parlamentos. 

 

El TLCAN forma parte de este entramado jurídico-político de dominación. No 

hay cruce de caminos entre los derechos humanos y los derechos corporativos; hay 

una profunda ruptura de la jerarquía y de la pirámide normativa del sistema de 

protección de los derechos humanos.  

Es crucial comprender que el TLCAN y las otras instituciones neoliberales no 

están diseñadas para promover el bien social. El TLCAN, en particular, no es un 

acuerdo entre la gente de los tres países norteamericanos para aprovechar los 

beneficios mutuos del intercambio de productos y servicios en función a sus ventajas 

comparativas. Son acuerdos que elevan el estatus legal de los grandes inversionistas 

y, simultáneamente, vinculan el poder económico del Estado a sus intereses, a la par 

que erosionan el compromiso y las opciones de los Estados nacionales para proteger 

a la ciudadanía.  

Un propósito central de estos tratados comerciales ha sido desarmar a los 

pueblos despojándolos de las herramientas de identificación, expresión, resistencia y 

capacidad transformativa que puede brindarles la soberanía nacional y la existencia 

de un Estado legítimo. En el caso de México, el desarme del Estado frente a los 

intereses corporativos internacionales ha adquirido características que son trágicas. 

La amputación de la soberanía económica comenzó hace muchos años y se ha 

realizado a través de diversos mecanismos. En ocasiones ha sido simplemente 

mediante la renuncia a asumirla, por ejemplo el abandono de la conducción de la 

economía; otras ha sido por cesión, como sería el caso de los recursos del subsuelo y 

la generación de energía; y otras más eliminando la capacidad gubernamental para 

ejercerla, como ha sido la pérdida de control territorial ante el incontenible avance 
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del narcotráfico. El vaciamiento del Estado está siendo llevado hasta el límite por el 

gobierno de Peña Nieto que por entrega, omisión o impotencia va renunciando a la 

soberanía en todos los ámbitos.  

Analizar los devastadores efectos que ha tenido este primer experimento 

cargado sobre las espaldas de los mexicanos, es por consiguiente de enorme interés 

para el mundo entero. Es aquí donde por primera vez se ha procedido a realizar una 

adecuación total de la legislación y de las políticas económicas nacionales a los 

imperativos del Tratado. De esta manera, se elimina todo poder de decisión de las 

instituciones representativas de los intereses del pueblo mexicano. Desaparece el 

espacio del derecho público; el Estado se convierte en un promotor y un certificador 

de las operaciones privadas de los inversionistas.  

Particularmente grave resulta el acelerado desmantelamiento de la 

Constitución Mexicana, aprobada en 1917 al término de la Revolución que constituyó 

un ejemplo significativo para otros países ya que fue la primera que introdujo los 

derechos sociales y subordinó el derecho privado de la propiedad al interés común. 

La impunidad transnacional que el TLCAN regula permite afirmar que es un 

Tratado tremendamente violento. La violencia estructural del sistema capitalista ς

que permite la acumulación de la riqueza de unos pocos a costa de la pobreza y la 

destrucción medioambiental y cultural de los pueblos- se incorpora de manera 

transversal a lo largo de todo el Tratado. 

El TLCAN colisiona frontalmente contra el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos. Se puede invocar la preeminencia de una norma 

jerárquicamente superior; así, el artículo 53 de la Convención de Viena establece 

que todo tratado que afecte a una norma imperativa de Derecho Internacional es 

nulo. La Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Pactos Internacionales 

de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así 

como otros Tratados y convenciones internacionales de derechos humanos y 

ambientales revisten el carácter de normas imperativas y de Derecho Internacional 

General. 
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Se debe efectuar el control de constitucionalidad de los tratados y verificar si 

existen vicios insanables en su celebración y aprobación, que generan su nulidad. 

Se debe restablecer la competencia territorial de los tribunales nacionales, 

recuperar el papel de los Parlamentos y poner en marcha iniciativas legislativas 

populares, haciendo cumplir las normas internacionales para revertir la fuerte 

asimetría existente entre las normas de comercio e inversiones y el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, poniendo los derechos de las personas y los 

pueblos por encima de los intereses de las grandes empresas.  

 

3.3.- La genealogía de la economía criminal y el narcotráfico en México 

 

México ha tenido una gran sujeción a Estados Unidos que ha definido el 

rumbo de su política y de su economía. Ni siquiera la producción de drogas en 

México es ajena a su relación con Estados Unidos.  Aunque el opio fue introducido 

por inmigrantes chinos para consumo personal, cambió de escala durante la Segunda 

DǳŜǊǊŀ aǳƴŘƛŀƭ ŎǳŀƴŘƻ Ŝƭ άΧǇǊƻǇƛƻ ƎƻōƛŜǊƴƻ de Estados Unidos fomentó el cultivo 

de la planta en México, pues sus fuentes de abastecimiento en Asia se habían 

cortado. La producción tenía como objetivo la elaboración de morfina como 

amortiguador del dolor de los heridos en combate.  Posteriormente se mantuvo 

durante las guerras de Corea y la primera parte de la de Vietnam y su cultivo 

desplazó a otros productos del campo mexicano como manzana, maíz o tomate, 

especialmente en la región conocida como el Triángulo Dorado, donde confluyen los 

estados de Sinaloa, Durango y Chihuahua.3  

Poco después se sumó el cultivo de marihuana; los responsables de ambos 

productos eran caciques  locales relacionados estrechamente con los políticos de ese 

                                                        
3  Alberto Nájar  (2013) La historia detrás del "boom" de la heroína mexicana BBC Mundo, 
Ciudad de México, 2013. citando a Luis Hernández, investigador de la Universidad Nacional 
Autónoma de México. 
http://www.bbc.co.uk/mundo/noticias/2013/08/130802_heroina_mexico_historia_narcotrafi
co_chapo_guzman_colombia_an 
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ŜƴǘƻƴŎŜǎΦ  /ƻƴ Ŝƭ ǘƛŜƳǇƻ ǎŜ ŦǳŜǊƻƴ ŎƻƴŦƛƎǳǊŀƴŘƻ  ƭƻǎ άŎŀǊǘŜƭŜǎ ŘŜ ƭŀ ŘǊƻƎŀέ ǇŜǊƻ ȅŀ 

ƴƻ ŎƻƳƻ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ  άƭŜƎŀƭέ  ǎƛƴƻ ƛlícita.  Estos carteles fueron el de Tijuana, el de 

Juárez y el del Golfo que subsisten hasta el día de hoy y que se fortalecieron con su 

alianza a los carteles de Colombia, entrando así al tráfico de la cocaina. 

Con esos antecedentes, los carteles empezaron a asociarse con distintas 

instancias políticas del gobierno, en principio para apoyar las elecciones de los 

alcaldes. Conforme estas personas escalaron en la carrera política, ya fuera por 

cargos de elección o no, el narcotráfico ha tenido en ellos colaboradores en niveles 

cada vez más altos de la política mexicana. 

Los carteles de la droga también requieren del lavado del dinero, por lo que 

empezaron a asociarse con empresarios y financieros.  Si a esto añadimos que el 

modelo económico de industrialización dependiente no generaba suficientes 

empleos formales y que la informalidad laboral crecía, además de la caída del poder 

adquisitivo del salario, el dinero del narcotráfico empezó también a penetrar en 

diversos sectores de la sociedad. 

Por otro lado, los integrantes de los carteles demandan seguridad personal y 

vigilancia de los territorios para el control de las "plazas", contratando para ello 

sicarios con estructuras fuertes de organización y fidelidad. Así la vida de la gente se 

ha convido en muchas zonas en objetivo de control y las estructuras del crimen han 

dado lugar a una potente criminalidad organizada. 

 

 

3.4. ECONOMIA CRIMINAL Y CRIMINALIZACION DE LA ECONOMIA 

 

Uno de los rasgos peculiares y devastadores del caso México está 

representado por la existencia de esta άdimensión criminalέ  ŘŜ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀΣ ǉǳŜ ha 

alcanzado ya niveles tales que llegan a condicionar y  trastornar cada ámbito de la 

vida económica, social y política del país. 
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En México, en ƭƻǎ ƘŜŎƘƻǎΣ ŎƻŜȄƛǎǘŜƴ  ŜƴǘǊŜŎǊǳȊŀŘŀǎ  ǳƴŀ άeconomía criminalέ 

ŘŜ ǇǊƻǇƻǊŎƛƻƴŜǎ ƎƛƎŀƴǘŜǎŎŀǎ ȅ ǳƴŀ άcriminalidad económicaέ ŘƛŦǳǎŀ ȅ ǇǊƻŦǳƴŘŀΣ  ǉǳŜ 

en conjunto, contribuyen a hacer más graves e incontrolables todos los efectos 

negativos de las políticas neoliberales adoptadas en el país.  

[ŀ άeconomía criminalέ ǇƻǎŜŜ ǳƴa  incidencia extraordinaria. El sector amplio 

y ramificado de la economía criminal mexicana obtiene sus ganancias de un largo 

espectro de actividades ilícitas: el lucrativo tráfico de drogas realizado por los 

distintos cárteles del narcotráfico que operan en el país y generan enormes 

beneficios ilegales; el contrabando de armas de fuego; la explotación de personas 

migrantes cometida mediante secuestros, extorsiones y chantajes; el reciclaje de los 

ingresos provenientes de la droga y de las otras actividades ilícitas, principalmente en 

los Estados Unidos. 

Los métodos de acción de los sujetos que operan en el sector de la economía 

criminal son: el uso sistemático de la violencia en los conflictos internos y con el 

propósito de resquebrajar las diversas formas de resistencia de la población, así 

como, el recurso, igualmente sistemático, a la corrupción de los representantes 

políticos y de los funcionarios públicos. 

El balance trágico de la persistente ofensiva criminal, que tuvo una escalada 

impresionante  a partir de los años ochenta, está representado por la larga cadena de 

víctimas civiles y por la eliminación física de  los opositores, pero también por la 

pérdida de control de amplias zonas del territorio por parte de las instituciones 

públicas y por la existencia de una impunidad sustancial, incluso tratándose de los 

crímenes más horrendos. 

/ƻƳƻ ȅŀ ǎŜ Ƙŀ ŘƛŎƘƻΣ Ŝƭ ǎŜŎǘƻǊ ŘŜ ƭŀ ǾŜǊŘŀŘŜǊŀ ȅ ǇǊƻǇƛŀ άŜŎƻƴƻƳƝŀ ŎǊƛƳƛƴŀƭέΣ  

con sus inusitadas dimensiones y con la horrible crueldad de sus métodos, coexiste y 

ŎƻƴǾƛǾŜ Ŏƻƴ ǳƴŀ ŘƛŦǳǎŀ άŎǊƛƳƛƴŀƭƛŘŀŘ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀέΣ la criminalidad de los delincuentes 

de cuello blanco. 

La criminalidad de los delincuentes de cuello blanco encuentra en México 

muy pocos obstáculos por la casi total ausencia de normas regulatorias de los 
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monopolios, de reglas eficaces sobre la operación de los bancos y sobre la 

transparencia financiera, de instrumentos de obstrucción oportuna del lavado de 

dinero sucio y de formas de manipulación del mercado financiero. 

Es verdad que en ninguna parte del mundo los instrumentos de control y 

combate de la criminalidad en los delitos de cuello blanco funcionan con la eficacia 

que sería deseable, pero su presencia y  la existencia, en muchos Estados,  de 

autoridades independientes del poder ejecutivo que tienen la encomienda de 

hacerlos respetar, representan al menos una primera barrera y un disuasivo para los 

criminales económicos. 

En México, esta primera línea de contención de los delitos económicos y 

administrativos más frecuentes (la corrupción, los abusos de los funcionarios 

públicos, los crímenes fiscales, el lavado de dinero) parece inexistente o ineficaz, 

mientras el balance de la verdadera y propia acción penal es absolutamente negativo 

y produce una altísima tasa de impunidad.  

Como ha sido eficazmente dicho por Luis Hernández Navarro, ante este 

ǘǊƛōǳƴŀƭ άMéxico es como una entidad federativa más de los Estados Unidos, pero sin 

ǎǳǎ ƭŜȅŜǎΣ ƴƛ ǎǳǎ ǊŜƎƭŀǎέΦ 

En México no encuentran aplicación las reglas mínimas sobre el 

funcionamiento del mercado de bienes económicos y servicios financieros que 

operan en los Estados Unidos, en Europa y en otras partes del mundo 

económicamente desarrollado, y por ello las empresas multinacionales pueden 

aprovechar amplísimas exenciones fiscales, cuentan con amplia libertad de sacar del 

país las ganancias de la actividad económica realizada en México, se genera trabajo 

precario y a bajo costo y se da una ausencia casi total de una legislación rigurosa 

contra los monopolios. 

En un contexto así, se comprende por qué los grandes grupos económicos 

presentes en el país no tienen un efectivo y urgente interés por erradicar la 

άŜŎƻƴƻƳƝŀ ŎǊƛƳƛƴŀƭέ ƳŜȄƛŎŀƴŀΣ Ŏƻƴ ƭŀ Ŏǳŀƭ ƴƻ ŜƴǘǊŀƴ ƴǳƴŎŀ Ŝƴ ŦǊŀƴŎŀ ŎƻƴǘǊŀŘƛŎŎƛƽƴΣ 
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y porque han aceptado durante décadas convivir con el narcotráfico y sus crímenes 

atroces, en una relación de perversa complementariedad.  

Las únicas voces de protesta y las únicas tentativas valientes de reacción han 

provenido de la colectividad extorsionada y oprimida y las organizaciones solidarias 

con ella. Como es conocido por todos, estas tentativas han sido siempre sofocadas 

con sangre. 

En la actitud de los poderes económicos se identifica una de las causas que 

han concurrido a determinar la pasividad de la jurisdicción penal en el país, reducida 

a una condición de sustancial impotencia, y a delegar inapropiadamente a los 

militares y a la armada naval el combate del narcotráfico con la larga secuencia de 

abusos, violencia y crímenes que lo han caracterizado. 
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4.- LA REBELIÓN DEL DOLOR EN MÉXICO 

 

 El Tribunal Permanente de los Pueblos ha escuchado en sus tres años de 

trabajo en México, cerca de 500 casos de violaciones de derechos humanos 

individuales y colectivos, agravios e impactos  masivos que afectan a una gran parte 

de la población, que cuestionan el papel del estado como elemento regulador de los 

conflictos y protección de los derechos humanos, y ponen frente al espejo una 

situación dramática, muchas veces aún silente, otras veces como un grito desgarrado 

que debe ser escuchado.  

 

a. Introducción  

 

El nivel de horror e impacto escuchado en este proceso del TPP produce una 

conmoción, una situación en la que ha dejado también a la sociedad mexicana y al 

mundo el caso de las ejecuciones extrajudiciales y desaparición forzada de 46 

normalistas de Ayotzinapa. El TPP quiere ofrecer el reconocimiento hacia las 

víctimas, familiares y sobrevivientes en este y en otros miles de casos vividos en el 

país, así como a quienes han traído a las audiencias otros muchos casos de 

violaciones al derecho a una vida digna, a la tierra, al trabajo, a la protección de los 

recursos naturales y la naturaleza de la que formamos parte.  El análisis de todas 

estas situaciones vividas muestra que México se encuentra en una encrucijada, que 

no puede ser postergada ni se puede ocultar tras la evitación de los problemas, su 

reducción a casos aislados o la invisibilización del papel del Estado y de las 

responsabilidades de sus élites políticas. Esta situación no solo supone una tragedia 

hoy en día, sino que compromete de forma grave el futuro de la sociedad.  El TPP 

hace un llamado al Estado, a la sociedad, a los países cercanos o aliados de sus 

políticas algunos de los cuales son corresponsables directos de su situación, para que 

se den respuestas que estén a la altura de la tragedia. Y reconoce a la vez el papel 

protagónico de las víctimas, de la sociedad y los pueblos que forman parte del 
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sentido y de la riqueza de este país, y sus formas de resistencia de las que este 

tribunal da cuenta y reivindica como la base para cualquier proceso de 

reconstrucción del tejido social. 

 

b. Violencia estructural, ambiental y directa en el TPP México 

 

Las violaciones de derechos humanos, amenazas y agravios recogidos en este 

Tribunal, se refieren tanto a derechos de los pueblos a una vida digna, a la relación 

con la naturaleza y la destrucción ambiental, como a las condiciones de desigualdad, 

precarización y pobreza que suponen un conjunto de condiciones de deterioro de las 

condiciones de vida, así como las formas de violencia directa contra las personas, las 

comunidades, defensores de derechos humanos, las mujeres o periodistas.  Además, 

desde la concepción y práctica de lo que significa un tribunal de los pueblos, la 

sociedad mexicana no puede verse sólo desde el ahora. Mientras los Estados y 

agencias internacionales compran y venden los recursos del futuro en la bolsa 

poniendo precios e hipotecas para las próximas décadas al maíz o el arroz, también el 

futuro se vende cuando se toman decisiones limitando o mercantilizando los 

derechos a la salud o la educación, se privatizan los servicios, se hacen más precarias 

las condiciones de vida y de trabajo. Se ha dado una destrucción acelerada de la 

naturaleza que tiene consecuencias en las condiciones de vida de las comunidades 

afectadas y el futuro de México. Según el Instituto Nacional de Geografia, en 20 años 

post TLC, México ha perdido 34.68% de sus bosques y selvas. Las denuncias ante este 

tribunal por problemas ambientales que benefician a empresas nacionales y 

trasnacionales suman 211 que afectan a 433 municipios de 21 estados. Algunas de 

estas denuncias como en Michoacán o Guerrero afectan a rutas de tráfico o lugares 

de explotación de recursos naturales y la criminalidad organizada. Las agresiones 

ambientales más frecuentemente señaladas incluyen la destrucción de fuentes de 

agua, bosques y vida campesina, la sobreexplotación de acuíferos y contaminación 

ambiental con agrotóxicos o la contaminación transgénica, que generó una demanda 

de medidas cautelares ante el sistema judicial  mexicano que constituye una de las 
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pocas excepciones en la tutela judicial de la protección de la vida en relación al 

medio ambiente. Todas esas luchas han conllevado frecuentes formas de persecución 

a las y los defensores ambientales con detenciones arbitrarias e incluso asesinatos. 

 

c. Exclusión social, migración y violencia 

 

Estas condiciones de exclusión han llevado a un fenómeno de migración colectiva 

que afecta especialmente a los y las jóvenes, que son los que tienen más 

posibilidades de inserción en los mercados laborales del norte y a la vez expropia a 

México de una humanidad convertida en capital de inversión para la economía de 

Estados Unidos, donde hay cerca de 12 millones de personas de población mexicana 

es decir un 10% de la población total.  Mientras tanto México se ha convertido en un 

país de frontera en la que miles de migrantes, centroamericanos especialmente, son 

convertidos en mercancía, extorsionados por redes de criminalidad o agentes del 

Estado. En un territorio peligroso donde se desprecian sus derechos, y donde sus 

vidas pasan a manos de redes de un tráfico de personas, a tal escala que no puede 

darse sin la colaboración de agentes del Estado y autoridades de diferentes 

territorios. El Tribunal ha constatado dicha situación a través de cientos de 

testimonios de los albergues de migrantes, sacerdotes y personas voluntarias que 

trabajan con ellos y sufren también las situaciones de amenaza para su trabajo y sus 

vidas. Mientras el Estado dice no saber, o atribuir la responsabilidad de todo ello a las 

circunstancias, las organizaciones que trabajan con migrantes han documentado de 

forma muy clara y a veces dramática su situación. Si hay un territorio en el que los 

derechos hayan sido abolidos en México, ese es el territorio de las rutas de migración 

que atraviesan el país de Sur a Norte. El Estado no ha escuchado siquiera a estas 

víctimas y testigos, ni mucho menos ha puesto en marcha políticas de prevención de 

la tortura, de atención a los migrantes o de protección de los territorios, ni parece 

haber escuchado las propuestas y demandas de quienes conocen de cerca dicha 

problemática. 
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d. Entender la dinámica de la violencia 

Entender la práctica y la dimensión de la violencia contra la población civil en México 

es, a la vez que una necesidad, un enorme desafío. Mientras la lógica de la violencia 

política de los años 70, especialmente a partir de la matanza de estudiantes de 

Tlatelolco, intentó acabar con la oposición política, más adelante la lógica 

contrainsurgente llevó en algunas zonas del país, especialmente en Chiapas con el 

alzamiento zapatista y también en Guerrero, a una política de control del tejido social 

como una nueva forma de hacer la guerra, con la creación de grupos paramilitares y 

el estímulo de la división y el enfrentamiento comunitario, una práctica estatal 

conocida en diferentes países que han vivido conflictos armados o guerras: la lógica 

de control de la población y del territorio. En la última década, las historias y casos 

escuchados por este Tribunal muestran que las versiones siempre generalizadas 

sobre oscuras redes de criminalidad ligadas al narcotráfico ocultan también la 

responsabilidad o la ausencia de respuestas del Estado como condiciones necesarias 

para ese horror a gran escala. México se ha convertido en un gran terreno de 

frontera no solo geográfica, sino económica y política con Estados Unidos y la 

relación de subordinación tradicional, que es a la vez la frontera Norte/Sur. En esa 

gran frontera, que empieza en Chiapas y termina en Baja California, una buena parte 

del territorio nacional se ha convertido en corredores controlados o Estados fallidos 

en los que la implicación del Estado federal es evidente. Sin embargo, la descripción 

de la violencia y su impacto se convierte en algo coloquial donde incluso el lenguaje 

se ha convertido en una forma de minimización. El secuestro se llama levantón. La 

desaparición se convierte en extravío. El asesinato es parte de la crónica roja y de una 

criminalidad que siempre aparece en manos de redes desconocidas y capos, con toda 

una parafernalia del horror. El Estado tiene que llamar a las cosas por su nombre, no 

minimizar la gravedad de los hechos y poner en marcha mecanismos eficaces de 

investigación y reconocimiento de la problemática que vive el país.  Sin un lenguaje 

que les reconozca, la experiencia de las víctimas queda en la cuneta de la historia, y 

deja de ser parte de una conciencia colectiva que movilice hacia la acción. Los casos 

que hemos escuchado en este tribunal son una llamada a la conciencia de la 

humanidad, pero solo en algunos casos han generado una movilización social en 

sectores sociales que muchas veces han visto esos problemas como cosas ajenas. 
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e. Feminicidio y condiciones de vida de las mujeres 

 

La relación entre la situación de desigualdad, precariedad de derechos y la violencia 

directa se manifiesta de forma clara en el caso de Ciudad Juárez y Chihuahua. 

Mientras a los lados de la frontera, el desarrollo de la industria de quita y pon supuso 

una estrategia para maximizar el beneficio precarizando a mansalva las condiciones 

de vida de las trabajadoras, las mercancías y la gente se fueron convirtiendo en parte 

de lo mismo. El tráfico de mercancías o la industria de ensamblaje, también se ha 

dado de forma concomitante con una distribución de la desigualdad en la violencia: a 

una línea de distancia, durante años Ciudad Juárez ha sido la ciudad más violenta del 

planeta, mientras El Paso era la ciudad más segura de Estados Unidos. Y esos niveles 

de violencia afectaban especialmente a la población joven y a las mujeres que han 

vivido la tragedia de dar a conocer la práctica del feminicidio y la emblemática 

historia de lucha por la vida, al visibilizar esos hechos por parte de las víctimas de 

Chihuahua y Juárez, las organizaciones de mujeres y los grupos de derechos 

humanos. 

 

f. La especificidad de la violencia de género en México 

 

Sin embargo, la violencia sistemática que viven las niñas y mujeres en México en 

estos tiempos se da en un contexto histórico y estructural de discriminación contra 

las mujeres en todas las esferas de la vida.  Este contexto  incluye desde el feminicidio 

y la tortura sexual hasta formas más sutiles de sexismo y misoginia como la 

desaparición de las mujeres de la historia oficial.  Misoginia que también se expresa 

cuando el aporte de las mujeres a los movimientos sociales no es reconocido debido 

al poco valor que se le da a la vida y actuar de las mujeres.  Pero también al lenguaje 

excluyente que invisibiliza no solo esos aportes sino que tampoco da cuenta del 

hecho de que las mujeres son víctimas específicas de los impactos nefastos del 
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neoliberalismo y los TLCs, como lo es el hecho de que la privatización de los servicios 

públicos recae principalmente sobre los hombros de las mujeres quienes tienen que 

asumir el cuidado de las personas enfermas, ancianas o con alguna discapacidad. 

Como se advirtió en varias audiencias, el Estado incumple de manera directa su 

obligación inmediata de erradicar todas las formas de discriminación contra las 

mujeres y las niñas. Aunado a ello, se advierte un patrón de impunidad y 

permisividad social, tolerancia e incluso aquiescencia hacia la violencia contra 

mujeres, adolescentes y niñas sostenidas por una cultura de desvalorización de la 

vida y roles de las mujeres. Cultura que se traduce en una misoginia institucional y 

social que en el caso de mujeres lesbianas y trans, es legitimada y asumida como 

expresiones positivas de la identidad mexicana.  

A lo largo de las pre-audiencias se han ejemplificado distintos tipos y modalidades de 

violencia contra las mujeres como lo demostraron los casos sobre la situación de 

pobreza y marginación que viven las mujeres campesinas e indígenas (como lo 

ocurrido con la masacre de Acteal, con las hermanas González Pérez, con Inés, 

Valentina, entre otras); la sobrerrepresentación de las trabajadoras en la economía 

informal, los desalojos, la falta de vivienda, los despidos ilegales y el mayor 

desempleo de las mujeres, o los casos de feminicidio en diversos Estados de la 

República; la falta de acceso a la justicia y la incapacidad de las autoridades de actuar 

con la debida diligencia. A ello se suma la violencia feroz, física y sexual por fuerzas 

del orden, paramilitares o por miembros de organizaciones criminales; la 

criminalización y agresiones de todo tipo a defensoras de derechos humanos; el 

encarcelamiento y tortura por la terminación del embarazo; las muertes maternas 

por falta de acceso a la atención médica, la violencia contra mujeres de la diversidad 

sexual; las violaciones y tortura sexual de mujeres detenidas o en prisión; l9as 

violaciones y muerte de mujeres migrantes; y muchos casos más, en los cuales se 

entrelazan distintos tipos de violencia. 

Las pre-audiencias han demostrado que las mujeres son también víctimas por sus 

relaciones familiares y afectivas, por su liderazgo en sus comunidades u 

organizaciones o por su participación en las luchas sociales, como ocurrió en los 

terribles hechos de San Salvador Atenco.  Y a pesar de que en muchos casos esta 
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violencia es parte de una estrategia para impedir que otras mujeres se incorporen a 

las luchas sociales, estas víctimas no reciben la solidaridad debida de parte de sus 

compañeros de lucha. Al contrario, muchas veces son revictimizadas por sus propias 

organizaciones, sus parejas y familias y por los medios de comunicación. Por otra 

parte, hay una extensión del impacto de las amenazas, las torturas o las violaciones 

sobre las mujeres dado que se les niega frecuentemente el derecho a la verdad, al 

duelo, a la justicia o a la reparación como consecuencia de la violencia.  

Esta violencia ha tenido un especial impacto en las madres de desaparecidas/os 

como lo demuestra el caso emblemático de Marisela Escobedo, asesinada por buscar 

justicia para su hija, un ejemplo de qué ocurre cuando no se toman las garantías de 

no repetición y medidas estructurales adecuadas: más mujeres siguen siendo 

asesinadas y sus familiares, especialmente sus madres,  siguen sufriendo la ausencia 

y la impunidad. De haberse tomado las medidas a partir ŘŜƭ Ŏŀǎƻ ŘŜ ά/ŀƳǇƻ 

!ƭƎƻŘƻƴŜǊƻέ y de haberse cumplido adecuadamente la sentencia emitida hace casi 

cinco años por la Corte IDH, seguramente se habrían prevenido muchas de las 

desapariciones, muertes y violaciones sexuales de las que se hablaron en las 

audiencias.  

 

g. Las víctimas y sobrevivientes 

 

El TPP ha escuchado numerosos testimonios del horror, a través de las voces de 

muchas mujeres víctimas y sobrevivientes, periodistas amenazados, indígenas cuyos 

territorios son codiciados y cuyas formas de vida están en peligro, comunidades 

afectadas por devastación ambiental entre otros muchos. Los datos del horror 

también están sujetos al baile de las estadísticas que convierte las biografías de 

millones de mexicanos y mexicanas afectadas por la violencia en números que 

muestran lo que esconden. El Tribunal ha tenido acceso a las estadísticas oficiales 

proporcionadas por distintos gobiernos que hablan de 50.000 personas muertas, o 

que señalan un día 20.000 personas desaparecidas, otro 16.000 y otro 8.000, usando 

los números como una forma de legitimar políticas y no para tener conocimiento de 



 

29 

 

las dimensiones y los impactos de un problema. Esta lucha por la representación de 

la realidad supone una ausencia de un reconocimiento efectivo, lo que hace que, 

ƻŎƘƻ ŀƷƻǎ ŘŜǎǇǳŞǎ ŘŜ ƭŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ōŀǳǘƛȊŀŘŀ άƎǳŜǊǊŀ ŎƻƴǘǊŀ Ŝƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻέΣ ƴƻ ŜȄƛǎǘŀƴ 

registros fiables, no haya información sobre los datos que refieren más de un millón 

de desplazados internos, ni un trato adecuado a las víctimas, sus relatos o la realidad 

que muestran sus denuncias. Y estas estadísticas no refieren nunca el impacto en las 

nuevas generaciones, mientras decenas de miles de niños y niñas han visto cómo sus 

padres, madres o hermanos eran asesinados o desaparecidos.  México necesita un 

estudio del nivel real de impacto de la violencia y de las políticas que deben llevarse a 

cabo para la prevención y atención a las víctimas desde una perspectiva integral. 

 

h. Aceleración del impacto y consecuencias a largo plazo 

 

En la última década México ha vivido una aceleración del impacto de la violencia, 

concentrada especialmente en la población joven, y que hipoteca el futuro de la 

sociedad. Mientras los gobiernos se terminan cada seis años,  los impactos de la 

violencia son acumulativos en el tiempo. Las decenas de miles de desaparecidos no 

son hechos del pasado, son violaciones que siguen cometiéndose en el presente, y 

cuyos impactos se prolongan en la responsabilidad de los perpetradores o la 

necesaria investigación y justicia por parte del Estado que no se cancela con el 

tiempo, y también constituyen un impacto permanente del maltrato psicológico y 

tortura que la desaparición supone para los familiares. En México esos impactos son 

aún muy frescos y se han convertido ya en parte del paisaje crónico de las víctimas 

que han venido a hablar del plato que espera aún al desaparecido, del dolor que no 

puede dejar de serlo, y a la vez de la rabia de los familiares que no pueden con la 

sinrazón y la crueldad de los perpetradores y con la ausencia de respuesta del Estado. 

De forma sistemática hemos escuchado de las víctimas historias de desprecio que 

tienen un hilo común en la respuesta de numerosos funcionarios y agentes del 

estado, que muchas veces minimizan el problema, aconsejan a los familiares no 

seguir adelante o dejar las cosas como están, cuando no  se escudan en las gestiones 
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giratorias que dan vueltas a las cosas sin ningún avance. O en algunos casos lanzan 

mensajes que son parte de la amenaza. Mientras, crece la indignación y la 

desconfianza. Un Estado en el que la desconfianza es un abismo entre la población y 

el mismo Estado, pierde su legitimidad y socava su compromiso fundacional de 

responder a las necesidades de la gente y ser garante de sus derechos. 

 

i. Comunicación, violencia y miedo 

 

El Tribunal es testigo de cómo el miedo se ha convertido en parte de una estrategia 

de control de la población, ya sea para controlar la protesta social o por la acción de 

la criminalidad organizada o el tráfico de personas o por la explotación de recursos 

ƴŀǘǳǊŀƭŜǎΦ [ƻ ǾƛǾƛŘƻ Ŝƴ ƻǘǊƻǎ ǇŀƝǎŜǎ ŘŜ !ƳŞǊƛŎŀ [ŀǘƛƴŀΣ Ŝƭ άŀƭƎƻ ƘŀōǊłƴ ƘŜŎƘƻέΣ Ŝƭ άƴƻ 

ǘŜ ƳŜǘłǎέ ƻ Ŝƭ ǎƛƭencio, se han ido extendiendo en muy diferentes lugares del país 

como parte de los mecanismos que condicionan el comportamiento. Este Tribunal ha 

escuchado muchos testimonios pero también ha estado presente la dimensión del 

silencio, relatos de cómo el miedo amordaza a comunidades enteras en diferentes 

regiones del país, desde la sierra Tarahumara a las montañas de México, desde 

Estados como Tamaulipas hasta Michoacán. En muchos de estos lugares ni siquiera el 

trabajo de los medios de comunicación se puede llevar a cabo y los periodistas viven 

bajo la misma mordaza de la amenaza de muerte. Este nivel de terror y 

silenciamiento supone no solo una violación masiva a la libertad de expresión e 

información, sino un nivel de control de la información que obedece a razones 

políticas. El oligopolio de los medios y la fuerte concentración de los televisivos en 

dos corporaciones supone una enorme capacidad de controlar la información pública 

que está reñida con la democracia.  

 

j. Rol del Estado y desmantelamiento de derechos 
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En las políticas neoliberales, el tiempo de las comunidades e individuos es 

considerado como parte de la mercancía. En México, donde las condiciones de 

riqueza de recursos naturales, de corrupción sistémica, de grave desigualdad social y 

pobreza, y redes de criminalidad basadas en el narcotráfico, el Estado ha ido 

perdiendo su rol regulador y de protección de los derechos de las grandes mayorías y 

suprimiendo progresivamente sus garantías. Basándose en la fuerte evidencia que de 

forma reiterada ha sido presentada en las distintas audiencias, el TPP constata la 

responsabilidad de las autoridades de diferentes gobiernos en el desmantelamiento 

de las garantías legales, especialmente con sucesivas y continuas reformas 

constitucionales, que han ido implicando una pérdida de los derechos de la 

población mientras aumentaban las garantías para las empresas transnacionales o las 

élites económicas. Las decisiones políticas que comprometen el futuro son tomadas 

por autoridades elegidas, pero muchas veces corruptas, o que obedecen a criterios e 

intereses de su propio beneficio o son parte de las políticas de empresas 

transnacionales que buscan maximizar sus beneficios a costa de las nuevas 

generaciones. Especialmente relevante es la reforma del artículo 27 constitucional de 

la propiedad de la tierra ejidal y comunal, que supuso una expropiación de derechos 

y garantías sobre el uso y pertenencia de la tierra y sus recursos. Estas políticas y 

prácticas muestran cómo se han presentado como pretendidas políticas de desarrollo 

verdaderas acciones de despojo a las que, posteriormente, se ha proporcionado 

cobertura legal. De esta forma el derecho pierde su papel protector y se convierte en 

una forma de desviación que expropia el poder a la población mexicana y lo deposita 

en los acuerdos comerciales, la presión de transnacionales o los intereses de las élites 

económicas. La reciente prohibición de la Corte Suprema de Justicia de realizar 

consultas o referéndum sobre aspectos que tengan que ver con ingresos y gastos, 

que correspondería originalmente a la política fiscal, a cualquier área de demandas 

populares supone en la práctica un candado legal para el desarrollo de la 

participación, y por tanto del poder fundacional de la democracia en la sociedad 

mexicana. Lo que este Tribunal ha escuchado en esta audiencia muestra que se 

necesita un análisis de los impactos sociales, ambientales y en las nuevas 

generaciones cuando se  discuten las políticas del Estado.  
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4.11. Hacer frente al impacto de la violencia 

 

El Tribunal hace un llamado a la sociedad para hacer frente a esta situación que es de 

emergencia y a la vez tiene impactos crónicos graves. Las secuelas de la violencia se 

extienden directamente a amplias capas de la sociedad, especialmente de diferentes 

sectores de la población joven que son las víctimas directas. Pero son además sus 

familiares los que sufren los impactos del trauma y duelo, de la incertidumbre sobre 

su destino o de la ausencia de una política de atención y reparación. Nada de eso se 

ha puesto en marcha aún en el país, más allá de algunas iniciativas legales o ciertas 

medidas parciales. Por otra parte, las políticas institucionales de destrucción del 

futuro no podrían traducirse en prácticas sistemáticas y en una impunidad social, 

política o jurídica, sin la connivencia implícita o explícita de gremios profesionales 

que tienen la responsabilidad de analizar y trabajar con los datos y experiencias 

como los que se han presentado en esta audiencia, de forma que se puedan 

visibilizar los mecanismos y las causas que están tras los procesos de largo plazo que 

los sustentan, así como las violaciones que se han presentado.  Las áreas de medio 

ambiente, salud y epidemiología, las transversalidades que determinan las variables 

entre el derecho, la economía y los derechos humanos individuales y colectivos, no 

incluyen las vidas e historias de las personas como variables de referencia, sino como 

factores de corrección o confusión en los cálculos de profesionales, vistos en muchos 

casos como ausentes o partes contrarias a los grupos o pueblos más en riesgo. Este 

Tribunal hace un llamado a dichos sectores sociales a involucrarse con esta 

problemática y hacerla suya, a escuchar a las víctimas y comprometerse con un 

derecho, una medicina, una psicología, una investigación que se tome en serio la 
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formación de profesionales con una perspectiva ética y habilidades para el trabajo en 

contextos de violencia y la atención a víctimas y sobrevivientes.  

 

k. Justicia y lucha contra la impunidad 

La búsqueda de la justicia es un anhelo universal y la demanda central de las víctimas 

y sobrevivientes en México. La inmensa mayoría de los casos escuchados en esta 

audiencia no han tenido resultados de una investigación efectiva y se encuentran en 

la impunidad. Las autoridades mexicanas tienen un triste récord de ausencia o mala 

investigación que empieza muchas veces desde la escena de los hechos. Para este 

tribunal la impunidad no es solo una ausencia de castigo sino un mecanismo que 

trata de evitar reconocer y asumir las responsabilidades. En el caso de México que 

trata de diluirlas entre las instancias municipal, estatal o federal,  y donde los 

mecanismos de rendición de cuentas como comisiones de derechos humanos 

oficiales resultan desgraciadamente inefectivos. La impunidad está tejida también de 

caminos que van hacia ninguna parte como hemos escuchado en los casos 

presentados, a la vez que un mecanismo educativo y disciplinador que impone un 

sentido de impotencia a la sociedad. Las víctimas y sobrevivientes de los diferentes 

casos presentados en esta audiencia, y más allá en todo el proceso de este TPP, así 

como sus organizaciones de referencia, son la energía  fundamental de esta lucha 

contra la impunidad y necesitan apoyo y reconocimiento. Esta sentencia quiere ser 

una forma de respaldar sus demandas, desde esta conciencia que representa el sentir 

de los pueblos. 
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5.- LA LÓGICA ESTRUCTURAL DEL ATAQUE AL DERECHO DE LOS 

PUEBLOS EN MÉXICO 

 

 Desde décadas atrás, México ha gozado de una imagen positiva en el plano de 

las relaciones internacionales. Desde su apoyo decidido a los refugiados de la guerra 

civil española, hasta su participación activa en el Movimiento de países no alineados, 

las posiciones favorables al desarme mundial, el liderazgo asumido en la negociación 

del Tratado de Tlatelolco para una zona libre de armas nucleares en América Latina o 

la rápida ratificación de todo tipo de acuerdos internacionales en materia de 

protección de derechos humanos, la política exterior mexicana se distinguió por 

mantener una voz propia, con mucha frecuencia asociada a las opciones de mayor 

progreso social. 

 Hoy todavía conserva una parte de esa imagen, que pareciera apenas 

empañada por los frecuentes episodios de violencia que se muestran en los medios 

de comunicación internacionales, normalmente asociada de una manera genérica a 

la pugna por el mercado entre los diversos actores del narcotráfico y por los datos 

sobre la pobreza y la corrupción, aunque ciertamente su voz en los grandes debates 

internacionales ha perdido su autonomía. 

 Lo que efectivamente no se percibe en el exterior es la amplitud y la gravedad 

con que, desde hace tanto tiempo, el sistema político utiliza un esquema de violencia 

institucional para imponer políticas económicas que responden al interés de una 

minoría y que atacan, en sus distintos aspectos, los derechos y los intereses de 

grandes sectores de su población. Lo que no se conoce con suficiente claridad fuera 

de México, salvo en las instancias de protección de derechos humanos, es la 

frecuencia con que amenazas, agresiones, asesinatos, desapariciones, torturas, 

apropiación de tierras y desplazamientos forzados golpean a quienes tratan de 

defender sus derechos y a quienes lideran las resistencias. Y que, más allá del 

habitual recurso a la violencia opaca del narcotráfico, es el conjunto de las 

instituciones del Estado mexicano, en todos sus niveles, el que, por acción o por 
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omisión, planifica, impulsa y contribuye a mantener este patrón de conducta. Que el 

mundo sepa que el gobierno de México es candil de la calle y oscuridad de su casa, 

porque de ello depende que haya un decidido apoyo a la necesaria transformación. 

 En la situación mexicana se observa una llamativa falta de proporción entre la 

gravedad de estos crímenes de Estado, del ataque sistemático a los derechos de los 

pueblos denunciadas a lo largo de los años de trabajo de este Tribunal y la imagen 

que se tiene de dicha situación en instituciones internacionales y regionales, en los 

gobiernos de América Latina y del resto del mundo, en los medios de comunicación 

internacionales e incluso en los movimientos sociales en defensa de los derechos de 

los pueblos en todo el planeta. 

 A diferencia de otras situaciones de importancia similar, el caso mexicano no 

forma parte de la agenda prioritaria de ninguna institución internacional y tanto los 

gobiernos de distinto signo como las propias organizaciones sociales y organismos de 

derechos humanos no asignan a la situación mexicana una prioridad significativa en 

ninguna de sus campañas o denuncias. 

 Sin embargo, del conjunto de información recibida a lo largo de los años de 

talleres, foros, pre-audiencias y audiencias temáticas del Capítulo México del TPP, en 

la revisión de miles de documentos, en la presentación de miles de testimonios, 

surge un cuadro de situación que refleja la innegable responsabilidad del aparato 

estatal mexicano en todos sus niveles con los delitos y violaciones denunciadas y su 

absoluta colusión con los intereses del capital transnacional, con las políticas de los 

Estados Unidos de América e incluso con el funcionamiento e intereses de numerosas 

organizaciones criminales, en lo que fuera caracterizado por la fiscalía de esta causa 

como un proceso de "desvío de poder". 

 Se ha caracterizado este "desvío de poder"4 como una transformación del 

aparato estatal que, a la vez que refuerza, terceriza y actualiza una tremenda 

                                                        
4 .- Los ilustres juristas don Eduardo García De Enterría y Tomás Ramón Fernández, han 
señalado que "toda actividad administrativa debe dirigirse a la consecución de un fin, 
determinado siempre, expresa o tácitamente (y, por tanto, elemento necesariamente 
reglado), por la norma que atribuye la potestad para actuar. Si la autoridad u órgano de la 
Administración se apartan de ese fin que condiciona el ejercicio de su competencia, el acto o 
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capacidad punitiva, abandona definitivamente toda preocupación por el bienestar de 

la población, utilizando el poder público para la consecución de intereses 

particulares, violando en dicho proceso todas y cada una de las conquistas históricas 

de los pueblos en su larga lucha. 

 A su vez, este desvío de poder se realiza en todos los planos del 

funcionamiento estatal: político, legislativo, judicial, incluso económico, en tanto 

expropiación del aparato público que, despojado de las características que intentan 

justificar su legitimidad (representar los intereses del conjunto de la población), 

queda vaciado. 

La actitud anómala en que consiste la desviación de poder en tanto 

mecanismo criminal, según los términos en los que ha sido definido este ilícito 

                                                                                                                                                               
la decisión que adopten en consideración a un fin distinto deja de ser legítimo...". Asimismo 
Alibery ha dicho que "la desviación de poder es el hecho del agente administrativo, que 
realizando un acto de su competencia y respetando las formas impuestas por la legislación, 
usa de su poder en casos, por motivos y para fines distintos de aquellos en vista de los cuales 
este poder le ha sido conferido. La desviación de poder es un abuso de mandato, un abuso 
de derecho. Puede un acto administrativo haber sido realizado por el funcionario 
competente con todas las apariencias de regularidad y, sin embargo, este acto discrecional 
realizado, que el funcionario cualificado tenía el derecho estricto de realizar, puede estar 
afectado de ilegalidad si su autor ha usado de sus poderes para un fin distinto de aquel en 
vista del cual le han sido conferidos, o, para retener la fórmula de la jurisprudencia, para un 
fin distinto que el interés general o el bien del servicio". En este sentido, la Comisión debe 
señalar que si bien pareciere que en todos los procedimientos a través de los cuales se ha 
detenido al indiciado se han abierto las averiguaciones previas mencionadas y se han 
ejercido las acciones penales correspondientes se han realizado conforme a derecho, el 
Ministerio Público mexicano, ordinario o militar, órgano administrativo encargado junto a la 
Policía Judicial de la persecución de los delitos, de conformidad con el artículo 21 de la 
Constitución Política mexicana, de iniciar las averiguaciones previas, ya sean de oficio o por 
querella de parte, y de ejercer las respectivas acciones penales, ha utilizado dicha potestad 
pública para fines distintos a los establecidos en el ordenamiento jurídico mexicano, 
configurándose así una desviación de poder, mediante actos sucesivos y encadenados, 
tendientes a confluir en la privación de la libertad personal al General José Francisco 
Gallardo, a través de actos con apariencia legal, lo que se ha traducido, como expresa el 
Gobierno, en la apertura desde 1988 de 15 averiguaciones previas y en el inicio de 7 causas 
penales, de las cuales hasta ahora no se desprende responsabilidad alguna, pues el hecho de 
haber sido sobreseído en dos causas no implica su probable responsabilidad; al contrario, 
como se expresa en el Diccionario de la Lengua Española, sobreseimiento es "el que por ser 
evidente la inexistencia de delito o la irresponsabilidad del inculpado, pone término al 
proceso con efectos análogos a los de la sentencia absolutoria"; Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, Informe Nº 43/96, Caso 11.430, México , 15 de octubre de 1996, par. 
114. 
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atípico durante las intervenciones de las Fiscalías, consiste en el uso, por parte de los 

gobiernos, representantes políticos, autoridades y poderes fácticos, de las 

capacidades económicas, políticas, culturales y jurídico-institucionales del Estado, 

con el propósito de satisfacer o beneficiar intereses privados y particulares, locales o 

extranjeros, en contra o en detrimento del interés público y general de la población, 

y a costa de desatender las condiciones mínimas de reproducción y desarrollo de la 

vida social y de supeditar el ejercicio de los derechos individuales y colectivos de las 

personas a dinámicas económicas ajenas a sus intereses. 

En el caso de México, el desvío transexenal de poder ha consistido en una 

serie programada de acciones dolosas a través de las cuales los gobiernos 

neoliberales secuestraron la vida pública del país, asaltaron sus instancias decisorias 

y, sirviéndose de los vicios y prácticas autoritarias propios del régimen presidencial 

mexicano, llevaron adelante una transformación jurídica sin precedentes, que apuntó 

a la destrucción del proyecto soberano de Nación heredado por la revolución social 

de principios del siglo XX y a la consiguiente reconfiguración desviada del Estado, 

todo ello con el objetivo de favorecer y garantizar jurídicamente la satisfacción de los 

privilegios e intereses privados de unas cuantas empresas trasnacionales en contra 

de las necesidades y aspiraciones históricas del pueblo mexicano.     

Hasta la fecha se han emitido 220 decretos de reformas a la Constitución, 122 

de los cuales, el 55.45%, han tenido lugar bajo la égida del capitalismo neoliberal, lo 

que ha implicado 238 modificaciones sobre diversos artículos, particularmente el 3, 

el 27 y el 123, pero también muchos otros referentes a las estructuras y ámbitos 

competenciales de los órganos públicos, la distribución territorial de atribuciones, los 

alcances y contenidos de la autonomía municipal, los procesos electorales y el 

sistema de partidos, la participación ciudadana en la gestión de políticas públicas, la 

transparencia y rendición de cuentas, los derechos humanos, el control de la 

constitucionalidad, la seguridad nacional y pública, la política criminológica, la 

procuración e impartición de justicia, entre otras cuestiones medulares para el 

desarrollo integral de la Nación, la independencia y democratización de la sociedad 

mexicana, la vigencia del estado de Derecho y el ejercicio pleno de la libertad y la 

dignidad de las personas. 
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 A partir de este desvío de poder, la función prioritaria del Estado se ha 

reformulado para convertirlo en organizador y/o ejecutor de los despojos y 

expropiaciones, de la transformación  y destrucción de la estructura productiva y de 

la implementación de las masacres, represiones y numerosas violaciones de derechos 

necesarios para el quiebre de los lazos sociales en México. 

 Si bien este proceso, en distintos grados, es común a numerosos Estados 

modernos en un contexto neoliberal, el caso de México destaca sin duda alguna por 

el nivel que alcanza este desvío de poder, por el grado de vaciamiento de las 

funciones representativas o sociales del Estado correlativa con una simulación de la 

continuidad de su funcionamiento, a diferencia de los regímenes dictatoriales en 

donde dicha renuncia se hace explícita. Es ello, entre otros elementos, lo que ha 

llevado a la invisibilización de la gravedad de los hechos ocurridos en México. 

 Infinidad de movimientos sociales mexicanos han sido quienes han cargado 

sobre sus espaldas no sólo los numerosos sufrimientos descriptos en las actuaciones 

del Tribunal sino la difícil tarea de desvelar el manto de silencio y olvido que rodea la 

presente situación, de documentar, clasificar, analizar y también comprender la 

vastedad, complejidad y gravedad de los crímenes de Estado desarrollados en México 

en el período 1982-2014, así como su genealogía en masacres y procesos represivos 

previos como los de 1968 o 1971. 

 Esta tarea titánica, desarrollada muchas veces en soledad, enfrentando el 

silencio y la indiferencia de las instituciones internacionales, de la mayoría de los 

gobiernos, de la gran mayoría de los medios de comunicación internacionales y 

nacionales e incluso de la mayoría de las organizaciones sociales de otros países, se 

transformó sin embargo en un espacio enriquecedor en su capacidad de articulación 

de movimientos sociales. Vale citar como ejemplo de ello la frase de cabecera del 

capítulo México del Tribunal Permanente de los Pueblos. "Andábamos sin buscarnos, 

pero sabiendo que andábamos para encontrarnos". 

 El Tribunal constituyó un espacio de encuentro, de diálogo, de 

enriquecimiento mutuo y de construcción de un acervo de información y 

documentación enorme, así como la posibilidad de intentar comprender el carácter 



 

39 

 

estructural de la destrucción sistemática y organizada del derecho de los pueblos de 

México. 

 El proceso de transformación estructural de la sociedad mexicana ha 

articulado las prácticas de cuatro tipos de actores: 

a) Empresas transnacionales, 

b) Estados de origen de dichas empresas (fundamentalmente los EEUU y Canadá), 

c) Instituciones internacionales como la OMC, el FMI, el Banco Mundial, la OMPI, 

entre otras, que actúan como representantes de las empresas transnacionales, 

d) El propio Estado mexicano, a través del desvío de su poder para ser utilizado como 

garante y protector de los intereses de las empresas transnacionales, de los Estados 

de origen de las mismas o de los grupos criminales nacionales y transnacionales. 
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6.- DENUNCIAS PRESENTADAS EN LOS SISTEMAS INTERNACIONALES Y 

REGIONALES CON RESPECTO A LA SITUACIÓN EN MÉXICO 

 

 6.1.  Organismos dependientes de Naciones Unidas 

 

El Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en su último examen 

periódico universal de la situación de los derechos humanos en México, durante el 

período 2013-2014, ha formulado 176 recomendaciones al Estado de México.5 Estas 

recomendaciones corresponden a una serie de violaciones que han sido denunciadas 

y analizadas en las pre-audiencias y las audiencias temáticas del TPP. No se trata aquí 

de enunciarlas todas, sino de señalar las principales, por temas. 

En materia de justicia, el Consejo recomendó en particular armonizar la 

legislación nacional con las obligaciones derivadas del Estatuto de Roma, eliminar la 

práctica del arraigo a nivel federal y estatal y asegurar que todas las detenciones se 

lleven a cabo legalmente; fortalecer el sistema de justicia penal, en particular para 

investigar con prontitud y eficacia todos los supuestos casos de desapariciones 

forzadas; garantizar los derechos procesales de los acusados;  luchar contra la 

impunidad, especialmente en relación con la violencia contra las mujeres, los niños, 

los defensores de derechos humanos, mediante la realización de investigaciones 

exhaustivas de todas las denuncias de violaciones de derechos humanos. 

En materia de género, se recomendó, entre otros, armonizar la ley general de 

acceso de las mujeres a una vida libre de violencia y la legislación federal pertinente 

y garantizar la aplicación de las leyes de igualdad de género, combatir todas las 

formas de discriminación contra la mujer ; garantizar la aplicación plena y efectiva de 

la legislación y las políticas vigentes para combatir la violencia contra las mujeres y 

adoptar medidas eficaces para reducir la violencia y la impunidad; incrementar las 

medidas encaminadas a garantizar la igualdad de oportunidades para mujeres y 

                                                        
5 Consejo de Derechos Humanos. Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal. México. Doc. A/HRC/25/7, 11 de diciembre de 2013. 
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hombres en el mercado laboral. Además, el Comité por la eliminación de la 

discriminación contra la mujer se preocupó por el número y la gravedad de crímenes 

de feminicidio y pidió que se codifique este crimen sobre la base de elementos 

objetivos. 

Sobre tortura y desaparición forzada, asegurarse que se investiguen 

debidamente las denuncias de casos de tortura, detenciones arbitrarias y 

desapariciones forzadas, y en particular que las investigaciones de presuntas torturas 

no sean realizadas por la misma autoridad acusada de cometer actos de tortura; 

adoptar medidas institucionales y jurídicas para dar una respuesta eficaz al problema 

de las desapariciones forzadas y los homicidios internacionales impunes; realizar una 

investigación a fondo y sistemática de todas las denuncias de desapariciones 

forzadas, enjuiciar a los responsables y garantizar que todas las víctimas obtengan 

reparación, en particular las familias de las personas desaparecidas. 

Sobre trata de personas y tráfico de migrantes, adoptar medidas para poner 

fin a la impunidad de los funcionarios públicos implicados en la trata, reforzar las 

medidas para combatir el tráfico de migrantes y la trata de personas, incluida la 

violencia contra los migrantes; trabajar en pro de la protección y defensa de los 

migrantes, proteger y garantizar efectivamente la seguridad y los derechos humanos 

de los migrantes, especialmente de las mujeres y los niños, incluidos los que estén en 

tránsito en el territorio nacional. 

Sobre las fuerzas de seguridad y las fuerzas armadas, garantizar que se 

resuelvan de forma transparente los casos de miembros de las fuerzas de seguridad 

relacionados con violaciones de los derechos humanos y reformar la policía civil; 

intensificar los esfuerzos para combatir la corrupción a todos los niveles de la 

administración pública; modificar el artículo 57 del Código de Justicia Militar para 

asegurar que las violaciones de los derechos humanos cometidas por las fuerzas 

armadas contra civiles, y, más generalmente, todas las violaciones de derechos 

humanos  sean juzgadas en Tribunales civiles. 

Sobre protección de periodistas y de defensores de derechos humanos, 

establecer una protección eficaz para la sociedad civil y los periodistas, en particular 
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la investigación rápida y eficiente y el enjuiciamiento de todos los ataques y las 

amenazas contra esas personas; fortalecer el mecanismo federal para la protección 

de defensores y periodistas y dotarlo de capacidad preventiva, teniendo en cuenta la 

amenaza que representan las redes de delincuencia organizada para la libertad de 

expresión y de prensa; fortalecer las garantías legislativas e institucionales para los 

defensores de derechos humanos y los periodistas que ejercen su derecho a la 

libertad de expresión e intensificar la lucha contra la impunidad a este respecto. 

Sobre pobreza e inclusión social, el Consejo recomendó asignar prioridad a la 

erradicación de la pobreza, centrándose en los grupos marginados o sectores 

desfavorecidos de la sociedad e insistiendo en las medidas para mejorar la salud y la 

educación; esforzarse por elaborar planes de financiación para la vivienda. 

Sobre pueblos indígenas, garantizar que se celebren consultas plenas y 

efectivas con los pueblos indígenas sobre las políticas y proyectos económicos y de 

desarrollo que les afecten, de conformidad con el Convenio n° 169 de la OIT; alentar 

una mayor participación de los pueblos indígenas mediante la formulación de una ley 

que regule el derecho a la consulta previa. 

Además, el Consejo recomendó al Estado de México firmar y ratificar el 

Protocolo facultativo al Pacto internacional de derechos económicos, sociales y 

culturales, como así también el Protocolo facultativo a la Convención sobre los 

derechos del niño relativo a un procedimiento de comunicaciones; reconocer la 

competencia del Comité contra la desaparición forzada, asegurar la incorporación de 

la Convención al marco jurídico nacional y crear un registro oficial de personas 

desaparecidas; ratificar varios Convenios de la OIT, entre otros el n° 189 sobre el 

trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos. 

 

6.2. Denuncias presentadas ante el Sistema Interamericano 
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El incumplimiento de las obligaciones en materia de derechos humanos por 

parte del Estado mexicano, así como la impunidad y falta de respuesta adecuada de 

las instancias encargadas de procurar e impartir justicia en México han significado 

que las víctimas acudan también a instancias regionales de protección de derechos 

humanos.  

 

De acuerdo con los informes anuales de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH), en menos de quince años, México ha pasado de estar en 

el lugar 12 (en 2000) a convertirse en el país del continente con mayor número de 

peticiones (demandas) por violaciones de derechos humanos ante esa instancia 

internacional6. La CIDH ha publicado 16 informes de fondo, condenando al Estado 

mexicano por violaciones a diversos instrumentos interamericanos7. Hasta el 

momento, ninguno de ellos ha sido cumplido cabalmente.  

De 2007 a la fecha, la CIDH también ha adoptado 39 medidas cautelares, 

tanto para individuos como para comunidades cuyos derechos se encuentran en 

ǊƛŜǎƎƻ όǎƛŜƴŘƻ ƭŀ Ƴłǎ ǊŜŎƛŜƴǘŜ ƭŀ a/ плфκмпΣ ά9ǎǘǳŘƛŀƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀ 9ǎŎǳŜƭŀ wǳǊŀƭ Ψwŀǵƭ 

Isidro .ǳǊƎƻǎΩέ Ŝƴ DǳŜǊǊŜǊƻύ8. 

Por otra parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido 

siete sentencias condenatorias respecto de México: Caso Castañeda Gutman (2008); 

/ŀǎƻ wŀŘƛƭƭŀ tŀŎƘŜŎƻ όнллфύΤ /ŀǎƻ ά/ŀƳǇƻ !ƭƎƻŘƻƴŜǊƻέ όнллфύΤ /ŀǎƻ ŘŜ LƴŞǎ 

                                                        
6
 En el informe anual de 2012, la CIDH reporta haber recibido un total de 1936, de las cuales 431 (22.25%) se relacionaban con 

México. Asimismo, en el informe anual de 2013, la CIDH recibió 2061 peticiones, siendo 660 (32.02%) sobre México. Ver: CIDH. 
Informe anual 2012, Capítulo III (el sistema de peticiones y casos individuales), literal B (estadísticas); e Informe anual 2013. 
Capítulo II (el sistema de peticiones y casos individuales), literal B (estadísticas). Disponibles en: 
http://www.oas.org/es/cidh/informes/anuales.asp  

7
 Ver: CIDH. Resolución Nº 1/90, Casos 9768 - Caso Referido al proceso electoral llevado a cabo para elegir diputados en el Estado 

de Chihuahua el 7 de Julio de 1985; Caso 9780 - A las elecciones Municipales de la Capital del Estado de Durango del 6 de Julio 
de 1986 y Caso 9828 - A las elecciones para la gobernación del Estado de Chihuahua del 6 de Julio de 1986; Informe Nº 14/93, 
Caso 10.956 - Luis Felipe Bravo Mena; Informe Nº 43/96, Caso 11.430, José Francisco Gallardo; Informe Nº 49/97, Caso 
11.520, Tomás tƻǊŦƛǊƛƻ wƻƴŘƝƴΣ ά!Ǝǳŀǎ .ƭŀƴŎŀǎϦΤ LƴŦƻǊƳŜ bȏ пуκфтΣ /ŀǎƻ ммΦпммΣ {ŜǾŜǊƛŀƴƻ ȅ IŜǊƳŜƭƛƴŘƻ {ŀƴǘƛȊ DƽƳŜȊΣ 
{Ŝōŀǎǘƛłƴ {ŀƴǘƛȊ [ƽǇŜȊ ά9ƧƛŘƻ aƻǊŜƭƛŀέΤ LƴŦƻǊƳŜ bȏ молκффΣ /ŀǎƻ ммΦтпл - Víctor Manuel Oropeza; Informe Nº 50/99, Caso 
11.739 - Héctor Félix Miranda; Informe Nº 49/99, Caso 11.610 - Loren Laroye Riebe Star y otros; Informe Nº 48/99, Caso 10.545 - 
Clemente Ayala Torres y otros; Informe Nº 2/99, Caso 11.509 - Manuel Manríquez; Informe Nº 1/98, Caso 11.543 - Rolando 
Hernández Hernández; Informe Nº 42/00, Caso 11.103, Pedro Peredo Valderrama; Informe Nº 53/01, Caso 11.565, Ana, Beatriz y 
Celia González Pérez; Informe Nº 2/06, Caso 12.130, Miguel Orlando Muñoz Guzmán; Informe No. 117/09, Caso 12.228, Alfonso 
Martín Del Campo Dodd; e Informe Nº  51/13, Caso 12.551, Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros. 

8
 La información sobre medidas cautelares puede ser consultada en: http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/cautelares.asp  

http://www.oas.org/es/cidh/informes/anuales.asp
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/cautelares.asp
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Fernández Ortega y otros (2010); Caso de Valentina Rosendo Cantú y otra (2010); 

/ŀǎƻ ŘŜ wƻŘƻƭŦƻ aƻƴǘƛŜƭ ȅ ¢ŜƻŘƻǊƻ /ŀōǊŜǊŀΣ άŜŎƻƭƻƎƛǎǘŀǎέ όнлмлύΤ ȅ Ŏŀǎƻ ŘŜ Wǳŀƴ 

García Cruz y Santiago Sánchez Silvestre (2013)9. 

 

La única sentencia que ha sido cumplida en su totalidad es la sentencia del 

caso Castañeda10, mientras que la propia Corte Interamericana ha establecido que en 

los demás casos están pendientes diversos puntos, muchos de los cuales tienen que 

ver con medidas estructurales y garantías de no repetición: 

Radilla Pacheco11: la investigación y sanción de los responsables de la 

desaparición forzada de Rosendo Radilla en 1974; la búsqueda efectiva y la 

localización inmediata de Rosendo Radilla; la adecuada tipificación del delito de 

desaparición forzada de personas, establecido en el art. 215A del Código Penal 

Federal y Atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma inmediata, 

adecuada y efectiva, a través de sus instituciones públicas de salud especializadas12. 

Campo Algodonero13: La justicia en los casos de los feminicidios de las 

víctimas y la sanción a los responsables; la investigación respecto del actuar 

negligente de funcionarios/as;  la investigación de hostigamientos sufridos por 

familiares que denunciaron las violaciones de derechos humanos; la adecuación del 

Protocolo Alba o la implementación de un nuevo dispositivo análogo; la puesta en 

marcha de una base de datos con información personal, genética de desaparecidos y 

familiares, así como de los cuerpos de cualquier mujer o niña no identificada que 

fuera privada de la vida en Chihuahua; y la atención médica, psicológica o 

psiquiátrica gratuita, de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de 

instituciones estatales de salud especializadas, a los familiares de las víctimas. 

                                                        
9
 En este caso la Corte IDH homologó el acuerdo celebrado entre el Estado mexicano y las víctimas del caso. 

10
 Esa sentencia incluía tres resolutivos: modificación de legislación violatoria de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, publicación de la sentencia y pago de gastos y costas. Ver, Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Resolución 
de supervisión de sentencia de 28 de agosto de 2013. 

11
 Resolución de cumplimiento de sentencia de la Corte IDH de fecha 28 de agosto de 2013. 

12
 La resolución de cumplimiento incluía también la reforma al Código de Justicia Militar, lo cual ya ha sucedido. 

13
 Resolución de cumplimiento de sentencia de la Corte IDH de fecha 21 de mayo de 2013. 
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Ecologistas14: la investigación y sanción de la tortura sufrida por las víctimas 

en 1999, fortalecer el registro de detenidos y adoptar las reformas legislativas a la ley 

de amparo y al fuero militar (las cuales fueron aprobadas con posterioridad a la 

resolución emitida por la Corte IDH). 

En los casos de Valentina Rosendo, Inés Fernández15 y Juan y Santiago16 aún 

no hay resoluciones de cumplimiento.  

Finalmente, la Corte Interamericana ha adoptado siete medidas 

provisionales relacionadas con México, siendo éstas las siguientes: Digna Ochoa y 

Otros; Pilar Noriega y Otros/Leonel Rivero; Rosa Isela Torres (testiga en el caso de 

Campo Algodonero); Fernández Ortega y otros; Valentina Rosendo Cantú y familia; 

Rocío Irene Alvarado Reyes, Nitza Paola Alvarado Espinoza y José Ángel Alvarado 

Herrera; y Luz Estela Castro Rodríguez. 

 

 

                                                        
14 Resolución de cumplimiento de sentencia de la Corte IDH de fecha 21 de agosto de 2013. 

15
 Estos dos casos incluyen la investigación de los hechos, la sanción a los responsables, la sanción disciplinaria a funcionarios, 

las reformas al fuero militar y a la ley de amparo, la publicación de las sentencias, los actos de responsabilidad internacional, la 
estandarización de protocolos de actuación en casos de delitos de género, la capacitación de funcionarios, la atención médica y 
psicológica a las víctimas, becas de estudios, centros comunitarios, campañas de concienciación y sensibilización a la sociedad, 
brindar tratamiento adecuado a todas las mujeres víctimas de violencia sexual, y el pago las indemnizaciones, los gastos y 
costas, entre otras. 

16
 El acuerdo homologado por la Corte Interamericana incluye: investigar la tortura sufrida por las víctimas en 1997; eliminar de 

antecedentes penales de las víctimas; brindar atención médica y psicológica; entregar vivienda y becas a las víctimas; hacer un 
acto de reconocimiento de responsabilidad internacional; publicar la sentencia; realizar un seminario; publicar la sentencia de 
amparo que ordenó la libertad de las víctimas; capacitar a operadores de justicia; indemnizar a las víctimas y pagar los gastos y 
costas. Ver, Corte IDH. Caso García Cruz y Sánchez Silvestre Vs. Estados Unidos Mexicanos. Sentencia de fondo, reparaciones y 
costas de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 273. 
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7.- CALIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS DELITOS COMETIDOS EN EL 

CONTEXTO DEL ATAQUE ESTRUCTURAL A LOS DERECHOS DE LOS 

PUEBLOS EN MÉXICO 

 

El Tribunal, a lo largo de las audiencias realizadas y a través de los numerosos 

testimonios orales y escritos recibidos, que documentan alrededor de 500 casos, ha 

podido constatar la extrema gravedad de las violaciones de derechos humanos en 

México, hasta el punto de que puede hablarse de una crisis humanitaria 

generalizada, que afecta a muy amplios sectores de la población y que ha llevado a 

una situación de crisis de Estado. 

No es posible detallar aquí de manera exhaustiva esas violaciones que, en buena 

parte ya consta en los dictámenes de las sucesivas audiencias. No obstante se 

presentará una descripción general de las distintas modalidades de violaciones 

detectadas y se señalaran algunos casos más graves o emblemáticos. 

 

7.1. Crímenes de lesa humanidad 

 

El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, ratificado por México el 28 

de octubre de 2005, define en su Artículo 7 los Crímenes de lesa humanidad. Esta 

categoría incluye distintas modalidades de crímenes que adquieren dicha 

condición cuando se cometen άcomo parte de un ataque generalizado o 

sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataqueέ. Por 

άŀǘŀǉǳŜ ŎƻƴǘǊŀ ǳƴŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ŎƛǾƛƭέ ǎŜ ŜƴǘƛŜƴŘŜ ǳƴŀ ƭƝƴŜŀ ŘŜ ŎƻƴŘǳŎǘŀ ǉǳŜ 

implique la comisión múltiple de tales crímenes contra una población civil, de 

conformidad con la política de un Estado o de cualquier otra organización de 

cometer ese ataque o para promover esa política. Al respecto, la Sala de 

cuestiones preliminares ha precisado que se requiere la existencia de un patrón 

regular; que debe llevarse a cabo en cumplimiento de una política común; que no 
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necesita ser definido o formalizado explícitamente, sino que basta con que sea 

planeado. 

Por otra parte el término "generalizado" se refiere tanto a la naturaleza a gran 

escala del ataque, como al número de víctimas. Y el término "sistemático" se 

refiere a la "naturaleza organizada de los actos de violencia y a la improbabilidad 

de que ocurran al azar".17 

 

7.1.1. La comisión de crímenes de lesa humanidad 

 

La línea de conexión entre instituciones del Estado, fuerzas policiales o militares y 

grupos paramilitares y organizaciones criminales, que involucra por tanto al 

Estado, en sus diversos niveles federal, estatal o local, está presente en algunos 

de los crímenes documentados, mientras que en otros tales crímenes pueden ser 

atribuidos de manera autónoma a distintas formas estructuradas del crimen 

organizado. 

Del conjunto de documentos y declaraciones aportados durante las audiencias 

del Capítulo México del TPP se desprende que hay indicios suficientes, a  juicio de 

este Tribunal para decir que se han cometido crímenes de lesa humanidad, en sus 

modalidades de a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o 

traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la 

libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; f) 

Tortura; g) Violación; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad 

propia fundada en motivos políticos; i) Desaparición forzada de personas. 

Los ejemplos son numerosos, por lo que aquí se señalan solamente algunos 

ejemplos en cada modalidad de crimen. 

 

a) Asesinato. 

                                                        
17 International Criminal Court, No.: ICC-02/11, Date: 3 October 2011, Pre-Trial Chamber III, 
{ƛǘǳŀǘƛƻƴ ƛƴ ǘƘŜ wŜǇǳōƭƛŎ ƻŦ /ƻǘŜ ŘΩLǾƻƛǊŜΦ 
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Aunque los datos son variables se estima en más de 37.000 personas muertas18 

desde el inicio del sexenio de Felipe Calderón Hinojosa, en una progresión que no 

cesa, tratándose, en buena parte de los casos, de ejecuciones extrajudiciales. 

Por ejemplo, solamente en 2009 el Estado de Chihuahua fue el que reportó la 

mayor cantidad de muertes violentas alcanzando un total de 3,250 y, dentro de 

Chihuahua, el municipio que reportó mayor cantidad de muertes violentas fue 

Ciudad Juárez con el 81% (2,630). 

Particularmente impresionante es el fenómeno que ha sido denominado como 

feminicidio. Entre 2011 y 2013, se han documentado un mínimo de 1889 casos de 

asesinatos de mujeres, por parte del Observatorio Ciudadano Nacional de 

Feminicidio. 

Se han documentado ante el TPP numerosos asesinatos. Entre ellos el asesinato 

de Marisela Escobedo Ortiz, ocurrido en Chihuahua el 16 de diciembre de 2010 

fue un caso paradigmático de feminicidio, criminalización de los defensores de 

derechos humanos y omisión dolosa del Estado ante una muerte anunciada.  

 

b) Exterminio 

En México ha habido frecuentes masacres, definidos como ataques a un grupo 

con un número de 5 o más víctimas en un mismo ataque, tanto por parte de 

fuerzas estatales como por otros actores armados. En las Audiencias se han 

recordado, entre otros, los casos de la masacres de Ocosingo, San Cristóbal y 

Chicomuselo Chiapas (durante enero de 1994 y en 1995), la masacre de Aguas 

Blancas, en Guerrero (28 de junio de 1995), la masacre de Acteal, Chiapas (22 de 

diciembre de 1997), la masacre del Charco, Guerrero (7 de junio de 1998), la 

masacre del Bosque en Chiapas (10 de junio de 1998).  

Otros ataques contra grupos se han dado a lo largo del tiempo mostrando una 

línea de continuidad, como, entre otros, la represión y los asesinatos de Atenco 

                                                        
18 .- Datos facilitados por el Comité Promotor del Capítulo México del Tribunal Permanente 
de los Pueblos en la solicitud formal para instalar el Capítulo México, febrero de 2011. 
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(2001 y 2006), la represión y al movimiento magisterial en Oaxaca y la posterior 

represión al movimiento popular de Oaxaca con más de 20 asesinatos (a lo largo 

de 2006), la represión contra las comunidades indígenas de Cherán y Ostula, 

Michoacán,, con más más de 10 asesinados (entre 2011 y 2012), así como la 

represión a la lucha contra minera canadiense, San José del Progreso, Oaxaca con 

dos asesinados y varios heridos (durante 2012).  

Otras masacres no parecen tener una autoría estatal inmediata, como las de 72 

migrantes centroamericanos y sudamericanos que fueron ejecutados en el 

municipio de San Fernando, Tamaulipas (2010); o el caso de los 49 cadáveres 

decapitados y mutilados, abandonados en una carretera que conecta Monterrey 

con la frontera de Estados Unidos (2012); o los 18 cuerpos encontrados en una 

zona turística cerca de Guadalajara (2012); o los 23 cadáveres que aparecieron 

decapitados o colgados de un puente en la ciudad fronteriza de Nuevo Laredo 

(2012), entre otros hechos similares.  

Sí tiene una autoría estatal, más recientemente. la masacre en la comunidad rural 

de San Pedro Limón, en el municipio de Tlatlaya, Estado de México, en que fueron 

asesinados 22 personas el 30 de junio de este mismo año 2014. 

 

c) Esclavitud 

 

Se han presentado también evidencias de la utilización de trabajo esclavo en 

algunos casos y territorios. Es el caso de la empresa jitomatera Bioparques de 

Occidente S.A. de C.V., con sede en el en el municipio de Tolimán, Sinaloa 

(paradójicamente premiada en el año 2010 por su responsabilidad social con por 

la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) con 10 millones de pesos. El 10 de 

junio del 2013 fueron liberados 272 jornaleros - 191 hombres, 45 mujeres y 36 

menores de edad -que eran explotados en campos de cultivo pertenecientes a 

dicha empresa, y obligados a mantener una forma de vida de cuasi- esclavitud.  



 

50 

 

Posteriormente se encontraron condiciones similares de sobre explotación en las 

empresas Empaques Casillas y Bonanza, en Autlán, donde otros 280 jornaleros 

sufrían la violación de sus derechos más fundamentales.  

 

d) Deportación o traslado forzoso de población 

El desplazamiento forzado es una realidad en México que afecta a cientos de 

miles de personas (algunas fuentes calculan entre 1.5 y 2 millones de personas. 

Los motivos incluyen el impacto de megaproyectos de minería e hidroeléctricos o 

los efectos de la militarización y violencia desatadas por la llamada guerra contra 

la droga.  

Se ha denunciado la destrucción de viviendas para forzar el desplazamiento de 

familias y comunidades y liberar las tierras para diversos proyectos industriales, 

mineros, turísticos o de infraestructuras viarias. Entre los casos denunciados de 

traslado forzoso de población, que suele ir acompañada de la ocupación de 

tierras comunales, están los del Ejido Benito Juárez, Chihuahua, o en territorios 

indígenas, en casos de proyectos mineros aprobados sin consulta previa, o en los 

casos denunciados por la UPREZ, incluida la apropiación de terrenos que habían 

sido comprados al Estado, en el Estado de México, o por la la comunidad de San 

Antonio de Ebulá, Campeche, o la de Bacalar, Quintana Roo. 

 

e) Encarcelamiento u otra privación grave de la libertad física en violación de 

normas fundamentales de derecho internacional 

 

La judicialización mediante acusaciones falsas de la comisión de delitos diversos 

ha sido una práctica constante en el Estado de México para obstaculizar y tratar 

de desactivar a las y los líderes comunitarios y a las y los defensores de derechos 

humanos, como en los casos del Consejo de ejidos y comunidades opositores a la 

presa de la Parota, Guerrero, o de la Comunidad indígena Nahua de San Pedro 
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Tlanixco, México. En estos casos las garantías judiciales se han mostrado 

claramente inefectivas. 

Un caso ejemplar pero a la vez representativo de numerosos casos de 

encarcelamiento sin garantías legales es el de Alberto Patishtán Gómez, maestro 

perteneciente al grupo indígena tzotzil, en la comunidad El Bosque, Chiapas. Fue 

condenado a 60 años de prisión, acusado de ser el autor de la masacre de 7 

policías, en un proceso tan irregular que no contó con la asistencia de 

traductores, a pesar de que el acusado no habla el idioma español. Alberto 

Patishtán permaneció en prisión durante 13 años y su caso fue silenciado por los 

medios de comunicación. Tal era la evidencia de la injusticia que fue finalmente 

indultado por el poder ejecutivo, no aceptando tal beneficio que suponía aceptar 

la culpabilidad. Por esto, el Congreso acabo dictando una ley especial para 

liberarlo, modificando el requisito del consentimiento para el otorgamiento del 

indulto. Fue liberado el 31 de octubre de 2013. 

 

f) Tortura 

 

El Tribunal escuchó múltiples testimonios en los que se pudieron constatar 

prácticas reiterativas y sistemáticas de tortura, propiciadas y realizadas por 

agentes de Estado. Entre ellos el de la comunidad del Aquila, Michoacán y el del 

brutal ataque de mayo de 2006 contra la comunidad de San Salvador Atenco. 

En dichos testimonios se pudo, además, apreciar que existen patrones comunes 

de tortura. En uno de esos testimonios sobre la tortura a dirigentes de la Unión 

ǇƻǇǳƭŀǊ ŘŜ ǾŜƴŘŜŘƻǊŜǎ ŀƳōǳƭŀƴǘŜǎ άну ŘŜ hŎǘǳōǊŜέΣ ǎŜ ƳŜƴŎƛƻƴƽ ǉǳŜ ŀƎŜƴǘŜǎ ŘŜ 

Estado proceden a detener arbitrariamente, vendan los ojos, custodian, trasladan 

a salas especiales donde se produce la tortura, ponen bolsas de plástico en la 

cabeza, asfixian, golpean constantemente, piden confesión, hacen escuchar los 

gritos de dolor de otras personas que claman parar la tortura, ahogan en agua, 

maltratan constantemente con actos como pisar la cabeza; amenazan con quitar 

la vida, hacer daños a familiares o se hacen falsas acusaciones de delitos, ponen 
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rifle en la nuca y hasta dan de comer gusanos y cucarachas vivas. Si se reclama, 

continúa la tortura, les ponen en celdas de máxima seguridad o de enfermos 

mentales. Mientras dura la tortura, las personas son incomunicadas. 

 

g) Violación sexual 

 

Las violaciones sexuales y otras formas de violencia sexual son un fenómeno 

extraordinariamente grave en México y se producen en muy distintos contextos, 

desde la violencia de género interpersonal (por ejemplo solamente las violaciones 

sexuales denunciadas en 2012 fueron 14.566; en 2013, 13.504 y hasta septiembre 

de 2014, 9.806), hasta la represión política, por lo que una parte de ellas podrían 

ser calificadas como crimen de lesa humanidad. 

En particular se han denunciado violaciones después de las detenciones masivas 

practicadas en el marco de la represión desencadenada en mayo de 2006 contra 

los habitantes del poblado de San Salvador Atenco. 

México ha sido el primer país condenado en la Corte Interamericana por tres 

casos de violación sexual por parte de miembros del ejército, y cuenta con dos de 

los primeros informes de la Comisión Interamericana por casos de violencia 

sexual como parte de operativos contrainsurgentes 

 

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 

motivos políticos 

 

Cabe señalar aquí como uno de los grupos de personas perseguidas el de las y los 

defensores de los derechos humanos y del medio ambiente, con el objetivo de 

eliminar los principales focos de resistencia a las violaciones de los derechos 

humanos y a la destrucción del medio ambiente y fomentar el miedo como base 

de la aceptación forzada de la imposición de medidas y proyectos diversos a las 

comunidades. 
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Según datos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, entre 2005 y 2011, 

registró 523 agresiones a defensores de derechos humanos. Según datos del 

Centro Mexicano de Derecho Ambiental, de 2009 a 2012 se habían registrado 54 

casos de ataques a defensores y defensoras ambientales. 

Otro de los grupos que han sido víctimas de ataques violentos y han visto 

limitadas las condiciones para ejercer su trabajo es el de los periodistas. Desde el 

año 2000, 102 periodistas han sido asesinados y 18 desaparecidos, además de un 

número no determinado de desplazados o exiliados. En los últimos 20 meses, 11 

periodistas han sido asesinados y en los primeros 9 meses de 2014 se han 

registrado 201 agresiones a periodistas. 

Lo mismo podría decirse de la persecución a los dirigentes sindicales de los 

trabajadores de la educación, en Guerrero, o de los trabajadores petroleros de 

PEMEX. 

 

i) Desaparición forzada de personas 

 

El Gobierno federal reconoció en 2012 que entre 2006 y 2012 había habido más 

de 26.000 personas desaparecidas o en paradero desconocido, de las cuales un 

número indeterminado fue objeto de desaparición forzada. Hay que hacer notar 

que México no ha aceptado la competencia del Comité contra la Desaparición 

Forzada para conocer sobre peticiones individuales, y mantiene una reserva al 

artículo 9 de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas relacionado con el fuero militar. Estas restricciones limitan la capacidad 

de prevención de nuevas desapariciones. 

Hay que recordar que en su visita de 2011 el grupo de Trabajo de Desaparición 

Forzada realizó un contundente informe que refleja el impacto de la desaparición 

en el país incluyendo las responsabilidades del Estado, y señala numerosas 

recomendaciones para la investigación, el proceso de búsqueda, la prevención de 

estos hechos y la reparación  las víctimas, que aún no han sido cumplidas. 



 

54 

 

Resulta obligado, en estos días en que se produce la sesión final del TPP y en este 

contexto referirse a la desaparición, una vez detenidos por la fuerza pública, de 

по ŜǎǘǳŘƛŀƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀ 9ǎŎǳŜƭŀ bƻǊƳŀƭ wǳǊŀƭ άwŀǳƭ LǎƛŘǊƻ .ǳǊƎƻǎέΣ ŘŜ !ȅƻǘȊƛƴŀǇŀΣ 

Guerrero, el 26 de septiembre de 2014, hecho que  ha conmocionado a todo el 

país y al mundo. 

 

7.1.2. Responsabilidades individuales por crímenes internacionales 

 

Los hechos probados en estas Audiencia no pueden ser comprendidos como un 

conjunto más o menos numeroso de crímenes aislados, sino que, por su contexto, 

parecen adquirir la categoría de aquellos crímenes que se consideran de mayor 

trascendencia internacional y que dan lugar a la responsabilidad penal 

internacional de los individuos que los cometen o ayudan a cometerlos. 

México firmó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional el 7 de 

septiembre de 2000 y, tras reformar el artículo 21 de la Constitución, lo ratificó el 

28 de octubre de 2005. En dicha reforma se añadió al artículo 21 una frase que 

posibilita al Ejecutivo federal, con autorización del Senado, reconocer la 

jurisdicción de la Corte en cada caso. Esta reserva es contradictoria, porque el 

Estatuto no permite reserva y contradice los objetivos y fines de la Corte. 

De acuerdo con los dispuesto en los artículos 11 y 126 del Estatuto, éste entró en 

vigor para México el 1 de enero de 2006. Por tanto la Corte Penal Internacional 

(CPI) tiene competencia para conocer, entre otros, de los crímenes de lesa 

humanidad cometidos después de esa fecha en México o por nacionales 

mexicanos. 

La Fiscalía de la Corte puede poner en marcha una investigación sobre México por 

iniciativa de un Estado parte en el Estatuto, por iniciativa del Consejo de 

seguridad de la ONU o por la propia iniciativa de la Fiscal, previa autorización de 

la Sala de cuestiones preliminares. En este sentido, un grupo de ciudadanos ya 

entregó a la fiscalía una comunicación el 25 de noviembre de 2011, con el apoyo 

de más de 20.000 firmas individuales, en la que se solicitaba la apertura de una 
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investigación en la que se pueda determinar si se cometen crímenes de lesa 

humanidad y crímenes de guerra, así como la posible responsabilidad de Felipe 

Calderón Hinojosa, Presidente de México del 1 de diciembre de 2006 al 30 de 

noviembre de 2012; sus secretarios de Seguridad pública, Defensa y Marina, 

Genaro García Luna, Guillermo Galván Galván y Francisco Sáynez Mendoza, 

respectivamente, así como la de Joaquín Guzmán Loera, a quien se atribuye el 

liderazgo del cártel de Sinaloa. 

Más recientemente, el 12 de septiembre de 2014, un grupo de organizaciones de 

derechos humanos presentaron ante la Fiscalía de la Corte Penal Internacional 

(CPI) un informe sobre torturas, graves privaciones a la libertad y desaparición 

forzada cometidas en Baja California entre los años 2006 y 2012 por las fuerzas 

armadas y de seguridad del Estado. La comunicación fundamenta el carácter 

sistemático y generalizado de estos crímenes, que respondían a una política 

gubernamental, implementada por las autoridades militares, principalmente, y de 

cuerpos policiales a través del ataque a civiles, con el objetivo de presentar 

άŀǾŀƴŎŜǎ ȅ ƭƻƎǊƻǎέ Ŝƴ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ŎƻƴǘǊŀ Ŝƭ ŎǊƛƳŜƴ ƻǊƎŀƴƛȊŀdo. Es la segunda 

comunicación que presenta la Federación Internacional de Deechos Humanos y la 

Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos ante la 

Fiscalía de la CPI sobre la comisión de crímenes de lesa humanidad perpetrados 

en Méxicƻ Ŝƴ Ŝƭ ƳŀǊŎƻ ŘŜ ƭŀ ƭƭŀƳŀŘŀ άƎǳŜǊǊŀ ŎƻƴǘǊŀ Ŝƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻέ ȅ ǾƛŜƴŜ ŀ 

completar una primera  comunicación presentada en octubre de 2012. 

A pesar de que las informaciones disponibles muestran la comisión de numerosos 

crímenes que serían de la competencia material de la Corte antes de la entrada 

en vigor de su Estatuto para México, tales hechos también se han producido 

durante el período posterior al 1 de enero de 2006. 

 

7.2. Derechos Civiles y Políticos 

 

En el conjunto de las audiencias han quedado probadas una serie de violaciones 

de los derechos civiles y políticos, como son las siguientes: 
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7.2.1. Obligación general de respetar los derechos humanos 

 

[ŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ tƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ¦ƴƛŘƻǎ aŜȄƛŎŀƴƻǎ όŜƴ ŀŘŜƭŀƴǘŜ ά/taέύ 

reconoce en su artículo 1 que el Estado tiene la obligación de prevenir, investigar, 

sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos; esta obligación se 

encuentra también reconocida en el artículo 1 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos (en adelante CADH) y en el artículo 2 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), de los cuales México es parte. 

El Tribunal ha escuchado decenas de casos en los que se mencionan a miles de 

personas víctimas de violaciones a los derechos humanos sucedidas en varias 

partes del territorio mexicano y durante los últimos cincuenta años, en los cuales 

se han incumplido las obligaciones generales del Estado mexicano en relación a 

los derechos humanos. 

 

7.2.2. Derecho a la vida 

 

El derecho a la vida y la prohibición de privarla se encuentra en el artículo 6 del 

PIDCP y en el artículo 4 de la CADH. En la Constitución de México se encuentra en 

el artículo 29 de la Constitución, que regula los estados de excepción o 

emergencia; deja claro que el derecho a la vida y a la integridad personal no 

pueden suspenderse y deberán respetarse aun cuando existan graves 

perturbaciones a la paz pública o de cualquier otra índole. 

Este Tribunal escuchó múltiples testimonios sobre personas que fueron muertas 

por parte de agentes de Estado, grupos paramilitares y en diversos conflictos 

sociales, tales como la muerte del profesor Edmundo Navas. 

 

Derecho a la integridad física 
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El derecho a la integridad física y la prohibición de la tortura se encuentran 

reconocidos en el artículo 7 del PIDCP y en el artículo 5 de la CADH. 

En su informe sobre México publicado en noviembre de 2014, el relator contra la 

tortura del Consejo de Derechos Humanos, Sr. Juan Méndez, señaló que aún 

persiste en México una situación generalizada del uso de la tortura y de los 

maltratos, especialmente en el tiempo de detención antes de que los detenidos 

sean presentados ante el juez. 

Ello coincide con la documentación y los testimonios recibidos que han señalado 

la práctica de torturas por parte de agentes del Estado en relación con 

sindicalistas, trabajadores migrantes, defensores y defensoras de derechos 

humanos y personas encarceladas. Las torturas son también práctica generalizada 

de parte de los grupos del crimen organizado. En muchos de los casos la extrema 

crueldad de la tortura conduce a la muerte. 

 

7.2.3. Derecho a la igualdad y no discriminación 

 

Los artículos 3 (B) y 5 de la CPM reconocen que se debe promover la igualdad de 

oportunidades y derechos de todos, eliminar cualquier práctica discriminatoria y 

evitar los privilegios de razas, de religión, de grupos o de individuos. De igual 

modo, el artículo 3 del PDCP y el art. 2 y 24 de la CADH. 

De los relatos, el Tribunal constata que existen tratos diferenciados dependiendo 

de las creencias de las personas y colectivos, de las formas de reclamo de 

derechos, de la pertenencia a un grupo humano y de la cercanía al poder político.  

De igual modo, se puede apreciar el trato diferenciado del Estado si se aprecia 

quiénes son las víctimas de su poder represivo: los que son miembros de grupos 

que protestan, que disienten con las políticas gubernamentales, que reclaman los 

abusos de poder. La represión es pues selectiva y esta práctica es discriminatoria. 

Por el contrario, las personas que están cercanas a quienes ejercen poder político, 
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policial y económico, no sólo nunca son reprimidas, sino que gozan de la 

protección policial para sus actividades, sean legales o ilegales. Es decir, un grupo 

humano sufre la represión por el ejercicio de derechos, y otros gozan de 

impunidad por actos ilegales.  

 

7.2.4. Libertades de expresión y opinión 

 

El artículo 6 y 7 de la CPM, en concordancia con el 9 del PIDCP y el 13 de la CADH, 

reconoce el derecho de las personas a la libertad de expresión y a difundir 

opiniones, informaciones e ideas. 

La protesta pública, entendida como acto público de expresión colectiva, es una 

de las manifestaciones del derecho a la libertad de expresión y opinión. La 

protesta pública se expresa en calles, plazas y otros espacios públicos. Las 

protestas que se han dado y que fueron escuchadas por el Tribunal, han sido 

pacíficas y tienen que ver con el reclamo de derechos reconocidos en la 

Constitución y en instrumentos internacionales de derechos humanos que han 

sido vulnerados por la acción y la omisión del Estado, tales como el derecho a la 

educación libre y gratuita, a la tierra, a la asociación a los derechos laborales y 

sindicales, a un medio ambiente sano, a ser consultados, a participar de los 

beneficios de la explotación de recursos naturales propios de las comunidades, a 

la transparencia electoral, a la no privatización de los servicios públicos, a la 

mejora de las condiciones de vida, a la libertad de expresión de los 

comunicadores y de la sociedad, a la tierra y a la autonomía de los pueblos y 

comunidades indígenas, en contra de los tratados de libre comercio, y por los 

derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación.  

En los casos escuchados y analizados por el Tribunal se pudo apreciar el grado de 

intolerancia de las autoridades públicas a la protesta, mediante el uso frecuente 

de aparatos represivos, difamación pública, deslegitimación de las demandas 

sociales, uso de cercos policiales, detenciones arbitrarias, agresiones físicas y 

golpizas; el uso de gas y bombas lacrimógenas, que acaban en procesamientos 
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judiciales y en acusaciones, como se constató en el caso del Movimiento Urbano 

Popular, en el que sus miembros fueron golpeados, difamados, torturados, 

detenidos, juzgados. El protocolo para controlar multitudes (Acuerdo 16/2013) y el 

uso del Código Penal (en su Artículo 362, relativƻ ŀ ƭƻǎ άŀǘŀǉǳŜǎ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ǇŀȊ 

ǇǵōƭƛŎŀέ ǇŀǊŀ ŜƴƧǳƛŎƛŀǊ ŀ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǉǳŜ ǇǊƻǘŜǎǘŀƴ ǎƻƴ ǇǊłŎǘƛŎŀǎ ǇŀǊǘƛŎǳƭŀǊƳŜƴǘŜ 

graves a este respecto. 

 

7.2.5. Derecho de asociación 

 

[ŀ /ta ǊŜŎƻƴƻŎŜ Ŝƴ Ŝƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ ф Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ŀǎƻŎƛŀŎƛƽƴ ȅ ŘƛǎǇƻƴŜ ǉǳŜ άƴƻ ǎŜ 

considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reunión que tenga por 

objeto hacer una petición o presentar una protesta por algún acto, a una 

autoridad, si no se profieren injurias contra ésta, ni se hiciere uso de violencias o 

amenazas para intimidarla u obligarƭŀ ŀ ǊŜǎƻƭǾŜǊ Ŝƴ Ŝƭ ǎŜƴǘƛŘƻ ǉǳŜ ǎŜ ŘŜǎŜŜΦέ 9ǎǘƻ 

concuerda con el contenido del artículo 22 del PIDCP. 

El Tribunal pudo apreciar y constatar la represión, criminalización, 

encarcelamiento de dirigentes gremiales, sindicales y de asociaciones, tales como 

mieƳōǊƻǎ ŘŜ ƭŀ ¦ƴƛƽƴ ǇƻǇǳƭŀǊ ŘŜ ǾŜƴŘŜŘƻǊŜǎ ȅ ŀƳōǳƭŀƴǘŜǎ άну ŘŜ hŎǘǳōǊŜέ ŘŜ ƭŀ 

ciudad de Puebla, de luchadores sociales y personas que se asociaban o asocian 

para buscar mejores condiciones de vida, protestar por derechos y reclamar 

justicia. 

 

7.2.6. Libertad de movimiento 

 

El derecho a la libertad de movimiento está reconocido en el artículo 11 de la CPM 

y en los artículos 9 del PIDCP y artículo 7 de la CADH. Según la Constitución y los 

instrumentos internacionales sólo se puede detener a una persona por haber 

cometido un delito flagrante, en cuyo caso debe ser llevado inmediatamente ante 

un juez competente, o con orden de juez competente. 
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El Tribunal en la gran mayoría de casos pudo apreciar que las personas eran 

detenidas por protestar, y en muchos casos pacíficamente, hecho que no constituye 

delito flagrante. Mucho menos se les exhibió una orden judicial. Las detenciones 

normalmente iban acompañadas de golpizas, malos tratos. Estos hechos fueron 

explícitos, entre otros, en las narraciones de los trabajadores petroleros realizada 

por la UNTyPP, de los trabajadores de la educación realizada por la CNTE y de los 

trabajadores electricistas realizada por el SME. 

 

7.2.7. Derecho al debido proceso y a las garantías judiciales 

 

El derecho al debido proceso y garantías judiciales comprende el derecho a la 

legalidad, al juez natural independiente e imparcial, el derecho a la defensa y a 

ser escuchado, a contradecir, a que no se obtengan ni valoren pruebas obtenidas 

inconstitucional o ilegalmente, la prohibición del allanamiento, la detención con 

orden de juez competente, la prohibición de incomunicación, el acceso a la 

justicia pronta, completa e imparcial, la restricción y excepcionalidad a la 

privación de libertad durante el proceso, el derecho a no ser juzgado dos veces 

por el mismo hecho y el derecho a recurrir. Todos estos derechos se encuentran 

reconocidos en la Constitución desde el artículo 13 hasta el artículo 23, se 

complementan y concuerdan con los artículos 14 del PIDCP y los artículos 8 y 25 

de la CADH. 

Los procesos judiciales seguidos contra las personas que protestan, según se pudo 

escuchar en las audiencias, adolecían del debido proceso. Muchas personas no 

fueron escuchadas, no contaron con presencia de abogado defensor, fueron 

incomunicadas, no conocían sus acusaciones, sus procesos duraron muchos años 

y el poder judicial se adhería sin cuestionamiento a las tesis de la policía o de los 

aparatos represivos. Cuando las víctimas comparecían ante la justicia y 

reclamaban por la investigación y sanción por la violación de derechos humanos, 

tampoco se respetó el debido proceso, no fueron escuchadas, no hubo respuesta 

judicial, no se practicaban pruebas y finalmente no había sentencia condenatoria. 
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Es decir, tanto como procesados o como víctimas que reclamaban justicia, el 

debido proceso no se aplicó. 

Las dificultades en el acceso a la justicia se han documentado por ejemplo, en el 

caso de los trabajadores de Luz y Fuerza del Centro o el de los familiares de los 

mineros accidentados en la mina de Pasta de Conchos. 

 

7.3. Derechos económicos, sociales y culturales 

 

El impacto de las políticas neoliberales de las últimas décadas ha sido devastador 

para la calidad de vida y la dignidad de la mayoría de la población de México. 

Según CONEVAL había 53,3 millones de pobres en México en 2012 de los que casi 

la mitad son mujeres. El salario actual equivale a una cuarta parte del que era en 

1975 y se registra hasta un 60% de informalidad en el empleo. 

En este contexto no ha de extrañar que en el conjunto de las audiencias se haya 

mostrado una serie de violaciones de los derechos económicos, sociales y 

culturales, como son las siguientes: 

 

7.3.1. Derechos laborales y sindicales 

 

El TPP a través de las audiencias realizadas y de los testimonios recibidos constata 

la vulneración generalizada de los derechos laborales y sindicales reconocidos en 

el artículo 123 de la Constitución de México y en los Artículos 6 a 9 del Protocolo 

adicional a la convencion americana sobre derechos humanos en materia de 

derechos economicos, sociales y culturales "Protocolo de San Salvador", de 1988. 

Igualmente lo están en numerosas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, así 

como en los principales Convenios internacionales del trabajo. Entre otros: 

Libertad sindical (Convenio 87); derecho de sindicación y de negociación colectiva 

(Convenio 98); igualdad de remuneración de hombres y mujeres (Convenio 100); 

no discriminación (Convenio 111); edad mínima referido a la abolición del trabajo 
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infantil (Convenio 138); trabajo forzoso (Convenios 29 y 105); salario mínimo 

(Convenio 131); trabajo de mujeres (Convenios 45, 89 y 103); jornada máxima de 

trabajo (Convenios 1, 30, 43, 47 de 1935 -sobre las 40 horas-, 49, 153); seguridad 

e higiene en el trabajo (Convenios números 31, 97, 155 y 161); sobre la 

representación de los trabajadores (Convenio 135); sobre la protección de la 

maternidad (Convenio 183); sobre la seguridad y la salud en la agricultura 

(Convenio 184); tiempo libre (recomendación 21 de 1924 sobre la utilización del 

tiempo libre de los trabajadores); seguridad social (Convenios 102, 118 y 157). Y 

tambien los convenios y recomendaciones relativos al derecho al trabajo: 

Convenios 122 sobre política del empleo y 158 sobre terminación de la relación 

de trabajo; y Recomendaciones 122 sobre política de empleo y 169 de 1984 con 

disposiciones complementarias sobre el mismo tema. 

Conviene destacar que México no ha ratificado una parte de los Convenios aquí 

mencionados, entre ellos el 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva (es uno de los 23 Estados Miembros de la OIT sobre un total de 183 que 

no lo ha hecho). Tampoco ha ratificado el Convenio 138 sobre edad mínima 

referido a la abolición del trabajo infantil. 

No obstante, el Estado de México tiene la obligación de informar a la OIT sobre 

las medidas que adopta para su aplicación (artículo 19, párr. 5 apartado e) de la 

Constitución de la OIT) y de respetarlos (Declaración de Principios y Derechos 

Fundamentales en el Trabajo, aprobada en junio de 1998 por la Conferencia 

Internacional de Trabajo).  

Los principales derechos vulnerados son los siguientes: 

 

Derecho al trabajo 

 

La vulneración del derecho al trabajo tiene un impacto que va más allá del ámbito 

laboral, por degradar la vida misma de cada individuo y destruir los equilibrios 

familiares y los tejidos sociales. Se constata una práctica muy frecuente de 

despidos injustificados y de renuncia forzada por efecto de privatizaciones de 
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empresas o como respuesta a las reivindicaciones de parte de los trabajadores de 

sus derechos laborales y particularmente de su derecho de asociación libre e 

independiente. Se han documentado los casos de los trabajadores de Atento; del 

Sindicato Independiente de Trabajadores de la Secretaría de Seguridad Pública 

Federal (SINTSSPF); de CYCSA; del Colegio de Educación Profesional Técnica 

CONALEP DF; de los ferrocarrileros, miles de los cuales fueron despedidos con la 

privatización de la empresa FNM; de los trabajadores del organismo público DIF 

en el DF (Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Distrito Federal); 

de los trabajadores profesionistas y de líderes sindicales de la empresa petrolera 

PEMEX, y de los trabajadores de la empresa Luz y Fuerza del Centro. En todos los 

casos escuchados por este Tribunal se ha denunciado además el uso de la fuerza 

pública con el fin de callar el descontento social y toda voz crítica a las decisiones 

del Estado en materia laboral, como en los casos de los trabajadores presos 

políticos de SME o los asesinatos de maestros y maestras de la Coordinadora 

Nacional de Trabajadores de la Educación en Guerrero, Chiapas, y Oaxaca. 

 

Libertad sindical 

 

Se ha evidenciado también una práctica de obstaculización del ejercicio de 

asociación y de libertad sindical, hasta llegar a casos muy graves de persecución 

de las actividades sindicales. Son los casos de los trabajadores y trabajadoras de 

Atento sección 187 del Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana -STRM; 

de SINTSSPF; de la empresa Construcciones S.A de C.V. CYCSA, filial de Telemex; 

de los trabajadores del Sindicato Independiente Nacional de Trabajadores de 

Salud SINTS, de los trabajadores y trabajadoras del Instituto de Educación Media 

Superior IEMS; de los trabajadores y trabajadoras de Mexicana de Aviación; de los 

trabajadores y trabajadoras del Colegio de Educación Profesional Técnica 

CONALEP DF: de los pertenecientes al Sindicato de la Unión de Trabajadores del 

Instituto de Educación Media Superior SUTIEMPS y los de la empresa estatal 

PEMEX.  
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Derecho a la negociación colectiva 

 

Se ha documentado igualmente la negación de contratos colectivos de trabajo, 

que implica la imposibilidad para los trabajadores y las trabajadoras de definir y 

regular los aspectos de las relaciones laborales, cuales son salarios, jornada, 

descanso, régimen de despido y en general condiciones de trabajo. Cabe destacar 

en este sentido, entre los casos escuchados, el de los trabajadores y trabajadoras 

de Atento; el caso de los trabajadores y trabajadoras de CYCSA o de SUTIEMPS; el 

caso de las trabajadoras del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 

Familia (SNDIF) del Distrito Federal o el caso de Mexicana de Aviación. 

 

Derecho a las prestaciones de pensión 

 

Se ha constatado que la modalidad de subcontratación (denominada outsourcing) 

fomentada por el Estado socava los derechos laborales y en particular el derecho 

a la percepción de pensión. La privatización de servicios públicos ha sido 

justificada desde los sucesivos gobiernos en el período considerado, entre otros 

argumentos, por la carga que significaría el pago de pensiones a los trabajadores 

jubilados. Por ello se ha promovido crecientemente la modalidad de la 

ǎǳōŎƻƴǘǊŀǘŀŎƛƽƴΣ ǉǳŜ Ŝƴ ƭƻǎ ƘŜŎƘƻǎ ƴƻ ǎƽƭƻ άƭƛōŜǊŀέ ŀƭ 9ǎǘŀŘƻ ŘŜ ŘŀǊ ŘŜōƛŘŀ 

respuesta al derecho a las prestaciones de pensión, sino que las empresas 

άǎǳōŎƻƴǘǊŀǘŀƴǘŜǎέ ƭƻ ƘŀƎŀƴ ŘŜ ǘŀƭ ƳƻŘƻ ǉǳŜ ǘŀƳōƛŞƴ se desentiendan de ello. Así 

lo han denunciado, por ejemplo, las trabajadoras del Instituto de Educación 

Media Superior del DF (IEMS). Otro caso particularmente significativo es el de los 

más de 30.000 jubilados de Ferrocarriles Nacionales de México. 

 

Derecho a condiciones dignas de trabajo 
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Un trasfondo general de la situación de los trabajadores en México es el de las 

malas condiciones de trabajo. En general, los y las trabajadoras sufren, además de 

salarios bajos, riesgos durante la jornada laboral; restricciones de todo tipo, malas 

condiciones de seguridad e higiene, ausencia de enfermerías en caso de 

emergencias. En muchos casos, por ejemplo el de los trabajadores y trabajadoras 

de Atento, las condiciones ya precarias son empeoradas por constantes 

hostigamiento laboral y sexual. El tiempo que los trabajadores y las trabajadoras 

dedican al trabajo sobrepasa aquél por el que han sido contratados, por ejemplo 

para las mujeres del DIF DF, los trabajadores de Atento; del Colegio CONALEP; de 

SINTSSPF; o los de IEMS. 

Por otra parte los horarios extenuantes y la falta de medidas de seguridad son la 

causa de repetidos accidentes laborales en todo el país. Se ha documentado por 

los trabajadores y las trabajadoras de UNTyPP el accidente del 30 de junio de 

2011 ocurrido en la refinería de Tula Hidalgo donde murieron tres trabajadores y 

hubo un número indeterminado de heridos, o el del accidente en la mina de 

carbón denominada Mina 8 Unidad Pasta de Conchos, propiedad de Industrial 

Minera México, S.A.B de C.V. (IMMSA), de Grupo México, en el estado de 

Coahuila, por la explosión en la mina ocurrida el 19 de febrero de 2006, en la cual 

perdieron la vida 65 mineros y otros 8 resultaron heridos. 

 

Derechos específicos de las mujeres trabajadoras 

  

Se ha constatado igualmente el alto nivel de discriminación que afecta a las 

mujeres en el ámbito laboral. Entre las formas de discriminación documentadas 

están, además de la posibilidad real de acceder al trabajo, la discriminación 

salarial y ocupacional. Son, además, víctimas de acosos de naturaleza sexual, de 

intimidaciones y de trato despótico en el lugar de trabajo. Así se constató en 

casos como los de las trabajadoras de IEMS y de DIF del DF; las de AVON, o las 

trabajadoras de INMUJERES (DF). 
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7.3.2. Derechos de los trabajadores migrantes y sus familias 

 

La problemática de la violación de derechos humanos de migrantes involucra la 

responsabilidad de los Estados de origen, de tránsito y de destino de los mismos, 

a saber: EEUU, Canadá, y los países de origen de víctimas de la Masacre de San 

Fernando: Guatemala, Honduras, El Salvador, Ecuador y Brasil. 

Los aspectos de derechos humanos están regulados por la Convención 

internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 

migratorios y de sus familiares, de 1990 Los aspectos penales se centran en el 

Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, de 2000 

(ratificado por México el 4 de marzo de 2003), que complementa la Convención 

de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional del 

mismo año, y que establece el delito de tráfico ilícito de migrantes, para la acción 

de facilitar la entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del cual dicha 

persona no sea nacional o residente permanente con el fin de obtener, directa o 

indirectamente, un beneficio financiero  u otro beneficio de orden material. 

Ambos textos están vigentes para México. 

5ǳǊŀƴǘŜ Ŝƭ ŎǳǊǎƻ ŘŜ ƭŀ !ǳŘƛŜƴŎƛŀ ǎƻōǊŜ άaƛƎǊŀŎƛƽƴΣ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ ȅ 

ǊŜŦǳƎƛƻέ όнфΣ ол ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ς 1 de octubre de 2014) se plantearon las 

situaciones de distintos grupos de migrantes, tanto los mexicanos que migran a 

los Estados Unidos y Canadá como los migrantes procedentes de otros países que 

atraviesan México en dirección a los Estados Unidos. Todos ellos tienen un alto 

grado de vulnerabilidad y están sometidos a distintas violaciones de sus derechos, 

aunque se parecían diferencias en función de variables como el estatus jurídico 

(documentados e indocumentados); el tipo de residencia y tiempo de estancia 

(trabajadores temporales y definitivos); el origen étnico (indígenas y mestizos); el 

sexo (hombre o mujer); la edad (adultos, jóvenes o niños); el sector productivo 

(agrícola, industrial o servicios); la experiencia laboral; el nivel educativo; las redes 

sociales; la región de origen; y la región de destino laboral. Los datos aportados 

por los defensores de derechos humanos relacionados con las casas de ayuda a 

migrantes demostraron la extrema situación de vulnerabilidad de los 



 

67 

 

transmigrantes, que se han visto desplazados a la ilegalidad y criminalizados por el 

endurecimiento de las requisitos legales en México como consecuencia de las 

exigencias de seguridad de los Estados Unidos.  

Se han documentado múltiples violaciones de derechos tales como el derecho a la 

vida, a la integridad física y psicológica, a la libertad, al debido proceso, a sus 

precarios bienes materiales, y a su salud. Se trata de homicidios (incluso con fines 

de tráfico de órganos), secuestros, extorsiones, agresiones físicas, violaciones y 

todo tipo de abuso sexuales, privación de la libertad, torturas y tratos crueles 

inhumanos o degradantes, trabajo forzado, etc. Todos ello cometido tanto por 

funcionarios estatales (autoridades migratorias, policías federales, estatales, 

municipales como por la delincuencia organizada en complicidad y/o aquiescencia 

de las propias autoridades estatales, como asimismo empresas privadas (el tren 

ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ ά[ŀ .Ŝǎǘƛŀέ ȅ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ŘŜ ǘǊŀƴǎŦŜǊŜƴŎƛŀǎ ƳƻƴŜǘŀǊƛŀǎ ǘŀƭŜǎ ŎƻƳƻ 

Western Union, EleKtra y MoneyGram) con sede en los Estados Unidos, que 

canalizan transferencias internacionales de dinero, participaron en la dinámica de 

los crímenes cometidos contra poblaciones migrantes. 

En los casos más extremos se han registrado numerosos supuestos de secuestros 

masivos de migrantes y de masacres como las ya mencionadas en otro lugar, de 

las que una de las más significativas es la ocurrida en el Rancho San Fernando, 

Tamaulipas, en Agosto de 2010, donde 72 migrantes fueron asesinados. Sin 

embargo, solamente se trató de uno de los más de 200 secuestros colectivos de 

migrantes que ocurrieron en el año 2010.  

A pesar de la adopción por parte de México, en octubre de 2013, de un 

άtǊƻǘƻŎƻƭƻ ŘŜ !ŎǘǳŀŎƛƽƴ ǇŀǊŀ ǉǳƛŜƴŜǎ ƛƳǇŀǊǘŜƴ ƧǳǎǘƛŎƛŀ Ŝƴ Ŏŀǎƻǎ ǉǳŜ ŀŦŜŎǘŀƴ ŀ 

personas migrantes y personas con necesidades de pǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭέΣ ƭƻǎ 

migrantes no gozan de una protección judicial efectiva. 

Por otra parte, los países de origen de los migrantes (México, Guatemala, El 

Salvador, Honduras, Nicaragua), no cumplen con sus obligaciones de garantía del 

ejercicio de los derechos humanos y prevención de la violación a nivel interno. Y 

cuando las personas migran ya sea que estén en tránsito o en el lugar de destino, 
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los estados de origen no cumplen con sus obligaciones derivadas de los derechos 

relativos a la atención consular. 

 

7.3.3. Derecho a la salud 

 

El derecho está reconocido en el Artículo 10 del Protocolo de San Salvador a la 

CADH.  

A pesar de los presumibles impactos graves sobre la salud de los cambios en las 

pautas alimentarias o del elevado grado de contaminación de suelo, agua y aire 

que vive México, destaca la ausencia de una política pública específica que 

considere sistemáticamente y de manera integrada los diferentes escenarios de 

impacto, daño y riesgo de la actividad humana sobre el medioambiente, por lo 

que puede considerase una violación manifiesta por omisión, del derecho a la 

salud, reconocido en el Artículo 2, de la Constitución de México, en relación con 

los pueblos indígenas y en el Artículo 4 con carácter general. 

Entre los múltiples casos denunciados puede señalarse el de la presa Endhó, 

construida en los años 70 sin el consentimiento de las comunidades. La presa se 

convirtió en la depositaria del agua residual del Distrito Federal, contaminando el 

río Tula.  Los representantes de la  Federación Independiente de Obreros 

Agrícolas y Campesinos (FIOAC) denunciaron que alrededor de la presa miles de 

personas sufren diversas afecciones gastrointestinales, respiratorias, 

dermatológicas y cancerígenas. 

 

7.3.4. Derecho a la alimentación 

 

El derecho a la alimentación está reconocido en el Artículo 4 de la Constitución de 

México y en el Artículo 12 del Protocolo de San Salvador, adicional a la CADH. 

En 1983, el Presidente Miguel de la Madrid anunció que un millón de campesinos 

dejarían de tener acceso al crédito oficial; al siguiente año agregó otro millón. La 
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decisión de ponerle fin al crédito oficial subsidiario fue el punto de partida de un 

progresivo desmantelamiento del sistema gubernamental de apoyo al campo.  

El Presidente Salinas aceleró ese desmantelamiento y en 1992 impulsó la reforma 

constitucional que permitió poner en el mercado la tierra ejidal. Las 

agroindustrias tomaron progresivamente el control de una porción sustancial de 

los ejidos. El proceso no se ha detenido en los siguientes mandatos presidenciales 

sino que se ha intensificado. 

En realidad lo que se visibiliza es una intención clara de acabar con la capacidad 

de los pueblos y comunidades de asegurar de manera autónoma su subsistencia y 

formas de vida, para imponerles su integración en el mercado agroindustrial 

globalizado. 

En este contexto el caso del maíz es emblemático y su trascendencia sobrepasa el 

ámbito mexicano. En 1971 México exportaba maíz. Como consecuencia de las 

políticas gubernamentales, en la actualidad se producen poco más de 20 millones 

de toneladas de maíz al año. La producción se ha estancado durante la última 

década, mientras aumenta año tras año la importación de poco más de diez 

millones de toneladas. La factura de importación de maíz ascendió a 2,500 

millones de dólares en 2011 y en 2012 fue aún mayor. 

Como se señala en el Dictamen de la Audiencia sobre Violencia contra el maíz, la 

soberanía alimentaria y la autonomía de los pueblos (Ciudad de México, 19-21 de 

ƴƻǾƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмоύΥ ά[ŀ ǇŞǊŘƛŘŀ ŘŜ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ǉǳŜ Ŝǎǘŀ ǇƻƭƝǘƛca ha 

provocado tiene como uno de sus componentes principales una modificación 

inducida de la dieta mexicana con efectos catastróficos. México padece uno de los 

más altos índices del mundo de obesidad, diabetes e hipertensión. Ocupa el 

primer lugar mundial en el consumo por persona de refrescos de cola y uno de 

ƭƻǎ ǇǊƛƳŜǊƻǎ ƭǳƎŀǊŜǎ Ŝƴ Ŝƭ ŎƻƴǎǳƳƻ ŘŜ ƭŀ ƭƭŀƳŀŘŀ άŎƻƳƛŘŀ ōŀǎǳǊŀέΦ !ƭ ƳƛǎƳƻ 

tiempo, ha empezado a disminuir el consumo de productos de maíz por primera 

ǾŜȊ Ŝƴ ƭŀ ƘƛǎǘƻǊƛŀΦέ 

A ello se ha unido la estrategia de penetración del maíz transgénico promovido 

por las grandes empresas del sector, con el apoyo decidido de los gobiernos 
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mexicanos y de una parte de la comunidad científica, articulada a través de las 

importaciones y de la legislación (Ley de Bioseguridad de Organismos 

Genéticamente Modificados de 2005 y su Reglamento de 2008; Ley de 

Producción, Certificación y Comercialización de Semillas), que ha causado la 

contaminación del maíz nativo, como denunciaron la Comunidad zapoteca de la 

Sierra Norte de Oaxaca o los representantes de la Agencia de El Porvenir, 

Municipio de San José el Progreso, Distrito de Ocotlán, Oaxaca o los de la Región 

mixteca, o el estudio elaborado por la Red en defensa del maíz, y pone en peligro 

su supervivencia, con lo que, más allá de la soberanía alimentaria se está 

afectando a la misma identidad cultural y a las formas de vida de las comunidades 

campesinas e indígenas. 

La contaminación transgénica ha tenido otros impactos como el causado a los 

apicultores en la Península de Yucatán por la soya transgénica. 

Es preciso destacar la resolución del juez Jaime Manuel Marroquín, titular del 

Juzgado Federal 12 de Distrito en Materia Civil del DF que, en octubre de 2013, 

ordenó suspender todas las actividades de siembra de maíz transgénico en el 

país, asi como detener los otorgamientos de permisos de liberación experimental, 

piloto y comercial de dicha semilla.  

Según el Dictamen de la Audiencia sobre Violencia contra el maíz, la soberanía 

alimentaria y la autonomía de los pueblos (Ciudad de México, 19-21 de 

noviembre de 2013): άƭŀ ƛƳǇƻǎƛŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ ƳƻŘŜƭƻ ŀƎǊƻƛƴŘǳǎǘǊƛŀƭ ƛƴǘŜƴǎƛǾƻ - del 

que los transgénicos son uno de los instrumentos más extremos - por parte del 

Estado mexicano y corporaciones del agronegocio, como Monsanto, Dupont, 

Syngenta, Bayer, Dow y Basf, o Cargill, no sólo constituye un ataque a una cultura, 

sino también una verdadera guerra contra la subsistencia, impulsada mediante la 

fabricación de leyes que impiden la defensa de la agricultura campesina y la 

producción independiente y que configuran un desvío de poder tal como fue 

definido por la Comisión L5IΣ Ŝƴ Ŝƭ Ŏŀǎƻ DŀƭƭŀǊŘƻΦέ 

 

7.3.5. Derecho a la educación 
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El derecho a la educación se encuentra reconocido y garantizado por diversos 

instrumentos jurídicos internacionales como la la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (Artículo 26) o el Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (artículos 13 y 14) o el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (Artículo 13). Igualmente lo está por el Artículo 

3 de la Constitución de México. 

Sin embargo, la política educativa sostenida por los gobiernos neoliberales de 

México, han favorecido un deterioro de la enseñanza pública en beneficio de la 

privatización que favorece la exclusión de una gran mayoría de la sociedad 

mexicana que habita en pueblos y comunidades rurales e indígenas. Además han 

ejercido una presión constante sobre los colectivos de enseñantes, tanto desde el 

punto de vista de sus condiciones laborales, como para limitar el ejercicio de las 

libertades de expresión, reunión y asociación y para reprimir cualquier protesta 

tanto de los enseñantes como  de los padres o estudiantes.  

 

7.4. Derecho al medio ambiente 

 

El derecho a un medio ambiente sano está reconocido en el Artículo 11 del 

Protocolo de San Salvador, adicional a la CADH. 

Las audiencias y en particular la dedicada a la devastación ambiental han 

ƳƻǎǘǊŀŘƻ ƭƻ ǉǳŜ ŀŎŜǊǘŀŘŀƳŜƴǘŜ ŘŜƴƻƳƛƴƽ ƭŀ ŀŎǳǎŀŎƛƽƴ ŎƻƳƻ άǾƛƻƭŜƴŎƛŀ 

estructural desatada en contra de la naturaleza y los núcleos de población 

indígena, agraria y urbano-popular, aniquilados, desplazados u obligados a 

habitar ambientes deteriorados, con el propósito de hacer efectivos los despojos 

masivos de territorios que las empresas privadas requieren para el 

aprovechamiento irracional que hacen de los recursos naturales del país, su 

ǎŀǉǳŜƻ ǾƻǊŀȊ ȅ ƭŀ ŜǎǇŜŎǳƭŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ ƭƻǎ ǇƻǘŜƴŎƛŀƭŜǎ ƴŜƎƻŎƛƻǎ ŘŜǊƛǾŀŘƻǎΦέ 
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Como se indica en el Dictamen sobre Devastación Ambiental y Derechos de los 

Pueblos (Ciudad de México, 15-17 de noviembre de 2013): 

άώΧϐ ƭŀ ŜȄǇŀƴǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŎƻǎƳƻǾƛǎƛƽƴ ƳŜǊŎŀƴǘƛƭ Ŝƴ ǎǳ ŦƻǊƳŀ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ ƴƻ ǘƛŜƴŜ 

precedentes y está totalmente fuera de control. Esta cosmovisión no percibe los 

árboles, ríos, tierra, montañas como seres con su propia dignidad y derechos, sino 

ŎƻƳƻ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ǳƴ ƳǳƴŘƻ ŘŜ άǊŜŎǳǊǎƻǎ ƴŀǘǳǊŀƭŜǎέ ȅ άŎŀǇƛǘŀƭ ƴŀǘǳǊŀƭέΣ ƻ ǎŜŀΣ ōƛŜƴŜǎ 

y servicios que esperan el desarrollo de la inversión para poder ser consumidos 

productivamente tras ser intercambiados en un mercado. Este proceso tiene 

como fin una acumulación sin comparación en la historia humana, y su resultado 

devastador ha sido la decadencia casi total del planeta y de sus tierras, mares, 

ríos, lagos, bosques, praderas, cuencas y otros lugares, lo mismo que de las 

comunidades originarias que los habitan, y de sus formas de pensar, vivir e 

ƛƴǘŜǊŎŀƳōƛŀǊ Ŏƻƴ Ŝƭ ǳƴƛǾŜǊǎƻΦέ 

Las denuncias presentadas en las pre-audiencias y la audiencia complementaria 

sobre devastación ambiental describen problemas socio-ambientales en 433 

municipios de 21 entidades federativas del país,  en los que habitan unos 40 

millones de personas, esto es, una tercera parte de la población de México. 

México vive una crisis ambiental de enormes proporciones: el 70% de los ríos del 

país están gravemente contaminado; en 30 años se ha triplicado el número de 

acuíferos sobreexplotados; el país ocupa uno de los primeros lugares en perdida 

de diversidad biológica y bosques; más del 80% de los residuos industriales 

peligrosos no reciben tratamiento adecuado y solamente un 15% de los 

confinamientos de residuos urbanos cumplen parcialmente con la norma 

ambiental. Se constata pues una violación masiva y sistemática del derecho a un 

ambiente sano, consagrado en el Artículo 4 de la Constitución de México, 

desŀǊǊƻƭƭŀŘƻ ǇƻǊ ά[Ŝȅ ƎŜƴŜǊŀƭ ŘŜƭ ŜǉǳƛƭƛōǊƛƻ ŜŎƻƭƽƎƛŎƻ ȅ ƭŀ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŀƭ 

ŀƳōƛŜƴǘŜέ ŘŜ мфууΦ 

Según datos de PROFEPA, en los 632 días transcurridos entre el 1 de diciembre de 

2012 (en que Enrique Peña Nieto asumió la presidencia del país) y el 25 de agosto 

de 2014, se registraron mil 124 emergencias ambientales, de las cuales, 45% 

fueron atribuibles a Petróleos Mexicanos y el resto a empresas privadas, 
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principalmente químicas, petroquímicas y mineras, con mayor incidencia en los 

estados de Veracruz, Guanajuato, Tamaulipas, Puebla y Tabasco. 

De especial gravedad es la situación del agua, a lo largo y ancho del territorio 

mexicano, como se denunció en distintos casos como el de la Cuenca de la 

Independencia, Guanajuato. No se prioriza el consumo humano, la soberanía 

alimentaria y el caudal ecológico, en un esquema de uso equitativo y sustentable 

establecido por la Constitución de México (art. 4), sino que se da preferencia  a la 

minería, a la petroquímica, los proyectos industriales y los agroindustriales; 

proyectos que no solo acaparan el agua, sino que la inutilizan con sus descargas al 

ambiente. 

El acaparamiento y destrucción de las cuencas hidrológicas, así como la 

sobreexplotación y contaminación de decenas de acuíferos obliga ya a transferir 

millones de metros cúbicos de agua entre cuencas a un costo económico, 

energético y ambiental impagable, generando migraciones forzadas en las 

cuencas saqueadas, la desaparición de comunidades y culturas, la intoxicación y 

destrucción de la salud de miles de personas en las regiones saqueadas y el 

despojo de bienes y patrimonios naturales, culturales y sagrados asociados con el 

agua que sostienen la vida de los pueblos. Este modelo anula el derecho de los 

pueblos al acceso, uso y preservación de sus territorios, sus aguas y prácticas 

bioculturales y propicia la eliminación de las economías locales de subsistencia. La 

gravedad de este hecho es mayor si se considera que México es uno de los dos 

países más diversos del mundo, tomando en cuenta su biodiversidad, 

etnodiversidad y agrobiodiversidad combinadas. 

En el momento de redactar esta sentencia existen conflictos alrededor de ocho 

grandes proyectos de transferencia de aguas entre cuencas en México: 1] el 

acueducto Independencia, para beneficio, entre otras, de la trasnacional 

automotriz Ford, en Hermosillo, Sonora; 2] el proyecto Monterrey VI, para 

trasvasar el cauce del río Pánuco, entre los estados de Tamaulipas y Veracruz 

hacia Nuevo León, fundamentalmente para la extracción de gas de esquisto; 3] el 

proyecto de El Zapotillo, entre Jalisco y Guanajuato, para abastecer a la industria 

automotriz en el corredor industrial León-Silao; 4] el proyecto Costa de oro, para 
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extraer agua de Nayarit y desviarla hacia el sur de Sinaloa para la agroindustria de 

exportación; 5] el proyecto Bandera Blanca, para despojar las aguas del 

nacimiento del río Atoyac, en Amatlán de los Reyes, para la industria de Córdoba, 

Veracruz; 6] el proyecto de acueducto para abastecer de agua del río Cuautla a la 

Termoeléctrica de Huexca, en Morelos; 7] la cuarta etapa del Sistema Lerma-

Cutzamala, para extraer agua del río Temascaltepec y desviarla hacia la ciudad de 

México y 8] el acueducto Presa Lázaro Cárdenas-La Laguna, en Durango, para 

abastecer a las depredadoras industrias minera y lechera de Torreón, Gómez 

Palacio y Lerdo, en Coahuila y Durango, respectivamente. 

En estos últimos meses distintos accidentes han comportado graves episodios de 

contaminación de agua: el 6 de agosto de 2014, la empresa Buenavista del Cobre, 

propiedad de la trasnacional minera mexicana Grupo México, derramó 40 

millones de litros de sulfato de cobre y otras sustancias tóxicas (como arsénico, 

aluminio, cadmio, cromo, fierro, manganeso y plomo) en el cauce de un arroyo 

que alimenta al río Bacanuchi y posteriormente al río Sonora hasta llegar a la 

presa El Molinito, que abastece de agua a la ciudad de Hermosillo, Sonora, capital 

del estado. El derrame también afectó los acuíferos y 322 pozos de los que se 

abastecen comunidades de nueve municipios de Sonora, con lo que el número de 

afectados ascendería a cerca de 840 mil personas; el 14 de agosto pasado, la 

empresa minera Proyecto Magistral derramó dos millones de litros de agua con 

cianuro en el arroyo La Cruz, en el municipio de El Oro, Durango y el 17 de 

octubre pasado, la mina Dos Señores, ubicada en el municipio de Concordia, 

Sinaloa, derramó 10 mil 800 toneladas de lodos tóxicos (con altos niveles de 

plomo y hierro) de una presa de jales ilegalmente construida sobre ocho 

kilómetros del cauce del arroyo Pánuco, afluente del río Baluarte, del que se 

abastecen de agua varias comunidades de los municipios de Concordia, Rosario y 

Escuinapa. A pesar de que el Código Penal Federal de México establece delitos 

ŀƳōƛŜƴǘŀƭŜǎ Ŝƴ Ŝƭ [ƛōǊƻ ǎŜƎǳƴŘƻ ǘƝǘǳƭƻ ǾƛƎŞǎƛƳƻ ǉǳƛƴǘƻ ǎƻōǊŜ ά5Ŝƭƛǘƻǎ ŎƻƴǘǊŀ Ŝƭ 

amōƛŜƴǘŜ ȅ ƭŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ŀƳōƛŜƴǘŀƭέΣ ǎǳ ŜŦŜŎǘƛǾƛŘŀŘ Ŝǎ ƴǳƭŀΦ 

Otro aspecto fundamental es la intensificación de un proceso general de despojo 

de las tierras, aguas, costas, minerales, recursos energéticos, territorios, espacio y 
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servicios públicos e infraestructuras que el Estado mexicano aplica en beneficio 

de intereses corporativos mediante la aprobación de leyes que posibilitan la 

privatización del patrimonio de la Nación y de los pueblos. La reciente reforma 

energética es un ejemplo claro de esta tendencia.. 

En este ámbito es fundamental el papel y la responsabilidad las empresas 

nacionales y transnacionales, en tanto habilitaron, exacerbaron, o facilitaron la 

devastación del medio ambiente y de los derechos humanos conexos con el 

mismo, obtuvieron enormes ganancias y trasladaron a las comunidades los costos 

ambientales de su accionar. 

En el mencionado Dictamen sobre devastación ambiental se menciona 

expresamente a las siguientes empresas: Pfizer, Suez, Halliburton, Monsanto, 

Exxon Mobil, Kraft Compañía Minera Fresnillo, Compañía Minera Nuevo Monte 

de Zimapán, Geotermoléctrica Los Azufres (Hidalgo, Michoacán), Arcelor Mital 

(Michoacán), Geotermoeléctrica Humeros en Chignautla en Puebla, Central 

Termoeléctrica José Aceves Pozos (Sinaloa), Sovay Fluor México (Chihuahua), 

Ideal Standard (Nuevo León), Empresas Ca Le de Tlaxcala, ADM Bio Productos 

(Sonora), Minera Bismark (Chihuahua), Pemex-Petroquímica Morelos, Cobre de 

México (Distrito Federal), Prym Fashion México (Estado de México), Power Sonic 

(Baja California), Arteva Specialities (Querétaro), Acabados de Calidad Tecate, 

Aceites, Grasas y Derivados (Jalisco), Vivsil (Querétaro), Enerya (Nuevo León), 

Austin Bacis (Durango), Productos y Diseños de Mármol (Baja California), Forjas 

Spicer (Tlaxcala), Balatas Mexicanas (Tamauliaps), Pemex-Complejo Procesador de 

Gas Matapionche, Layne de México (Sonora), Constructoras OHL y TRADECO, 

Inmobiliarias Casas Geo y Ara, Sadasi, Caabsa Eagle SA de CV, Cementeras Cruz 

Azul, Tolteca-Cemex, Lafarge, Clarimex, Cargil, FUD, Teck Comico Ltd,Mineras 

Esperanza Silver de México, Maquiladoras de diversos corredores industriales, 

Wall-Mart de México, Soriana, Chedraui, Comercial Mexicana, Oxxo, 7-Eleven, 

Costco, Office Depot, Office Max, Home Depot y Hom Mart. 
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7.5. Derechos colectivos de los pueblos indígenas 

 

La CPM, en su artículo 2, reconoce los derechos de los pueblos indígenas a la libre 

determinación y autonomía, incluyendo el derecho a la consulta libre e informada 

(IX), aunque de forma inadecuada, en el último inciso del apartado A, deja a las 

constituciones y leyes de las entidades federativas la definición de las 

características de estos derechos, por lo que puede considerarse una seria 

restricción al auténtico reconocimiento constitucional a la libre determinación y 

autonomía. De este modo, los derechos de los pueblos indígenas están sujetos a 

regulación y restricción, por lo que serían objetos y no verdaderos sujetos 

colectivos de derechos. De todos modos, al reconocer México los tratados 

internacionales, se deberá entender que el Estado tiene obligación de reconocer 

dichos derechos más allá de la contraria restricción constitucional. Los 

instrumentos donde claramente constan estos derechos son el Convenio N. 169 

de la Organización Internacional el Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y 

tribales en países independientes y por la Declaración de Naciones Unidas sobre 

pueblos indígenas. 

Muchos de los testimonios escuchados por el Tribunal dejan ver no sólo la 

compleja diversidad étnica en México sino también las históricas, reiteradas y 

constantes violaciones a los derechos de los pueblos indígenas. 

En los testimonios dados por los indígenas Tarahumaras, Triquis, Nahuas, Ñañus, 

Purépechas, Tzotziles se pudo apreciar con claridad la perjudicial injerencia de la 

cultura occidental mediante los partidos políticos, los intereses económicos, la 

extracción de los recursos naturales, que ha generado división interna, atentados 

a la autodeterminación de los pueblos, disputas territoriales, muerte, 

enfrentamientos internos y hostigamientos. Destaca en este punto en muchos 

casos la connivencia o cuanto menos la pasividad del Estado ante la actuación de 

agentes privados en los territorios indígenas. 

 

7.6. Cuadro general de Impunidad 
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En su sentencia en el caso de Colombia, en 2008, el TPP afirmaba: 

ά5Ŝƭ Ŏƻnjunto de pruebas aportadas al Tribunal en el curso de las audiencias se 

debe afirmar  la existencia de una situación generalizada de impunidad, que en 

Colombia alcanza carácter estructural, merced al incumplimiento sistemático de 

las obligaciones del Estado de investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎΦέ  

LƎǳŀƭƳŜƴǘŜ ǎŜ ǊŜŎƻǊŘŀōŀ ƭŀ ǎŜƴǘŜƴŎƛŀ ŘŜƭ ¢ttΣ ǎƻōǊŜ Ŝƭ άtǊƻŎŜǎƻ ŀ ƭŀ ƛƳǇǳƴƛŘŀŘ 

ŘŜ ŎǊƝƳŜƴŜǎ ŘŜ ƭŜǎŀ ƘǳƳŀƴƛŘŀŘ Ŝƴ !ƳŞǊƛŎŀ [ŀǘƛƴŀ άΣŘŜ мффм Ŝƴ ǉǳŜ Ŝƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ 

ƻōǎŜǊǾƽ άŜƭ ŜǎǘŀōƭŜŎimiento de una verdadera cultura de la violencia. Ella aparece 

como normal y la muerte por razones políticas pierde su verdadera dimensión, en 

especial para los medios de comunicación social que publican estos hechos a 

diario. El miedo a denunciar los crímenes y los responsables se traduce en el 

silencio de las personas afectadas. De esta forma, la destrucción del tejido social 

ǎŜ ŎƻƴǾƛŜǊǘŜ Ŝƴ ŘŜǎƛƴǘŜƎǊŀŎƛƽƴ ŎǳƭǘǳǊŀƭέ όtłǊǊΦ спύΦ 

Estas afirmaciones son plenamente aplicables a la situación de México. Por dar 

dos datos, según Amnistía Internacional, entre finales de 2006 y 2012 ha habido 

7.441 denuncias por abusos cometidos por las fuerzas armadas, de las que, sin 

embargo, solamente se habían derivado 27 condenas; y según fuentes oficiales 

mexicanas, en 2013, de 33.1 millones de delitos solamente el 6.2% fueron 

esclarecidos. Precisamente en los mismos días en que se celebraba esta 

Audiencia Final, otros tres condenados por la masacre de indígenas chiapanecos 

en Acteal en 1997, han sido liberados por  la Suprema Corte de Justicia, por lo 

que solamente dos continúan en prisión, de un total de 102 indígenas procesados 

por el homicidio de 45 integrantes de la comunidad de Las Abejas. Los inductores 

de la masacre jamás han sido identificados por vía judicial. 

La impunidad supone la violación de los derechos de las víctimas reconocidos, 

ŜƴǘǊŜ ƻǘǊƻǎ ǘŜȄǘƻǎΣ Ŝƴ ƭŀ ά5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ǎƻōǊŜ ƭƻǎ tǊƛƴŎƛǇƛƻǎ CǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎ ŘŜ 

WǳǎǘƛŎƛŀ ǇŀǊŀ ƭŀǎ ±ƝŎǘƛƳŀǎ ŘŜ 5Ŝƭƛǘƻǎ ȅ ŘŜƭ !ōǳǎƻ ŘŜ tƻŘŜǊέΣ ŀŘƻǇǘŀŘŀ ǇƻǊ ƭŀ 

resolución 40/34 de la Asamblea General de la ONU, del 29 de noviembre de 
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мфурΣ Ŝƴ ƭŀ wŜǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ ŘŜ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ нллпκоп ǎƻōǊŜ ά9ƭ 

Derecho de Restitución, Indemnización y Rehabilitación de las Víctimas de 

Violaciones Graves de los Derechos Humanos y las Libertades FunŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎέ ƻ 

Ŝƴ ƭƻǎ άtǊƛƴŎƛǇƛƻǎ ȅ 5ƛǊŜŎǘǊƛŎŜǎ .łǎƛŎƻǎ ŘŜ ƭŀǎ bŀŎƛƻƴŜǎ ¦ƴƛŘŀǎ ǎƻōǊŜ Ŝƭ 5ŜǊŜŎƘƻ 

de las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos 

Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y 

Obtener ReparaciƻƴŜǎέΣ ŀǇǊƻōŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ ŘŜ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎΣ Ŝƭ мф 

de abril de 2005. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha definido la impunidad como 

άƭŀ Ŧŀƭǘŀ Ŝƴ ǎǳ ŎƻƴƧǳƴǘƻ ŘŜ ƛƴǾŜǎǘƛƎŀŎƛƽƴΣ ǇŜǊǎŜŎǳŎƛƽƴΣ ŎŀǇǘǳǊŀΣ ŜƴƧǳƛŎƛŀƳƛŜƴǘƻ ȅ 

condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 

/ƻƴǾŜƴŎƛƽƴ !ƳŜǊƛŎŀƴŀέΤ   ȅ Ƙŀ ǎŜƷŀƭŀŘƻ ǉǳŜ άŜƭ 9ǎǘŀŘƻ ǘƛŜƴŜ ƭŀ ƻōƭƛƎŀŎƛƽƴ ŘŜ 

combatir tal situación por todo los medios legales disponibles ya que la 

impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos 

y la total indefensión de las víctimas y sus familiares.19 En el conocido caso Barrios 

!ƭǘƻǎ ŜǎǘŀōƭŜŎƛƽ ǉǳŜ άƭŀ ƛƳǇǳƴƛŘŀŘ ŘŜ ƭƻǎ ŎǊƝƳŜƴŜǎ ŎƻƴǎǘƛǘǳȅŜ ǇƻǊ ǎƝ ƳƛǎƳŀ ǳƴŀ 

ǾƛƻƭŀŎƛƽƴ ŀ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎΧ ƴƻ Ŝǎǘł ǇŜǊƳƛǘƛŘƻ ŀ ƭƻǎ Estado renunciar al 

deber de investigar, juzgar, y sancionar  a través de la amnistía u otras prácticas 

ǉǳŜ ŜǎǘŀōƭŜȊŎŀƴ ƭŀ ƛƳǇǳƴƛŘŀŘέΤ ȅ ǉǳŜ ώΧϐ ǎƻƴ ƛƴŀŘƳƛǎƛōƭŜǎ ƭŀǎ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƻƴŜǎ ŘŜ 

amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de 

responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los 

responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la 

tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones 

forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables 

ǊŜŎƻƴƻŎƛŘƻǎ ǇƻǊ Ŝƭ 5ŜǊŜŎƘƻ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎΦέ     

La impunidad en el caso de México ha sido constatada por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, entre otras decisiones, en relación con los 

                                                        
19 .- Corte Interamericana de Derechos Humanos. /ŀǎƻ ŘŜ ƭŀ άtŀƴŜƭ .ƭŀƴŎŀέ όtŀƴƛŀƎǳŀ 
Morales y otros) Vs. Guatemala.  Sentencia del 8 de marzo de 1998 (Fondo),par. 173; Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú.Sentencia de 17 de 
septiembre de 1997 (Fondo), pars. 168 y 170. 
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feminicidios en Ciudad Juárez, en la sentencia en el Caso González y otras.20 En 

ese caso la Corte concluyó que el Estado incumplió con su deber de investigar y 

con ello su deber de garantizar distintos derechos consagrados en la Convención 

Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 

7.c de la Convención Belém do Pará, y que violó los derechos de acceso a la 

justicia y protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 25.1 de la 

Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y 7.b y 

7.c de la Convención Belém do Para, en perjuicio de los familiares de las víctimas. 

¸ ŀƷŀŘƛƽ ǉǳŜ ά[ŀ ƛƳǇǳƴƛŘŀŘ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜƭƛǘƻǎ ŎƻƳŜǘƛŘƻǎ ŜƴǾƝŀ Ŝƭ ƳŜƴǎŀƧŜ ŘŜ ǉǳŜ ƭŀ 

violencia contra la mujer es tolerada, lo que favorece su perpetuación y la 

aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad en 

las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de 

ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƧǳǎǘƛŎƛŀΦέ όǇŀǊǊΦ пллύ 

Igualmente la Corte ha constatado la impunidad en el caso Radilla Pacheco Vs. 

aŞȄƛŎƻΣ Ŝƴ ǎǳ ǎŜƴǘŜƴŎƛŀ ŘŜ нллф Ŝƴ ƭŀ ǉǳŜ ǎŜƷŀƭƻ ǉǳŜΥ άƴƻ ŜǎŎŀǇŀ ŀƭ ¢Ǌƛōǳƴŀƭ ǉǳŜ 

a 35 años desde que fuera detenido y desaparecido el señor Rosendo Radilla 

Pacheco, y a 17 años desde que se presentó formalmente la primera denuncia 

penal al respecto (supra párr. 183), no ha habido una investigación seria 

conducente tanto a determinar su paradero como a identificar, procesar y, en su 

ŎŀǎƻΣ ǎŀƴŎƛƻƴŀǊ ŀ ƭƻǎ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƭŜǎ ŘŜ ǘŀƭŜǎ ƘŜŎƘƻǎέ όǇŀǊǊΦ 214). 

Estas afirmaciones de la Corte Interamericana pueden aplicarse a la inmensa 

mayoría, si no a la totalidad de los casos denunciados ante el TPP. 

Por eso el tema de la impunidad ha estado presente en once de las 

recomendaciones realizadas por el Grupo de Trabajo del Consejo de Derechos 

Humanos en diciembre de 2013, que realizó el examen periódico universal de los 

derechos humanos en México, con carácter general y con menciones especiales a 

                                                        
20 .- Corte Interamericana de Derechos Humanos. /ŀǎƻ DƻƴȊłƭŜȊ ȅ ƻǘǊŀǎ όά/ŀƳǇƻ 
!ƭƎƻŘƻƴŜǊƻέύ±ǎΦ aŞȄƛŎƻ. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentenciade 16 
de noviembre de 2009, (pars. 164; 378, 388-389, entre otros). 
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la violencia contra las mujeres, los niños, los defensores de derechos humanos y 

los periodistas.21 

Finalmente, como declaró el TPP en su dictamen en la Audiencia general 

introductoria, en Ciudad Juárez, Chihuahua, en mayo de 2012: 

ά!ŘŜƳłǎΣ Ŝƭ 9ǎǘŀŘƻ ƳŜȄƛŎŀƴƻ Ŝǎ Ŝƭ ǇǊƛƴŎƛǇŀƭ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƭŜ ŘŜ ƭŀ ǾǳƭƴŜǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 

derechos de las víctimas y de sus familiares que se deriva de esa impunidad, por 

la escandalosa falta de respeto que les muestra en la mayoría de los casos y por la 

revictimización que con frecuencia reciben en el momento de denunciar dichas 

violaciones, en contravención de los principios reconocidos internacionalmente 

de derechos de las víctimas de violaciones de derechos humanos a la verdad, a la 

ƧǳǎǘƛŎƛŀ ȅ ŀ ƭŀ ǊŜǇŀǊŀŎƛƽƴΦέ 

 

 

 

                                                        
21 Consejo de Derechos Humanos. Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico 
Universal. México. Doc. A/HRC/25/7, 11 de diciembre de 2013. 
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8.- SENTENCIA: 

EL ESTABLECIMIENTO DE RESPONSABILIDADES  

 

 En términos jurídicos se eƴǘƛŜƴŘŜ ǇƻǊ άǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘέ ƭŀ ŎƻƴŘƛŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ 

sujeto que lo hace pasible de una sanción. En términos filosóficos, se trata de la 

obligación y posibilidad de hacerse cargo de las consecuencias de las propias 

acciones. En el caso de las acusaciones analizadas por este Tribunal, se verifica una 

situación generalizada de impunidad, entendida como la falta de una investigación 

efectiva y de aplicación de sanciones a los responsables. Pero también se observa 

una impunidad histórica, una falta de asunción de las responsabilidades políticas por 

parte de los distintos estamentos estatales, que deja a las víctimas en una situación 

de falta de reconocimiento de sus derechos, huérfanas de posibilidades de 

reparación. 

 Tras el análisis de los testimonios y demás pruebas aportadas, el Tribunal 

concluye que existen responsabilidades jurídicas por parte de cuatro actores: el 

Estado mexicano; las Empresas Transnacionales; Terceros Estados (como es el caso de 

los Estados Unidos de América o Canadá, entre otros) e Instituciones Internacionales 

(entre las que cabe mencionar a la OMC, el FMI, el Banco Mundial, la OMPI, entre 

otras). En los cuatro casos se trata de distintas formas de responsabilidad. 

 

 

8.1.- Responsabilidad del Estado Mexicano: 

 

 El Estado mexicano, en sus niveles municipal, estatal y federal, tiene 

responsabilidad internacional objetiva por violación de la obligación de garantizar el 

libre y pleno ejercicio de los derechos humanos a todos los ciudadanos sin 
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discriminación alguna (art. 1.1 Convención interamericana de derechos humanos: 

obligación de garantía; art. 2 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 

Naciones Unidas). Específicamente los derechos a la vida, integridad física, propiedad 

colectiva de la tierra, libre expresión, salud, medioambiente sano, vivienda digna, 

protesta social, libre asociación, trabajo digno, autodeterminación, identidad, idioma, 

usos y costumbres propios, defensa del territorio, acceso a la justicia, derecho a la 

presunción de inocencia (por ejemplo en el caso de los defensores ambientales 

sometidos a procesos judiciales) y derecho al consentimiento libre, previo e 

informado. Consecuentemente, tiene responsabilidad por violación de los deberes 

de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a esos derechos humanos. 

 El Estado mexicano, en su nivel municipal, estatal y federal, tiene asimismo 

responsabilidad por la violación de los derechos recogidos en el propio texto de la 

Constitución Mexicana. Tiene responsabilidad por desvío de poder (tal como fue 

definido por la Comisión Interamericana de derechos humanos en el caso Gallardo, 

Informe 43/96), materializado en desamparo institucional, delegación irresponsable 

de funciones esenciales, privatización de espacios y servicios públicos con graves 

consecuencias para la salud o integridad (como mostró el caso de la guardería ABC), 

abandono del rol de protección de derechos económicos, sociales y culturales, 

degradados a mera función de beneficencia o menospreciados, uso excesivo de la 

fuerza pública para reprimir manifestaciones sociales (grupos de choques, 

desplazamientos forzados), y aquiescencia y complicidad con el accionar delictivo de 

las empresas transnacionales condenadas en esta sentencia, entre otras. 

 El Estado mexicano, finalmente, tiene en sus tres niveles responsabilidad 

específica por su acción e inacción en materia de derecho al medio ambiente sano, 

que han dado lugar a una situación de catástrofe ambiental. El Estado actuó como 

fiador de la impunidad ambiental, debido a una política de doble discurso de defensa 

de los derechos humanos y dictado simultáneo de leyes que los vulneran al punto 

que las instituciones ambientales se han convertido en meras procesadoras de 

trámites y autorizaciones de impacto ambiental a negocios privados. 

 Dado que las acusaciones presentadas ante este Tribunal involucran 
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numerosos períodos de gobierno, la sentencia ha buscado sistematizar los delitos 

más graves por período de gobierno siendo que condena: 

   

 1) A los responsables del gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1/12/1988 al 

30/11/1994) por la comisión de crímenes de lesa humanidad (por actos de 

exterminio) y por delitos contra el derecho a la alimentación. 

 2) A los responsables del gobierno de Ernesto Zedillo Ponce de León 

(1/12/1994 al 30/11/2000) por la comisión de crímenes de lesa humanidad (por actos 

de  exterminio),  

 3) A los responsables del gobierno de Vicente Fox Quesada (1/12/2000 al 

30/11/2006) por la comisión de crímenes de lesa humanidad (por actos de 

exterminio, tortura, persecución de un grupo o colectividad con identidad propia 

fundada en motivos políticos, desapariciones forzadas de personas y privaciones de 

la libertad). 

 4) A los responsables del gobierno de Felipe Calderón Hinojosa (1/12/2006 al 

30/11/2012) por la comisión de crímenes de lesa humanidad (por actos de asesinato, 

extermino, violación, persecución de un grupo o colectividad con identidad propia 

fundada en motivos politicos y responsabilidades individuales por crímenes 

internacionales); por delitos contra el derecho a la alimentación y la existencia de un 

cuadro generalizado de impunidad. 

 5) A los responsables del gobierno de Enrique Peña Nieto (1/12/2012 al día de 

hoy) por la comisión de crímenes de lesa humanidad (por actos de asesinato, 

exterminio, esclavitud, violación, persecución de un grupo o colectividad con 

identidad propia fundada en motivos políticos, desaparición forzada de personas). 

Responsabilidades individuales por crímenes internacionales, por delitos contra los 

derechos económicos, sociales y culturales, por delitos contra el medio ambiente y 

por la existencia de un cuadro generalizado de impunidad. 
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8.2.- Responsabilidad de empresas transnacionales 

 

 En el estado actual del derecho internacional, el paradigma clásico de 

protección a los derechos humanos ha quedado desbordado. Los instrumentos 

internacionales de protección solo apuntan a la responsabilidad del Estado nacional, 

pero no involucran a empresas transnacionales, que frecuentemente ostentan un 

poderío mayor que los propios Estados. A ello se añade el hecho de que las empresas 

transnacionales suelen operar en países donde se exigen parámetros mucho menos 

exigentes en materia de derechos humanos que los vigentes en su propio país de 

origen. Esto es precisamente el caso de las empresas norteamericanas y canadienses 

(entre otras) que operan en México. 

 9ƭ LƴŦƻǊƳŜ ŘŜ ƭŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ WǳǊƛǎǘŀǎ ǎƻōǊŜ ά/ƻƳǇƭƛŎƛŘŀŘ 

ŜƳǇǊŜǎŀǊƛŀƭ ȅ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘ ƭŜƎŀƭέ ŜǎǘŀōƭŜŎƛƽ ƭƻǎ ǇŀǊłƳŜǘǊƻǎ ǇŀǊŀ Ŝƭ ƧǳȊƎŀƳƛŜƴǘƻ 

de empresas transnacionales, y fue diseñado para ser aplicado a cualquier empresa, 

transnacional o nacional, estatal o privada, grande o pequeña, tanto se trate de 

responsabilidad penal como de responsabilidad civil. 

 En el caso de la responsabilidad penal, el Informe establece tres factores de 

responsabilidad: causación, conocimiento y proximidad. Y tres clases de conductas 

que determinan la responsabilidad de la empresa: las que habilitan, exacerban o 

facilitan las violaciones a los derechos humanos. 

 En el caso de la responsabilidad civil o derecho de daños, el Informe establece 

tres parámetros: conocimiento, medidas preventivas, y causalidad. Y deja sentado 

que puede haber responsabilidad aunque la conducta no haya sido dolosa o culposa: 

responsabilidad objetiva. La responsabilidad puede surgir no solo por causar daños, 

sino también por no hacer nada para evitarlo, o permanecer en silencio. Y la empresa 

debe no sólo abstenerse de ciertos actos, sino también tomar la iniciativa y proteger 

ŀ ŀƭƎǳƛŜƴΥ άŜƴ ǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƻƴŜǎ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ŘŀƷƻǎ ǊŜŎƻƴƻŎŜ ǉǳŜ Ŝƴ ŎƛŜǊtas 

ŎƛǊŎǳƴǎǘŀƴŎƛŀǎ ǎŜ ǇǳŜŘŜ ƛƳǇƻƴŜǊ ǳƴ ŎƛŜǊǘƻ ŘŜōŜǊ ŘŜ ŀŎǘǳŀǊέΦ !ǎƛƳƛǎƳƻΣ Ŝƭ LƴŦƻǊƳŜ 
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establece que la responsabilidad de la empresa de vigilar el riesgo no termina 

simplemente después de vender su producto, sino durante todo el tiempo en que el 

producto se use, y que no se puede invocar que igualmente otra empresa hubiera 

ŎŀǳǎŀŘƻ Ŝƭ ŘŀƷƻΥ άŜǎ ƛǊǊŜƭŜǾŀƴǘŜ ǇŀǊŀ ŜǎǘŀōƭŜŎŜǊ ƭŀ ŎŀǳǎŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǇǳŘƛŜǊŀ ƘŀōŜǊ 

ǎƻŎƛŜŘŀŘŜǎ ƳŜǊŎŀƴǘƛƭŜǎ ƘŀŎƛŜƴŘƻ ŦƛƭŀέΦ 

 La aplicación de estos parámetros al caso de las empresas transnacionales 

que cometieron numerosos crímenes de lesa humanidad, violaron distintos derechos 

humanos y provocaron devastación ambiental en el suelo mexicano, permite fundar 

la responsabilidad de las mentadas empresas, en tanto habilitaron, exacerbaron, o 

facilitaron esas violaciones, obtuvieron enormes ganancias y trasladaron a las 

comunidades los costos ambientales de su accionar. 

 Si bien no ha podido establecerse en las audiencias el conjunto de las 

responsabilidades empresarias, el Tribunal ha constatado la participación de un gran 

número de ellas, con diferentes grados de implicación, siendo las empresas con 

denuncias constatadas: 7-Eleven, Acabados de Calidad Tecate, Aceites, Grasas y 

Derivados (Jalisco), ADM Bio Productos (Sonora), Ajusco S.A.; Arcelor Mital 

(Michoacán), Arteva Specialities (Querétaro), ATENTO; Austin Bacis (Durango), AVON 

Cosmetics S.A.; Balatas Mexicanas (Tamauliaps), Basf, Bayer, Bioparques de 

Occidentes S.A. de C.V., Caabsa Eagle SA de CV, Cargill, Cementeras Cruz Azul, Tolteca-

Cemex, Central Termoeléctrica José Aceves Pozos (Sinaloa), Chedraui, Clarimex, 

Cobre de México (Distrito Federal), Comercial Mexicana, Compañía Mexicana de 

Aviación; Compañía Minera Fresnillo, Compañía Minera Nuevo Monte de Zimapán, 

CONALEP-DF; Constructoras OHL y TRADECO; Costco, CYCSA; Dow Chemical, Dupont, 

Eliabra (antes MILSA S.A de C.V.); Empaques Casillas y Bonanza, Empresas Ca Le de 

Tlaxcala, Enerya (Nuevo León), Exxon Mobil, FMN; Forjas Spicer (Tlaxcala), FUD, 

Geotermoléctrica Los Azufres (Hidalgo, Michoacán), Geotermoeléctrica Humeros en 

Chignautla en Puebla, Halliburton, Home Depot y Hom Mart Inmobiliarias Casas Geo 

y Ara, Ideal Standard (Nuevo León), IEMS; Industrial Minero México; INMUJERES (DF), 

Kraft, Lafarge, Layne de México (Sonora), Minera Bismark (Chihuahua), Mineras 

Esperanza Silver de México, Money Gram, Monsanto, Nestlé, Office Depot, Office 

Max, Oxxo, Pemex, Pemex-Petroquímica Morelos,  Pemex-Complejo Procesador de 
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Gas Matapionche, Pepsico, Pfizer, SNDIF del DF; Power Sonic (Baja California), 

Productos y Diseños de Mármol (Baja California), Prym Fashion México (Estado de 

México), Sadasi, Soriana, Sovay Fluor México (Chihuahua), SSPF; Suez, Syngenta, Teck 

Comico Ltd, Vivsil (Querétaro), Wall-Mart de México, Western Union. 

Y siendo los cargos, diferenciados en el caso de cada empresa, los de: 

- Participación como autores, cómplices, inductores, encubridores o instigadores, en 

la comisión de crímenes de lesa humanidad, que se concretan  en los siguientes: 

asesinato; exterminio; deportación o traslado forzoso de población; encarcelación u 

otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de 

derecho internacional; tortura; violación; persecución de un grupo o colectividad con 

identidad propia fundada en motivos políticos y étnicos, en conexión con otros 

crímenes mencionados, y desaparición forzada de personas; 

- violaciones graves y masivas de los derechos laborales, y específicamente de la 

libertad sindical, 

- fraude a sus accionistas y a sus consumidores al asumir unos compromisos de 

responsabilidad social que incumplen flagrantemente en México, 

- participación en la degradación del medio ambiente en México, 

- vulneración de los derechos colectivos a la tierra, a los recursos naturales, al 

autogobierno, a los derechos de participación y al desarrollo propio de los pueblos 

originarios, 

 Sin perjuicio de lo anterior, la responsabilidad penal individual de los 

dirigentes de estas empresas deberá ser también dilucidada. 

 

 

8.3.- Responsabilidad de terceros Estados 
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 El Tribunal afirma también la responsabilidad internacional extraterritorial de 

terceros Estados, especialmente de los EEUU, Canadá y Alemania por el accionar de 

las empresas con sede de origen en dichos Estados, en virtud de los siguientes 

fundamentos jurídicos. 

 La teoría de la responsabilidad extraterritorial de los Estados ha tomado un 

papel importante en la doctrina y jurisprudencia de derechos humanos de los 

últimos años: sentado que los Estados deben garantizar que las empresas que operan 

dentro de su propio territorio no violen los derechos humanos, ¿es admisible que 

permitan la violación de esos derechos fuera de su territorio? 

 La respuesta a esas preguntas surge de la interpretación del término jurídico 

άƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴέΦ [ƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ǘƛŜƴŜƴ ƭŀ ƻōƭƛƎŀŎƛƽƴ ŘŜ ǊŜǎǇŜǘar los derechos humanos de 

ǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǎƻƳŜǘƛŘŀǎ ŀ ǎǳ άƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴέΣ ƭŀ ƻōƭƛƎŀŎƛƽƴ ƴƻ Ŝǎ ƳŜǊŀƳŜƴǘŜ 

territorial sino también jurisdiccional. Lo que significa que el Estado debe respetar los 

derechos humanos tanto de los individuos que se encuentren dentro de su territorio, 

como de las personas bajo su jurisdicción. 

 En el Informe 38/99 sobre el caso Saldaño vs. Argentina, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) determinó que el término 

άƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴΣέ Ŝƴ Ŝƭ ǎŜƴǘƛŘƻ ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ м όмύΣ ƴƻ ǎŜ ƭƛƳƛǘŀ ŀƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭΣ άƳłǎ 

bien, considera que un Estado parte de la Convención Americana puede ser 

responsable por los actos y omisiones de sus agentes llevados a cabo, o que tienen 

ŜŦŜŎǘƻΣ ŦǳŜǊŀ ŘŜ ǎǳ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻέΦ ¸ ŀŎƭŀǊƽ ǉǳŜ Ŝǎǘŀ ƛƴǘŜǊǇǊŜǘŀŎƛƽƴ ŘŜ άƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƽƴέ 

también ha sido adoptada por la Corte y la Comisión Europeas de Derechos 

Humanos, al analizar el alcance del artículo 1 del Convenio Europeo para la 

Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, en el caso 

de Chipre v. Turquía. 

 9ƴ Ŝƭ ƳƛǎƳƻ ǎŜƴǘƛŘƻΣ Ŝƭ άtǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ ŀǊǘƝŎǳƭƻǎ ǎƻōǊŜ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘ ŘŜƭ 

Estado por hechos internacionalmente ilícitos de la Comisión de Derecho 

LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭέ ό/5LύΣ ŘŜǘŜǊƳƛƴƽ ǉǳŜ ǳƴ 9ǎǘŀŘƻ ƛƴŎǳǊǊƛǊł Ŝƴ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘ 

extraterritorial cuando no tome las medidas razonables para prevenir y reprimir al 

agresor que está sujeto a su autoridad o control. 
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 Asimismo, la Observación general Nro 31 del Comité de Derechos Humanos 

(CDH), al interpretar el alcance de las obligaciones contraídas en virtud del PIDCP, 

ŘŜƧƽ ǎŜƴǘŀŘƻ ǉǳŜΥ ά[ƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ tŀǊǘŜǎ Ŝǎǘłƴ ƻōƭƛƎŀŘƻǎ ǇƻǊ Ŝƭ ǇłǊǊŀŦƻ м ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ н 

a respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y a 

todas las personas sometidas a su jurisdicción. Esto significa que un Estado Parte 

debe respetar y garantizar los derechos establecidos en el Pacto a cualquier persona 

sometida al poder o al control efectivo de ese Estado Parte, incluso si no se 

encuentra en el territorio del Estado Parte [...] independientemente de las 

ŎƛǊŎǳƴǎǘŀƴŎƛŀǎ Ŝƴ ƭŀǎ ǉǳŜ ŜǎŜ ǇƻŘŜǊ ƻ ŎƻƴǘǊƻƭ ŜŦƛŎŀȊ ǎŜ ƻōǘǳǾƻΦΦΦέ όнллпύΦ 

 Por ejemplo, el Comité de Monitoreo de la Convención internacional sobre la 

Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial (CERD) ha concluido que 

ambos, Canadá y los Estados Unidos, tienen esta misma responsabilidad extra-

territorial por violaciones de los derechos de los Pueblos Indígenas cometidos por sus 

empresas transnacionales en otros países (Conclusiones Canadá 2007, Conclusiones 

Estados Unidos 2008). 

 En efecto, la tendencia internacional es avanzar hacia una concepción cada 

vez más amplia de la aplicabilidad de las obligaciones extraterritoriales en los casos 

de violaciones de derechos humanos, en el sentido establecido por la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ) en la Opinión Consultiva sobre las consecuencias 

jurídicas de la construcción de un muro en el territorio palestino ocupado y en el 

caso República Democrática del Congo vs Uganda. En ambos casos, la CIJ entendió 

que los Estados habían incurrido en responsabilidad extraterritorial conforme a lo 

dispuesto en el PIDCP, el PIDESC y la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN). 

Asimismo, la CIJ estableció que todos los Estados tienen obligaciones 

extraterritoriales de derechos humanos bajo todos los instrumentos internacionales 

de derechos humanos y del derecho internacional consuetudinario, estén o no 

ocupando el territorio donde se haya producido la violación. 

 En definitiva, el Tribunal Permanente de los Pueblos entiende que todos estos 

fundamentos son aplicables a los Estados de origen de las empresas transnacionales 

operantes en México, lo que permite fundar su responsabilidad extraterritorial. 
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 El Tribunal entiende finalmente que estas responsabilidades pueden caber 

incluso bajo la calificación jurídica de crímenes de lesa humanidad, en los términos 

del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, ratificado por el Estado 

mexicano. En efecto, son tales crímenes los cometidos en el marco de un ataque 

generalizado y sistemático contra la población civil, y ese es el caso de los asesinatos, 

masacres, encarcelaciones arbitrarias, torturas y desapariciones de personas 

cometidas en gran escala en México. 

 

 

 

 

 

 8.4.- Señalamiento sobre la responsabilidad de instituciones 

internacionales: 

 

 El sistema internacional integrado por la ONU tiene como mandato la defensa 

de los derechos humanos y cifra su legitimación en el vigor de esos derechos, pero 

en instancias del propio sistema existen prácticas que los contradicen abiertamente. 

Hecho ratificado en el caso de México, en relación al Banco Mundial y al Fondo 

Monetario Internacional que se rigen por normas y prácticas que violan 

flagrantemente los derechos humanos. 

 Otras instancias como la Organización Mundial del Comercio se rigen 

exclusivamente por las reglas del mercado sin tomar los derechos humanos en 

consideración. 

 Los convenios, los tratados y las normas de libre comercio e inversión, junto a 

las disposiciones, políticas de ajuste y préstamos condicionados aprobados por 

Instituciones Internacionales Económico-Financieras favorecen el poder de las 
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empresas transnacionales y vacían la capacidad de toma de decisiones soberana de 

los ciudadanos. 

 El Tribunal Permanente de los Pueblos destaca que, como personas jurídicas 

internacionales, estas instituciones son jurídicamente responsables, así como lo son 

los integrantes de los órganos τunipersonales o colegiadosτ que toman las 

decisiones, por las violaciones que cometan o ayuden a cometer τpor acción u 

omisiónτ de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos, culturales y 

medioambientales. 
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9.- RECOMENDACIONES 

 

9.1) Organismos Internacionales y Regionales 

 

1. Al Comité de Derechos Humanos y a los demás órganos convencionales de control, 

en particular el Comité contra la Tortura, el Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales y el Comité sobre desaparición forzada de personas, que analicen con 

detenimiento los informes periódicos presentados por México y por la sociedad civil 

mexicana y que den seguimiento a las recomendaciones ya dirigidas a México. Al 

subcomité para la prevención de la tortura, que proceda a realizar una visita a 

México para conocer de manera directa la situación del país. 

2. A los titulares de procedimientos especiales (grupo de trabajo sobre detención 

arbitraria, grupo de trabajo sobre desaparición forzada, relator especial sobre 

ejecuciones extrajudiciales, sobre la promoción y protección del derecho a la libertad 

de opinión y de expresión, sobre la independencia de jueces y abogados, sobre la 

situación de los defensores de los derechos humanos, y los derechos de las mujeres, 

sobre tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes entre otros, que 

analicen la situación de México, recomienden medidas apropiadas y realicen un 

seguimiento riguroso. 

3. A la Fiscal de la Corte Penal Internacional, que solicite a la Sala de Cuestiones 

Preliminares de la Corte la autorización para abrir una investigación sobre la situación 

de México, desde el 1 de enero de 2006, en relación con la comisión de crímenes 

contra la humanidad, a partir de la información proporcionada sobre los crímenes 

cometidos por el Estado mexicano o en los que tiene responsabilidad. 

4. A la Comisión y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respectivamente, 

que vigilen la situación de los derechos humanos en México,  además de los casos 

individuales y que velen por la aplicación de sus decisiones y sentencias. La reciente 
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creación de la comisión de investigación auspiciada por la CIDH debe llevar a cabo su 

trabajo con todo el apoyo nacional e internacional y ofrecer recomendaciones y 

pautas para abordar los procesos de búsqueda de los desaparecidos y la reparación 

integral a las víctimas.  

5. La Organización de Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) 

debe asumir sus responsabilidades en cuanto a la defensa del maíz nativo y 

campesino y la amenaza que representa su contaminación transgénica en el centro 

de origen que no puede considerarse un asunto doméstico de México. El Comité de 

Seguridad Alimentaria Mundial de la ONU/FAO debe actuar inmediatamente para 

salvaguardar los centros de origen y diversidad genética de los cultivos y defender los 

derechos de los campesinos. De igual manera, la Organización Mundial de la 

Propiedad Intelectual debe abstenerse de demandar propiedad intelectual sobre 

plantas, animales o cualquier ser vivo y asegurar que no se aplique ninguna forma de 

propiedad intelectual sobre ellos. El Convenio sobre Diversidad Biológica, debe 

realizar investigaciones especiales y con participación de pueblos indígenas y 

campesinos sobre cómo la comunidad internacional puede garantizar la integridad de 

los centros de origen y diversidad genética de los cultivos y los derechos de las 

comunidades indígenas, campesinas y locales. 

 

9.2) Sociedad civil internacional y medios de comunicación internacionales 

 

 1.- Inscribir a México en su agenda de actividades inmediatas de vigilancia e 

informacion, y presionar a las instituciones internacionales y el gobierno mexicano 

hacia el respeto de los derechos humanos y los derechos de los pueblos. 

 

9.3) Sociedad civil mexicana 
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 1.- Articular procesos de resistencia y lucha y solidarizarse con los Pueblos 

agredidos, uniéndose en la lucha en defensa de la Madre Tierra. Cesar el consumo 

irresponsable y desaforado, y resistir las expoliaciones de las empresas 

transnacionales a través de la construcción de una demanda responsable con la 

sustentabilidad de la tierra y las comunidades. 

 2.- Luchar por la democratización de la comunicación y la esfera mediática en 

México. Fortalecer a las organizaciones y a las redes sociales existentes en el ámbito 

de la comunicación y la cooperación entre los diferentes sujetos que conforman el 

sector de la comunicación comunitaria en el conjunto del país, así como la alianza 

con aquellos actores que dentro de la esfera mediática expresen y demuestren su 

compromiso con una democratización real de la comunicación en México. Crear 

observatorios y auditorías sociales, para hacer el debido y documentado seguimiento 

al comportamiento de los medios de comunicación estatales, públicos, comerciales y 

populares, así como dar la necesaria difusión ciudadana a sus conclusiones. 

 

9.4) Avanzar en la Refundación de México 

 

 Ante una crisis institucional y de legitimidad del Estado Mexicano, que viene 

configurándose hace tiempo y que ha mostrado su enorme gravedad en últimas 

semanas tras los sucesos de Iguala, el TPP constata la necesidad imperiosa de 

avanzar en la refundación de México, a partir de parámetros nuevos que incluyan el 

reconocimiento pleno y eficaz de los derechos humanos, la identidad y el espacio de 

los pueblos indígenas asumiendo los Acuerdos de San Andrés postergados desde 

hace años, y el reconocimiento del papel de las mujeres en dicho proceso. Se trata de 

detener y revertir el desvío de poder orientado a la imposición de un modelo 

insostenible que solamente sirve al interés económico de unos pocos en el corto 

plazo y que excluye a la gran mayoría de la población, la condena a la dependencia, a 

la pobreza, a la emigración, a la violencia social y a la desprotección y le niega el 

presente y el futuro; de poner los derechos humanos y la sostenibilidad ambiental en 

el centro de la actividad política y de reconstruir el tejido económico y social 
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mexicano, en torno a objetivos de desarrollo y bienestar centrados en la igualdad 

entre y dentro de los pueblos de México. 

 En este sentido el TPP quiere remarcar una serie de puntos críticos 

imprescindibles para esa refundación, que no excluyen las recomendaciones más 

detalladas, que ya están incluidas en los distintos dictámenes de las audiencias 

precedentes a lo largo de todo el Capítulo México. 

 Un  Estado Mexicano refundado debería: 

1. Reasumir, desde todos los niveles de su estructura política y desde todos 

los poderes, su función básica de servicio del interés público, de 

protección de los derechos de la ciudadanía y de aplicación de todas las 

medidas necesarias para garantizar el desarrollo humano y la dignidad de 

todas las personas en México. 

2. Garantizar los derechos humanos y prevenir su violación, de acuerdo con 

las obligaciones asumidas internacionalmente.. 

3. Implementar en toda su amplitud la Convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) desde una 

perspectiva que incluya la gran diversidad de mujeres en México 

incluyendo las desigualdades étnicas y económicas entre otras, y acatando 

todas las recomendaciones que el Comité CEDAW y otros le han hecho a 

México, activando un programa integral contra las diversas  modalidades 

de violencia contra las mujeres. 

4. Garantizar la libertad sindical, el reconocimiento efectivo a la negociación 

colectiva y el derecho de huelga; proporcionar un entorno laboral seguro 

y saludable y pagar una remuneración que garantice una vida digna a los 

trabajadores y trabajadoras; y ratificar los Convenios de la Organización 

Internacional del Trabajo de los que aún no es parte, en particular el 98 

sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, el 138 sobre 

edad mínima, referido a la abolición del trabajo infantil y el 189 sobre el 

trabajo decente para las trabajadoras domésticas. 
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5. Reconocer de manera efectiva los derechos de los pueblos indígenas en 

México, recogidos en el Convenio 169 de la OIT y en la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, en 

particular los derechos a su autonomía política, a la propiedad de sus 

tierras y recursos y a ser consultados en relación con los proyectos que 

pueden afectarlos directamente.  

6. Replantear globalmente la problemática de la migración tanto en lo que 

se refiere a políticas de reducción de la migración forzada por motivos 

económicos, como a las garantías de los derechos de las y los trabajadores 

migrantes y sus familias, con especial atención y protección a las y los 

migrantes en tránsito por el territorio de México. 

7. Garantizar el derecho a la información y a la libertad de expresión, la 

libertad de comunicación, incluida la de producir y difundir la 

información, estableciendo los medios necesarios para garantizar tanto la 

pluralidad de los medios de comunicación como que éstos no 

reproduzcan o fomenten la misoginia, los estereotipos y prejuicios 

raciales/étnicos, etarios y de género y no contribuyan a la criminalización 

de la protesta social. 

8. Cesar las prácticas de represión, criminalización y judicialización de la 

discrepancia, de los movimientos sociales, de las y los periodistas, y de las 

y los defensores ambientales y de derechos humanos. 

9. Revertir el proceso de pérdida de control del Estado sobre su territorio, 

incluido el subsuelo y los recursos naturales. 

10. Aplicar los mecanismos necesarios para retirarse del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, a la luz de los múltiples impactos 

negativos que le ha causado. 

11. Detener el proceso de privatización industrial y reconstruir el tejido 

industrial al servicio de los intereses del país. 

12. Salvaguardar el régimen de la propiedad ejidal y comunal eliminando las 

prácticas discriminatorias contra las mujeres y recuperar o crear  políticas 
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de apoyo a las y los pequeños productores con objeto de revitalizar el 

sector agrícola, disminuir la dependencia y favorecer la soberanía 

alimentaria. 

13. Asumir su responsabilidad, frente a las generaciones pasadas, presentes y 

futuras, como centro de origen del maíz y adoptar todas las medidas 

necesarias para garantizar la conservación del maíz nativo como fuente 

principal de alimentación y como elemento cultural de cohesión y 

articulación social. Debido a la gravedad de los riesgos a que se somete al 

centro de origen global del maíz, sustento de los pueblos que lo crearon 

para bien de toda la humanidad, y siendo México el reservorio genético 

de este pilar de la seguridad alimentaria mundial, se debe prohibir la 

siembra de maíz transgénico en el país. 

14. Emprender un programa global de restauración ambiental, fomentando al 

mismo tiempo la creación de empleo público en condiciones de igualdad 

entre mujeres y hombres en los sectores de descontaminación de suelos, 

saneamiento de aguas, gestión de residuos, conservación de bosques y 

generación de energías renovables. 

15. Regular la autorización de las actividades económicas estableciendo 

procedimientos de evaluación con enfoque de género de impactos 

sociales y ambientales, regímenes fiscales apropiados, mecanismos de 

monitoreo eficaces y un sistema de responsabilidad y reparación por 

daños al medio ambiente y a los derechos humanos. 

16. Remover todos los obstáculos institucionales y jurídicos, todas las 

prácticas, que contribuyen a mantener la impunidad. 

17. Cumplir con sus obligaciones de investigar graves violaciones de derechos 

humanos, castigar a las personas responsables y garantizar la reparación 

de las víctimas. Poner en marcha mecanismos de investigación efectivos y 

una reformulación de los sistemas de protección y vigilancia de los 

derechos humanos. 
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18. Transformar el sistema judicial, tanto en la definición de las políticas de 

persecución del crimen como de los principios que rigen el proceso penal, 

como en la formación y selección de las y los jueces y magistrados, 

dotándolos de medios adecuados y confinando la jurisdicción militar a su 

ámbito propio de acuerdo con parámetros internacionalmente aceptados. 

19. Emprender una política de reconstrucción del tejido social que afronte los 

gravísimos impactos de la violencia y la vulneración de derechos humanos 

que han sufrido amplios sectores de la población y cuyas consecuencias 

se prolongarán en el futuro. 

20. Modificar o derogar todas las normas legales que constituyan un 

obstáculo para desarrollar las medidas anteriormente mencionadas. 

 

 Cabe concluir esta sentencia con las palabras de Luis Hernández Navarro: 

"Este Tribunal Permanente de los Pueblos, Capítulo México es, simultáneamente, 

testigo y partero de esta nueva realidad. Ellos, allí arriba, tienen el reloj. Ustedes y 

nosotros, aquí abajo, tenemos el tiempo." 

 

 

11.- AGRADECIMIENTOS 

 

Como conclusión de este Capítulo México, desarrollado a lo largo de más de 

tres años en tantos lugares,  el TPP siente la necesidad de agradecer, sobre todo, a las 

personas que, con seriedad y coraje, han presentado las acusaciones fundadas en 

sólidas pruebas y los testimonios de los hechos, que han permitido la reconstrucción 

de lo que pasó, renovando con sus palabras el sufrimiento y el dolor producido por 

hechos dramáticos. 
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El TPP expresa su profunda preocupación por la situación de desprotección en 

la que se encuentran quienes luchan por los derechos humanos, que cumplen con 

valentía y limpieza de conducta su papel de ciudadanos comprometidos por la 

dignidad, las libertades y los derechos de todos los mexicanos.  

El Tribunal tiene que agradecer a todos los asistentes a las preaudiencias y 

audiencias, por su presencia continua, atenta y partícipe, como representantes de los 

colectivos y los pueblos, como parte de un amplio movimiento comprometido en la 

lucha por impedir toda tentativa de olvido, sostener la demanda de justicia y de 

verdad de las víctimas y reclamar que las instituciones tomen en serio los derechos 

humanos. 

Los Jueces han aprendido de esta presencia y de la extraordinaria 

participación ciudadana que ha acompañado el desarrollo del trabajo del tribunal, 

que cuando surge un movimiento de lucha contra la injusticia y las desigualdades, los 

catálogos internacionales de derechos y las Constituciones nacionales dejan de ser 

un mero catálogo de derechos de papel para transformarse en instrumentos de 

reivindicación personal y social y de cambio democrático. 

Finalmente el Tribunal deja constancia del profundo impacto que le ha 

producido el comprobar que, a pesar de una situación muy trágica, que continúa 

desde hace decenios,  sigue viva una potente resistencia a las injusticias y una firme 

decisión de trabajar de forma continuada por superar la cultura del conflicto y 

promover la transformación de la sociedad para realizar un verdadero Estado 

constitucional social de derecho.  

El Tribunal se compromete a dar voz y transmitir al mundo el mensaje sobre 

la gravedad del momento que vive México y el riesgo de que la violencia contra la 

población pueda intensificarse pero, a la vez, el sentimiento de optimismo que se 

desprende de la voluntad de lucha mostrada, que alimenta una gran esperanza en 

estos tiempos decisivos para el futuro de México. 

El Tribunal, vista la importancia y trascendencia de las demandas de justicia 

que han acompañado a las presentaciones, resuelve remitir el expediente, dictamen 
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y recomendaciones no solamente a las  instituciones de gobierno, sino también, para 

que actúen en consecuencia con sus competencias, facultades y atribuciones, a las 

siguientes personas e instituciones: 

ω Fiscal de la Corte Penal Internacional 

ω Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 

ω Órganos convencionales de control de los convenios internacionales 

de derechos humanos 

ω Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Relator 

especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, Relatora especial 

sobre el derecho a la alimentación, Relator especial sobre la promoción y protección 

del derecho a la libertad de opinión y de expresión, Relator especial sobre la 

situación de los defensores de los derechos humanos, Relator especial para la 

independencia de los jueces y los abogados; Relatora especial sobre los derechos de 

los pueblos indígenas; Relator especial sobre los derechos humanos de los migrantes; 

Relatora especial sobre el derecho humano al agua potable y el saneamiento; Relator 

especial sobre los derechos humanos de las personas internamente desplazadas; 

Relator especial sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes; Experto independiente sobre la cuestión de las 

obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio 

ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible; Grupo de Trabajo sobre 

detención arbitraria; Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos humanos y 

las empresas transnacionales y otras empresas comerciales; Grupo de Trabajo sobre 

desapariciones forzadas o involuntarias; Grupo de trabajo sobre la cuestión de la 

discriminación contra la mujer en la legislación y en la práctica. 

ω Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

ω Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos  

ω Presidente de la  de la Suprema Corte de Justicia 
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ω Gobiernos de los Estados miembros, Comisión y Parlamento de la 

Unión Europea 

 

DADA EN CIUDAD DE MÉXICO, MÉXICO, EL 15 DE NOVIEMBRE DE 2014 
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I.1. Pongamos fin a la cooptación empresarial en la toma de decisiones políticas *  

La influencia política de las grandes empresas, tanto en el plano nacional como en las 

instituciones y los foros de negociación internacionales, ha alcanzado unos niveles 

que socavan fundamentalmente el proceso democrático. Este es el efecto combinado 

de las enormes inversiones que realizan las grandes empresas para cooptar las 

decisiones políticas y del acceso y la influencia privilegiados que les conceden los 

Gobiernos (y los responsables políticos más en general). En los Estados Unidos y en 

muchos otros países, los resultados electorales cada vez se ven más influenciados por 

las élites corporativas que destinan grandes sumas a donaciones para financiar y 

publicitar las campañas.(1) Las astronómicas inversiones de las grandes empresas en 

cabildeo suponen que estas superen con creces y marginen otros intereses en el 

proceso político. Los Gobiernos proporcionan a las grandes empresas un acceso 

privilegiado a los procesos de toma de decisiones, por ejemplo permitiendo que los 

grupos con los que se asesoran estén dominados por cabilderos corporativos. La 

puerta giratoria cada vez da vueltas más rápido en muchos países, lo cual permite a 

las grandes empresas contratar a exresponsables gubernamentales para que los 

ayuden con el cabildeo. Los parlamentarios y las parlamentarias que desempeñan 

una actividad complementaria en la junta directiva de una empresa son otro ejemplo 

de lo peligroso que resulta que se difuminen los límites que separan la política de los 

negocios.(2)  

Movimientos sociales de todo el mundo están reivindicando que se ponga fin a la 

cooptación empresarial mediante una serie de medidas que ayuden a frenar la 

excesiva influencia de cabildeo de las grandes empresas. Unas normas estrictas en 

materia de transparencia, por ejemplo, facilitan el escrutinio público, ayudan a 

desenmascarar las influencias ilegítimas, estimulan el debate público y fortalecen las 

dinámicas que persiguen el cambio. Unas normas éticas ambiciosas pueden ayudar a 

cerrar los canales de la influencia corporativa. A continuación, presentamos un 

resumen con algunos ejemplos de esas medidas. 

El dinero de las grandes empresas debe abandonar las elecciones: se deberían 

imponer estrictos límites al papel de los fondos privados en las elecciones, con el fin 

de evitar que las grandes corporaciones y las élites adineradas controlen los 

ǊŜǎǳƭǘŀŘƻǎ ŜƭŜŎǘƻǊŀƭŜǎ ȅ ΨŎƻƳǇǊŜƴΩ ŀ ƭƻǎ ŎŀǊƎƻǎ ŜƭŜƎƛŘƻǎ όŜǎǇŜǊŀƴŘƻ ŦŀǾƻǊŜǎ ŀ ŎŀƳōƛƻ 

de las donaciones aportadas). La alternativa son fondos públicos para las campañas 

electorales.  

Transparencia obligatoria en las actividades de cabildeo: se necesitan sistemas de 

transparencia del cabildeo obligatorios y de calidad que permitan a la ciudadanía ver 

quién está influyendo en la toma de decisiones, sobre qué temas, en nombre de 

quién y con qué presupuestos. Todos los actores que se dedican al cabildeo (incluidos 
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los bufetes de abogados y los grupos de estudio) deberían registrarse y declarar sus 

actividades. 

Transparencia proactiva sobre las actividades de cabildeo: además de los registros de 

transparencia (a través de los que los grupos de cabildeo informan de sus 

actividades), los Gobiernos deberían informar de manera proactiva sobre con quién 

se están asesorando. Esto entrañaría, por ejemplo, que se publiquen (en internet) las 

listas de todas las reuniones con grupos de cabildeo. En el marco de las leyes de 

libertad de la información y del derecho a saber de la ciudadanía, los Gobiernos 

deberían garantizar un amplio acceso público a todos sus documentos, como las 

actas de las reuniones con los grupos de cabildeo, entre otros. 

Salvaguardias contra la cooptación empresarial de grupos asesores: los Gobiernos 

deben ofrecer plena transparencia en lo que respecta a las personas que forman los 

grupos asesores y adoptar medidas de salvaguardia que eviten la cooptación 

empresarial de estos organismos.  

Cerrar la puerta giratoria entre los Gobiernos y los grupos de cabildeo de las grandes 

empresas: se deben introducir límites claros y efectivos para evitar los conflictos de 

interés cuando ministros y ministras y otros cargos gubernamentales cambian de 

trabajo, entre otras cosas cuando estos pueden entrañar actividades de cabildeo. Se 

debe establecer un período de incompatibilidad de al menos tres años para ministros 

y ministras y otros altos cargos públicos (por ejemplo, personas con 

responsabilidades en la formulación de políticas) que pasan de la administración 

pública a grandes empresas con funciones que suponen posibles conflictos de 

ƛƴǘŜǊŞǎΦ 5Ŝƭ ƳƛǎƳƻ ƳƻŘƻΣ ǎŜ ƴŜŎŜǎƛǘŀƴ ŜǎǘǊƛŎǘŀǎ ΨƴƻǊƳŀǎ ƛƴǾŜǊǎŀǎ ŘŜ la puerta 

ƎƛǊŀǘƻǊƛŀΩΣ ǇŀǊŀ ŜǾƛǘŀǊ ǉǳŜ ǎŜ ŘŜǎƛƎƴŜ ǇŀǊŀ ŎŀǊƎƻǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ŀ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǉǳŜ ǇƻŘǊƝŀƴ 

tener conflictos de interés. 

Normas eficaces sobre conflictos de interés para los cargos públicos: además de 

reglas más estrictas sobre el trabajo tras la función pública, los Gobiernos necesitan 

normas rigurosas para evitar otra serie de posibles conflictos de interés, sobre todo 

en lo que respecta a los obsequios y las atenciones que ofrecen los grupos de 

cabildeo.  

Supervisión y aplicación independientes: para asegurar que la aplicación de las 

normas sea creíble, se necesita un asesoramiento independiente, que puede 

desempeñar, por ejemplo, un comité de ética independiente. Estos comités deberían 

gozar de competencias para investigar y dar a conocer públicamente cualquier 

posible conflicto de interés. 

Estrictas normas de transparencia y ética para los Parlamentos con el fin de evitar 

conflictos de interés: los Parlamentos necesitan estrictas normas de transparencia y 
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ética, por ejemplo para garantizar que los diputados y las diputadas no reciban 

dinero, obsequios ni otras atenciones especiales de las empresas y sectores a los que 

están regulando. Los diputados y las diputadas no deberían tener ningún interés 

financiero en los sectores afectados por la legislación en la que trabajan.  

Normas éticas para los grupos de cabildeo: se necesitan normas estrictas para los 

grupos de cabildeo, con el fin de evitar actividades poco éticas, con supervisión 

externa y sanciones eficaces. Estas normas deberían impedir que los grupos de 

cabildeo ejerzan una influencia indebida ofreciendo dinero, obsequios u otras 

atenciones no apropiadas a las personas responsables de la toma de decisiones. 

Proteger los procesos democráticos de las industrias nocivas: lecciones del tratado 

sobre el tabaco de la ONU: el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud 

para el Control del Tabaco (CMCT), que entró en vigor en 2005, ofrece un importante 

precedente para limitar la influencia política de industrias nocivas. Como respuesta a 

varias décadas de cabildeo engañoso por parte de la industria del tabaco en contra 

de toda regulación de su letal producto, el CMCT incluye estrictos principios para 

limitar la interacción entre responsables políticos y la industria tabacalera.(3) Las 

directrices que acompañan al Convenio de la OMS y, más en concreto, las relativas a 

ƭŀ ŀǇƭƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ рΦоΣ ŜǎǇŜŎƛŦƛŎŀƴ ǉǳŜ ƭŀǎ tŀǊǘŜǎ άŘŜōŜǊƝŀƴ ƛƴǘŜǊŀŎǘǳŀǊ Ŏƻƴ ƭŀ 

industria tabacalera únicamente cuando y en la medida que sea estrictamente 

necesaria para hacer posible una regulación eficaz de la industria tabacalera y los 

ǇǊƻŘǳŎǘƻǎ ŘŜ ǘŀōŀŎƻέΦ [ŀǎ ƳƛǎƳŀǎ ŘƛǊŜŎǘǊƛŎŜǎ ǘŀƳōƛŞƴ ŘŜǘŀƭƭŀƴ ǉǳŜ άŎǳŀƴŘƻ ǎŜŀ 

necesario interactuar con la industria tabacalera, las Partes deberían asegurarse de 

que esas interacciones se realiŎŜƴ ŘŜ ƳƻŘƻ ǘǊŀƴǎǇŀǊŜƴǘŜέΦ 9ǎǘƻ ŘŜŦƛƴŜ ǳƴ ŜǎŎŜƴŀǊƛƻ 

en que solo se consulta con la industria tabacalera en audiencias formales (cuando es 

inevitable si se prepara un nuevo paquete legislativo, por ejemplo) que se hacen 

públicas en su totalidad (actas y otros documentos). A los Gobiernos se les debería 

recordar que tienen la obligación de hacer cumplir plenamente estas normas.(4)  

Además, la lógica en que se basan las normas del CMCT para regular los contactos 

con los grupos de cabildeo de la industria del tabaco serían igualmente aplicables a 

muchos otros sectores. La industria de los combustibles fósiles, por ejemplo, tiene un 

largo historial de cabildeo y propaganda engañosos para aplazar, diluir o bloquear 

leyes que se necesitan para evitar un catastrófico cambio climático. Sus iniciativas, 

entre las que se cuentan el uso de grupos encubiertos y otras actividades de cabildeo 

fraudulento, han resultado ser un grave obstáculo a la hora de lograr unas ambiciosas 

y muy necesarias políticas climáticas. Existe un conflicto fundamental e 

irreconciliable entre el interés comercial de estas industrias en seguir excavando y 

bombeando continuamente combustibles fósiles y la necesidad de mantener estos 

combustibles en el subsuelo para estabilizar el clima. Por ese motivo, existen sólidas 
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razones para adoptar un nuevo enfoque que limite de forma drástica el papel del 

cabildeo de la industria de los combustibles fósiles en las decisiones nacionales y 

globales que afectan a las políticas en materia de cambio climático.(5) 

Democracia ciudadana frente a cooptación empresarial: más allá del tipo de normas 

que acabamos de esbozar, se necesitan cambios de mucho mayor calado en las 

prácticas de toma de decisiones para evitar el acceso privilegiado y la cooptación 

normativa por parte de los grupos de cabildeo de las grandes empresas. Revertir la 

indebida influencia corporativa exige una mayor democratización que empodere la 

participación de grupos ciudadanos en la toma de decisiones. 

 

* Observatorio Europeo de Corporaciones (CEO) 

Notas: 
1 Public Citizen es uno de los muchos grupos estadounidenses que hacen campaña para que se impongan límites 
estrictos al dinero privado en la política: http://www.citizen.org 
2 Para consultar ejemplos de estos problemas en Bruselas, la capital de la UE, véase la página web de Corporate 
9ǳǊƻǇŜ hōǎŜǊǾŀǘƻǊȅ ό/9hύ ƘǘǘǇΥκκǿǿǿΦŎƻǊǇƻǊŀǘŜŜǳǊƻǇŜΦƻǊƎ ƻ Ŝƭ ƭƛōǊƻ ά.ǳǊǎǘƛƴƎ ǘƘŜ .ǊǳǎǎŜƭǎ ōǳōōƭŜΥ ǘƘŜ ōŀǘǘƭŜ ǘƻ 
ŜȄǇƻǎŜ ŎƻǊǇƻǊŀǘŜ ƭƻōōȅƛƴƎ ŀǘ ǘƘŜ ƘŜŀǊǘ ƻŦ ǘƘŜ 9¦έ όнлмлύΣ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ŎƻŀƭƛŎƛƽƴ ![¢9w-EU: http://www.alter-
eu.org/sites/default/files/documents/bursting-the-brussels-bubble.pdf 
3 Véase, por ejemplo, este folleto informativo de Corporate Accountability International: 
http://www.stopcorporateabuse.org/resource/article-53-flyer-protecting-against-tobacco-industry-interference 
4 La Comisión Europea, por ejemplo, no aplica debidamente estas normas de la ONU: 
http://corporateeurope.org/power-lobbies/2014/07/ombudsman-investigates-eu-commissions-failure-implement-
un-tobacco-lobby-rules 
5 ±ŞŀǎŜΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΥ ά{ǘƻǇ Fossil Fuels Setting the Climate Agenda - Lessons from international tobacco law: 
ǇǊƻǘŜŎǘƛƴƎ ǇǳōƭƛŎ ǇƻƭƛŎȅ ŦǊƻƳ ǾŜǎǘŜŘ ƛƴǘŜǊŜǎǘǎέ όŘƛŎƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмоύΣ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ ǇƻǊ {ŀǘǳ IŀǎǎƛΥ 
http://www.satuhassi.net/wp-content/uploads/2013/11/Stop-Fossil-Fuels-Setting-the-Climate-
Agenda_Report_Dec2013_FINAL.pdf 
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I.2. Recuperar el Estado de la cooptación empresarial: una cuestión de radicalizar la 
democracia 

Recuperar el Estado de la cooptación empresarial es una cuestión que está 
fundamentalmente relacionada con la democracia, pero al mismo tiempo, también debería 
estar vinculada con la renovación urgente o la radicalización de esa democracia. Por el simple 
hecho de que la cooptación empresarial es un síntoma del fracaso de la democracia tal como 
la conocemos. La demoŎǊŀŎƛŀ όǉǳŜ ƭƛǘŜǊŀƭƳŜƴǘŜ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀ Ŝƭ ΨƎƻōƛŜǊƴƻ ŘŜƭ ǇǳŜōƭƻΩΤ Ŝƭ ΨƪǊŀǘƻǎΩ 
ŜƧŜǊŎƛŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ΨŘŜƳƻǎΩύ ŘŜōŜǊƝŀ ǘŜƴŜǊ ƛŘŜŀƭƳŜƴǘŜ ƭŀ ŦǳŜǊȊŀ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ǇŀǊŀ ǇǊƻǘŜƎŜǊǎŜ ŀ ǎƝ 
misma de las amenazas del dominio oligárquico o autoritario. Y cuando no es así, debemos 
preguntarnos qué ha fallado y qué se puede hacer para que la democracia se autorefuerce.  

Una democracia frágil frente al auge del poder empresarial 

Actualmente, más países que nunca cuentan con sistemas de gobierno formalmente 
democráticos. Sin embargo, al mismo tiempo, se vive una creciente desilusión con los límites 
de la democracia representativa. La democracia de hoy en día se ha reducido al 
procedimiento formal de votar y a los rituales de asambleas legislativas cada vez más 
despojadas de poder. Las personas que votan se enfrentan a una acotada elección entre 
élites políticas. Tienen poco acceso a la información, pocas oportunidades para la 
deliberación y la reflexión, y un poder insignificante sobre las decisiones que determinan sus 
vidas.  

Este vaciamiento de la democracia es fruto de muchos procesos. El más evidente es la 
globalización impulsada por las grandes empresas y la pérdida de poder de los Estados-
nación y de otras instancias de gobierno más locales.  

El proceso ha tenido una doble vertiente. Por un lado, los Gobiernos han ido perdiendo cada 
vez más capacidad, especialmente para recaudar impuestos y, por lo tanto, para financiar la 
prestación de bienes públicos y garantizar una esfera pública próspera y bien valorada. La 
Comisión Nacional de Auditoría del Reino Unido calculó en 2007 que una tercera parte de las 
700 mayores empresas del país no pagaban los impuestos correspondientes a las sociedades 
a través de la manipulación de precios (dos tercios de las operaciones transfronterizas a 
escala mundial tienen lugar entre las compañías transnacionales) y el uso de paraísos 
fiscales. Más de la mitad de todos los activos bancarios y una tercera parte de la inversión 
extranjera directa de las corporaciones multilaterales se canalizan a través de territorios con 
una baja fiscalidad.  

Por el otro lado, se ha producido un incremento de la influencia que ejercen las 

grandes empresas sobre los Gobiernos, participando en estos de forma directa o 

indirecta y, entre otras cosas, haciendo que los partidos políticos dependan de la 

financiación de las corporaciones a cambio de favorecer, más o menos 

explícitamente, sus intereses. Esta realidad está extensamente documentada en el 

Reino Unido y los Estados Unidos. Se trata de un fenómeno que también llama la 

atención y que quizá resulte de especial relevancia en las instituciones relativamente 

ΨƳƻŘŜǊƴŀǎΩ ŘŜ ƭŀ ¦ƴƛƽƴ 9ǳǊƻǇŜŀΦ {ŜƎǵƴ ǳƴ ŜǎǘǳŘƛƻ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ ǇƻǊ /ƻǊǇorate Europe 

Observatory (CEO) , las grandes empresas dominan todos los grupos de expertos que 

asesoran a la Comisión Europea. El estudio demuestra que en la Dirección General de 

Fiscalidad y Unión Aduanera (DG TAXUD), casi el 80% de los integrantes representan 

a los intereses de las grandes empresas, mientras que solo el 3% representa a las 

pequeñas y medianas empresas, y apenas el 1%, a los sindicatos. En la Secretaría 



 

108 

 

General de la Comisión Europea(SG), el porcentaje de intereses corporativos alcanza 

el 64%, y en la Dirección General de Empresa e Industria (DG ENTR), el 62%. En todos 

los grupos creados recientemente por la Comisión, hay más representantes de 

grandes empresas que todas las demás partes juntas. El informe también pone de 

relieve las inquietantes consecuencias que pueden tener los grupos de expertos 

dominados por grandes corporaciones a través de varios casos concretos, como el 

hecho de que los evasores de impuestos se dediquen a asesorar sobre la reforma 

fiscal, que los gigantes de las telecomunicaciones controlen el debate sobre la 

ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ Řŀǘƻǎ ƻ ǉǳŜ ǳƴ ŎƝǊŎǳƭƻ ŎŜǊǊŀŘƻ ŘŜ ΨŜȄǇŜǊǘƻǎΩ ŦŀǾƻǊŀōƭŜǎ ŀ ƭŀǎ ƎǊŀƴŘŜǎ 

empresas monopolicen las recomendaciones de cómo abordar la crisis del euro.  

Los límites autoimpuestos de la socialdemocracia 

Pero estos factores económicos objetivos no lo explican todo. Los actores políticos 
nacionales podrían haber respondido al poder global de las grandes empresas de otro modo. 
Por ese motivo, mi razonamiento también se centra en las mentalidades políticas de los 
partidos gobernantes de la socialdemocracia de la posguerra para explicar su beneplácito 
generalizado frente al mercado corporativo y la primacía de los accionistas.  

En este contexto, se pueden destacar dos aspectos del pensamiento socialdemócrata. En 
primer lugar, estaría su presunción de que la producción de riqueza debe dejarse en manos 
del capital privado, sobre cuyas ganancias se cobran impuestos para financiar el Estado de 
bienestar. Esto ha supuesto que los partidos socialdemócratas no hicieran lo suficiente para 
buscar a sus propios aliados en la producción de riqueza y el control de las grandes 
empresas.  

En segundo lugar, tal como explica Robert Michels, en la cultura de los partidos 
ǎƻŎƛŀƭŘŜƳƽŎǊŀǘŀǎ ŘŜǎŘŜ ǎǳ ƻǊƛƎŜƴΣ Ŝƭ ǎƻŎƛŀƭƛǎƳƻ άƴƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀ todo por el pueblo, sino todo 
ǇŀǊŀ Ŝƭ ǇǳŜōƭƻέΦ ¦ƴŀ ƭŜŎǘǳǊŀ ƳƛƻǇŜ ŘŜ ƭƻ ǉǳŜ ŎƻƴǎǘƛǘǳȅŜ Ŝƭ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ ƭƭŜǾƽ ŀ ƭŀǎ ŎǵǇǳƭŀǎ 
de esos partidos a infravalorar los conocimientos y las capacidades basadas en la experiencia 
de sus partidarios. Así, dieron la espalda a una fuerza potencialmente significativa para 
apoyar tanto el fondo como la forma de la democracia: la capacidad democratizadora del 
movimiento obrero, de todos los trabajadores y trabajadoras, para gobernar en el nivel del 
lugar de trabajo. Y sin embargo, era a los trabajadores y trabajadoras, organizados y no 
organizados, a los que normalmente debían su poder electoral estos partidos políticos.  

Esta ausencia de una base de producción y gestión independiente ayuda a explicar el por qué 
las instituciones de la democracia formal estaban tan vacías y eran tan frágiles que pudieron 
ser aniquiladas por la fuerza arrolladora del poder de las grandes empresas. 

Cómo puede la democracia ponerse a la altura del poder empresarial 

Frente a este desplazamiento de la democracia por el dominio de la oligarquía corporativa, la 
radicalización de la democracia implica un regreso a las raíces históricas de la democracia en 
la capacidad popular. Exige, por lo tanto, organizaciones a través de las que esa capacidad se 
haga efectiva y adquiera la fuerza suficiente como para conformar la base de gobierno, sin 
bloqueos e intermediaciones que debiliten su expresión y eficacia. La democracia radical no 
se puede concebir a partir de principios teóricos, sino que es más bien el resultado de un 
proceso constante de lucha y experimentación en el ámbito del control popular. De este 
proceso histórico surgen tres condiciones necesarias de la democracia radical: 

¶ participación popular en la aplicación y la administración de las decisiones 
legislativas, a través de la participación ciudadana en la planificación, la 
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presupuestación y el escrutinio administrativo, con el fin de superar la incapacidad 
de la democracia representativa para controlar el aparato del Estado y todos los 
intereses privados que se integran en este. Un ejemplo de este punto serían las 
diversas iniciativas de presupuestos participativos en todo el mundo, desde Brasil a 
Europa, pasando por las Filipinas. 

¶ democracia laboral en la gestión interna de los servicios y las empresas públicas de 
forma que los conocimientos y las capacidades de los trabajadores y las trabajadoras 
del sector público contribuyan a maximizar el bien público. Ejemplos de ello han 
ǎǳǊƎƛŘƻ ŘŜ Ŏŀǎƻǎ ŘŜ ΨǊŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀ ǘǊŀƴǎŦƻǊƳŀŘƻǊŀΩ ŀ ƭŀ Ǉrivatización, en que los 
trabajadores y las trabajadoras no solo han defendido el sector público, sino que se 
han esforzado por mejorarlo. La defensa del agua como un bien público es 
paradigmática de este proceso de democratización del sector público. 

¶ la cǊŜŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴŀ ōŀǎŜ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀ ȅ ΨŦŀǾƻǊŀōƭŜ ŀ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀΩ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ȅ 
la creación de riqueza, de forma que los Gobiernos no sean vulnerables a la 
cooptación y el chantaje de las corporaciones privadas. Entre los ejemplos de este 
punto estaría el desarrollo estratégico de empresas públicas como medios para el 
desarrollo económico y el cumplimiento de objetivos sociales. En este sentido, sería 
ejemplar la experiencia de Uruguay. Otro enfoque, que no es necesariamente 
incompatible, es el desarrollo de la economía solidaria a través de redes de empresas 
cooperativas y sociales, en ocasiones vinculadas, con una moneda alternativa y el 
apoyo de un municipio democrático.  

En conclusión, no es que la radicalización de la democracia sea un estado final que se pueda 
alcanzar siguiendo un plan. Más bien, se trata de un proceso de transformación, ya en 
marcha, que parte de un contexto global en el que se había excluido la posibilidad de 
alternativas, para dirigirse a una situación en la que el orden mundial dominante se ve 
constantemente disputado con alternativas fundamentadas en la práctica inmediata y las 
ǾƛǎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŦǳǘǳǊƻΦ 9ǎǘŀ ΨǊŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀ ǘǊŀƴǎŦƻǊƳŀŘƻǊŀΩ ǘƛŜƴŜ ǘƻŘŀ ƭŀ ǊƛǉǳŜȊŀ ŘŜ ŘŜǊƛǾŀǊǎŜ ŘŜ ƭŀ 
experiencia, poniendo a prueba distintas fuentes de poder que pueden lograr el cambio, en 
ƭǳƎŀǊ ŘŜ ōǳǎŎŀǊ Ψƭŀ ŦƻǊƳŀ ǾŜǊŘŀŘŜǊŀΩΦ 

La radicalización de la democracia también implica interactuar con la democracia 
representativa, no ignorarla como si no existiera. Pero no depende de ella. Basa los modelos 
representativos en formas de democracia participativa y directa, tanto en el nivel de los 
gobiernos como del lugar de trabajo, a menudo conformados a través de luchas relacionadas 
con necesidades sociales y económicas apremiantes. 

Por ejemplo, en junio de 2014, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
acordó designar un grupo de trabajo intergubernamental para desarrollar un tratado 
vinculante que imponga obligaciones en materia de derechos humanos (lo cual incluye 
derechos laborales) a las empresas transnacionales. Esta fue la culminación de un proceso de 
colaboración entre el Gobierno ecuatoriano y una alianza transnacional de más de 500 
organizaciones de la sociedad civil y también otros Gobiernos en el marco de la campaña 
Ǝƭƻōŀƭ Ψ5ŜǎƳŀƴǘŜƭŜƳƻǎ Ŝƭ ǇƻŘŜǊ ŎƻǊǇƻǊŀǘƛǾƻΩΦ 9ǎ ǳƴŀ ǾƛŎǘƻǊƛŀ ƳƻŘŜǎǘŀ ȅ ǎǳǘƛƭΣ Ŏǳȅŀ ǇǳŜǎǘŀ Ŝƴ 
práctica no se puede dejar exclusivamente en manos del Consejo de Derechos Humanos. La 
democracia radical florece con estos éxitos, que se dan tanto dentro de las propias formas 
representativas de democracia como contra estas. Al mismo tiempo, fortalece las 
instituciones participativas y productivas autónomas a través de las que la capacidad de 
autogobierno se sigue desarrollando para desplazar aún más el equilibrio de poder, 
alejándolo de las grandes empresas, y crear espacios para desplegar alternativas. Es solo 
sobre la base de esta radicalización de la democracia que podemos recuperar el Estado de la 
cooptación empresarial. 
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* Por Hilary Wainwright 

I.3. Re-pensando un marco para el nexo Comercio, Inversión y Poder Corporativo *  

Construir marcos alternativos para las inversiones 

aƛŜƴǘǊŀǎ ǉǳŜΣ ǇƻǊ ǳƴ ƭŀŘƻΣ ƭŀ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ Ŝǎ ǇǊƻƳƻǾƛŘŀ ŎŀŘŀ ǾŜȊ Ƴłǎ ŎƻƳƻ ǳƴŀ ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ŘŜ 
desarrollo, al mismo tiempo hay un creciente reconocimiento internacional de que las 
actividades empresariales, en particular aquellas de poderosos inversionistas 
transnacionales, pueden tener serios efectos negativos, y de largo alcance, en los derechos 
humanos, el medio ambiente y el desarrƻƭƭƻ ŜǉǳƛǘŀǘƛǾƻΣ ǎǳǎǘŜƴǘŀōƭŜ Ŝ ƛƴŎƭǳȅŜƴǘŜΦ LƴŎƭǳǎƻ Ŝƴ 
ƳǳŎƘŀǎ ƻŎŀǎƛƻƴŜǎ ƴƛ ǎƛǉǳƛŜǊŀ ƎŜƴŜǊŀƴ ǳƴ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ȅ ŜƳǇƭŜƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀǘƛǾƻΦ 

! ǇŜǎŀǊ ŘŜ ŜǎǘƻΣ ƭƻǎ ǊŜƎƝƳŜƴŜǎ ŀŎǘǳŀƭŜǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ 
Ŏƻƴǘƛƴǵŀƴ ŜȄǇŀƴŘƛŞƴŘƻǎŜΣ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀƴŘƻ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŜȄǘǊŀƻǊŘƛƴŀǊƛƻǎΣ ŀōǳǎƛǾƻǎ ȅ ǇǊƻǘŜŎŎƛƻƴŜǎ 
ŘŜ ƭŀǊƎƻ ŀƭŎŀƴŎŜ ǇŀǊŀ ƭƻǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀǎΦ {ƛƴ ǎƻƳŜǘŜǊǎŜ Ŝƴ ŎŀƳōƛƻ ŀ ƴƛƴƎǳƴŀ ƻōƭƛƎŀŎƛƽƴ 
ǾƛƴŎǳƭŀƴǘŜ Ŝƴ ǊŜƭŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎΣ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŀƳōƛŜƴǘŀƭŜǎ ȅ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ 
socialmente sustentable e incluyente 

[ƻǎ ¢ǊŀǘŀŘƻǎ .ƛƭŀǘŜǊŀƭŜǎ ŘŜ LƴǾŜǊǎƛƽƴ ȅ ƭƻǎ ŎŀǇƝǘǳƭƻǎ ŘŜ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ Ŝƴ ƭƻǎ ¢ǊŀǘŀŘƻǎ ŘŜ [ƛōǊŜ 
Comercio y la OMC son parte de una arquitectura de impunidad que otorga a las ETN 
poderes sin precedentes para disputar la prerroƎŀǘƛǾŀ ŘŜ ƭƻǎ ƎƻōƛŜǊƴƻǎ ŘŜ ŀŎǘǳŀǊ ŎƻƳƻ 
ƎŀǊŀƴǘŜ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ǉǳŜ ƭŀ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ŜȄǘǊŀƴƧŜǊŀ ŘƛǊŜŎǘŀ ǘŜƴƎŀ 
efectos positivos dentro de un proyecto nacional de desarrollo. Los tratados bilaterales de 
inversiones (TBI) permiten a las corpƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ŜǾŀŘƛǊ ƭŜȅŜǎΣ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎΣ ȅ ŎƻǊǘŜǎ ƭƻŎŀƭŜǎ ȅ 
ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΤ ǘŀƳōƛŞƴ ƭŜǎ ŀǾŀƭŀ ǇŀǊŀ ŘŜƳŀƴŘŀǊ ŀ 9ǎǘŀŘƻǎ ǎƻōŜǊŀƴƻǎ ǇƻǊ ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ ŘƽƭŀǊŜǎ 
ante tribunales arbitrales secretos y privados asociados al Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias wŜƭŀǘƛǾŀǎ ŀ LƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ό/L!5Lύ ŘŜƭ .ŀƴŎƻ aǳƴŘƛŀƭΣ ƭŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ bŀŎƛƻƴŀƭ 
¦ƴƛŘŀǎ ǇŀǊŀ Ŝƭ 5ŜǊŜŎƘƻ aŜǊŎŀƴǘƛƭ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ό/b¦5aL ƻ ¦b/L¢w![ ǇƻǊ ǎǳǎ ǎƛƎƭŀǎ Ŝƴ 
ƛƴƎƭŞǎύΣ ƭŀ /łƳŀǊŀ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ /ƻƳŜǊŎƛƻ όL// ǇƻǊ ǎǳǎ ǎƛƎƭŀǎ Ŝƴ ƛƴƎƭŞǎύΣ ŜƴǘǊŜ ƻǘǊƻǎΦ 

9ǎǘƻǎ ŀŎǳŜǊŘƻǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ŦƻǊƳŀƴ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ǳƴ ǊŞƎƛƳŜƴ ƧǳǊƝŘƛŎƻ ǉǳŜ ǎŜ Ƙŀ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀŘƻ 
en forma paralela para toda la comunidad internacional y que involucra a todos y todas 
(obligaciones erga omnes), como es el derecho internacional de los derechos ƘǳƳŀƴƻǎΦ 9ǎǘŜ 
ǇŀǊŀƭŜƭƛǎƳƻ Ƙŀ ŜǾƛǘŀŘƻ ǘƻŘƻ ŘƛłƭƻƎƻ ŜƴǘǊŜ ƴƻǊƳŀǎ ŀ ƴƛǾŜƭ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭΣ ƭƻ Ŏǳŀƭ ǊŜǎǳƭǘŀ 
ŦǳƴŎƛƻƴŀƭ ŀƭ ƛƴǘŜǊŞǎ ŘŜ ƭŀǎ 9¢b Ŝƴ ǘŀƴǘƻ ǇǳŜŘŜƴ ŘŜƳŀƴŘŀǊ ŀ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ǇƻǊ ŦǳŜǊŀ ŘŜ ƭŀǎ 
ƧǳǊƛǎŘƛŎŎƛƻƴŜǎ ƭƻŎŀƭŜǎ ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭŀǎ Ŏƭłǳǎǳƭŀǎ ŘŜ ƭƻǎ ¢.L ŎƻƳƻ ŜǎǘǊƛŎǘŀǎ ƭŜȅŜǎ ŀǇƭƛŎŀōƭŜǎΣ ǎƛƴ 
ǉǳŜ ǎŜ ŎƻƴǎƛŘŜǊŜƴ ƴƛ ƭŀǎ ŎƻƴŘƛŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŎƻƴǘǊŀǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ 9¢bΣ ƴƛ ƭŀ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ŘƻƳŞǎǘƛŎŀΣ 
ƴƛ ƭŀǎ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ tƻƭƝǘƛŎŀǎ ŘŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ƴƛ Ŝƭ ǊŜǎǘƻ ŘŜƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ǾƛƎŜƴǘŜ ȅ 
que resulta obligatorio para los Estados. 

Principios para un marco alternativo de inversiones 

ω [ƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ƴŀŎƛƽƴΣ ǎƛƴ ƭŀ ŀƳŜƴŀȊŀ ŘŜ ǎŜǊ ŘŜƳŀƴŘŀŘƻǎΣ ŘŜōŜƴ ǊŜŎǳǇŜǊŀǊ ƭŀ ŎŀǇŀŎƛŘŀŘ 
ŘŜ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ȅ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ŘƛŎƘŀǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ƧǳŜƎǳŜƴ ǳƴ ǇŀǇŜƭ 
positivo denǘǊƻ ŘŜ ǳƴŀ ŜǎǘǊŀǘŜƎƛŀ ŘŜ ƭŀǊƎƻ ǇƭŀȊƻ Ŝƴ ǳƴ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ ŎƻƴǎŜƴǎǳŀŘƻ Ŏƻƴ ǎǳ 
ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ȅ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ Ŝƭ ǇƭŜƴƻ ǊŜǎǇŜǘƻ ŘŜ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎΦ tŀǊŀ Ŝƭƭƻ Ƙŀȅ ǉǳŜ 
ƳƻŘƛŦƛŎŀǊ ŀ ŦƻƴŘƻ Ŝƭ ǊŞƎƛƳŜƴ ƭŜƎŀƭ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ǉǳŜ ŀŎǘǳŀƭƳŜƴǘŜ ŎƻƴǎǘƛǘǳȅŜ ǳƴŀ ŎŀƳƛǎŀ ŘŜ 
ŦǳŜǊȊŀ ǇŀǊŀ ƭŀ ŀŎǘǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎΦ 

ω ! ƭŀ ǇŀǊ ǉǳŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ǊŜŎǳǇŜǊŀƴ ǎǳ ŎŀǇŀŎƛŘŀŘ ǊŜƎǳƭŀǘƻǊƛŀΣ Ŝǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ǘŀƳōƛŞƴ 
crear mecanismos de control por parte de los pueblos hacia sus propios Estados mediante 
formas de democracia directa, particƛǇŀǘƛǾŀ ȅ ǇǊƻŀŎǘƛǾŀ Ŏƻƴ ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ŘŜ ǊŜǾƻŎŀŎƛƽƴ ŘŜ 
ƳŀƴŘŀǘƻǎ ȅ ǉǳŜ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŜƴ ƭŀǎ ŘŜƳŀƴŘŀǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎΣ ŘŜ ƳƻŘƻ ŘŜ ŦŀǾƻǊŜŎŜǊ Ŝƭ ŜƧŜǊŎƛŎƛƻ ŘŜ ƭŀǎ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀǎ ǇƻǇǳƭŀǊŜǎ ŘŜ ŦƻǊƳŀ ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎŀΦ 9ƭ ǇǊƻōƭŜƳŀ ƴƻ Ŝǎ ǎƻƭƻ ŘŜ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ƻ 
instituciones: sin particiǇŀŎƛƽƴ ǊŜŀƭ ŘŜ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ƴŀŘŀ ǎŜ ǇǳŜŘŜ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊΦ 

ω bƻ ōŀǎǘŀ ǊƻƳǇŜǊ ƻ ǊŜƴŜƎƻŎƛŀǊ ƭƻǎ ǘǊŀǘŀŘƻǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ Ŝƴ ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ Ŝ 
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ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊ ǊŜƎǳƭŀŎƛƻƴŜǎ ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΦ 9ƴ ƭŀ ŀŎǘǳŀƭƛŘŀŘ ǎŜ Ŝǎǘł ŘŀƴŘƻ ǳƴŀ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀ ŜƴǘǊŜ 
ƭƻǎ ǇŀƝǎŜǎ ǇƻǊ ǾŜǊ ǉǳƛŞƴ Řŀ Ƴłǎ ŎƻƴŎŜǎƛƻƴŜǎ ȅ ǇǊƛǾƛƭŜƎƛƻǎ ŀ ƭƻǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀǎ ŜȄǘŜǊƴƻǎΦ 9ǎ 
ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ǳƴ ƳŀǊŎƻ ŘŜ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ȅ ǊŜƎǳƭŀŎƛƻƴŜǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ȅκƻ ǊŜƎƛƻƴŀƭŜǎ ǉǳŜ ŜǾƛǘŜƴ 
Ŝǎǘŀ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀ ŘŜǎƭŜŀƭ ȅ ƭǳŜƎƻ ǎŜ ŎƻƴŎǊŜǘŜƴ ȅ ŜǎǇŜŎƛŦƛǉǳŜƴ Ŝƴ ƭŀ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƽƴ ƴŀŎƛƻƴŀƭΦ 

Algunas alternativas concretas 

tǊƻǇǳŜǎǘŀǎ ǇŀǊŀ ƭƻƎǊŀǊ ǳƴŀ ǎǳǇǊŜƳŀŎƝŀ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ Ŝƭ ŎǳƛŘŀŘƻ ŘŜ ƭŀ 
naturaleza sobre los derechos de los inversionistas y para establecer las obligaciones de las 
empresas transnacionales con los derechos humanos: 

ω 9ǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ǎǳǇŜǊŀǊ ƭŀ ŀǎƛƳŜǘǊƝŀ ŀŎǘǳŀƭ ŜƴǘǊŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŘŜ ƭƻǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀǎ ȅ ƭƻǎ 
derechos humanos. 

ω [ƻǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀǎ ŘŜōŜƴ ǊŜƴŘƛǊ ŎǳŜƴǘŀǎ ǇƻǊ ǎǳǎ ŀŎǘƻǎ ŎƻǊǇƻǊŀǘƛǾƻǎ ǘŀƴǘƻ Ŝƴ ǎǳ ǇŀƝǎ ŘŜ 
ƻǊƛƎŜƴ ŎƻƳƻ Ŝƴ ƭƻǎ ǇŀƝǎŜǎ Ŝƴ ŘƻƴŘŜ ƘŀŎŜƴ ǎǳǎ ƛƴversiones. 

ω [ŀǎ ǇǊƻǇǳŜǎǘŀǎ ŘŜ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ǘǊŀƴǎƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜōŜƴ ŘŜ ǎŜǊ ǇǊŜŎŜŘƛŘŀǎ ǇƻǊ ǳƴŀ ŜǾŀƭǳŀŎƛƽƴ 
Ŏƻƴ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ ȅ ŎƻƳǇƭŜǘŀ ŘŜ ƛƳǇŀŎǘƻ ǎƻŎƛƻŀƳōƛŜƴǘŀƭ ȅ Ŝƴ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎΦ 

tǊƻǇǳŜǎǘŀǎ ǇŀǊŀ ŎǊŜŀǊ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ŘŜ ǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛǎǇǳǘŀǎ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾƻǎ 

ω 9ǎ ƛƳǇŜǊŀǘƛǾƻ ǉǳŜ ǎŜ ŀƴǳƭŜƴ ƭŀǎ Ŏƭłǳǎǳƭŀǎ ŀŎǘǳŀƭŜǎ ŘŜ ǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛŦŜǊŜƴŎƛŀǎ 
ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀ ŜȄǘǊŀƴƧŜǊƻ-9ǎǘŀŘƻ ǉǳŜ Ƙŀōƛƭƛǘŀƴ ŀ ƭƻǎ ǇǊƛƳŜǊƻǎ ŀ ƛƳǇǳƎƴŀǊ ȅ ŘŜƳŀƴŘŀǊ Ŝƴ 
ŀǊōƛǘǊŀƧŜǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ŀ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ǊŜŎŜǇǘƻǊŜǎ ǇƻǊ ŎǳŀƭǉǳƛŜǊ ŀŎŎƛƽƴ ǊŜƎǳƭŀǘƻǊƛŀ 
gubernamental que perciban como lesivas de sus intereses particulares. 

ω [ƻǎ ƴǳŜǾƻǎ ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ŘŜ ǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƴǘǊƻǾŜǊǎƛŀǎ ƴƻ ǎƻƭƻ ŘŜōŜƴ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ƭƻǎ 
derechos de las empresas transnacionales sino sobre todo los derechos de las comunidades, 
ciudadanos y los Estados. 

ω [ŀǎ ŘƛǎǇǳǘŀǎ ǇƭŀƴǘŜŀŘŀǎ ǇƻǊ ƭƻǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀǎ ŘŜōŜƴ ŘƛǊƛƳƛǊǎŜ ŀƴǘŜ ǘǊƛōǳƴŀƭŜǎ 
ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ȅ ǎŜƎǵƴ ƭŀǎ ƭŜƎƛǎƭŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜƭ ǇŀƝǎ ǊŜŎŜǇǘƻǊΦ 

ω 9ǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ǉǳŜ ŎǳŀƭǉǳƛŜǊ ŀǇŀǊƛŎƛƽƴ ŀƴǘŜ ǳƴ ǘǊƛōǳƴŀƭ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭκǊŜƎƛƻƴŀƭ 
ǇǵōƭƛŎƻ ƎŀǊŀƴǘƛŎŜ Ŝƭ ŀŎŎŜǎƻ ȅ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŜǉǳƛǘŀǘƛǾŀ ŀ ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ŀŦŜŎǘŀŘŀǎΣ ǉǳŜ ƭƻǎ 
ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻǎ ǎŜŀƴ ŎƻƴŘǳŎƛŘƻǎ ŀōƛŜǊǘŀƳŜƴǘŜ ŀƭ ǇǵōƭƛŎƻΣ ǉǳŜ ƴƻ ƻǘƻǊƎǳŜ ŘŜǊŜŎƘƻǎ Ƴłǎ 
fuertes o amplios a los inversionistas extranjeros. 

ω En el caso de violaciones de derechos ƘǳƳŀƴƻǎ ŘŜ ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ƻ ƛƴŘƛǾƛŘǳƻǎ ǇƻǊ 
ǇŀǊǘŜ ŘŜ ǳƴ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴƛǎǘŀ ƻ ŜƳǇǊŜǎŀΣ ƭƻǎ ǘǊŀǘŀŘƻǎ ŘŜ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ŘŜōŜƴ ŜȄǇƭƝŎƛǘŀƳŜƴǘŜ ŀŎŜǇǘŀǊ 
ǉǳŜ ǉǳŜŘŀ ƛƴǘŀŎǘƻ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ƭƻǎ ǇǊƛƳŜǊƻǎ ŘŜΣ ǎƛ ŀƎƻǘŀŘŀ ǎǳ ŘŜƳŀƴŘŀ Ŝƴ Ŝƭ łƳōƛǘƻ ƭŜƎŀƭ 
nacional no se castiga y rŜǇŀǊŀƴ ŘƛŎƘŀǎ ǾƛƻƭŀŎƛƻƴŜǎΣ ŘŜ ǇƻŘŜǊ ǊŜŎǳǊǊƛǊ ŀ ƭŀǎ ƛƴǎǘŀƴŎƛŀǎ 
ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ŎƻǊǊŜǎǇƻƴŘƛŜƴǘŜǎ ȅ ǉǳŜ Ŝǎǘłƴ ǇǊŜǾƛǎǘŀǎ Ŝƴ Ŝƭ 5ŜǊŜŎƘƻ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ ƭƻǎ 
Derechos Humanos. 

Propuestas para suprimir los privilegios de los inversionistas extranjeros y para garŀƴǘƛȊŀǊ ŀ 
ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ Ŝƭ ŜǎǇŀŎƛƻ ǇŀǊŀ ƭŀ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ȅ Ŝƭ ǘǊŀǘƻ ŜǎǇŜŎƛŀƭ ȅ 
diferenciado, garantizando el principio de igualdad en favor de las prioridades nacionales. 

ω 9ƭƛƳƛƴŀǊ ƭŀǎ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƻƴŜǎ ǎƻōǊŜ ¢Ǌŀǘƻ bŀŎƛƻƴŀƭΣ ¢Ǌŀǘƻ aƝƴƛƳƻ ȅ ¢Ǌŀǘƻ ŘŜ bŀŎƛƽƴ Ƴłǎ 
CŀǾƻǊŜŎƛŘŀΦ ω 9ƭƛƳƛƴŀǊ Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ ŜȄǇǊƻǇƛŀŎƛƽƴ ƛƴŘƛǊŜŎǘŀΣ ǊŜǎǘǊƛƴƎƛǊ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ŘŜ 
ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ȅ ŜƭƛƳƛƴŀǊ ƭŀ Ŏƭłǳǎǳƭŀ ŘŜ ǳƭǘǊŀ ǾƛƎŜƴŎƛŀΦ  

ω 9ƭƛƳƛƴŀǊ ƭŀ Ŏƭłǳǎǳƭŀ ŘŜ ǳƭǘǊŀ ǾƛƎŜƴŎƛŀ ȅ wŜǘǊƻŀŎǘƛǾƛŘŀŘΦ 

ω tŜǊƳƛǘƛǊ Ŝƭ ŘƛǎŜƷƻ Ŝ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƴǘǊƻƭŜǎ ŘŜ ŎŀǇƛǘŀƭŜǎ ȅ ŘŜ ǊŜǉǳŜǊƛƳƛŜƴǘƻǎ ŘŜ 
ŘŜǎŜƳǇŜƷƻΤ ƛƳǇŜŘƛǊ Ŝƭ ŦƭǳƧƻ ŘŜ ŎŀǇƛǘŀƭŜǎ ƛƭƝŎƛǘƻǎ ȅ ƭŀ ŜǾŀǎƛƽƴ ŦƛǎŎŀƭ ȅ ǇǊƛǾƛƭŜƎƛŀǊ ŀ ƭŀǎ 
inversiones productivas, respetuosas del medio ambiente, por encima de las especulativas. 
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* Red por la Justicia Social en la Inversión Global (RJSIG)  

Referencias: Llamamiento a la /ƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ de un Marco Alternativo a los !ŎǳŜǊŘƻǎ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ 
ŘŜ LƴǾŜǊǎƛƽƴΣ ǇƻǊ Ŝƭ DǊǳǇƻ ŘŜ ¢ǊŀōŀƧƻ Ŝƴ LƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀǎ !ƳŞǊƛŎŀǎ, en: 

http://www.stopcorporateimpunity.org/?page_id=5534  

 

I.4. Desafiando el poder financiero: Auditorías Ciudadanas  y Oficiales de la Deuda *  

La deuda pública y el poder financiero 

Como dice Lapavitsas, la presencia de las finanzas en las economías capitalistas 
contemporáneas es extraordinaria en términos de magnitud, penetración e influencia sobre 
la política. Esta influencia ha generado un período de extraordinaria exploitación y 
desigualdad, que está acabando con las conquistas alcanzadas en algunos países durante las 
décadas inmediatamente posteriores a la Segunda Guerra Mundial, y que amenaza aún más 
los medios de subsistencia y bienes comunes de vastas poblaciones, sobre todo en el Sur 
global. 

En los últimos años, el capital se ha apropiado de una parte cada vez mayor de la producción 
anual en relación a los salarios; han aparecido nuevas formas de acumulación a medida que 
la liberalización y diversificación de las transacciones financieras han facilitado la 
transferencia de los ingresos y la riqueza de la esfera pública a la privada, y directamente de 
los hogares y otros poseedores de riqueza. El estímulo al endeudamiento público y personal 
ha llegado a desempeñar un papel privilegiado en este proceso, contribuyendo a la 
expropiación financiera de los países y las de grandes capas de la población por pequeños 
grupos de agentes económicos que están ubicados estratégicamente dentro de las grandes 
empresas e instituciones financieras. 

Este proceso ha sido impulsado, además, por los Estados y las Instituciones Financieras 
Internacionales que han creado un marco normativo que no sólo no impide que las 
instituciones financieras participen en actividades que potencialmente podrían conducir a la 
una crisis, sino que ha promovido activamente dicha actividad. Una y otra vez, desde la crisis 
de la deuda de los años 80 a la crisis de 2007-9, han intervenido de diversas maneras para 
garantizar la solvencia de los bancos privados. Mostrando perfectamente los intereses de 
clase que se esconden detrás de la defensa de las finanzas por parte del Estado, a costa de 
los medios de vida de los pueblos, la soberanía y el medio ambiente. Los Programas de 
Ajuste Estructural y la mercantilización y la privatización de los derechos humanos 
fundamentales, como el agua, la sanidad y la educación, junto con las subvenciones públicas 
masivas a los bancos y otros agentes financieros, son algunas de las políticas que se han 
impuesto sistemáticamente para favorecer a los prestamistas y otros intereses económicos y 
financieros transnacionales, en vez de los pueblos. 

Los sistemas de endeudamiento público han sido reconocidos por los movimientos 
populares y organizaciones en todo el Sur como mecanismos de dominación por parte de los 
prestamistas. Se han utilizado para imponer políticas y programas que han causado 
empobrecimiento y pérdida de derechos económicos, sociales y culturales, así como la 
reestructuración de economías enteras, socavando los principios e instituciones 
democráticas y contribuyendo a la pérdida de soberanía y el control sobre los territorios y los 
bienes comunes. Generalmente sin el conocimiento o consentimiento de los pueblos y 
comunidades que se ven obligados a sufrir sus consecuencias. 

El creciente papel de las finanzas en la economía mundial contemporánea ha extendido estos 
impactos y consecuencias a los países del Norte también. Los recortes en el estado del 
bienestar, las privatizaciones, la mayor liberalización económica y financiera son la clara 
demostración de que esas políticas se hacen a favor del 1%, en detrimento de los restantes 

http://www.stopcorporateimpunity.org/?page_id=5534
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99%. Como si eso no fuera suficiente, esas medidas golpean con más fuerza a los sectores de 
la población más vulnerables, como las mujeres, los migrantes y los pobres, los grupos más 
afectados por los recortes en los salarios y servicios sociales. 

Auditorías de la Deuda 

A la vista de los costos humanos y ecológicos de esta creciente deuda pública y la necesidad 
de plantear su cancelación o repudio, los movimientos populares de distintos países han 
establecido diferentes estrategias, entre ellas la realización de auditorías de la deuda 
participativas e integrales. Estas auditorías, en sus diversos formatos, tienen como objetivo 
evidenciar la ilegitimidad e ilegalidad de la deuda, recopilando datos y fortaleciendo los 
argumentos para impugnar la dominación que ejerce la deuda y plantear estrategias de 
impago de lo que no puede ser legítimamente reclamado. 

Auditorías de la deuda oficiales, como la que se llevó a cabo en Ecuador a través de un 
decreto presidencial, o las auditorías ciudadanas iniciadas en Brasil o Filipinas, han centrado 
la atención en el derecho de todos los ciudadanos a la transparencia. Son una respuesta a la 
necesidad de conocer los orígenes y los impactos de la deuda pública, así como la 
identificación de los mecanismos, instituciones y personas responsables de esta. Se entiende 
como un paso fundamental no sólo para exponer el funcionamiento del poder financiero y el 
sistema de endeudamiento, sino también para fortalecer los procesos de denuncia y 
construcción de alternativas para recuperar la soberanía financiera. 

En ese sentido, los llamados a la realización de auditorías de la deuda, ya sean oficiales o 
ciudadanas, son también un llamado a una mayor participación de la ciudadanía en la toma 
de decisiones en materia de política económica, a partir de las decisiones en torno a la 
deuda. Por ejemplo, movimientos como la Plataforma Auditoría Ciudadana de la Deuda 
(PACD), del Estado español, están trabajando para auditar diferentes sectores públicos y así 
sacar a la luz la información sobre las causas del endeudamiento y sus impactos. Además, 
esta información se utiliza, a su vez, en las luchas en defensa del estado de bienestar en cada 
sector. 

En suma, las auditorías de la deuda son una herramienta para la recuperación de la 
soberanía de los pueblos, de nuestra capacidad para comprender y decidir acerca de los 
procesos económicos. Una manera de exigir el acceso a la información y empoderar la 
sociedad para denunciar las irresponsabilidades, ilegitimidades e ilegalidades del poder 
financiero y la construcción de modelos económicos alternativos que pongan a las personas 
en el centro, no los bancos o las finanzas. 

Movilizaciones alrededor de las Auditorías de la deuda 

Movimientos y redes contra la deuda han estado promoviendo la realización de auditorías de 
la deuda por más de una década. Una de las campañas mundiales más conocidas es Jubileo 
Sur, que ha denunciando la ilegitimidad de las deudas del Sur durante años y apoyado 
diversas experiencias de auditoría. 

ałǎ ǊŜŎƛŜƴǘŜƳŜƴǘŜ Ƙŀƴ ǎǳǊƎƛŘƻ ƻǘǊŀǎ ǊŜŘŜǎ ŎƻƳƻ ƭŀ LƴǘŜǊƴŀǘƛƻƴŀƭ /ƛǘƛȊŜƴǎΩ 5Ŝōǘ !ǳŘƛǘ 
Network (ICAN) que involucra a activistas y grupos de 12 países, principalmente en Europa y 
el norte de África, cuyo objetivo es compartir y coordinar sus respectivas experiencias en las 
luchas contra la austeridad y la deuda ilegítima. 

El objetivo de estos esfuerzos es el de promover la identificación y denuncia de las deudas 
ilegítimas para promover su cancelación, la abolición o repudio. Reconociendo, al mismo 
tiempo, que la cancelación de la deuda es un paso necesario pero no suficiente para una 
salida de la crisis que ponga a las personas primero. Reclaman, también, una mayor 
participación de los ciudadanos en la gestión financiera de sus administraciones públicas 
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(ciudades, regiones, países), incluida la plena transparencia y la participación ciudadana en la 
definición y el control del presupuesto público. 

 

* LƴǘŜǊƴŀǘƛƻƴŀƭ /ƛǘƛȊŜƴǎΩ 5Ŝōǘ !ǳŘƛǘ bŜǘǿƻǊƪ όL/!bύ y Jubileu Sur Americas (JSA) 

I.5 Cómo recuperar/reinventar/resignificar los servicios públicos y las empresas estatales *  

La importancia y el peso de las empresas estatales y los servicios públicos 

A pesar de las oleadas de privatizaciones que han barrido el mundo desde la década de 1980, 
el Estado sigue siendo el principal responsable del suministro de bienes y servicios 
esenciales, tanto en el Norte como en el Sur. Las empresas estatales en los países de la 
Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) están valoradas en unos dos 
billones de dólares estadounidenses, a los que habría que añadir las participaciones 
minoritarias en compañías de servicios y otros bienes que poseen los gobiernos locales, 
valoradas en otros dos billones de dólares. Por otro lado, según cálculos del Fondo 
aƻƴŜǘŀǊƛƻ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ όCaLύΣ Ŝƭ ǾŀƭƻǊ ŘŜ ƭƻǎ ŀŎǘƛǾƻǎ Ψƴƻ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎΩ τcomo edificios, 
terrenos y recursos del subsueloτ es de 35 billones de dólares en toda la OCDE, una cifra 
que equivale a tres cuartas partes del PIB promedio de las economías más ricas (The 
Economist, 2014). 

Desde una perspectiva global, un estudio publicado recientemente se centra en el grado de 
titularidad pública entre las 2.000 mayores empresas del mundo τlas incluidas en la lista 
Forbes Global 2000τ y sus 330.000 filiales (Kowalski et al., 2013). El estudio identifica como 
empresas públicas aquellas en las que el Estado posee, directa o indirectamente, más del 50 
por ciento de las acciones a nivel nacional o subnacional. Las conclusiones son 
sorprendentes: más del 10 por ciento de las mayores empresas del mundo (204 compañías) 
en 37 países son de propiedad o control estatal, con un valor total de ventas que alcanzó los 
3,6 billones de dólares en 2011. Esta facturación representa más del 10 por ciento de las 
ventas combinadas de toda la lista Forbes Global 2000 y equivale al 6 por ciento del PIB 
mundial, superando el producto nacional bruto de países como Alemania, Francia o el Reino 
Unido. 

La creciente importancia de las empresas públicas ha revivido el interés por la privatización, 
algo evidente hoy en día en muchos países europeos que se hallan bajo la presión de los 
ƻǊƎŀƴƛǎƳƻǎ ǉǳŜ ŎƻƴŦƻǊƳŀƴ ƭŀ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ ΨǘǊƻƛƪŀΩ τla Comisión Europea (CE), el Banco 
Central Europeo (BCE) y el FMIτ, pero también ha planteado una serie de cuestiones 
relevantes entre investigadores y activistas progresistas de todo el mundo: ¿qué significa 
ǊŜŀƭƳŜƴǘŜ ΨǇǳōƭƛŎƻΩΚ Λ¸ Ŏǳłƭ Ŝǎ ǎǳ ǊŜƭŜǾŀƴŎƛŀΚ ΛtƻǊ ǉǳŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ŀǵƴ ǇƻǎŜŜƴ ŎŀǇƛǘŀƭ 
productivo y se encargan de la prestación de servicios públicos? 

La tendencia global hacia la recuperación de lo público 

En la década de 1990, en pleno auge del Consenso de Washington, las respuestas a estas 
preguntas no dejaban lugar a la duda. La ideología hegemónica sostenía que las empresas 
estatales eran inherentemente ineficientes y se debían privatizar. Incluso justo antes de que 
estallaran las crisis actuales, uno de los economistas más influyentes del mundo seguía 
ƛƴǎƛǎǘƛŜƴŘƻΥ άIŀȅ ŎŀŘŀ ǾŜȊ Ƴłǎ ǇǊǳŜōŀǎ ŘŜ ǉǳŜ ƭŀ ƳŀȅƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ no 
contribuyen significativamente al desarrollo o desempeñan sus funciones de servicio público 
ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ƛƴŜŦƛŎŀȊ ƻ ƛƴŜŦƛŎƛŜƴǘŜέ όwƻƴŘƛƴŜƭƭƛΣ нллуΥ нмύΦ 9ƴ ƭƻǎ ǵƭǘƛƳƻǎ ǘƛŜƳǇƻǎΣ ǎƛƴ ŜƳōŀǊƎƻΣ 
hemos presenciado un aumento del número de autores y autoras que resaltan los aspectos 
positivos de la titularidad y la gestión estatal, y reconocen la relevancia de las empresas 
públicas en el fomento del crecimiento económico y el desarrollo social. Tal como ha 
apuntado otro renombrado experto internacional en políticaǎ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻΣ άŀ ǇŜǎŀǊ ŘŜ ƭŀ 
creencia popular, alimentada por los medios empresariales y la retórica e ideas 
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convencionales de hoy en día, las empresas estatales pueden ser eficientes y estar bien 
ƎŜǎǘƛƻƴŀŘŀǎέ ό/ƘŀƴƎΣ нллтΥ уύΦ 

En los últimos años, tanto en países del Norte como del Sur, podemos observar una 
tendencia hacia la recuperación del control público de empresas que antes se habían 
privatizado (Florio, 2014), un fenómeno que revela el fracaso de las privatizaciones, las 
concesiones y otras formas de participación del capital privado en el suministro de agua, 
electricidad y otros servicios públicos. Gobiernos locales y nacionales de todo el mundo, en 
muchos casos a raíz de campañas ciudadanas y de la movilización activa de organizaciones 
sociales, han reconocido que mantener la hegemonía del mercado en la prestación de 
servicios esenciales no era algo que fuera en el interés público. Esto se ha hecho más 
evidente después de las crisis financiera y económica que estallaron en 2007-2008, cuando 
tuvo ƭǳƎŀǊ ƭŀ ΨƴŀŎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ŜƳŜǊƎŜƴŎƛŀΩ ŘŜ ƎǊŀƴŘŜǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ Ŝƴ Ŝƭ wŜƛƴƻ ¦ƴƛŘƻ ȅ ƭƻǎ 
Estados Unidos (incluso aunque fuera como medidas excepcionales y temporales), de forma 
semejante a la creación de muchas empresas estatales durante la Gran Depresión en la 
década de 1930. 

La recuperación del control público puede adoptar distintas formas, como la 
remunicipalización (el caso de los servicios de agua en París sería el ejemplo más claro) y la 
renacionalización, como sucedió en Bolivia, donde el Estado nacional ha retomado el pleno 
control del sistema eléctrico, incluida la generación, la transmisión y la distribución de la 
electricidad durante los últimos cuatro años. La tendencia a la renacionalización es 
especialmente visible en América Latina, donde Gobiernos progresistas de izquierda han 
decidido revocar la privatización de empresas que operan en actividades industriales, el 
sector de la energía y los servicios públicos. En el campo de la minería, y a pesar de los 
cambios en el perfil ideológico del Gobierno durante los últimos 50 años, Chile siempre ha 
mantenido en manos estatales la muy rentable Corporación Nacional del Cobre (CODELCO). 
Otros países, entre los que cabría destacar Brasil y Uruguay, también han intensificado el 
proceso de recuperación y fortalecimiento de sus empresas públicas. 

Las pruebas empíricas avalan las perspectivas más progresistas con respecto a las empresas 
estatales y los servicios públicos. Un nuevo metaestudio, elaborado a partir de una base de 
datos muy extensa (Mühlenkamp, 2013), demuestra que no hay motivos para considerar que 
las compañías privadas son más eficientes que las empresas públicas, y confirma que se 
necesitan estudios nuevos y más detallados que comparen las consecuencias/repercusiones 
sobre el bienestar de las entidades de propiedad estatal frente a las de propiedad privada. 

El caso de Uruguay 

El papel progresista que pueden desempeñar las empresas estatales en la promoción del 
desarrollo social y el crecimiento inclusivo es patente en Uruguay, una nación relativamente 
pequeña de América Latina que, en 1992, se convirtió en el primer país del mundo donde se 
celebró un referendo en que la abrumadora mayoría de la ciudadanía votó en contra de la 
privatización. En 2005, un Gobierno de izquierda puso en marcha el ciclo actual de 
transformación de las empresas públicas. En la sesión de apertura de un seminario 
internacional celebrado en Montevideo en octubre de 2012, organizado conjuntamente por 
el Transnational Institute (TNI) y el Gobierno uruguayo, el ministro de Industria y Energía, 
wƻōŜǊǘƻ YǊŜƛƳŜǊƳŀƴΣ ǎŜƷŀƭƽ ǉǳŜ άƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ǎƻƴ ǳƴŀ ƻǇƻǊǘǳƴƛŘŀŘ ǇŀǊŀ Ŝƭ 
ǇǊƻƎǊŜǎƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭΣ ȅŀ ǉǳŜ ŦŀŎƛƭƛǘŀƴ ƭŀ ƛƴƴƻǾŀŎƛƽƴ ȅ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ Ŝƴ ŘƛǾŜǊǎƻǎ ǎŜŎǘƻǊŜǎέΦ 
¢ŀƳōƛŞƴ ƻōǎŜǊǾƽ ǉǳŜ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ŘŜōŜƴ άǎŜǊ ŜƳǇǊŜǎŀs que deben funcionar, ser 
eficientes, innovativas, de calidad, con productividad; pero también son empresas del Estado, 
que tienen que propender al desarrollo nacional, a la inclusión social y a otros elementos 
ŦǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎέΦ CƛƴŀƭƳŜƴǘŜΣ YǊŜƛƳŜǊƳŀƴ ŀǇǳƴǘó que el Gobierno uruguayo considera que 
άƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻΣ ŀǇŀǊǘŜ ŘŜ ǎǳ Ǌƻƭ ŎƭŀǾŜ Ŝƴ łǊŜŀǎ ŎƻƳƻ ƭŀǎ ǘŜƭŜŎƻƳǳƴƛŎŀŎƛƻƴŜǎΣ ƭŀ 
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ŜƴŜǊƎƝŀΣ Ŝƭ ŀƎǳŀ ȅ ŀƭƎǳƴŀǎ ƻǘǊŀǎ όΧύ ǘƛŜƴŜƴ ǘŀƳōƛŞƴ ǉǳŜ ǎŜǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜƭ ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘƻ ŘŜ ǳƴ 
proyecto de sociedad para América Latƛƴŀ ȅ ǇŀǊŀ ƴǳŜǎǘǊƻ ǇŀƝǎέΦ 

En el sector de las telecomunicaciones, la empresa estatal ANTEL ha situado al país en la 
vanguardia de la innovación tecnológica, a pesar de tener que operar en un mercado 
liberalizado y en competencia con las dos empresas transnacionales que han creado un 
oligopolio en el sector de las telecomunicaciones en toda América Latina: Telefónica, con 
sede en España, y América Móvil, con sede en México. Pese a la liberalización del mercado 
nacional de telecomunicaciones, la empresa pública sigue siendo el proveedor principal y 
más eficiente τtanto desde el punto de vista económico como socialτde servicios de 
telefonía (fija y móvil), y de internet. La ampliación a todo el país de la red de fibra óptica, 
combinada con unos planes asequibles para usuarios residenciales y comerciales, ha 
permitido a ANTEL ofrecer el acceso a internet más rápido y barato de toda América Latina. 
El pico promedio en la velocidad de conexión en Uruguay ha aumentado en un 206 por 
ciento en el último año, hasta alcanzar los 45,4 Mbps, situando al país en la lista de los 10 
más rápidos del mundo, por delante de los Países Bajos (45,2), los Estados Unidos (40,6) y 
Canadá (39,7), según dos informes recientes sobre la velocidad, las tarifas y los descuentos 
de precio en las conexiones de internet (Galperin, 2013; Akamai, 2014). 

Uruguay también es reconocido internacionalmente por ser el primer país del mundo en el 
que la ciudadanía aprobó una enmienda constitucional, en un referendo celebrado en 
octubre de 2004, que reafirmó la prestación exclusiva de los servicios de agua y saneamiento 
por parte del Estado y dispuso que el acceso a estos servicios es un derecho humano básico. 
La empresa pública encargada del abastecimiento de agua potable y saneamiento en todo el 
país, Obras Sanitarias del Estado (OSE), es una empresa muy eficiente que proporciona 
cobertura universal, lo cual llevó a la creación de la Comisión Nacional en Defensa del Agua y 
la Vida (CNDAV), un espacio plural donde confluyeron varias organizaciones sociales 
uruguayas para defender el patrimonio común frente a los intereses del capital privado 
(Spronk et al, 2014).  

En el sector de la energía, la existencia de dos empresas de propiedad estatal, UTE y ANCAP, 
ha permitido a Uruguay poner en práctica lo que hay ǉǳƛŜƴ ƭƭŀƳŀŘŀ ǳƴŀ άǊŜǾƻƭǳŎƛƽƴ 
ǊŜƴƻǾŀōƭŜ ǳǊǳƎǳŀȅŀέ όaŀǊǘƝƴŜȊΣ нлмпύΦ 9ǎǘŜ ǇŀƝǎ ǎǳŘŀƳŜǊƛŎŀƴƻΣ Ŏƻƴ оΣн ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ 
habitantes, no tiene reservas conocidas de petróleo ni de gas natural, y ha dedicado grandes 
inversiones a la infraestructura para energías renovables. Uruguay ha definido una Estrategia 
Energética Nacional de largo plazo (hasta 2030), aprobada por consenso por todos los 
partidos políticos. Al dar prioridad a las fuentes y tecnologías de energías renovables, como 
las hidroeléctricas, los parques eólicos y la cogeneración de biomasa, el país alcanzó una 
cuota del 46 por ciento de energía renovable en la matriz energética de 2011, frente al 30 
por ciento en 2005 (WEC, 2014). Gracias a ello, Uruguay ha potenciado en gran medida su 
soberanía, sostenibilidad y seguridad energética, y ha situado al país como un actor que 
marca tendencias en el ámbito de la transición energética mundial. 

 
* Internacional de Servicios Públicos (ISP) 

 
wŜŦŜǊŜƴŎƛŀǎΥ !ƪŀƳŀƛ όнлмпύΦ Ψ¢ƘŜ !ƪŀƳŀƛ {ǘŀǘŜ ƻŦ ǘƘŜ LƴǘŜǊƴŜǘ wŜǇƻǊǘΦ vн нлмпΩΦ /ŀƳōǊƛŘƎŜΣ a!Υ 
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Nueva York: Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (UNDESA). 
CƭƻǊƛƻΣ aΦ όнлмпύΦ ΨwŜǇŜƴǎŀǊ ƭŀ ŜƳǇǊŜǎŀ ǇǵōƭƛŎŀΥ ƭŀ ƴǳŜǾŀ ŀƎŜƴŘŀ ŘŜ ƛƴǾŜǎǘƛƎŀŎƛƽƴΩΣ Ŝƴ 5Φ /ƘŀǾŜȊ ȅ {Φ 

Torres (eds.) La reinvención del Estado: Empresas públicas y desarrollo en Uruguay, América 
Latina y el mundo. Ámsterdam y Montevideo: Transnational Institute (TNI) y Administración 

Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL). 
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Notas: 

1. vease: www.municipalservicesproject.org 

 

I.6 5ŜƳƻŎǊŀǘƛȊŀǊ Ŝƭ ¢ǊŀōŀƧƻ ȅ ƭŀ tǊƻŘǳŎŎƛƽƴΥ t[!5!Σ tƭŀǘŀŦƻǊƳŀ ŘŜ 5ŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŘŜ ƭŀǎ 
!ƳŞǊƛŎŀǎ *  

[ŀ tƭŀǘŀŦƻǊƳŀ ǉǳŜ ŀǉǳƝ ǇǊŜǎŜƴǘŀƳƻǎ ǊŜŎƻƎŜ ƭŀǎ ǊŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀǎ ŘŜ ŘŞŎŀŘŀǎ ŎƻƴǘǊŀ Ŝƭ 
neoliberalismo y recupera los arduos proceǎƻǎ ŘŜ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ȅ 
ǎƻŎƛŀƭŜǎ ǇǊƻƎǊŜǎƛǎǘŀǎ ǇŀǊŀ ƛŘŜƴǘƛŦƛŎŀǊ ȅ ǎƛǎǘŜƳŀǘƛȊŀǊ ƭƻǎ ŘŜǎŀŦƝƻǎ ǉǳŜ ŘŜōŜƳƻǎ ŜƴŦǊŜƴǘŀǊ ǎƛ 
ǉǳŜǊŜƳƻǎ ǉǳŜ Ŝǎŀǎ Ŏƻƴǉǳƛǎǘŀǎ ƴƻ ǊŜǘǊƻŎŜŘŀƴΤ ǎƛ ǉǳŜǊŜƳƻǎ ŀǾŀƴȊŀǊ ƘŀŎƛŀ ǳƴŀ ǊŜƎƛƽƴ ŘƻƴŘŜ 
el desarrollo sea sustentŀōƭŜΣ ǎƻŎƛŀƭƳŜƴǘŜ ƛƴŎƭǳǎƛǾƻΣ ǇƻƭƝǘƛŎŀƳŜƴǘŜ ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎƻ ȅ ōŀǎŀŘƻ Ŝƴ 
el derecho inalienable de los pueblos a decidir su futuro. 

[ŀ t[!5! Ŝǎ ƭŀ ŎƻƴǘƛƴǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǘŀǊŜŀ ƛƴƛŎƛŀŘŀ Ŝƴ нллр Ŏƻƴ Ŝƭ ƭŀƴȊŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ tƭŀǘŀŦƻǊƳŀ 
[ŀōƻǊŀƭ ŘŜ ƭŀǎ !ƳŞǊƛŎŀǎ ȅ Ŏƻƴ ƭŀ ŦǳƴŘŀŎƛƽƴΣ Ŝƴ нллуΣ ŘŜ ƭŀ /ƻƴŦŜŘŜǊŀŎƛƽƴ {ƛƴŘƛŎŀƭ ŘŜ 
¢ǊŀōŀƧŀŘƻǊŜǎ ȅ ¢ǊŀōŀƧŀŘƻǊŀǎ ŘŜ ƭŀǎ !ƳŞǊƛŎŀǎ ό/{!ύΣ ŎƻƳƻ ǳƴ ŀƳǇƭƛƻ ŜǎǇŀŎƛƻ ǳƴƛǘŀǊƛƻ ŘŜƭ 
ǎƛƴŘƛŎŀƭƛǎƳƻ ƘŜƳƛǎŦŞǊƛŎƻΦ tŜǊƻ ƭŀ t[!5! Ŝǎ Ƴłǎ ǉǳŜ ǳƴŀ ŎƻƴǘƛƴǳŀŎƛƽƴΣ ǇƻǊǉǳŜ Ŝǎ Ŝƭ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻ 
ŘŜ ǳƴ ŘƛłƭƻƎƻ ŎƻƴǘƛƴŜƴǘŀƭ ŘŜƭ ǎƛƴŘƛŎŀƭƛǎƳƻ ǊŜǳƴƛŘƻ Ŝƴ ƭŀ /{! ǎƻōǊŜ ǳƴŀ ŀƎŜƴŘŀ ŀƳǇƭƛŀ ȅ 
ǘŀƳōƛŞƴ ǳƴ ǇǊƻŎŜǎƻ ŘŜ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ Ƨǳƴǘƻ Ŏƻƴ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƻƴŜǎ ŀƳōƛŜƴǘŀƭƛǎǘŀǎΣ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀǎ ȅ 
ŘŜ ƳǳƧŜǊŜǎ ŘŜ !ƳŞǊƛŎŀ [ŀǘƛƴŀΦ [ŀ /{! ǇǊƻǇƻƴŜ ŜȄǘŜƴŘŜǊ ŜǎŜ ŘƛłƭƻƎƻ ŀ ƴǳŜǾƻǎ łƳōƛǘƻǎΣ ŎƻƳƻ 
partŜ ŘŜ ǳƴŀ ŀƎŜƴŘŀ ŘŜ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀ ŘŜ hǘǊŀ !ƳŞǊƛŎŀ tƻǎƛōƭŜΦ 

5ƛƳŜƴǎƛƽƴ tƻƭƝǘƛŎŀ 

9ƭ ƴǳŜǾƻ ŎƛŎƭƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻ ǉǳŜ ǇǊƻǇǳƎƴŀƳƻǎ ŘŜōŜ ŜǎǘŀǊ ƳŀǊŎŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ŀƳǇƭƛŀŎƛƽƴ ȅ 
ǇǊƻŦǳƴŘƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀΦ 9ƭ ƭŀǊƎƻ ǇŜǊƝƻŘƻ ŘŜ ŘƻƳƛƴŀŎƛƽƴ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ ŦǳŜ 
ǎƛƎƴŀŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ŀǾŀƴŎŜ ŘŜƭ ǇƻŘŜǊ ŘŜ ŘŜŎƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ŜƳǇǊŜǎŀǊƛŀƭŜǎ ǎƻōǊŜ ƭŀǎ 
ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀǘƛǾŀΣ ǎǳ ǎǳǇŜǊŀŎƛƽƴ ƛƳǇƭƛŎŀ Ŝƭ ǊŜǘƻǊƴƻ ŘŜ ƭŀ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ǇƻǇǳƭŀǊΦ 

Por tanto, hay que establecer una nueva relaŎƛƽƴ ŜƴǘǊŜ ǎƻŎƛŜŘŀŘΣ 9ǎǘŀŘƻ ȅ ƳŜǊŎŀŘƻΦ 9ƭ 
9ǎǘŀŘƻ ŘŜōŜ ǎŜǊ ƭŀ ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŀŎǘƛǾŀ ŘŜƭ ǇǳŜōƭƻ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊ Ŝƴ ƭƻǎ 
ŜǎǇŀŎƛƻǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ǇŀǊŀ ǊŜƎǳƭŀǊ Ŝƭ ƳŜǊŎŀŘƻ ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ǉǳŜ ǎŀǘƛǎŦŀƎŀ ƭŀǎ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘŜǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎ 
actuales y vele por las generaciones futuras. 

bƻ ǊŜƛǾƛƴŘƛŎŀƳƻǎ ƭŀ ǘǳǘŜƭŀ Ŝǎǘŀǘŀƭ ǇŀǘŜǊƴŀƭƛǎǘŀ ȅ ŀǳǘƻǊƛǘŀǊƛŀΦ {ƛƴƻ ǳƴ ƴǳŜǾƻ 9ǎǘŀŘƻ 
ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎƻ ǇǊƻŦǳƴŘŀƳŜƴǘŜ ǊŜŦƻǊƳǳƭŀŘƻ ǇƻǊ ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘƻǎ ŘŜ Ŏƻƴǎǳƭǘŀ ǇƻǇǳƭŀǊ ȅ 
ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŘƛǊŜŎǘŀΦ 

http://www.municipalservicesproject.org/


 

118 

 

9ǎƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀΣ ǇƻǊ ǳƴ ƭŀŘƻΣ ǊŜŦƻǊƳŀǊ ƭƻǎ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎƻǎ ȅ ƧǳŘƛŎƛŀƭŜǎ ǇŀǊŀ ƛƳǇŜŘƛǊ ƭŀ 
ƛƴƧŜǊŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭŀǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ Ŝƴ ǎǳǎ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎΦ ¸Σ ǇƻǊ Ŝƭ ƻǘǊƻΣ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀǘƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 
ƳŜŘƛƻǎ ŘŜ ŎƻƳǳƴƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ Ƴŀǎŀǎ ǇŀǊŀ ŜǾƛǘŀǊ ǉǳŜ ƳƻƴƻǇƻƭƛƻǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ ƭƻǎ ǘǊŀƴǎŦƻǊƳŜƴ 
Ŝƴ ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘƻǎ ǇƻƭƝǘƛŎƻǎ ŘŜ ŘŜŦŜƴǎŀ ȅ ǇǊƻƳƻŎƛƽƴ ŘŜ ǎǳǎ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ǇǊƛǾŀŘƻǎΦ 

9ǎǘŜ ƴǳŜǾƻ ŎƛŎƭƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻ ŘŜōŜ ŜǎǘŀǊ ƳŀǊŎŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ ȅ ǎƛƴŘƛŎŀƭ Ŝƴ ƭŀ ǘƻƳŀ 
ŘŜ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎΣ ǘŀƴǘƻ Ŝƴ ŎŀŘŀ ǇŀƝǎ ŎƻƳƻ Ŝƴ ƭƻǎ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŘŜ ƛƴǘŜƎǊŀŎƛƽƴ ǊŜƎƛƻƴŀƭΦ 5Ŝ ƴǳŜǎǘǊŀ 
parte enfatizamos que el gran ŘŜǎŀŦƝƻ Ŝǎ ƭŀ !ǳǘƻǊǊŜŦƻǊƳŀ ŘŜƭ ǎƛƴŘƛŎŀƭƛǎƳƻ ǇŀǊŀ ǇŜǊŦŜŎŎƛƻƴŀǊ 
Ŝƭ ŦǳƴŎƛƻƴŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭƻǎ ǇǊƻǇƛƻǎ ǎƛƴŘƛŎŀǘƻǎ ǇƻǊ ƳŜŘƛƻ ŘŜ ƭŀ ǳƴƛŘŀŘΣ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀ ƛƴǘŜǊƴŀΣ ƭŀ 
ŀƳǇƭƛŀŎƛƽƴ ȅ Ŝƭ ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀǘƛǾƛŘŀŘ Ŝƴ ǳƴ ŀƳōƛŜƴǘŜ ŘŜ ƭƛōŜǊǘŀŘ ǎƛƴŘƛŎŀƭΦ 

CƛƴŀƭƳŜƴǘŜΣ ŀǾŀƴȊŀǊ Ŝƴ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀ ŘŜōŜ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀǊ Ŝƭ ǊŜǎǇŜǘƻ ȅ ǊŜŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƴǳŜǎǘǊŀ 
ǇƭǳǊƛƴŀŎƛƻƴŀƭƛŘŀŘ ȅ ŘƛǾŜǊǎƛŘŀŘ ŎǳƭǘǳǊŀƭ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ƴŀŎƛƽƴΦ 

5ƛƳŜƴǎƛƽƴ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀ 

5ŜŦŜƴŘŜƳƻǎ Ŝƭ ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ŀǳǘŞƴǘƛŎƻǎ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŘŜ ƛƴǘŜƎǊŀŎƛƽƴ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ȅ ǎǳō-ǊŜƎƛƻƴŀƭ 
ŎƻƳƻ ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀǎ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻΦ tŀǊŀ Ŝƭƭƻ Ŝǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻ ǎǳǇŜǊŀǊ ƭŀ ƘŜǊŜƴŎƛŀ ŘŜƧŀŘŀ ǇƻǊ Ŝƭ 
ǇŜǊƝƻŘƻ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ ŘŜ ǘǊŀǘŀŘƻǎ ŘŜ ƭƛōǊŜ ŎƻƳŜǊŎƛƻ ǉǳŜ ǇǊƻŦǳƴŘƛȊŀƴ ƭŀǎ ŀǎƛƳŜǘǊƝŀǎ 
internacionales y deterioran las condiciones sociales y ambieƴǘŀƭŜǎ Ŝƴ ŎŀŘŀ ǇŀƝǎΦ 

9ƭ ŎƛŎƭƻ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ǎǳǎǘŜƴǘŀōƭŜ ǇƻǊ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ǇǊƻǇǳƎƴŀƳƻǎ ŘŜōŜ ǎŜǊ ƛƳǇǳƭǎŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ Ƨǳǎǘŀ 
ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜƭ ƛƴƎǊŜǎƻ ȅ ƭŀ ǊƛǉǳŜȊŀΣ ŜƴǘŜǊǊŀƴŘƻ ŘŜŦƛƴƛǘƛǾŀƳŜƴǘŜ ƭŀ Ǿƛǎƛƽƴ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ ŘŜ ǉǳŜ 
ƭŀ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǊƛǉǳŜȊŀ Ŏƻƴ Ŝƭ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ Ŝƴ ŀƭƎǵƴ ƳƻƳŜƴǘƻ άŘŜǊǊŀƳŀέ 
hacia los sectores vulnerables. 

Se hace necesaria una nueva arquitectura financiera regional que se coloque al servicio del 
desarrollo con igualdad social. Que las infraestructuras se orienten por una perspectiva ŘŜ 
ǎǳǎǘŜƴǘŀōƛƭƛŘŀŘ ȅ ǇǊƻƳǳŜǾŀƴ ƭŀ ŎƻƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊƛŜŘŀŘ ŜƴǘǊŜ ƴǳŜǎǘǊŀǎ ŜŎƻƴƻƳƝŀǎΣ ŦŀǾƻǊŜŎƛŜƴŘƻ 
ƭŀ ƛƴǘŜƎǊŀŎƛƽƴ ǊŜƎƛƻƴŀƭΦ [ŀ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ŜȄǘǊŀƴƧŜǊŀ ŘŜōŜ ǎŜǊ ƻǊƛŜƴǘŀŘŀ ǇƻǊ ǇƭŀƴŜǎ ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ȅ 
regionales de desarrollo. Una nueva fiscalidad progresiva debe capacitar a los Estados a 
impulsar este nuevo ciclo de desarrollo sustentable. 

9ǎǇŜŎƛŀƭ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ŘŜōŜƳƻǎ ŘŜŘƛŎŀǊ ŀ ƭŀ Ŏƻƴǉǳƛǎǘŀ ŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ȅ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀǎ 
ŀƳŜƴŀȊŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ ŀǳƎŜ ŘŜ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ŎƻƳƳƻŘƛǘƛŜǎ ŀƎǊƝŎƻƭŀǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ŜȄǇƻǊǘŀŎƛƽƴ ōŀƧƻ 
ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ƳǳƭǘƛƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΦ ¦ƴŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ƛƴǘŜƎǊŀƭ ȅ ƭŀ ǇǊƻƎǊŜǎƛǾŀ 
ŜǊǊŀŘƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ƳƻƴƻǇƻƭƛƻ ŘŜ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǘǊŀƴǎƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ǎƻōǊŜ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ǎƻƴ ǇŀǊǘŜ ŘŜƭ 
nuevo modelo de desarrollo. 

tƻǊ ǵƭǘƛƳƻΣ Ŝǎǘŀ ƴǳŜǾŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŘŜōŜ ǘŜƴŜǊ ŎƻƳƻ ŦǳƴŘŀƳŜƴǘƻ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŘŜ ƴǳŜǾŀǎ 
ŎŀǇŀŎƛŘŀŘŜǎ ŘŜ ƛƴǾŜǎǘƛƎŀŎƛƽƴ ȅ ǘǊŀƴǎŦŜǊŜƴŎƛŀ ǘŜŎƴƻƭƽƎƛŎŀ ƻǊƛŜƴǘŀŘŀǎ ǇƻǊ ƭŀǎ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘŜǎ ŘŜ 
nuestras naciones. 

5ƛƳŜƴǎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ 

9ƭ ǎƛƴŘƛŎŀƭƛǎƳƻ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ŘŜŦƛŜƴŘŜ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀƭ ǘǊŀōŀƧƻ ŘŜŎŜƴǘŜΣ Ŏƻƴ ƛƎǳŀƭŘŀŘ ŜƴǘǊŜ ƎŞƴŜǊƻǎΣ 
eǘƴƛŀǎ ȅ ƎŜƴŜǊŀŎƛƻƴŜǎΣ ǎƛƴ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ǇƻǊ ŘƛǎŎŀǇŀŎƛŘŀŘΣ ƻǊƛŜƴǘŀŎƛƽƴ ƻ ƛŘŜƴǘƛŘŀŘ ǎŜȄǳŀƭΦ ¸ 
ƴƻ ƘŀōǊł ǘǊŀōŀƧƻ ŘŜŎŜƴǘŜ ǎƛƴ ǊŜǎǇŜǘƻ ŀ ƭŀ ƭƛōŜǊǘŀŘ ǎƛƴŘƛŎŀƭ ȅ ƭŀ ƴŜƎƻŎƛŀŎƛƽƴ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀΦ 

El punto de partida de la nueva etapa debe ser recolocar un sistema de ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǎƻŎƛŀƭ 
ǳƴƛǾŜǊǎŀƭ ȅ ǎƻƭƛŘŀǊƛŀ ǉǳŜ ǊŜǘƛǊŜ ƭŀ ŀƳŜƴŀȊŀ ŘŜ ƭŀ ƳƛǎŜǊƛŀ ǎƻōǊŜ ƭŀ ǾƛŘŀ ŘŜ ƭƻǎ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŜǎ ȅ 
ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŀǎΣ ȅ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ǉǳŜ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ǎŜ ǊŜŀƭƛŎŜ Ŝƴ ƭǳƎŀǊŜǎ ŘŜ ǘǊŀōŀƧƻ ǎŀƴƻǎ ȅ ǎŜƎǳǊƻǎΦ 

{ƛƎƴƛŦƛŎŀ ŘŜŦŜƴŘŜǊ ƭƻǎ ōƛŜƴŜǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ŘŜƭ ŀǾŀƴŎŜ ŘŜ ƭŀ ǾƻǊŀŎƛŘŀŘ ŘŜƭ ƭǳŎǊƻ ŘŜ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ 
ǇǊƛǾŀŘŀǎΥ ǎŀƭǳŘΣ ŜŘǳŎŀŎƛƽƴΣ ǾƛǾƛŜƴŘŀ ȅ ǘǊŀƴǎǇƻǊǘŜ ǳǊōŀƴƻ ǎƻƴ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŦǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎ ǉǳŜ 
ƴƻ ŘŜōŜƴ ǎŜǊ ƳŜǊŎŀƴǘƛƭƛȊŀŘƻǎΦ tŜǊƻ ƭŀ ŘƛƳŜƴǎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ ŘŜƭ ƴǳŜǾƻ ƳƻŘŜƭƻ ŘŜōŜ ǎǳǇŜǊŀǊ ƭŀǎ 
herencias de los sistemas basados Ŝƴ ƭŀ ƻǇǊŜǎƛƽƴ ǇŀǘǊƛŀǊŎŀƭΣ ǇǊƻƳƻǾƛŜƴŘƻ ǘŀƳōƛŞƴ ƭŀ 
ŜǉǳƛǇŀǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ŎǳƛŘŀŘƻǎ ȅ Ŝƭ ǘǊŀōŀƧƻ ŘƻƳŞǎǘƛŎƻ ŜƴǘǊŜ ƎŞƴŜǊƻǎΦ 
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.ǳǎŎŀƳƻǎ ƭŀ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŘŜ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ȅ ŜǊǊŀŘƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ǘƻŘƻ ǘƛǇƻ ŘŜ 
violencia y la conquistŀ ŘŜ ƭŀ ŎƛǳŘŀŘŀƴƝŀ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ȅ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ǇŀǊŀ ƭƻǎ ƳƛƎǊŀƴǘŜǎΦ 

5ƛƳŜƴǎƛƽƴ ŀƳōƛŜƴǘŀƭ 

[ŀ ŎǊƛǎƛǎ ŀƳōƛŜƴǘŀƭΣ ȅ ǎǳ ŜŦŜŎǘƛǾƻ ȅ ǳǊƎŜƴǘŜ ŀōƻǊŘŀƧŜΣ Ŝǎ ǳƴ ƛƳǇŜǊŀǘƛǾƻ ŘŜ ƭŀ ŀƎŜƴŘŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ 
internacional. Todas las naciones tienen derecho a un desarrollo sustentable y eǎƻ Ǉŀǎŀ Ƙƻȅ 
ǇƻǊ ŜƴŦǊŜƴǘŀǊ ƭŀǎ ŀǎƛƳŜǘǊƝŀǎ ŜƴǘǊŜ bƻǊǘŜ ȅ {ǳǊΣ ȅ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜ ŎŀŘŀ ǇŀƝǎΣ ƭŀǎ ŀǎƛƳŜǘǊƝŀǎ ŜƴǘǊŜ 
ŎƭŀǎŜǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎΦ LƳǇƭƛŎŀ ŦǊŜƴŀǊ Ŝƭ ŎƻƴǎǳƳƻ ǇǊŜŘŀǘƻǊƛƻ Ŝƴ Ŝƭ bƻǊǘŜ Dƭƻōŀƭ ȅ Ŝƴ ƭŀǎ ŎƭŀǎŜǎ ǊƛŎŀǎ ȅ 
ŀƭȊŀǊ ŀ ƭŀǎ ƳŀȅƻǊƝŀǎ ŀ ƴǳŜǾƻǎ ƴƛǾŜƭŜǎ ŘŜ ŎƻƴǎǳƳƻ ȅ ǎŀǘƛǎŦŀŎŎƛƽƴ ŘŜ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘŜǎ ǇŜǊƻ ȅŀ ōŀƧƻ 
un nuevo paradigma. 

5ŜŦŜƴŘŜƳƻǎ ǉǳŜ ƭƻǎ ōƛŜƴŜǎ ŎƻƳǳƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ƘǳƳŀƴƛŘŀŘΣ ƭŀ ōƛƻŘƛǾŜǊǎƛŘŀŘΣ Ŝƭ ŀƎǳŀΣ ƭŀǎ ǎŜƳƛƭƭŀǎΣ 
ƭƻǎ ōƻǎǉǳŜǎΣ ƭŀ ŜƴŜǊƎƝŀΣ Ŝƭ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻΣ ƴƻ ǎŜŀƴ ǎƻƳŜǘƛŘƻǎ ŀ ƭƻǎ ŎǊƛǘŜǊƛƻǎ ŘŜ ƭǳŎǊƻ ǇǊƛǾŀŘƻ 
sino utiƭƛȊŀŘƻǎ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƭŜƳŜƴǘŜ ǇŀǊŀ Ŝƭ ōƛŜƴ ŎƻƳǵƴΦ 

tǊƻǇǳƎƴŀƳƻǎ Ŝƭ ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ǊŜƭŀŎƛƻƴŜǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎ ȅ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀǎ ǉǳŜ ǇǊƻƳǳŜǾŀƴ Ŝƭ 
ŜǉǳƛƭƛōǊƛƻ ǎƻŎƛƻ-ŀƳōƛŜƴǘŀƭ Ŏƻƴ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭΣ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀƴŘƻ ǘŜŎƴƻƭƻƎƝŀǎ ǉǳŜ ŜǾƛǘŜƴ Ŝƭ 
ŎŀƳōƛƻ ŎƭƛƳłǘƛŎƻ ȅ ƭŀ ŘŜǎŜǊǘƛŦƛŎŀŎƛƽƴΦ 

Plataforma de un nuevo modelo 

9ƭ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭƛǎƳƻΣ ƭŀǎ ƎǊŀƴŘŜǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ƳǳƭǘƛƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ȅ Ŝƭ ŎŀǇƛǘŀƭ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻ 
ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ƭŀƴȊŀǊƻƴ ŀƭ ƳǳƴŘƻ ŀƭ ōƻǊŘŜ ŘŜƭ ŀōƛǎƳƻ ŘŜ ƭŀ ŎǊƛǎƛǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀ ȅ ŀƳōƛŜƴǘŀƭ ȅ ŀ 
los trabajadores y trabajadoras a la mƛǎŜǊƛŀ ǎƻŎƛŀƭΦ bǳŜǎǘǊƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ǊŜǎǇƻƴŘƛŜǊƻƴ Ŏƻƴ ǳƴŀ 
ƭŀǊƎŀ ǊŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀ ȅ ƭǳŜƎƻΣ ŀǵƴ Ŝƴ ǳƴ ŎƻƴǘŜȄǘƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ŘŜ ƎǊŀƴ ŀŘǾŜǊǎƛŘŀŘΣ ŀǾŀƴȊŀƴŘƻ 
electoralmente hacia proyectos post neoliberales. 

[ŀ t[!5! ǇŀǊǘŜ ŘŜ ŜǎŜ Ǉǳƴǘƻ ŘƻƴŘŜ ƭƭŜƎƽ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ŘŜ ƭŀ ŎƭŀǎŜ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŀ ǇŀǊŀ ŎƻƴǎǘƛǘǳƛǊǎŜ Ŝƴ 
ǳƴŀ ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ŘŜƭ ǎƛƴŘƛŎŀƭƛǎƳƻ ŎƻƴǘƛƴŜƴǘŀƭ ǇŀǊŀ ŀǾŀƴȊŀǊ ƘŀŎƛŀ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛǘƛǾŀ Ŏƻƴǉǳƛǎǘŀ ŘŜ ǳƴ 
ƴǳŜǾƻ ƳƻŘŜƭƻ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ǎǳǎǘŜƴǘŀōƭŜΦ [ŀ ŎƭŀǾŜ ŘŜ ƭŀ ǾƛŎǘƻǊƛŀ Ŝǎǘł Ŝƴ ŀƳǇƭƛŀǊ ȅ ǇǊƻŦǳƴŘƛȊŀǊ 
la democracia, superando los chantajes de las Corporaciones y los mercados. 

* Confederación Sindical de las Américas (CSA) 

Referencias: texto integral en CǊŀƴŎŞǎΣ LƴƎƭŞǎΣ 9ǎǇŀƷƻƭ y tƻǊǘǳƎǳŞǎŜƴΥƘǘǘǇΥκκǿǿǿΦŎǎŀ-
csi.org/index.php? option=com_docman&task=cat_view&gid=382&Itemid=181&lang=pt y en el 

Tratado de los Pueblos: http://www.stopcorporateimpunity. org/?page_id=5534  
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II.4. Defender los territorios y los derechos de las comunidades del acaparamiento provocado 
por el extraŎǘƛǾƛǎƳƻ ȅ ƭŀ άŜŎƻƴƻƳƝŀ ǾŜǊŘŜέ  

LLΦрΦ 9ƭ ά.ǳŜƴ ±ƛǾƛǊέ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀs para liberar la Madre Tierra del saqueo 
capitalista 

 

 

II.1 LƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊ ƭŀ {ƻōŜǊŀƴƝŀ !ƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΣ ƭŀ wŜŦƻǊƳŀ !ƎǊŀǊƛŀ ȅ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ /ŀƳǇŜǎƛƴƻǎ * 

Iƻȅ ƭƻǎ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ Ŝǎǘłƴ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŘƻǎ Ŝƴ Ƴǳȅ ǇƻŎŀǎ ƳŀƴƻǎΥ ƳŜƴƻǎ ŘŜ рл ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ 
controlan casi toda la proŘǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ǎŜƳƛƭƭŀǎ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻΣ ŘŜ ƛƴǎǳƳƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ȅ ƭŀ 
ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ ǇƻǊ ǘƻŘƻ Ŝƭ ǇƭŀƴŜǘŀΦ 9ƴ Ŝƭ Ŏŀǎƻ ŘŜ .ǊŀǎƛƭΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΣ ƭŀǎ рл 
ƳŀȅƻǊŜǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ŜȄǘǊŀƴƧŜǊŀǎ ȅ ōǊŀǎƛƭŜƷŀǎ ŎƻƴǘǊƻƭŀƴ ǇǊłŎǘƛŎŀƳŜƴǘŜ Ŝƭ ŎƻƳŜǊŎƛƻ ŘŜ ƭŀǎ 
coƳƳƻŘƛǘƛŜǎ ŀƎǊƝŎƻƭŀǎ Ŝ ƛƴŘƛǊŜŎǘŀƳŜƴǘŜ ŜǎǘŜ ǘƛǇƻ ŘŜ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ Ŝƴ ǘƻŘƻ Ŝƭ ǇŀƝǎΦ 

!ƴǘŜ ƭŀ ŘŜǎǘǊǳŎŎƛƽƴ ƳŀǎƛǾŀ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻ ǊǳǊŀƭ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭŜǎΣ ŘŜƭ 
acaparamiento de tierras, el desplazamiento por parte del extractivismo corporativo, ƭŀ 
ƛƴǘƻȄƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ȅ Ŝƭ ŀƎǳŀΣ ƭŀ ŘŜŦƻǊŜǎǘŀŎƛƽƴΣ ƭŀ ŘŜǇǊŜŘŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ōƛƻŘƛǾŜǊǎƛŘŀŘΣ ǎŜ Ƙŀƴ 
ƭŜǾŀƴǘŀŘƻ ŀ ƴƛǾŜƭ Ǝƭƻōŀƭ ƳǳƭǘƛǘǳŘ ŘŜ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻǎ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎ ȅ ŘŜ ǇŜǉǳŜƷƻǎ ŀƎǊƛŎǳƭǘƻǊŜǎ 
ǇŀǊŀ ǊŜŎƭŀƳŀǊ ƭŀ ŘŜǾƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ŀ ǘǊŀǾŞǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ȅ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ 
ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΦ [ŀǎ ŘŞŎŀŘŀǎ ǇŀǎŀŘŀǎ Ƙŀƴ ǎƛƎƻ ǘŜǎǘƛƎƻ ŘŜ ƭŀǎ Ŏƻƴǘƛƴǳŀǎ ƭǳŎƘŀǎ ŀƎǊŀǊƛŀǎ ǇƻǊ ƭŀ 
ǘƛŜǊǊŀ ȅ ƭŀ ƧǳǎǘƛŎƛŀ ǉǳŜ ƳŀǊŎŀǊƻƴ ƭƻǎ ŜǎǘŀŘƛƻǎ Ƴłǎ ŀƴǘƛƎǳƻǎ ŘŜ ƭŀ ƘƛǎǘƻǊƛŀ ŘŜ ƭŀ ƘǳƳŀƴƛŘŀŘΦ [ƻǎ 
ǇǊƻŘǳŎǘƻǊŜǎ ŘŜ Ƴłǎ ŘŜ ƭŀ ƳƛǘŀŘ ŘŜ ƭƻǎ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻ ς ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎΣ ǇǊƻŘǳŎǘƻǊŜǎ 
ŦŀƳƛƭƛŀǊŜǎ ȅ ǇŜǉǳŜƷƻǎ ς Ƙŀƴ ōŀǘŀƭƭŀŘƻ ƴƻ ǎƽƭƻ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ŘƻƳƛƴŀŎƛƽƴ ŎƻǊǇƻǊŀǘƛǾŀ ŘŜ ƭƻǎ 
ŀƎǊƻƴŜƎƻŎƛƻǎ ȅ ƭŀ ŎŀŘŜƴŀ ŘŜ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎΣ ǎƛƴƻ ǉǳŜ Ƙŀƴ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀŘƻ ǘŀƳōƛŞƴ ǳƴŀ ǇƭŀǘŀŦƻǊƳŀ 
ŘŜ {ƻōŜǊŀƴƝŀ !ƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ȅ wŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ŎƻƳƻ ǎǳ ǇƭŀǘŀŦƻǊƳŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀΦ 

9ƴ ǎǳ ǎŜȄǘƻ /ƻƴƎǊŜǎƻ όƧǳƴƛƻ ŘŜ нлмоύ ƭŀ ±ƛŀ /ŀƳǇŜǎƛƴŀ ό[±/ύ ǊŜƛǘŜǊƽ ǎǳ ǇƻǎƛŎƛƽƴ ŦǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭ 
ŘŜ ƻǇƻǎƛŎƛƽƴ ŀ ƭŀ ŘƻƳƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 9¢bǎ Ŝƴ Ŝƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ ȅ Ŝƴ ǘƻŘŀǎ 
las esferas de la vida. DestŀŎŀƴŘƻ ƭŀ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘ ŘŜ ŦƻǊǘŀƭŜŎŜǊ ƭŀ ǊŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀ Ǝƭƻōŀƭ Ŝƴ 
ŎŀƳǇŀƷŀǎ ŎƻƻǊŘƛƴŀŘŀǎ ǎƻōǊŜ ŘƛǾŜǊǎƻǎ ǘŜƳŀǎ ς Ŝƭ ŜȄǘǊŀŎǘƛǾƛǎƳƻΣ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΣ ƭŀǎ 
ǎŜƳƛƭƭŀǎΣ ƭƻǎ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ȅ ƭŀǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊŀǎΣ ŜƴǘǊŜ ƻǘǊƻǎΦ wŜŎƻƴƻŎƛƽΣ 
asimismo, eƭ ƳŀȅƻǊ ǇƻŘŜǊ ǉǳŜ ƭƻǎ ǘǊŀǘŀŘƻǎ ŘŜ ƭƛōǊŜ ŎƻƳŜǊŎƛƻ Ŝ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ ȅ ƭŀ ha/ ŎƻƴŦƛŜǊŜƴ 
ŀ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǘǊŀƴǎƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΣ ŀǎƝ ŎƻƳƻ ŎǳŜǎǘƛƻƴƽ ƭŀǎ ƴŀǊǊŀǘƛǾŀǎ ǊŜǘƽǊƛŎŀǎ ŘŜ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ 
verde y la responsabilidad social corporativa. 

9ƴ ǎǳǎ нл ŀƷƻǎ ŘŜ ŜȄƛǎǘŜƴŎƛŀΣ [±/ Ƙŀ ǊŜŀƭƛȊŀŘƻ ƎǊŀƴŘŜǎ ŎƻƴǘǊƛōǳŎƛƻƴŜǎ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŘŜ 
ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀǎ ŀƭ ƳƻŘŜƭƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ Ŏƻƴ ǎǳǎ ǘǊŜǎ ǇƛƭŀǊŜǎ ŎƭŀǾŜǎΥ {ƻōŜǊŀƴƝŀ 
!ƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΣ wŜŦƻǊƳŀ !ƎǊŀǊƛŀΣ !ƎǊƻŜŎƻƭƻƎƝŀ ȅ 5ŜǊŜŎƘƻǎ /ŀƳǇŜǎƛƴƻǎΦ 

{ƻōŜǊŀƴƝŀ !ƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ 

El nuevo concepto de ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ŦǳŜ ƛƴǘǊƻŘǳŎƛŘƻ ǇƻǊ [±/ Ŝƴ мффс ǇŀǊŀ 
ǊŜŜƳǇƭŀȊŀǊ Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ƻŦƛŎƛŀƭ ŀƴǘŜǊƛƻǊ ǉǳŜ ǎŜ ǊŜŦŜǊƝŀ ŀ ƭŀ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ όŦƻǊƳǳƭŀŘƻ 
ǇƻǊ ƭƻǎ ƎƻōƛŜǊƴƻǎ ȅ ƭŀ C!h - aƻƴǘŜŎƛƴƻǎ нлмлύΦ LƴŎƭǳȅŜ ƭŀ ŎƻƴǾƛŎŎƛƽƴ ŘŜ ǉǳŜ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ȅ 
distribuŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ Ŝǎ ǳƴŀ ŎǳŜǎǘƛƽƴ ǇǵōƭƛŎŀ ȅ ŘŜ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ƴŀŎƛƻƴŀƭΦ !ŘŜƳłǎ ŘŜ ƭŀ 
ƴƻŎƛƽƴ ŘŜ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭƻǎ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎΣ Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ άǎƻōŜǊŀƴƝŀέ ŀƎǊŜƎŀ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ǇǊƻŘǳŎƛǊƭƻǎ ŘŜ 
forma respetuosa con el medio ambiente y apropiada para la vida y las necesiŘŀŘŜǎ 
ƴǳǘǊƛŎƛƻƴŀƭŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎΦ /ƻƳƻ ŀŦƛǊƳŀ ƭŀ 5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŘŜ bȅŜƭŜƴƛ όнллтύΤ ά[ŀ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ Ŝǎ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ŀ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ ǎŀƭǳŘŀōƭŜǎ ȅ ǇǊƻŘǳŎƛŘƻǎ ŘŜ 
ŦƻǊƳŀ ŎǳƭǘǳǊŀƭƳŜƴǘŜ ŀǇǊƻǇƛŀŘŀ ȅ Ŏƻƴ ƳŞǘƻŘƻǎ ǎǳǎǘŜƴǘŀōƭŜǎΣ ȅ ǎǳ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ŘŜŦƛƴƛǊ ǎǳ ǇǊƻǇƛƻ 
ǎƛǎǘŜƳŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛƻ ȅ ŀƎǊƝŎƻƭŀΦ tƻƴŜ ŀ ŀǉǳŜƭƭƻǎ ǉǳŜ ǇǊƻŘǳŎŜƴΣ ŘƛǎǘǊƛōǳȅŜƴ ȅ ŎƻƴǎǳƳŜƴ ƭƻǎ 
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ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ Ŝƴ Ŝƭ ŎƻǊŀȊƽƴ ŘŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛƻ ȅ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ Ŝƴ ƭǳƎŀǊ ŘŜ ƭŀǎ 
ŘŜƳŀƴŘŀǎ ŘŜ ƭƻǎ ƳŜǊŎŀŘƻǎ ȅ ƭŀǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎέΦ 

La soberanƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ Ŝǎ ǳƴŀ Ǿƛǎƛƽƴ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŎŀƳōƛƻ ǎƻŎƛŀƭ ȅΣ ŘŜǎŘŜ ǳƴŀ ǇŜǊǎǇŜŎǘƛǾŀ ǎƻŎƛŀƭ ȅ 
ŎƻƳǳƴƛǘŀǊƛŀ ŀƳǇƭƛŀΣ ǳƴŀ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀ ŀ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭŜǎΦ 9ǎ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ƭŀ 
ŎƛǳŘŀŘŀƴƝŀ ŀ ŘŜǘŜǊƳƛƴŀǊ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀǎ ȅ ŀƎǊƝŎƻƭŀǎ ȅ ŀ ŘŜŎƛŘƛǊ ǉǳŞ ȅ ŎƽƳƻ ǇǊƻŘǳŎƛǊΣ 
ȅ ǉǳƛŜƴ ǇǊƻŘǳŎŜΣ Ŝǎ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ŎƻƳƻ Ŝƭ ŀƎǳŀΣ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ȅ ƭŀǎ ǎŜƳƛƭƭŀǎΦ [ŀ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ƭƭŀƳŀ ŀ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀǊ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ōŀǎŀŘŀǎ Ŝƴ ƭŀ ǎƻƭƛŘŀǊƛŘŀŘ ŜƴǘǊŜ ƭŀ 
ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ȅ ŜƴǘǊŜ ǇǊƻŘǳŎǘƻǊŜǎ ȅ ŎƻƴǎǳƳƛŘƻǊŜǎΦ 5ŜƳŀƴŘŀ ƭŀ ǊŜƎǳƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ƳŜǊŎŀŘƻǎ 
ǇƻǊǉǳŜ Ŝǎ ƛƳǇƻǎƛōƭŜ ƳŀƴǘŜƴŜǊ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŀƎǊŀǊƛŀǎ ǎǳǎǘŜƴǘŀŘŀǎ Ŝƴ ƭŀ ƭƛōŜǊŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 
ƳƛǎƳƻǎΦ !ŘŜƳłǎΣ ǊŜǵƴŜ ŀ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻǎ ŘŜƭ {ǳǊ ȅ Ŝƭ bƻǊǘŜ ƎƭƻōŀƭΣ ŀǎƝ ŎƻƳƻ ŘŜƭ ŎŀƳǇƻ ȅ ƭŀ 
ŎƛǳŘŀŘΦ [ŀ {ƻōŜǊŀƴƝŀ !ƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ Ŝǎ Ƙƻȅ ǳƴŀ ŘŜƳŀƴŘŀ ƛƴǘŜƎǊŀƭ ŘŜ ǾŀǊƛƻǎ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻǎ 
ǎƻŎƛŀƭŜǎ ŀƭǊŜŘŜŘƻǊ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻ ǉǳŜ ŎƻƴǎǘǊǳȅŜƴ ŀƭƛŀƴȊŀǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ŀŎŎƛƽƴ ǘǊŀƴǎŦƻǊƳŀŘƻǊŀΦ 

Reforma Agraria 

La Reforma Agraria integra las amplias relaciones entre el ser humano y la naturaleza. 
Involucra una serie de procŜǎƻǎ ǉǳŜ ǎŜ ƻǇƻƴŜƴ ŀ ƭŀ ŜȄǇǊƻǇƛŀŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ ŘŜ ƭŀ ƴŀǘǳǊŀƭŜȊŀΣ ǘŀƭŜǎ 
ŎƻƳƻ ƭŀǎ ƭǳŎƘŀǎ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ŀǇǊƻǇƛŀŎƛƽƴ ǇǊƛǾŀŘŀ ŎŀǇƛǘŀƭƛǎǘŀ ŘŜ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ƴŀǘǳǊŀƭŜǎΦ wŜŎƻƴƻŎŜ ƭŀ 
ƴŜŎŜǎƛŘŀŘ ŘŜ ǳƴ ƴǳŜǾƻ ƳƻŘŜƭƻ ŘŜ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ȅ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ǘŜŎƴƻƭƽƎƛŎƻ ŎŜƴǘǊŀŘƻ Ŝƴ ǳƴŀ 
ǊŜƭŀŎƛƽƴ Ŏƻ-ǇǊƻŘǳŎǘƛǾŀ ŜƴǘǊŜ ƭƻǎ ǎŜǊŜǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ ƭŀ ƴŀǘǳǊŀƭŜȊŀΣ ȅ ƭŀ ŘƛǾŜǊǎƛŦƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ǉǳŜ ǊŜǾƛƎƻǊƛŎŜ ȅ ǇǊƻƳǳŜǾŀ ƭŀ ŘƛǾŜǊǎƛŘŀŘΦ ałǎ ŀǵƴΣ ǎŜ ŎŜƴǘǊŀ Ŝƴ ƭŀ ƴǳŜǾŀ 
ŎƻƳǇǊŜƴǎƛƽƴ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ ƭŀ άŎƻŜȄƛǎǘŜƴŎƛŀέ ȅ Ŝƭ ǳǎƻ ǎƻŎƛŀƭ ŘŜ ƭŀ ƴŀǘǳǊŀƭŜȊŀΦ 

A comiŜƴȊƻǎ ŘŜ нлмп Ŝƭ a{¢ ǇǊƻǇǳǎƻ ƭŀ wŜŦƻǊƳŀ !ƎǊŀǊƛŀ tƻǇǳƭŀǊΣ ǳƴŀ ƴǳŜǾŀ ŎƻƴŎŜǇŎƛƽƴ ŘŜ 
la Reforma Agraria situada en un nuevo momento del mundo: 

a) Necesitamos defender ahora un Nuevo proyecto de reforma agraria, que sea popular. No 
basta conser una reforma agrŀǊƛŀ ŎƭłǎƛŎŀΣ ǉǳŜ ŀǇŜƴŀǎ ŘƛǾƛŘŀ ƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ Ŝ 
integre al campesinado como proveedor de materias primas y alimentos para la sociedad 
urbano-industrial. 

b) Frente al poder del agronegocio es necesario construir alianzas entre todos los 
movimientos campesinos, con la ŎƭŀǎŜ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŀ ǳǊōŀƴŀ ȅ Ŏƻƴ ƻǘǊƻǎ ǎŜŎǘƻǊŜǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎ 
ƛƴǘŜǊŜǎŀŘƻǎ Ŝƴ ŎŀƳōƛƻǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀƭŜǎΣ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǇƻǇǳƭŀǊΦ 

c) La lucha por la reforma agraria se inserta ahora en la lucha contra el modelo del capital. Es 
una fase de nuestra ƭǳŎƘŀΣ Ŏƻƴ ŘŜǎŀŦƝƻǎ Ƴłǎ ŜƭŜǾŀŘƻǎ ȅ ŎƻƳǇƭŜƧƻǎΣ ŘƛŦŜǊŜƴǘŜ ŘŜƭ ǇŜǊƛƻŘƻ ŘŜƭ 
ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ƛƴŘǳǎǘǊƛŀƭ όмфол-улύΣ ŎǳŀƴŘƻ ƭƻǎ ŀǎŜƴǘŀƳƛŜƴǘƻǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ Ŝƴ łǊŜŀǎ 
ƛƳǇǊƻŘǳŎǘƛǾŀǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ ǎŜ ǎǳƳŀōŀƴ ŀ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ǇŀǘǊƻƴŀƭ ŘƛǊƛƎƛŘŀΣ 
ǇǊƛƻǊƛǘŀǊƛŀƳŜƴǘŜΣ ŀ ƭŀ ŀƎǊƻŜȄǇƻǊǘŀŎƛƽƴΦ 

d) [ƻǎ ŜƴŦǊŜƴǘŀƳƛŜƴǘƻǎ Ŏƻƴ Ŝƭ ŎŀǇƛǘŀƭΣ ȅ ǎǳ ƳƻŘŜƭƻ ŘŜ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀΣ ǇŀǊǘŜƴ ŘŜ ƭŀǎ ŘƛǎǇǳǘŀǎ ŘŜ 
ƭŀǎ ǘƛŜǊǊŀǎ ȅ ŘŜƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻΦ tŜǊƻ ǎŜ ŀƳǇƭƝŀƴ ǇŀǊŀ ƭŀǎ ŘƛǎǇǳǘŀǎ ǎƻōǊŜ Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ ƭŀǎ ǎŜƳƛƭƭŀǎΣ 
de la agroinduǎǘǊƛŀΣ ŘŜ ƭŀ ǘŜŎƴƻƭƻƎƝŀΣ ŘŜ ƭƻǎ ōƛŜƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ƴŀǘǳǊŀƭŜȊŀΣ ŘŜ ƭŀ ōƛƻŘƛǾŜǊǎƛŘŀŘΣ ŘŜ 
las aguas y de los bosques. 

!ƎǊƻŜŎƻƭƻƎƝŀ 

[ŀ ŀƎǊƻŜŎƻƭƻƎƝŀ Ŝǎ ǇŀǊǘƛŎǳƭŀǊƳŜƴǘŜ ƛƳǇƻǊǘŀƴǘŜ Ŝƴ ƭŀ ŀƎŜƴŘŀ ŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ȅ ƭŀ 
reforma agraria. La misma ha sido promƻǾƛŘŀ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜ [±/ ŎƻƳƻ ǳƴ ǇŀǊŀŘƛƎƳŀ ǇŀǊŀ 
ŀƭŎŀƴȊŀǊ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΦ ά[ŀ ŀƎǊƻŜŎƻƭƻƎƝŀ ǇǳŜŘŜ ŘǳǇƭƛŎŀǊ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ŘŜ 
ŀƭƛƳŜƴǘƻǎ Ŝƴ ǳƴŀ ǊŜƎƛƽƴ ŜƴǘŜǊŀ Ŝƴ ŘƛŜȊ ŀƷƻǎΣ ƳƛŜƴǘǊŀǎ ƳƛǘƛƎŀ Ŝƭ ŎŀƳōƛƻ ŎƭƛƳłǘƛŎƻ ȅ ŀƭƛǾƛŀ ƭŀ 
ǇƻōǊŜȊŀ ǊǳǊŀƭέΣ ǎŜƎǵƴ ŎƻƴŎƭǳȅŜ hƭƛǾƛŜǊ ŘŜ {ŎƘǳǘǘŜǊΣ wŜƭŀǘƻǊ 9ǎǇŜŎƛŀƭ ŘŜ ƭŀ hb¦ ǇŀǊŀ Ŝƭ 
5ŜǊŜŎƘƻ ŀ ƭŀ !ƭƛƳŜƴǘŀŎƛƽƴΣ Ŝƴ ƭŀ ǇǊŜǎŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ǎǳ ǊŜǇƻǊǘŜ Ŝƴ ƳŀǊȊƻ ŘŜ нлммΦ 9ƴ ǎǳ ǘŜȄǘƻΣ 
ƘŀŎŜ ǳƴ ƭƭŀƳŀƳƛŜƴǘƻ ŀ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ŀ ŀŘƻǇǘŀǊ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŀƳōƛŎƛƻǎŀǎ ǇŀǊŀ ŀǇƻȅŀǊ Ŝǎǘŀ ŦƻǊƳŀ ŘŜ 
ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴΦ 
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Derechos Campesinos 

9ƭ ǘǊŀōŀƧƻ Ŝƴ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎ Ŝǎ ƻǘǊŀ ƛƳǇƻǊǘŀƴǘŜ łǊŜŀ ŘŜ [±/Φ 5Ŝ ƘŜŎƘƻ ǳƴ ƳŀǊŎƻ 
ŎƻƴŎŜǇǘǳŀƭ ōŀǎŀŘƻ Ŝƴ ŘŜǊŜŎƘƻǎΣ ƛƴŎƭǳȅŜƴŘƻ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΣ Ƙŀ 
ocupado un lugar central en sus trabajos y declaraciones. Este ŜǎŦǳŜǊȊƻ ŦǳŜ ƛƴƛŎƛŀŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ 
{tLΣ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻ ŘŜ LƴŘƻƴŜǎƛŀΣ ȅ ŘƛǎŎǳǘƛŘƻ ǊŜƎƛƻƴŀƭƳŜƴǘŜ Ŏƻƴ ƻŎŀǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
ŎƻƴŦŜǊŜƴŎƛŀ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ŘŜ !ǎƛŀ ŘŜƭ 9ǎǘŜ ȅ {ǳŘƻŜǎǘŜΣ Ŝƴ нллнΦ CǳŜ ƛƴŎƭǳƛŘƻ Ŝƴ ƭŀ ŀƎŜƴŘŀ ŘŜƭ 
/ƻƳƛǘŞ ŘŜ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ ŘŜ [±/ ȅ ŎƻƴǎǳƭǘŀŘƻ Ŏƻƴ otros miembros durante la 
Conferencia Internacional sobre losDerechos Campesinos en 2008, en Jacarta. El texto fue 
finalmente adoptado en 2008, en la Conferencia Internacional de LVC en Maputo. 

[ŀ ±ƛŀ /ŀƳǇŜǎƛƴŀ Ƙŀ ǘǊŀōŀƧŀŘƻ ŘŜ ŦƻǊƳŀ ŀŎǘƛǾŀ Ŝƴ ƭƻǎ ǵƭǘƛƳƻǎ ŀƷƻǎ ǇŀǊŀ ǇǊƻǇƻƴŜǊ ƭŀ 
5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ /ŀƳǇŜǎƛƴƻǎ ŀƭ /ƻƴǎŜƧƻ ŘŜ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ ŘŜ ƭŀ hb¦Φ 9ǎǘƻǎ 
ŜǎŦǳŜǊȊƻ ŘƛŜǊƻƴ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻ ȅ Ŝƴ нлмн Ŝƭ /ƻƴǎŜƧƻ ŀǇǊƻōƽ ǳƴŀ ǊŜǎƻƭǳŎƛƽƴ ǉǳŜ ƭƭŜǾƽ ŀ ƭŀ ŎǊŜŀŎƛƽƴ 
de un grupo de trabajo intergubernamental abiertƻ Ŏƻƴ Ŝƭ ƳŀƴŘŀǘƻ ŘŜ ƴŜƎƻŎƛŀǊ ǳƴ ōƻǊǊŀŘƻǊ 
ŘŜ 5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ /ŀƳǇŜǎƛƴƻǎ ȅ ƻǘǊƻǎ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŜǎ ŘŜ łǊŜŀǎ ǊǳǊŀƭŜǎΦ 9ǎǘŜ 
ǘǊŀōŀƧƻ Ŏƻƴǘƛƴǵŀ ǎǳ ŎŀƳƛƴƻ Ŝƴ Ŝƭ ǇǊƻŎŜǎƻ ŘŜ ƭŀ hb¦Φ 

* La Via Campensina  

 Referencias: Documentos del 6o Congreso de La Via CaƳǇŜǎƛƴŀ Ŝƴ Ƨǳƴƛƻ ŘŜ нлмо ŜƴWŀƪŀǊǘŀΥ 
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II. 2. [ƻƎǊŀǊ ƭŀ ƧǳǎǘƛŎƛŀ Ŝƴ ƭŀ ǇǊƻǾƛǎƛƽƴ ŘŜƭ ŀƎǳŀ *  
 
El estruendoso fracaso de las privatizaciones del agua en grandes ciudades del Sur ofrece una 
evidencia amplia de que la necesidad de los pueblos por el ŀƎǳŀ ƴƻ ŘŜōŜǊƝŀ ǎŜǊ ŘŜƧŀŘƻ Ŝƴ 
Ƴŀƴƻǎ ŘŜ ǉǳƛŞƴŜǎ ǎƽƭƻ ǎŜ ƎǳƝŀƴ ǇƻǊ ƭŀǎ ƎŀƴŀƴŎƛŀǎΦ 9ǎ ŘŜŎƛǊ ŘŜ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǘǊŀƴǎƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ 
ŘŜƭ ŀƎǳŀΦ /ŀǎƛ ǎƛƴ ŜȄŎŜǇŎƛƽƴΣ ƭŀǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ƎƭƻōŀƭŜǎ ŘŜƭ ŀƎǳŀ Ƙŀƴ ŦǊŀŎŀǎŀŘƻ Ŝƴ ŎǳƳǇƭƛǊ 
con las mejoras prometidas y, en cambioΣ Ƙŀƴ ŀǳƳŜƴǘŀŘƻ ƭŀǎ ǘŀǊƛŦŀǎ ŘŜƭ ŀƎǳŀ ŀƭ Ǉǳƴǘƻ ŘŜ 
ƘŀŎŜǊƭŀ ƛƴŀƭŎŀƴȊŀōƭŜ ǇŀǊŀ ƭƻǎ ƘƻƎŀǊŜǎ ǇƻōǊŜǎΦ 9ƭ ǎǳǊƎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ŎŀƳǇŀƷŀǎ ǇƻǇǳƭŀǊŜǎ ŎƻƴǘǊŀ 
ƭŀǎ ǇǊƛǾŀǘƛȊŀŎƛƻƴŜǎ Ŝƴ ƳǳŎƘƻǎ ǇŀƝǎŜǎ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻ Ƙŀ ǇŜǊƳƛǘƛŘƻ ǇƻƴŜǊ ŜƴǘǊŜ ƭŀǎ ŎǳŜǊŘŀǎ ŀ ƭƻǎ 
fundamentalistas del libre mercado. 

CǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ŘŜƭ ŀƎǳŀ ǇƻǊ ƎǊŀƴŘŜǎ ŎƻǊǇƻǊŀŎƛƻƴŜǎ ȅ ǇƻǊ ŜƳǇǊŜǎŀ ǇǵōƭƛŎŀǎ ƳǳŎƘŀǎ ǾŜŎŜǎ 
ōǳǊƻŎǊŀǘƛȊŀŘŀǎ Ŝ ƛƴŜŦŜŎǘƛǾŀǎ ǎŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀƴ ǇƻǊ ǘƻŘƻ Ŝƭ ƳǳƴŘƻ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀǎΦ {ǳ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ 
ŀŘǉǳƛŜǊŜ ŘƛǾŜǊǎŀǎ ŦƻǊƳŀǎ ŘŜǇŜƴŘƛŜƴŘƻ ŘŜƭ ŎƻƴǘŜȄǘƻ ǎƻŎƛƻǇƻƭƝǘƛŎƻΣ ǇŜǊƻ Ŝƴ ƳǳŎƘƻǎ Ŏŀǎƻǎ Ƙŀȅ 
ǇǊƛƴŎƛǇƛƻǎ ŎƻƳǇŀǊǘƛŘƻǎ ǎƻōǊŜ Ŝƭ ǎŜƴǘƛŘƻ ŘŜ ƭƻ άǇǳōƭƛŎƻέΣ ōŀǎŀŘƻǎ Ŝƴ ƭŀ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ǎƛƴ 
ŦƛƴŜǎ ŘŜ ƭǳŎǊƻ ȅ ŀ ŦŀǾƻǊ ŘŜƭ ōƛŜƴ ŎƻƳǵƴΣ ƭŀ ŜǉǳƛŘŀŘΣ ȅ Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎƻΦ [ŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ 
genuina de los ciudadanos y la comǳƴƛŘŀŘ Ŝǎ ŜǎŜƴŎƛŀƭ Ŝƴ ƭŀ ǇǊƻǾƛǎƛƽƴ ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎŀ ŘŜƭ ŀƎǳŀΦ 
9ǎǘŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀ ŘŜƭ ŀƎǳŀ ŎƻƴƭƭŜǾŀ Ŝƭ ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘΣ Ŝƴ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ƭŀǎ 
ƳǳƧŜǊŜǎ ǘƛŜƴŜƴ ǳƴ ǇŀǇŜƭ ƛƳǇƻǊǘŀƴǘŜ ȅ ǎŜ ŀǇǊƻǇƛŀƴ ŘŜƭ ǇǊƻŎŜǎƻΦ tƻǊ ǵƭǘƛƳƻΣ ƻǘǊƻ ŦŀŎǘƻǊ ŎƭŀǾŜ 
es el ambƛŜƴǘŀƭΣ ŘƻƴŘŜ ƭŀ ŎƻƴǎŜǊǾŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŀŎǳƝŦŜǊƻǎ ȅ ǊƝƻǎ Ŝǎ ǇǊƛƻǊƛǘŀǊƛŀ Ŝƴ ǊŜƭŀŎƛƽƴ ŀ ƭŀǎ 
ƻƴŜǊƻǎŀǎ ǎƻƭǳŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŀƭǘŀ ǘŜŎƴƻƭƻƎƝŀΦ 

Asociaciones Publico-Publico (APPs) 

Asociaciones Publico-publico, publico-comunitario y comunitario-comunitario (APPs) ǎǳǊƎŜƴ 
ŎƻƳƻ ǳƴŀ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀ ƳŜƧƻǊ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŘŜ ŎŀǇŀŎƛŘŀŘŜǎ ȅ ǇŀǊŀ ŎƻƴǎŜƎǳƛǊ ǇǊƻǇƻǊŎƛƻƴŀǊ 
ŀƎǳŀ ŘŜ ŦƻǊƳŀ ǳƴƛǾŜǊǎŀƭΣ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ǇǊƛǾŀŘŀ ƻ ǇƻǊ ŀǎƻŎƛŀŎƛƻƴŜǎ ǇǵōƭƛŎƻ-ǇǊƛǾŀŘŀǎΦ 
¸ŜƴŘƻ Ƴłǎ ŀƭƭł ŘŜ ǳƴŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ŜǎǘǊŜŎƘŀ ŘŜ ƭƻ ǇǵōƭƛŎƻΣ ƭŀǎ !ttǎ ǎƻƴ ŘŜǎŎǊƛǘŀǎ ŎƻƳƻ ǳƴŀ 
ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ŎƻƴŎǊŜǘŀ ǇŀǊŀ ŎƻƴŜŎǘŀǊ ŀŎǘƻǊŜǎ ŘƛŦŜǊŜƴǘŜǎ ȅ ŎƻƳǇŀǊǘƛǊ ŜȄǇŜǊƛŜƴŎƛŀǎ ȅ 



 

123 

 

ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻǎ ǇŀǊŀ ƳŜƧƻǊŀǊ ƭƻǎ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ŘŜƭ ŀƎǳŀΦ aƛŜƴǘǊŀǎ ƭŀǎ !ttǎ ǎƻƴ ŘƛǾŜǊǎŀǎ ȅ 
ŦƭŜȄƛōƭŜǎΣ ŜȄƛǎǘŜƴ ŎŀǊŀŎǘŜǊƝǎǘƛŎŀǎ ŎƭŀǊŀǎ ǘŀƭŜǎ ŎƻƳƻ ǎŜǊǾƛǊ ŀƭ ƛƴǘŜǊŞǎ ǇǵōƭƛŎƻΣ ŀƭ ƳƛǎƳƻ ǘƛŜƳǇƻ 
ǉǳŜ ǎƻƴ ŜǎǘǊƛŎǘŀƳŜƴǘŜ ǎƛƴ ŦƛƴŜǎ ŘŜ ƭǳŎǊƻΦ [ƻ ǇǵōƭƛŎƻ ŘŜōŜǊƝŀ ǎŜǊ ŎŜƴǘǊŀƭ Ŝƴ Ŝƭ ŜǎǇƝǊƛǘǳ ŘŜ ƭŀǎ 
asociaciones para garantizar que conduzca al desarrollo de la comunidad. El desarrollo de la 
comunidad no es algo ǉǳŜ ǎŜ ŘŜŎƛŘŀ ŘŜǎŘŜ ŦǳŜǊŀΣ ǎƛƴƻ ǉǳŜ ŘŜōŜ ǎŜǊ ŘƛǎŎǳǘƛŘƻ ƭƻŎŀƭƳŜƴǘŜ ŘŜ 
ŦƻǊƳŀ ƎŜƴǳƛƴŀƳŜƴǘŜ ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎŀΦ [ŀǎ ŀǎƻŎƛŀŎƛƻƴŜǎ Ƙŀōƭŀƴ ŘŜ ǎƻƭƛŘŀǊƛŘŀŘΣ ŀǳǎŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭǳŎǊƻΣ 
ŎƻƭŀōƻǊŀŎƛƽƴΦΦΦ ƴƻ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀΦ /ƻƴŦƛŀƴȊŀ ȅ ŀǇŜǊǘǳǊŀΣ ƴƻ ǎŜŎǊŜǘƻΤ ŎǊŜŀ ƻǇƻǊǘǳƴƛŘŀŘŜǎ ǊŜŀƭŜǎ 
para la transferencia de conocimiento y el intercambio de experiencias. 

5Ŝ ǎŜǊ ǳƴŀ ŜƳǇǊŜǎŀ ŘŜǾŀǎǘŀŘŀΣ tƘƴƻƳ tŜƴƘ ²ŀǘŜǊ {ǳǇǇƭȅ !ǳǘƘƻǊƛǘȅ όtt²{!ύ Ŝǎ 
ŎƻƴǎƛŘŜǊŀŘŀ Ƙƻȅ ŎƻƳƻ ǳƴŀ ŘŜ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǵōƭƛŎŀǎ ŘŜǎǘŀŎŀŘŀǎ ŘŜ !ǎƛŀΣ Ŏƻƴ ǳƴŀ ŎǊŜŎƛŜƴǘŜ 
ǊŜǇǳǘŀŎƛƽƴ ŘŜōƛŘƻ ŀ ǎǳ ŜȄŎŜƭŜƴŎƛŀ ƻǊƎŀƴƛȊŀǘƛǾŀΣ ǇƻǊ ǎǳ ǎŜǊǾƛŎƛƻ ƻǊƛŜƴǘŀŘƻ ǇƻǊ ƭƻǎ ǳǎǳŀǊƛƻǎ ȅ 
ǇƻǊ ǳƴŀ ǇǊŜǎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭǘƻ ƴƛǾŜƭΦ !ǳƳŜƴǘƽ ƭŀ ŎƻōŜǊǘǳǊŀ ŘŜƭ ǎŜǊǾƛŎƛƻ ŘŜ ŀƎǳŀ ŘŜƭ нл ŀ фл҈ ŘŜ 
ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ŜƴǘǊŜ мффо ȅ нлмлΦ 9ǎǘŀǎ ƳŜƧƻǊŀǎ ŘǊłǎǘƛŎŀǎ ŦǳŜǊƻƴ ŎƻƴǎŜƎǳƛŘŀǎ ŀ ǘǊŀǾŞǎ ŘŜ ǳƴŀ 
ǎŜǊƛŜ ŘŜ ǇǊƻȅŜŎǘƻǎ ŘŜ ŀǎƻŎƛŀŎƛƽƴ ǇǵōƭƛŎƻ-ǇǵōƭƛŎƻ όŎƻƻǇŜǊŀŎƛƽƴ ǎƛƴ ŦƛƴŜǎ ŘŜ ƭǳŎǊƻ ŜƴǘǊŜ ŜƴǘŜǎ 
ǇǵōƭƛŎƻǎ ŘŜƭ ŀƎǳŀύΦ 

wŜƳǳƴƛŎƛǇŀƭƛȊŀŎƛƽƴ 

[ŀ ǊŜƳǳƴƛŎƛǇŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ǎŜ Ƙŀ ǘǊŀƴǎŦƻǊƳŀŘƻ Ŝƴ ǳƴŀ ǘŜƴŘŜƴŎƛŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ŎǊŜŎƛŜƴǘŜ ƴƻ ǎƽƭƻ Ŝƴ Ŝƭ 
sector del agua, sinƻ ǘŀƳōƛŞƴ Ŝƴ Ŝƭ ŜƭŞŎǘǊƛŎƻ ȅ ƻǘǊƻǎ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ŜǎŜƴŎƛŀƭŜǎ Ŝƴ 9ǳǊƻǇŀ ȅ ƻǘǊŀǎ 
ǊŜƎƛƻƴŜǎΦ ałǎ ŘŜ ус ŎƛǳŘŀŘŜǎ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻ ŜƴǘŜǊƻ Ƙŀƴ ǊŜƳǳƴƛŎƛǇŀƭƛȊŀŘƻ ǎǳǎ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ŘŜ ŀƎǳŀ 
Ŝƴ ƭƻǎ ǵƭǘƛƳƻǎ мр ŀƷƻǎммΦ 

5ŜǎǇǳŞǎ ŘŜ ŘŞŎŀŘŀǎ ŘŜ ǇǊƛǾŀǘƛȊŀŎƛƻƴŜǎΣ ƭŀ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜƭ ŀƎǳŀ Ŝƴ tŀǊƛǎ ŦǳŜ ǘǊŀƴǎŦŜǊƛŘŀ Ŏƻƴ 
ŞȄƛǘƻ ŀ ǳƴŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ǇǵōƭƛŎŀ ŜƴǘǊŜ нллф ȅ нлмл Ŏƻƴ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻǎ ƭƭŀƳŀǘƛǾƻǎ Ŝƴ ǾŀǊƛƻǎ ŀǎǇŜŎǘƻǎΥ 
ǘǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎƛŀ ŎǊŜŎƛŜƴǘŜΣ ŀƘƻǊǊƻǎ ŘŜ Ŏƻǎǘƻǎ ȅ ǇǊŜǎŜǊǾŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ŦǳŜƴǘŜǎ ŘŜ ŀƎǳŀΦ 9ǎ ƭŀ 
ǊŜƳǳƴƛŎƛǇŀƭƛȊŀŎƛƽƴ Ƴłǎ ƎǊŀƴŘŜ ŘŜ 9ǳǊƻǇŀ ŀ ƭŀ ŦŜŎƘŀΣ ȅ ǎƛƴ ƭǳƎŀǊ ŀ ŘǳŘŀǎ ƴƻ ŦǳŜ ŦłŎƛƭΣ Ŝƴ ǇŀǊǘŜ 
ŘŜōƛŘƻ ŀ ǉǳŜ Ŝƭ ǎŜǊǾƛŎƛƻ ŘŜ ǇǊƻǾƛǎƛƽƴ ŘŜ ŀƎǳŀ Ŝƴ tŀǊƛǎ ŜǊŀ ƻŦǊŜŎƛŘƻ ǇƻǊ Řƻǎ ŎƻƳǇŀƷƝŀǎ ό{ǳŜȊ ȅ 
±ƛƻƭŀύΣ ŎŀŘŀ ǳƴŀ ŎǳōǊƝŀ ǳƴŀ ƳƛǘŀŘ ŘŜ ƭŀ ŎƛǳŘŀŘΦ DǊŀŎƛŀǎ ŀ ƭŀ ǊŜƳǳƴƛŎƛǇŀƭƛȊŀŎƛƽƴΣ ƭŀ ŎƛǳŘŀŘ Ƙŀ 
ahorǊŀŘƻ ŀǇǊƻȄƛƳŀŘŀƳŜƴǘŜ ор ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ ŜǳǊƻǎ Ŝƴ Ŝƭ ǇǊƛƳŜǊƻ ŀƷƻ ȅ ǇǳŘƻ ǊŜŘǳŎƛǊ ƭŀ ǘŀǊƛŦŀ 
del agua en un 8%. 

Derecho Humano al Agua, Iniciativa Ciudadana Europea y el Proyecto Comunidad Azul 

[ŀ ŎŀƳǇŀƷŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ ǊŜŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ƘǳƳŀƴƻ ŀƭ ŀƎǳŀ Ŝǎ ǳƴƻ ŘŜ ƭƻǎ ŜƧŜƳǇƭƻǎ ŘŜ 
ǾƛŎǘƻǊƛŀ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀΦ [ŀ wŜǎƻƭǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ !ǎŀƳōƭŜŀ DŜƴŜǊŀƭ ŘŜ ƭŀ hb¦ Ŝƴ Ŝƭ ŀƷƻ нлмл ǎƻōǊŜ Ŝƭ 
ŘŜǊŜŎƘƻ ƘǳƳŀƴƻ ŀƭ ŀƎǳŀ ȅ ǎŀƴŜŀƳƛŜƴǘƻ ό!κспκнфнύ ŦǳŜ ǳƴ ƭƻƎǊƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀǘƛǾƻΣ ǎƛ ōƛŜƴ ƭŀ ƭǳŎƘŀ 
ȅ ƭƻǎ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻǎ ǎƻōǊŜ Ŝƭ ŀƎǳŀ ŀǵƴ ŎƻƴǘƛƴǵŀƴΦ 

El ŞȄƛǘƻ ŘŜ ƭŀ LƴƛŎƛŀǘƛǾŀ /ƛǳŘŀŘŀƴŀ 9ǳǊƻǇŜŀ ǎƻōǊŜ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀƭ ŀƎǳŀ όwƛƎƘǘн²ŀǘŜǊмнύ Ŝǎ ƻǘǊƻ 
ŜƧŜƳǇƭƻ Ŝƴ Ŝƭ ǉǳŜ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀƭ ŀƎǳŀ Ŝǎ ŀǇƭƛŎŀŘƻ ƴƻ ǎƽƭƻ ŎƻƳƻ ƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ƭŜƎŀƭ ǎƛƴƻ ŎƻƳƻ 
ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻ ǇŀǊŀ ŘŀǊ ǇƻŘŜǊ ŀ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎΦ 9ƴ ƴƻǾƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмоΣ wƛƎƘǘн²ŀǘŜǊ 
ǊŜŀƭƛȊƽ Ŏƻƴ ŞȄƛǘƻ ƭŀ ǇǊƛƳŜǊŀ LƴƛŎƛŀǘƛǾŀ /ƛǳŘŀŘŀƴŀ 9ǳǊƻǇŜŀ ŀƭ ǊŜŎƻƭŜŎǘŀǊ мΣсс ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ 
ŦƛǊƳŀǎ ǾŀƭƛŘŀǎ Ŝƴ ну ǇŀƝǎŜǎ ŘŜ ƭŀ ¦9Φ 

9ƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ά/ƻƳǳƴƛŘŀŘ !Ȋǳƭέмо ƴŀŎƛƽ Ŝƴ /ŀƴŀŘł ȅ Ŝǎ ƻǘǊƻ ŜƧŜƳǇƭƻ Ŝƴ Ŝƭ ǉǳŜ ƭŀǎ 
municipalidades declaran que recƻƴƻŎŜ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ƘǳƳŀƴƻ ŀƭ ŀƎǳŀ ȅ ǎŜ ŎƻƳǇǊƻƳŜƴǘŜ ŀ 
ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊƭƻ ŀŎǘƛǾŀƳŜƴǘŜΦ 9ƴ ŜǎǘŜ ŎŀǎƻΣ мр ƎƻōƛŜǊƴƻǎ ƳǳƴƛŎƛǇŀƭŜǎ ŘŜ /ŀƴŀŘł ǎŜ Ƙŀƴ 
declarado como comunidades azul. Y la iniciativa ha cruzado las fronteras porque la ciudad 
suiza de Bern ha sido la primeǊŀ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘ ŀȊǳƭ Ŝƴ 9ǳǊƻǇŀ ȅ ƭŀ ŎƛǳŘŀŘ ŘŜ /ŀƳōǳǉǳƛǊŀ Ŝƴ 
.ǊŀǎƛƭΣ ƭƻ Ƙŀ ǎƛŘƻ Ŝƴ !ƳŞǊƛŎŀ [ŀǘƛƴŀΦ 

!ƭƎǳƴƻǎ ŜƧŜƳǇƭƻǎ ŘŜ ŘŜƳƻŎǊŀǘƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ǎŜǊǾƛŎƛƻ ŘŜ ŀƎǳŀ 

La Red nacional de Acueductos Comunales en Colombia ŦǳŜ ŜǎǘŀōƭŜŎƛŘŀ Ŏƻƴ ŞȄƛǘƻ ƘŀŎŜ ȅŀ 
ŀƭƎǳƴƻǎ ŀƷƻǎΦ [ƻǎ ŀŎǳŜŘǳŎǘƻǎ ŎƻƳǳƴŀƭŜǎ όǎƛǎǘŜƳŀǎ ŎƻƳǳƴƛǘŀǊƛƻǎ ŘŜ ŀƎǳŀύ ǎƻƴ ŜǎŜƴŎƛŀƭŜǎ 
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ǇŀǊŀ ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ŜƳǇƻōǊŜŎƛŘŀǎ ǇǳŜǎ Ŝǎǘłƴ ƻŎǳǇŀƴŘƻ Ŝƭ ǾŀŎƝƻ Ŝƴ ƭŀ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜƭ 
ǎŜǊǾƛŎƛƻ ŘŜ ŀƎǳŀ Ŝƴ łǊŜŀǎ ǊǳǊŀƭŜǎ Ŝƴ ƭƻǎ ǉǳŜ ƴƻ ƭƭŜƎŀ ƭŀ ŎƻōŜǊǘǳǊŀ ŘŜ ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ƻ ƭŀ 
adminiǎǘǊŀŎƛƽƴ ǇǵōƭƛŎŀΦ {ƻƴ ǳƴŀ ǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀ ŎƭŀǾŜ ǇŀǊŀ ƭŀ ŘŜŦŜƴǎŀ ŘŜ ƭƻǎ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ȅ ŦǊŜƴǘŜ ŀ 
ƭŀǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ƳƛƴŜǊŀǎ ǊŜǎǇŀƭŘŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ ǉǳŜ ŎƻƴǘŀƳƛƴŀƴ ȅ ǇǊƛǾŀƴ ŀ ƭŀǎ 
ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ŘŜƭ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭƻǎ ŀŎǳƝŦŜǊƻǎΦ [ŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ƳǳƧŜǊŜǎ Ŝƴ Ŝǎǘŀǎ ƛƴƛŎƛŀǘƛǾŀǎ 
ƴƻ Ŝǎ ƳŜǊŀƳŜƴǘŜ ǎƛƳōƽƭƛŎŀΣ ǇƻǊ Ŝƭ ŎƻƴǘǊŀǊƛƻΣ ǎƻƴ ǳƴŀ ƳǳŜǎǘǊŀ ŘŜƭ ǎŜƴǘƛŘƻ ŘŜ ŎƻƳǇǊƻƳƛǎƻ 
que ellas tienen con su comunidad. 

[ŀ /ƻƳǇŀƷƝŀ 9ǎǘŀǘŀƭ ŘŜ !Ǝǳŀ ŘŜ ¢ŀƳƛƭ bŀŘǳ ό¢²!5ŜƴƛƴƎƭŞǎύ Ŝƴ LƴŘƛŀ ǎŜ ŎƻƳǇǊƻƳŜǘƛƻ ȳŀ 
ǇǊƛƴŎƛǇƛƻǎ ŘŜ ƭŀ ŘŞŎŀŘŀ ŘŜƭ нллл ŀ ƳŜƧƻǊŀǊ Ŝƭ ŀŎŎŜǎƻ ŀƭ ŀƎǳŀ Ŝƴ ŎŜǊŎŀ ŘŜ рлл ǇƻōƭŀŎƛƻƴŜǎ 
ǊǳǊŀƭŜǎ ǉǳŜ Ƙŀƴ ǎƛŘƻ ƳŀǊƎƛƴŀŘŀǎ ŘŜǎŘŜ ƘŀŎŜ ŘŞŎŀŘŀǎмпΦ [ŀ ¢²!5 ƛƴǾƻƭǳŎǊƽ ŀŎǘƛǾŀƳŜƴǘŜ ŀ 
ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ Ŝƴ ƭŀǎ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎ ǎƻōǊŜ ƭŀǎ ǎƻƭǳŎƛƻƴŜǎ ŀƭ ǇǊƻōƭŜƳŀ ŘŜƭ ŀƎǳŀ ȅ ŀǇƻȅƽ Ŝƭ 
ǇǊƻŎŜǎƻ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊŀ ȅ ǘŞŎƴƛŎŀƳŜƴǘŜΦ 5Ŝ Ŝǎǘŀ ƳŀƴŜǊŀ ǎŜ Ƙŀ ǇƻǎƛōƛƭƛǘŀŘƻ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇƻōƭŀŘƻǎ 
ǇǳŜŘŀƴ ǊŜŎǳǇŜǊŀǊ ȅ ǇǊƻǘŜƎŜǊ ǎǳǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ŀŎǳƝŦŜǊƻǎΣ ƛƴǘǊƻŘǳŎƛŜƴŘƻ ǘŜŎƴƻƭƻƎƝŀ ŦłŎƛƭ ŘŜ 
ƳŀƴǘŜƴŜǊ ȅ ŘŜ ōŀƧƻ Ŏƻǎǘƻ ȅ ǇǊƛƻǊƛȊŀƴŘƻ Ŝƭ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ ȅ ŀ ƻǘǊƻǎ ǳǎǳŀǊƛƻǎ 
del agua margiƴŀŘƻǎΦ {ǳǎ ŜǎŦǳŜǊȊƻǎ ŀȅǳŘŀǊƻƴ ǘŀƳōƛŞƴ ŀ ǉǳŜ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴ ǇǳŘƛŜǊŀ ŀƳƻǊǘƛƎǳŀǊ ƭŀǎ 
ŎƻƴǎŜŎǳŜƴŎƛŀǎ ŘŜƭ ŎŀƳōƛƻ ŎƭƛƳłǘƛŎƻΦ ałǎ ŘŜ оΦсфр ŀǎƻŎƛŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ǳǎǳŀǊƛƻǎ ŘŜ ŀƎǳŀ ŜƭŜƎƛŘŀǎ 
ŘŜƳƻŎǊłǘƛŎŀƳŜƴǘŜ όǉǳŜ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀƴ мΣур ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎύ ŘŜǎŜƳǇŜƷŀƴ ǳƴ Ǌƻƭ 
fǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭ ǇŀǊŀ ƭŀ ǊŜƘŀōƛƭƛǘŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ŎŀƴŀƭŜǎΣ ƭŀ ǊŜƛƴǾŜƴŎƛƽƴ ŘŜ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ǇŀǊŀ 
ŀƭƳŀŎŜƴŀǊ ŀƎǳŀ ȅ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ŘŜ ǊƛŜƎƻ Ŏƻƴ ŀƘƻǊǊƻ ŘŜ ŀƎǳŀΣ ŀǎƝ ŎƻƳƻ ŀȅǳŘŀǊ Ŝƴ ƭŀ ŘƛǾŜǊǎƛŦƛŎŀŎƛƽƴ 
ŘŜ ƭƻǎ ǇƭŀƴǘƝƻǎΦ 

* Satoko Kishimoto 

 wŜŦŜǊŜƴŎƛŀǎ Ŝƴ Ŝƭ LƴŦƻǊƳŜ ŘƛǎǇƻƴƛōƭŜ Ŝƴ ƭŀ ǿŜō ŘŜ ƭŀ /ŀƳǇŀƷŀΥ 
http://www.stopcorporateimpunity.org/?page_id=5534   

Footnotes: 

(1) http://www.psiru.org/reports/list-water-re-municipalisations-worldwide-november-2013   

(2) http://www.right2water.eu/ 

(3) http://www.canadians.org/bluecommunities 

(4) ałǎ ŘŜǘŀƭƭŜǎ Ŝƴ ƭŀ ǇǳōƭƛŎŀŎƛƽƴ ŘƛǎǇƻƴƛōƭŜ Ŝƴ Ŝǎǘŀ ǿŜōΥ 
http://www.tni.org/sites/www.tni.org/archives/books/watertamilnadusuresh.pdf    

 

 

II.3 Construyendo la Soberanía Energética 

Para Cambiar el sistema energético* 

El actual sistema energético entendido como un conjunto de relaciones que vinculan al 
sistema humano entre sí, con la naturaleza y que se encuentra determinado por las 
relaciones de producción existentes es mucho más amplio que la estructura o matriz 
energética de producción y consumo de energía. Incluye también un conjunto de relaciones 
entre las que podemos citar a las diferentes políticas públicas, los conflictos sectoriales, las 
alianzas geopolíticas, las estrategias empresariales, las demandas sectoriales, los oligopolios, 
la relación entre energía y distribución de la riqueza, los desarrollos tecnológicos, las 
relaciones con el modelo productivo entre otras. 

Ante las características del sistema energético mundial, como:  

¶ Alta concentración respecto a la propiedad y manejo de los recursos energéticos 
convencionales. 

¶ Altos niveles de conflictividad alrededor del acceso a las fuentes energéticas. 

¶ Fuertes impactos sobre las poblaciones afectadas por toda la cadena de exploración, 
extracción, transformación y uso de la energía.  

http://www.stopcorporateimpunity.org/?page_id=5534
http://www.psiru.org/reports/list-water-re-municipalisations-worldwide-november-2013
http://www.right2water.eu/
http://www.canadians.org/bluecommunities
http://www.tni.org/sites/www.tni.org/archives/books/watertamilnadusuresh.pdf
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¶ Altos impactos ambientales sobre la biodiversidad en zonas rurales y urbanas. 

¶ La utilización de las fuentes convencionales de energía son causantes de las dos 
terceras partes de las emisiones de gases de efecto invernadero, causantes del 
proceso de calentamiento global y cambio climático 

¶ Los impactos de las grandes obras de infraestructura energética, en todos los 
eslabones de su cadena, sobre los territorios, la biodiversidad y las comunidades 
afectadas. 

¶ Las inequidades relacionadas a las características de apropiación de la energía y sus 
beneficios en toda la cadena productiva. 

¶ La apropiación privada y con fines de lucro de los bienes y servicios energéticos. La 
mercantilización de las cadenas energéticas en todas sus etapas. 

¶ La ausencia de la participación ciudadana en la construcción de las políticas 
energéticas y sobre todo en la posibilidad de decidir sobre los usos del territorio son 
una característica inherente al sistema energético vigente. 

El cambio de la matriz energética hacia una matriz que dependa muchos menos de los 
combustibles fósiles y más de fuentes de energía renovables resulta solo una condición 
necesaria en particular para dar respuesta a la acuciante situación climática pero claramente 
insuficiente. 

Disputar el concepto de la soberanía energética superando las miradas que lo vinculan solo a 
la seguridad energética o a miradas nacionalistas excluyentes requiere un abordaje más 
amplio del problema. Los siguientes temas resultan imprescindibles de abordar 

Deconstruir 

Se trata de disputar la idea de que la cantidad de energía que necesita la sociedad deber 
siempre creciente. Desarticularla idea del crecimiento material y energético infinito 
disputando los mecanismo culturales de satisfacción de necesidades y el imaginario de 
felicidad humana 

Desprivatizar y desconcentrar el sistema energético 

Resulta indispensable avanzar en un proceso de desprivatización de aquellos espacios 
ocupados por la actividad privada para que su lugar sea ocupado por las diferentes formas de 
propiedad pública. Sumado a una fuerte desconcentración del sector propiciando el 
desarrollo de sistemas de generación de energía distribuidos. 

Desmercantilizar el sistema energético 

La lógica de mercado impuesta al sector más fuertemente desde el período de embate del 
neoliberalismo resulta en la principal traba para dejar de considerar a la energía en una 
mercancía y transformarla en un derecho parte de los derechos ampliados que la configura 
no como un fin en si mismo sino como una herramienta para mejorar la calidad de vida de 
los pueblos. Resulta indispensable construir una lógica de derechos alrededor de la energía. 

Democratizar el sistema energético 

Pocos sectores hay en la actualidad más alejados de la decisión de los pueblos. Las disputas 
alrededor de las obras de infraestructura agresivas son algunos ejemplos. Pero toda la 
cadena de decisiones alrededor de las obras, las opciones, etc se encuentran fuertemente 
centralizadas y con baja participación de las sociedades. Se requiere un fuerte proceso de 
democratización de las políticas energéticas. 

El desarrollo de políticas energéticas locales. La apropiación de este tipo de políticas por las 
comunidades locales parece ser una alternativa a la fuerte centralización. Tienen aquí un 
fuerte peso el desarrollo de políticas municipales y comunales alrededor de la energía. La 
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apropiación de esta alternativa por las comunidades si bien pueden presentar un techo en la 
disputa por otro modelo energético también puede generar una mejor correlación de fuerzas 
para la disputa a escalas superiores. 

Impulsar la eficiencia y el uso de fuentes renovable sustentablemente 

Como dijimos es indispensable modificar la matriz energética desplazando a los combustibles 
fósiles pòr fuentes renovables de energía. Hoy las condiciones de madurez tecnológica y 
económica lo permiten. La mayoría de las fuentes se encuentran maduras para ello. Pero las 
fuentes renovables no son una panacea y deben ser analizadas en cada caso de manera de 
desarrollar aplicaciones sustentables no solo ambientalmente sino social y políticamente. En 
este camino la eficiencia energética debe ser considerada una fuente de energía y por lo 
tanto debe buscarse e implementarse. 

Disputar el futuro 

Los escenarios futuros son monopolio de las agencias de energía vinculadas a las empresas 
transnacionales y a los gobiernos. Es necesario encontrar los mecanismos para desarrollar 
escenarios alternativos a los escenarios tendenciales de las empresas y gobiernos que solo 
ven más fósiles, más concentración, más negocios y más pobreza energética. 

 

5ŜŦƛƴƛŜƴŘƻ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ** 

ƴ ǘƛŜƳǇƻǎ ŘŜ ƛƴŘƛƎƴŀŎƛƽƴ ǇƻǊ ƭƻǎ ŀōǳǎƻǎ ŘŜ ǇƻŘŜǊ ŘŜ ǳƴŀ ƻƭƛƎŀǊ- ǉǳƝŀΣ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ŘŜƳŀƴŘŀ 
Ŝƴ Ŝƭ ƳǳƴŘƻ ŘŜ ƭŀ ŜƴŜǊƎƝŀ όŀƭ ƛƎǳŀƭ ǉǳŜ Ŝƴ ƻǘǊƻǎ łƳōƛǘƻǎύ ǳƴŀ ƴǳŜǾŀ ƻƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀǘƛȊŀŘƻǊŀΦ {ƛ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ǎŜ ǊŜŦƛŜǊŜ ŀ ǇƻŘŜǊΣ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ Ŝǎ ƘŀōƭŀǊ ŘŜ ŘƽƴŘŜ ǊŜǎƛŘŜ Ŝƭ ǇƻŘŜǊ Ŝƴ Ŝƭ 
łƳōƛǘƻ ŘŜ ƭŀǎ ŜƴŜǊƎƝŀǎΦ CǊŜƴǘŜ ŀ ǳƴ ŜƴŦƻǉǳŜ ŎƻƳƻ Ŝƭ ŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻΣ ŎŜƴǘǊŀŘƻ Ŝƴ 
la legitimidad de los Estados no importa si han sidƻ ŎƻƻǇǘŀŘƻǎ ǇƻǊ ŞƭƛǘŜǎ ŜȄǘǊacǘƛǾƛǎǘŀǎΣ ƭŀ 
ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ŘŜŦƛŜƴŘŜ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ƛƴŘƛǾƛŘǳƻǎΣ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ȅ ǇǳŜōƭƻǎ ǇŀǊŀ 
ŘŜŎƛŘƛǊ ǎƻōǊŜ ƭƻǎ ŀǎǳƴǘƻǎ ǉǳŜ ƭŜǎ ŀŦŜŎǘŀƴΣ ǇŀǊŀ ƘŀŎŜǊ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ŎƻǘƛŘƛŀƴŀƳŜƴǘŜΦ [ŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ 
ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ŀ ƭŀ ǉǳŜ ƴƻǎ ǊŜŦŜǊƛƳƻǎΣ ǎŜ ŀƭŜƧŀ ŘŜ ƭŀ ŘŜŦŜƴǎŀ ŘŜ ƭŀǎ ŦǊƻƴǘŜǊŀǎ ȅ ŘŜ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ 
ŀƭƛƴŜŀŘƻǎ Ŏƻƴ ƭŀǎ ŞƭƛǘŜǎΣ ŘŜƴǳƴŎƛŀ ƭŀ ŎǳƭǘǳǊŀ ǉǳŜ ǇǊƻƳǳŜǾŜ ƭŀ ŘŜƭŜƎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ŘŜŎƛǎiones en 
una supuesta neutraliŘŀŘ ŘŜ ƭƻǎ ŜȄǇŜǊǘƻǎΣ ǎǳ ǇƭŀƴƛŦƛŎŀŎƛƽƴ ǘŜŎƴƽŎǊŀǘŀ ȅ ƭŀ ǘƻƳŀ ŘŜ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎ 
desde arriba. Se opone a la exclǳ- ǎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ǎŀōŜǊŜǎ ǘǊŀŘƛŎƛƻƴŀƭŜǎΣ ƭŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
ŎƛǳŘŀŘŀƴƝŀ ŀŎǘƛǾŀ ȅ ƭŀ ŎƻǊǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘΦ 

!ǎƝΣ ƛƴǎǇƛǊŀŘŀ Ŝƴ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ŘŜ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ ŘŜ [ŀ ±Ɲŀ /ŀƳǇŜǎƛƴŀΣ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ 
ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ǇƻŘǊƝŀ ŘŜŦƛƴƛǊǎŜ ŎƻƳƻ Ŝƭ ŘŜǊŜŎƘƻ ŘŜ ƭƻǎ individuos conscientes, las comunidades y 
los pueblos a tomar sus propias decisiones respecto a la geneǊŀŎƛƽƴΣ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ȅ ŎƻƴǎǳƳƻ 
ŘŜ ŜƴŜǊƎƝŀΣ ŘŜ ƳƻŘƻ ǉǳŜ Ŝǎǘŀǎ ǎŜŀƴ ŀǇǊƻǇƛŀŘŀǎ ŀ ƭŀǎ ŎƛǊŎǳƴǎǘŀƴŎƛŀǎ ŜŎƻƭƽƎƛŎŀǎΣ ǎƻŎƛŀƭŜǎΣ 
ŜŎƻƴƽ- micas y culturales, sƛŜƳǇǊŜ ȅ ŎǳŀƴŘƻ ƴƻ ŀŦŜŎǘŜƴ ƴŜƎŀǘƛǾŀƳŜƴǘŜ ŀ ǘŜǊŎŜǊƻǎΦ /ŀŘŀ 
ǇŜǊǎƻƴŀ ȅ ŎŀŘŀ ǇǳŜōƭƻ ǘƛŜƴŜ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀ ƭŀ ŎŀƴǘƛŘŀŘ ȅ ǘƛǇƻ ŘŜ ŜƴŜǊƎƝŀ ƴŜŎŜǎŀǊƛŀ ǇŀǊŀ 
ǎƻǎǘŜƴŜǊǎŜ ŀ ǎƝ ƳƛǎƳƻκŀ ȅ ŀ ǎǳ ƎǊǳǇƻΣ ȅ ŀ ƭƻǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻǎ ǇŀǊŀ ƳŀƴǘŜƴŜǊƭŀΣ ǎƛŜƳǇǊŜ ȅ 
cuando no externalice impactos ambientales, ǎƻŎƛŀƭŜǎ ƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ ƴŜƎŀǘƛǾƻǎΣ Ŝǎ ŘŜŎƛǊΣ ƴƻ 
ƎŜƴŜǊŜ ŀƴǘƛŎƻƻǇŜǊŀŎƛƽƴΦ 

5Ŝ ƭŀ ƳƛǎƳŀ ƳŀƴŜǊŀΣ ƳƛŜƴǘǊŀǎ ǉǳŜ ŘŜǎŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ Ŝǎǘŀǘŀƭ ǎŜ ƘŀōƭŀǊƝŀ ŘŜ ƛƴŘŜǇŜƴŘŜƴŎƛŀ ȅ 
ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ǇŀǊŀ ǊŜŦŜǊƛǊǎŜ ŀ ƭŀ ǳǘƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴŀ Ŏŀƴǘƛdad indeterminada de 
recursos que se consideran necesarios para mantener al ƳłȄƛƳƻ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŘƻƳŞǎǘƛŎŀ 
όǎŀǘƛǎŦŀ- ŎƛŜƴŘƻ ǘƻŘƻ ǘƛǇƻ ŘŜ ŎƻƴǎǳƳƻǎ ǎƛƴ ŀǘŜƴŘŜǊ ŀ ǎǳ ƴŀǘǳǊŀƭŜȊŀύΣ ǇŀǊŀ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŘŜ ƭƻǎ 
ǇǳŜōƭƻǎ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ Ŝǎ ǉǳŜ ǘƻ- das las ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǘŜƴƎŀƴ ŘŜǊŜŎƘƻ ŀƭ ŀŎŎŜǎƻ ŀ ƭŀǎ 
ŜƴŜǊƎƝŀǎ Ŝƴ ŎƻƴŘƛŎƛƻƴŜǎ ŘƛƎƴŀǎ ȅ Ŝƴ ŎŀƴǘƛŘŀŘ ǎǳŦƛŎƛŜƴǘŜ ȅ ŜǉǳƛǘŀǘƛǾŀΦ aƛŜƴǘǊŀǎ ǉǳŜ ŘŜǎŘŜ ƭŀ 
ŎǳƭǘǳǊŀ ŘŜ ŜȄǇŜǊǘƻǎ ǎŜ ǇǊŜ- ǘŜƴŘŜǊƝŀ ŀƭŦŀōŜǘƛȊŀǊ ŀ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ŜƴǘƛŜƴŘŀ ƭŀ 9ƴŜǊƎƝŀ 
όŜƴǘŜ ŀōǎǘǊŀŎǘƻΣ ƘƻƳƻƎŞƴŜƻ ȅ ŜǎǇŜŎǳƭŀōƭŜύ ǇƻǊ ƳŜŘƛƻ ŘŜ ǳƴŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ ǾŜǊǘƛŎŀƭ ƧŜǊłǊǉǳƛŎŀ ȅ 
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ǳƴƛŘƛ- ǊŜŎŎƛƻƴŀƭΣ ŘŜǎŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ Ŝƴ ŎŀƳōƛƻ ǎŜ ǇƭŀƴǘŜŀ ǉǳŜ ƭŀ ǊŜŀƭƛŘŀŘ Ŝǎ 
ŎƻƳǇƭŜƧŀΣ ƳǳƭǘƛŘƛƳŜƴǎƛƻƴŀƭ ȅ ŀǎƛƳŞǘǊƛŎŀΣ ȅ ŘŜōŜ ŎƻƳǇǊŜƴŘŜǊ ƭƻǎ ŜƴŦƻǉǳŜǎ ŘŜ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ 
agentes afectaŘƻǎΦ tƻǊ ǘŀƴǘƻΣ Ŝǎ ƴŜŎŜ- ǎŀǊƛƻ ŘŜǎƳƻƴƻǇƻƭƛȊŀǊ ƭŀ ŜǎǇŜŎƛŀƭƛȊŀŎƛƽƴΣ ƎŜƴŜǊŀǊ ǳƴŀ 
ŎƻƳǳƴƛŘŀŘ ŜȄǘŜƴŘƛŘŀ ŘŜ ƛƎǳŀƭŜǎ ŎƻƳǇǳŜǎǘŀ ǇƻǊ ǘƻŘƻǎ ŀǉǳŜƭƭƻǎ ǉǳŜ ŘŜǎŜŜƴ ŜƴǘǊŀǊ Ŝƴ ǳƴ 
ŘƛłƭƻƎƻ ȅ ŘŜŎƛŘƛǊΦ 5ƻƴŘŜ ǎǳǎ ƳƛŜƳōǊƻǎ ŀǇƻǊǘŜƴ ǎǳǎ ƘŜŎƘƻǎΣ ǉǳŜ ƛƴŎƭǳȅŀƴ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻǎ 
imprescƛƴŘƛōƭŜǎ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ƭŀǎ ŜƴŜǊƎƝŀǎ ƴŜŎŜǎŀǊƛŀǎ ǇŀǊŀ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǎŜŀƴ ǎŀǘƛǎŦŜŎƘŀǎΦ {Ŝ ǘǊŀǘŀ 
ŘŜ ƭŀǎ ŜƴŜǊƎƝŀǎ ŎƻƴŎǊŜǘŀǎ ȅ ŘƛǾŜǊǎŀǎ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ 9ƴŜǊƎƝŀ ƳŜǊŎŀƴǘƛƭƛȊŀŘŀ ȅ ƻƭƛƎƻǇƽƭƛŎŀΦ 

!ǎƛƳƛǎƳƻΣ ŀƭŎŀƴȊŀǊ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊ- ƎŞǘƛŎŀ ǎǳǇƻƴŜ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ǇǳŜŘŀƴ ŘŜŎƛŘƛǊ ǎƻōǊŜ 
ƭŀǎ ŎǳŜǎǘƛƻƴŜǎ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀǎ ǎƛƴ ƛƴǘŜǊŦŜǊŜƴŎƛŀǎ ȅ ŜǎŎƭŀǾƛǘǳŘŜǎΣ ŎƻƳƻ ƭŀǎ ǉǳŜ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀƴ ƭŀ 
ǇŜǊǎŜŎǳŎƛƽƴ ŘŜ ōŜƴŜŦƛŎƛƻǎ ŎǊŜŎƛŜƴǘŜǎ ȅ ƭŀ ǊŜƴŘƛŎƛƽƴ ŘŜ ŎǳŜƴǘŀǎ ŀƴǘŜ ŀŎŎƛƻƴƛǎǘŀǎΣ ŀ ƭŀǎ ǉǳŜ 
Ŝǎǘłƴ ǎǳƧŜǘŀǎ ƭŀǎ ŜƳ- presas privadas actualmente, y fruto ŘŜ ƭŀ ŀŎǘǳŀƭ ƳŜǊŎŀƴǘƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
9ƴŜǊƎƝŀΦ tŀǊŀ ǇǊƛƻǊƛȊŀǊ Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ǎƻōǊŜ Ŝƭ ōƛŜƴ ŎƻƳǵƴ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎƻ ǎŜ ŘŜōŜ 
ǘǊŀǎŎŜƴŘŜǊ ƭŀ ŘƛǎȅǳƴǘƛǾŀ ŜƴǘǊŜ Ŝƭ ǎŜŎǘƻǊ ǇǵōƭƛŎƻ ȅ Ŝƭ 

ǇǊƛǾŀŘƻΣ ŀƴŎƭŀŘŀ ǘŀƳōƛŞƴ Ŝƴ ǳƴŀ ƭƽƎƛŎŀ ŘƻƴŘŜ ƻǘǊŀǎ ǾƛǎƛƻƴŜǎ ƴƛ ŜǎǘŀǘŀƭŜǎ ƴƛ ǇǊƛǾŀŘŀǎ ǉǳŜŘŀƴ 
ŜȄŎƭǳƛŘŀǎΦ tƻǊ Ŝƭ ŎƻƴǘǊŀǊƛƻΣ ǎŜ ŘŜōŜ ǘŜƴŘŜǊ ŀ ŦƻƳŜƴǘŀǊ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǎ ȅ ŀŎǘƻǊŜǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ ǉǳŜ 
ƴƻǎ ƭƛōŜǊŜƴ ŘŜ ŘƛŎƘŀǎ ŜǎŎƭŀǾƛǘǳŘŜǎ ȅ ǇŜǊƳƛǘŀƴ ŀ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ǘƻƳŀǊ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎ ƭƛōǊŜƳŜƴǘŜ ȅ 
entre iguales, siguiendo el ejemplo de las actuales cooperativas comercializadoras de 
electricidad. 

tŜǊƻ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ όŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎύ Ŝǎ ƭŀ ǉǳŜ ŘŜŦƛŜƴŘŜ ǘŀƳōƛŞƴ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŘŜ 
ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ǉǳŜ ǎƻƴΦ ¸ Ŝƴ ŎƻƴǎŜŎǳŜƴŎƛŀΣ Ŝƭ ǊŜǎǇŜǘƻ ŀ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ŘŜ ǘƻŘƻǎ 
los pueblos impliŎŀ Ŝƭ ŀƘƻǊǊƻ ȅ ƭŀ ǊŀŎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ Ŝƴ Ŝƭ ǳǎƻ ŘŜ ƭƻǎ ōƛŜƴŜǎ ŎƻƳǳƴŜǎ ǇŀǊŀ ƴƻ 
ƛƴǘŜǊŦŜǊƛǊ ƴŜƎŀǘƛǾŀƳŜƴǘŜ Ŝƴ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ ŘŜ ƻǘǊŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ƴƛ ŘŜ ƭŀǎ ŦǳǘǳǊŀǎ 
ƎŜƴŜǊŀŎƛƻƴŜǎΣ ȅŀ ǎŜŀ ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭŀ ƎŜƴŜǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ǇǊƻōƭŜƳŀǎ ŀƳōƛŜƴǘŀƭŜǎ όǘŀƭŜǎ ŎƻƳƻ Ŝƭ 
camōƛƻ ŎƭƛƳłǘƛŎƻ ƻ ƭŀ ƎŜƴŜǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ǊŜǎƛŘǳƻǎ ŀƭǘŀƳŜƴǘŜ ǊŀŘƛŀŎǘƛǾƻǎύ ƻ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ 
ŀŎŀǇŀǊŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ōƛŜƴŜǎ ŘŜ ǳƴƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ǎƻōǊŜ ƻǘǊƻǎΣ ŀ ǾŜŎŜǎ ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƎǳŜǊǊŀǎΦ tŀǊŀ ƭƻ 
Ŏǳŀƭ ǎŜ ŘŜōŜƴ ǊŜƭƻŎŀƭƛȊŀǊ ƭƻǎ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŘŜ ƎŜƴŜǊŀŎƛƽƴ ȅ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀǎ Ŝƴ ǳƴ ŘƻōƭŜ 
ǎŜƴǘƛŘƻΥ ŀŎŜǊŎłƴŘƻƭƻǎ ŀ ƭƻǎ Ǉǳƴǘƻǎ ŘŜ ǳǘƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ȅ ŦŀŎƛƭƛǘŀƴŘƻ ƭŀ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ 
Ŝƴ ƭƻǎ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŘŜ ǘƻƳŀ ŘŜ ŘŜŎƛǎƛƻƴŜǎΦ [ŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŜƴŜǊƎŞǘƛŎŀ Ŝǎ Ŝƭ ŎŀƳƛƴƻ ŘŜ 
empoderamiento social que transforma las estructuras del poder oligoǇƽƭƛŎƻ ȅ ŎǊŜŀ ƴǳŜǾŀǎ 
ǊŜŀƭƛŘŀŘŜǎ ŘŜǎŘŜ ŀōŀƧƻΣ ǇƻǊ ƭƻǎ ŘŜ ŀōŀƧƻ ȅ ǇŀǊŀ ƭƻǎ ŘŜ ŀōŀƧƻΦ 9ƴ ƭŀ ŜƴŜǊƎƝŀ ǘŀƳōƛŞƴΦ 

* Por Pablo Bertinat, Consejo Editorial de La Revista Energía y Equidad - Pensar y actuar (sobre) la 
energía, en: www.energiayequidad.org)   

** tƻǎƛŎƛƽƴ ŜƭŀōƻǊŀŘŀ Ŝƴ ƳŀǊȊƻ ŘŜ нлмп ǇƻǊ tŀōƭƻ /ƻǘŀǊŜƭƻ ό9ŎƻƭƻƎƛǎǘŀǎ Ŝƴ !ŎŎƛƽƴύΣ 5ŀǾƛŘ [ƭƛǎǘŀǊ ȅ 
!ƭŦƻƴǎ tŞǊŜȊ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛ ŘŜƭ 5ŜǳǘŜ Ŝƴ ƭŀ DƭƻōŀƭƛǘȊŀŎƛƽύΣ "ƭŜȄ DǳƛƭƭŀƳƻƴ ό9ƴǘǊŜǇƻōƭŜǎύΣ aŀǊƛŀ 

/ŀƳǇǳȊŀƴƻ ό9ƴƎƛƴȅŜǊƛŀ {ŜƴǎŜ CǊƻƴǘŜǊŜǎύ ȅ [ƻǳǊŘŜǎ .ŜǊŘƛŞ όaǳƭǘƛǊŜŦŜǊŝƴŘǳƳύΦ ¢ƻŘƻκŀǎ Ŝƭƭŀǎ Ŝƴ Ŝƭ 
ƳŀǊŎƻ ŘŜ ŎƻƴǎǘǊǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ·ŀǊȄŀ ǇŜǊ ƭŀ {ƻōƛǊŀƴƛŀ 9ƴŜǊƎŝǘƛŎŀ www.xse.cat, eƴΥ 9ƭ 9ŎƻƭƻƎƛǎǘŀΣ 

9ŎƻƭƻƎƛǎǘŀǎ Ŝƴ !ŎŎƛƽƴ ƴƻ умΣ verano 2014 http://www.ecologistasenaccion.org  

 

 

 

II.4. Defender los territorios y los derechos de las comunidades del acaparamiento 
provocado por el extractivismo ȅ ƭŀ άŜŎƻƴƻƳƝŀ ǾŜǊŘŜέ *  

El actual modelo capitalista financiero exige un crecimiento ilimitado de las tasas de 
extracción para alimentar la codicia de las grandes empresas: extracción de ganancias, de la 
fuerza de trabajo y los derechos laborales, de combustibles fósiles convencionales y no 
convencionales, crecimiento de la infraestructura para distribuirlos y utilizarlos, mayor 
extracción de minerales y energía para procesarlos, mayor extracción de commodities 
agrícolas y agua para producirlas. Pero no alcanza con esto. Más allá del negocio corriente 

http://www.energiayequidad.org/
http://www.xse.cat/
http://www.ecologistasenaccion.org/
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del extractivismo, fomentado por los mercados especulativos en torno a las reservas de 
recursos, se desarrollan nuevos mecanismos financieros para generar mayores flujos 
financieros y sostener el sistema económico dominante, así como para financiar como tales o 
ƧǳǎǘƛŦƛŎŀǊ ƭƻǎ ŀǎƝ ƭƭŀƳŀŘƻǎ ǇǊƻȅŜŎǘƻǎ ŘŜ άŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻέΦ 

Lo que nosotros denominamos como falsas soluciones desde la perspectiva de la justicia 
climática y ambiental, son verdaderas soluciones para el sistema financiero, especialmente 
ƭǳŜƎƻ ŘŜ ƭŀ ŎǊƛǎƛǎ ǊŜŎƛŜƴǘŜ ŘŜ нллуΦ /ƻƴ Ŝƭ ǎŜƭƭƻ ŘŜ ΨŜŎƻƴƻƳƝŀ ǾŜǊŘŜΩ o con infinitud de 
nombres para enfoques y mecanismos sofisticados (1), las empresas transnacionales se 
ŀōǊŜƴ ŎŀƳƛƴƻ ŎƻƳƻ ΨŀŎǘƻǊŜǎ ŎƭŀǾŜ ŘŜƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ǎǳǎǘŜƴǘŀōƭŜΩΦ 9ǎǘŀǎ ƎǊŀƴŘŜǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ƧǳŜƎŀƴ 
un papel central en el diseño de políticas ambientales de mercado para encubrir o 
compensar su contaminación, y necesitan Estados a su servicio que les garanticen sus 
derechos y privilegios como inversionistas, al tiempo que criminalizan a los defensores 
ambientales, militarizan los territorios y debilitan los derechos de los pueblos y las políticas 
sociales. 

Tanto para el extractivismo como para la financierización de la naturaleza, la tierra constituye 
un elemento esencial. Y es la tierra precisamente lo que los pueblos defienden en todo el 
mundo: resistiendo los acaparamientos de tierra y construyendo estrategias para liberar 
territorios, fortaleciendo los derechos colectivos y protegiendo los medios de sustento y los 
bienes comunes que son fundamentales para el buen vivir de la humanidad y todos los seres 
vivientes, con justicia y dignidad. 

Liberar territorios 

Las luchas por la justicia ambiental y en defensa de los territorios contra el acaparamiento de 
tierras a manos de grandes empresas articulan la resistencia, ya sea de las comunidades 
afectadas que se oponen a proyectos de gran escala, a la energía sucia, las plantaciones o la 
explotación de recursos minerales, o la expresada en movilizaciones nacionales y mundiales 
en pos de políticas públicas y acuerdos internacionales. Amparándose en disposiciones de la 
legislación internacional como el Convenio 169 de la OIT, los Pueblos Indígenas, otras 
comunidades tradicionales y autoridades locales defienden la soberanía de los pueblos sobre 
sus territorios y el derecho a decidir su propia senda de desarrollo. En Guatemala, más de 40 
ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ǎŜ Ƙŀƴ ŘŜŎƭŀǊŀŘƻ ƭƛōǊŜǎ ŘŜ ƳƛƴŜǊƝŀ ȅ ŘŜ άǇǊƻȅŜŎǘƻǎ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻέΦ aŜŘƛŀƴǘŜ ǳƴŀ 
ley nacional, Costa Rica fue declarada en 2010 como país libre de mega minería. Hay 15 
países y muchos estados, departamentos o provincias y municipios libres de transgénicos en 
todo el mundo. La legislación francesa de 2011 dispone la prohibición de la explotación de 
gas de esquistos, y numerosas regiones en Europa, EE.UU. y Australia han cerrado las puertas 
a esta actividad, declarando áreas libres de fractura hidráulica como resultado de la lucha de 
las comunidades locales. Recientemente la ley de protección a los glaciares en Argentina 
liberó el país de otra mega mina de cobre propuesta por Glecore Xstrata. El Frente de 
Organizaciones Populares Unidas declaró a Chicomuselo, en Chiapas, México, territorio libre 
de minería y represas durante una gran manifestación en noviembre de 2014. 

Defensores y defensoras ambientales 

La Representante Especial del Secretario General de la ONU sobre la situación de los 
Defensores de Derechos humanos reconoce el vínculo existente entre el activismo ambiental 
y los derechos humanos tales como los derechos a la tierra y los recursos naturales, que 
están estrechamente ligados al derecho a la salud, la alimentación y el agua. Estos derechos 
están esbozados en el pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
adoptado por la Asamblea General de la ONU en 1966. 

Global Witness contabilizó 711 personas reportadas como asesinadas entre 2002 y 2011 por 
defender sus derechos humanos o los derechos humanos de otros ligados al medioambiente, 
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específicamente la tierra y los bosques, en hechos vinculados a enfrentamientos entre 
comunidades y las fuerzas de seguridad del Estado, desapariciones que luego se 
transformaron en asesinatos confirmados, muertes en prisión, o asesinatos selectivos 
puntuales y múltiples. En un período de 2 años, entre el 1 de noviembre de 2011 y el 31 de 
octubre de 2013, Amigos de la Tierra Internacional registró más de 100 ataques contra 
defensores/as ambientales en 27 países. Más de la mitad de los asesinatos registrados por 
ATI fueron asesinatos intencionales de líderes campesinos y muertes de campesinos durante 
enfrentamientos violentos por conflictos relacionados con la tierra que muchas veces 
implican la protección de territorios campesinos contra proyectos de desarrollo 
contaminantes tales como represas hidroeléctricas, plantaciones de monocultivos o la 
extracción de petróleo, gas y minerales.  

No se trata de cifras aisladas. Los riesgos que enfrentan los/as defensores/as ambientales al 
defender sus derechos y territorios constituye un panorama alarmante que exige acciones 
urgentes para erradicar las fuentes de violencia --la violencia institucional y empresarial 
contra las comunidades y la naturaleza y la violencia en contra de los defensores de los 
derechos humanos y los derechos de la naturaleza y del derecho a a defender los derechos. 
Los Estados deben promover y aprobar normas sobre derechos humanos de cumplimiento 
obligatorio para las empresas transnacionales y mecanismos de aplicación legalmente 
vinculantes para obligar a las empresas transnacionales a respetar los derechos de la 
naturaleza, la población y los defensores de derechos. Es de importancia crucial que las 
instituciones multilaterales mantengan su independencia de los intereses empresariales y 
cumplan su misión de proteger a quienes son vulnerables a violaciones de derechos.   

Cuestionar el modelo neoliberal de producción y consumo agenciado por las empresas 
transnacionales y fomentar un ambiente favorable para que las comunidades y naciones 
puedan ejercer su derecho a la autodeterminación y trabajar en pos de medios de vida 
sustentables, forma parte de las alternativas para garantizar la vigencia de los derechos 
humanos y el respeto de los derechos de la naturaleza. Se necesitan campañas 
internacionales más potentes para enfrentar estas tendencias mundiales, y vincular las 
fuentes de poder empresarial e institucional con las violaciones que se cometen en los 
territorios para así transformar el sistema y lograr justicia social y ambiental. También se 
requiere, y ya está creciendo rápidamente entre diversos movimientos y sectores de la 
sociedad civil, una red de protección más robusta sustentada en la solidaridad internacional 
para mantener a salvo a los defensores ambientales.  

Derechos comunitarios / Injusticias Empresariales ς Manejo Comunitario de los Territorios 

Amigos de la Tierra Internacional fomenta el respeto y la realización de los derechos de las 
comunidades como medio para resistir el poder empresarial y generar cambio social. La 
movilización y la resistencia contra la globalización agenciada por las empresas 
transnacionales genera espacios para el desarrollo de demandas y prácticas más progresistas. 

Los derechos de las comunidades constituyen herramientas que fortalecen la gobernanza 
comunitaria de los bosques (GCB) -que hace referencia a las normas y prácticas utilizadas por 
muchas comunidades para la conservación y el uso sustentable de los bosques con los que 
coexisten. Este tipo de gobernanza y gestión de la tierra es comunitaria y tradicionalmente 
ha estado asociada a la protección de los bosques, en contraposición al uso industrial y 
comercial de los mismos. La misma está asociada al conocimiento tradicional como una 
ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀ ŀ ƭŀ ΨŎƛŜƴŎƛŀ ŦƻǊŜǎǘŀƭΩΣ ƭŀ Ŏǳŀƭ ǎŜ ōŀǎŀ Ŝƴ ƳƻŘŜƭƻǎ ǎƛƳǇƭƛŦƛŎŀŘƻǎ ǉǳŜ ŀǎǳƳŜƴ ǉǳŜ ƭŀ 
ŘŜǎǘǊǳŎŎƛƽƴ Ŝǎ ΨǊŜǾŜǊǎƛōƭŜΩ ȅ ǉǳŜ Ƙŀƴ ǇŜǊƳƛǘƛŘƻ ƳǵƭǘƛǇƭŜǎ Ŏŀǎƻǎ ŘŜ ŘŜǾŀǎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 
bosques, así como graves injusticias sociales. La gobernanza comunitaria de bosques es un 
concepto que abre nuevos horizontes y espacios para que las comunidades ejerzan control 
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político sobre sus territorios y recursos mediante la toma de decisiones horizontal y 
mecanismos transparentes. 

Las comunidades que se han organizado y han gobernado exitosamente sus bosques de 
manera sustentable comparten una serie de características -tales como delimitación clara del 
área de bosque comunal, lo cual permite garantizar un nivel de confianza mayor respecto a la 
tenencia comunitaria de la tierra, y conocimiento local sobre la planificación y el uso 
sustentable de los bosques y la biodiversidad; niveles elevados de involucramiento 
participativo de la comunidad tanto de las generaciones jóvenes como mayores que apoyan 
la reglamentación del uso de los recursos naturales y su respeto; capacidad de resolución de 
conflictos, incluyendo mecanismos que alientan el diálogo, monitoreo y rendición de 
cuentas, que en conjunto contribuyen a que la comunidad esté en mejores condiciones de 
resolver conflictos internos de manera creativa y transparente.   

El reconocimiento legal por el Estado y la legislación nacional no son condición necesaria 
para la GCB, pero si son importantes cuando garantizan la tenencia de la tierra y los derechos 
consuetudinarios y que la gobernanza sea descentralizada involucrando a las comunidades 
en modelos público-comunitarios para el uso sustentable de los recursos y medios de 
sustento. 

Construir poder popular para desmantelar el poder de las grandes empresas ς algunos 
ejemplos 

Muchos de los ejemplos de comunidades locales que han logrado vencer a las 
transnacionales se sustentan en el poder popular que éstas han construido para defender sus 
territorios y prácticas de manejo comunitario de bosques y tierras. Las comunidades 
indígenas Subanon en Mindanao, Filipinas, con el apoyo de grupos eclesiales y otras 
organizaciones de la sociedad civil, consiguieron frenar una concesión minera y la 
militarización a ella asociada en sus tierras ancestrales. En Sarawak, las comunidades 
indígenas desplazadas por una mega represa lograron que su demanda sea considerada 
gracias al apoyo de asesoría legal constante. En Indonesia, las medidas de conservación 
excluyentes y las tasas alarmantes de deforestación, principalmente impulsadas por la 
expansión de las plantaciones, han sido enfrentadas con prácticas y propuestas de manejo 
comunitario de bosques. Shell fue expulsada de Ogoniland en el Delta del Niger desde 1993 
cuando se llevaron a cabo protestas masivas, y sus violaciones de derechos humanos y 
ambientales históricas y actuales están siendo denunciadas mediante demandas judiciales 
interpuestas por las comunidades afectadas. En Camerún, las comunidades indígenas Bagyeli 
fueron expulsadas de sus tierras y se les ha negado el derecho a la caza, la recolección y a sus 
sitios sagrados para dar lugar a un parque nacional del que han sido excluidas. Actualmente 
sufren nuevas amenazas como consecuencia de la expansión de las plantaciones, pero aun 
así continúan reivindicando sus derechos y están trabajando para demarcar sus territorios 
ancestrales. De ese modo se han ganado el derecho a cazar y recolectar en ciertas áreas 
ΨǇǊƻǘŜƎƛŘŀǎΩΣ ȅ ǘŀƳōƛŞƴ ǎŜ ƭŜǎ Ƙŀƴ ŀōƛŜǊǘƻ ƴǳŜǾŀǎ ƻǇƻǊǘǳƴƛŘŀŘŜǎ ǇŀǊŀ ƴŜƎƻŎƛŀǊ ŘƛǊŜŎǘŀƳŜƴǘŜ 
con el gobierno y garantizar sus derechos consuetudinarios. 

Proteger los bienes comunes contra el acaparamiento verde empresarial ς oponer resistencia 
contra la financierización de la naturaleza 

La financierización puede considerarse como una de las respuestas posibles a la crisis de 
acumulación de capital, por ello la necesidad de crear nuevos activos físicos -mediante 
nuevos cercamientos y la privatización de lo que solían ser bienes comunes- y nuevos activos 
financieros asociados en los que invertir. Aún se trata de un proceso en marcha, que requiere 
fuertes intervenciones estatales para construir, dar forma y poner en funcionamiento 
mercados de capital suficientemente grandes que puedan asociarse a infraestructuras de 
mercados al contado, y posibilitar así la extracción de plusvalía adicional.  
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En ese sentido, se han creado nuevas mercancías que responden a la lógica de la 
financierización desde el momento en que fueron cocebidas. Es el caso del "carbono" y de 
ƭƻǎ ϦǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ŜŎƻǎƛǎǘŞƳƛŎƻǎϦ ŎǊŜŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭŜȅΦ {ƛ ōƛŜƴ ǇǳŜŘŜƴ ǎŜǊ ǇŜǊŎƛōƛŘƻǎ ŎƻƳƻ άǾƛǊǘǳŀƭŜǎέΣ 
su creación y comercio tiene efectos reales a nivel local, ya que mediante la firma de 
contratos privados las comunidades transfieren sus derechos a usar o no usar su propia tierra 
a las corporaciones y bancos que comercializan títulos y bonos para compensar o posibilitar 
la contaminación y la degradación ambiental.   

Estos experimentos han sido hasta ahora sumamente polémicos y no muy exitosos desde 
una perspectiva de largo plazo, como lo demuestra el colapso del Sistema de Comercio de 
Emisiones en Europa, pero a corto plazo les han permitido generar nuevas ganancias 
extraordinarias a unos pocos actores, principalmente dentro del sector financiero. Pero tal 
ŎƻƳƻ ǇƭŀƴǘŜŀ Wǳǘǘŀ YƛƭƭǎΣ ƴƻ ǎŜ ǘǊŀǘŀ ŘŜ ǳƴ ǇǊƻŎŜǎƻ ƭƛƴŜŀƭ ƻ ƛǊǊŜǾŜǊǎƛōƭŜΥ ά[ŀǎ ŦƻǊƳŀǎ ƘƛǎǘƽǊƛŎŀǎ 
de mercantilización de la vida fueron abolidas o fueron socialmente impugnadas, entre ellas 
la esclavitud y la práctica de vender cartas de indulgenŎƛŀέ (2). 

La resistencia creciente a la financierización de la naturaleza ha sido incorporada con mayor 
énfasis en la agenda política de diversos sectores y movimientos sociales a partir de la 
convergencia de movimientos sociales contra la mercantilización de la naturaleza y en 
defensa de los bienes comunes en la Cumbre de los Pueblos de Río + 20, e incluso antes, a 
partir de la crítica a los mercados de carbono por el Grupo de Durban y como resultado de la 
Cumbre de los Pueblos de Cochabamba en 2010. También ha generado iniciativas regionales 
ǉǳŜ ǎŜ ŀǊǘƛŎǳƭŀƴ ŀ ƴƛǾŜƭ ƳǳƴŘƛŀƭΣ ŎƻƳƻ ƭŀǎ ŎŀƳǇŀƷŀǎ ά9ǎ ƘƻǊŀ ŘŜ ŘŜǎƳŀƴǘŜƭŀǊ Ŝƭ 9¢{έ ȅ ƭŀ 
άbŀǘǳǊŀƭŜȊŀ bƻ Ŝǎǘł Ŝƴ ±Ŝƴǘŀέ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŜǳǊƻǇŜŀǎ ǎƻōǊŜ ŎƻƳǇŜƴǎŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ 
carbono y biodiversidad, la Red Africana No a REDD y el Grupo Carta de Belem en Brasil. 
Derrotar la financierización de la naturaleza hace parte de la lucha contra el poder financiero 
y empresarial, y ella sólo podrá construirse desde abajo, por quienes defienden los bienes 
comunes y los derechos de las comunidades para que se mantengan fuera de los mercados 
financieros y en armonía con la naturaleza, y construyendo poder popular para desmantelar 
a las transnacionales. 

* Amigos de la Tierra Internacional  
 

Referencias: Derechos Comunitarios, Injusticias Empresariales, ATI (2011): http://www.foei.org/wp-
content/uploads/2013/12/community-rights.pdf   

Defendemos el Medioambiente, Defendemos los Derechos Humanos, ATI (2014): 

http://www.foei.org/es/recursos/publicaciones/publicaciones-por-tema/defensores-
de-los-derechos-humanos-publicaciones/ 

 Textos de Re:common  con aportes para la reunión de AT sobre financierización de la naturaleza 
(Paris, mayo de 2014) 

 

Notas al pie: 

(1) Los mecanismos o enfoques de la economía verde incluyen: mercados de carbono, Reducción de las Emisiones por 
Deforestación y Degradación de los Bosques (REDD), Pago por Servicios Ambientales (PSA), Compensaciones de Biodiversidad y 
ƻǘǊƻǎ ŜƴŦƻǉǳŜǎ Ψ{ƛƴ ǇŞǊŘƛŘŀ bŜǘŀΩΣ ŎƻƴǘŀōƛƭƛŘŀŘ ŘŜƭ /ŀǇƛǘŀƭ bŀǘǳǊŀƭΣ .ƻƴƻǎ ±ŜǊŘŜǎΣ .ŀƴŎƻǎ ŘŜ aƛǘƛƎŀŎƛƽn en Biodiversidad, etc. 
Actualmente existen 45 programas de mitigación compensatoria en todo el mundo y otros 27 programas en diferentes etapas 
de desarrollo o investigación. Al interior de cada programa de compensaciones activo existen numerosos sitios de 
compensaciones específicos, incluyendo más de 1.100 bancos de mitigación a nivel mundial. El mercado mundial anual alcanza 
entre $2.400 a $4.000 millones como mínimo y posiblemente mucho más, ya que el 80% de los programas existentes no son 
suficientemente transparentes como para estimar el tamaño de su mercado, según Madsen Becca, Nathaniel Carroll, Daniel 
Kandy, y Genevieve Bennett, 2011 Update: State of Biodiversity Markets. Washington, DC: Forest Trends, 2011: 
http://www.ecosystemmarketplace.com/reports/2011_update_sbdm   

 (2) Jutta Kill, La Valoración Económica de la Naturaleza: ¿el precio a pagar por la conservación? Una exploración crítica, Rosa 
Luxemburgo, 2014, p 13 

 

http://www.foei.org/wp-content/uploads/2013/12/community-rights.pdf
http://www.foei.org/wp-content/uploads/2013/12/community-rights.pdf
http://www.foei.org/es/recursos/publicaciones/publicaciones-por-tema/defensores-de-los-derechos-humanos-publicaciones/
http://www.foei.org/es/recursos/publicaciones/publicaciones-por-tema/defensores-de-los-derechos-humanos-publicaciones/
http://www.ecosystemmarketplace.com/reports/2011_update_sbdm
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II.5. 9ƭ ά.ǳŜƴ ±ƛǾƛǊέ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ ǇŀǊŀ ƭƛōŜǊŀǊ ƭŀ aŀŘǊŜ ¢ƛŜǊǊŀ ŘŜƭ ǎŀǉǳŜƻ 
capitalista  

El modelo de exclusión y saqueo de los bienes comunes 

Los pueblos indígenas a nivel mundial son más de 5 mil y representan una población 
aproximada de 370 millones de indígenas, en particularmente en América Latina suman más 
de 45 millones de indígenas. Los pueblos resistimos y continuaremos resistiendo desde 
nuestros territorios y modos de vida particulares que aspiran al Buen Vivir frente a la 
exclusión histórica por los estados y las sociedades dominantes y las sistemáticas vulneración 
de nuestros derechos colectivos. Hemos enfrentado desde el Buen Vivir al modelo 
económico neoliberal que actualmente constituye el único paradigma por el que la mayoría 
de Gobiernos han venido apostando y que otros no pueden escapar. Este modelo nos 
impone políticas de despojo y saqueo de los bienes comunes en nuestros territorios (tierras, 
agua, bosques, biodiversidad, aire y saberes) mediante mecanismos jurídicos como los 
Tratados de Libre Comercio (TLC) y los Tratados Bilaterales de Inversión (TBI), contratos 
jurídicos con las empresas multinacionales. 

Observamos actualmente que el proyecto económico neoliberal a través de los gobiernos de 
turno  han radicalizado su política económica extractivista en alianza con las empresas 
multinacionales respaldados por las oligarquías nacionales, dando continuidad al modelo 
capitalista; además se militariza los territorios, se criminaliza la protesta y se penalizan las 
movilizaciones de los pueblos indígenas y sectores sociales con acciones de represión, 
persecución, judicialización a las autoridades y  líderes indígenas y sociales, como una 
política del estado con la única finalidad de  garantizar el saqueo y la depredación de 
nuestros bienes. El modelo depredador y de explotación irracional ha puesto en riesgo la 
vida y la vigencia de todos los seres del planeta y los gobiernos hasta el momento no cuentan 
con políticas ni estrategias para contrarrestar los impactos del cambio climático y sus efectos. 
Además en su afán de salvar sus crisis y trasladarlo hacia nuestros territorios, acuerdan bajo 
Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ άŜŎƻƴƻƳƝŀ ǾŜǊŘŜέ ŎƻƳŜǊŎƛŀƭƛȊŀǊ Ƙŀǎǘŀ ƭŀ ōŜƭƭŜȊŀ ŘŜ ƴǳŜǎǘǊƻǎ ǇŀǊŀƳƻǎΣ 
bosques, ríos, lagunas, conocimientos tradicionales y los espacios de conservación como el 
territorio de los pueblos no contactados,  para vulnerar con mayor facilidad nuestros 
territorios y medios de vida de todos los seres, sin la consulta ni el consentimiento de 
nuestros pueblos. 

La alternativa indígena al mundo: el Buen Vivir 

El modelo de exclusión y saqueo ha encontrado resistencia de las comunidades y pueblos 
indígenas que consideramos que estas actividades vulneran nuestros derechos y atentan 
contra los modos de vida que está representado en el Buen Vivir y es asumido como una 
práctica cotidiana de búsqueda de respeto, armonía y equilibrio con todo lo que existe 
dentro de su territorio y más allá, pues los indígenas concebimos en los territorios todo esta 
interrelacionado y al mismo tiempo es interdependiente. Este modo de vida nos ha 
permitido a los pueblos indígenas vivir en armonía con el territorio y garantizar la pervivencia 
de nuestros pueblos donde además se destaca la reciprocidad dentro del modo de vida 
colectivo que caracteriza a los hombres y mujeres indígenas. En este sentido la lógica de 
desarrollo centrada en el extractivismo impulsado por los gobiernos rompe con el modo de 
vida de las comunidades y pueblos indígenas que dependemos del territorio para vivir. 

[ŀ /!hL ŎƻƴŎƛōŜ ǉǳŜ Ŝƴ Ŝƭ .ǳŜƴ ±ƛǾƛǊ άƴƻǎ desenvolvemos en armonía con todos y todo, es 
ǳƴŀ ŎƻƴǾƛǾŜƴŎƛŀ ŘƻƴŘŜ ǘƻŘƻǎ ƴƻǎ ǇǊŜƻŎǳǇŀƳƻǎ ǇƻǊ ǘƻŘƻǎ ȅ ǇƻǊ ǘƻŘƻ ƭƻ ǉǳŜ ƴƻǎ ǊƻŘŜŀΦέ 
¢ŀƳōƛŞƴ ǊŜŀŦƛǊƳŀ ǉǳŜ Ŝƭ ƳƻŘƻ ŘŜ ǾƛŘŀ ōŀǎŀŘƻ Ŝƴ Ŝƭ .ǳŜƴ ±ƛǾƛǊ άŜǎ ǾƛǾƛǊ Ŝƴ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘΣ Ŝƴ 
hermandad y especialmente en complementariedad. Es una vida comunal, armónica y 
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autosuficiente. Buen Vivir significa complementarnos y compartir sin competir, vivir en 
armonía entre las personas y con la naturaleza. Es la base para la defensa de la naturaleza, de 
la vida misma y de la humanidaŘ ǘƻŘŀέΦ 9ƴ ǘŀƭ ǎŜƴǘƛŘƻ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ ŀǇƻǎǘŀƳƻǎ ǇƻǊ 
la reafirmación de la vida comunitaria en armonía y complementariedad como el camino 
para la realización del Buen Vivir en contraposición con la lógica individualista y competitiva 
del capitalismo como el modelo dominante de actualidad. De igual manera el Buen Vivir se 
contrapone con la lógica de mercantilización o sobre explotación de los bienes en territorios 
indígenas y de los países del sur al plantearse que la armonía es también con la naturaleza. 
Por tanto, las actividades humanas deben respetar la capacidad natural de la naturaleza para 
restablecerse de sus efectos.  

Los planteamientos de Buen Vivir basados en la cosmovisión de los pueblos indígenas 
buscan romper las estructuras y valores del modelo dominante actual y logrado llamar la 
atención de movimientos sociales del mundo para que adopten como el nuevo paradigma a 
seguir. En sociedades en constantes crisis (económica, ambiental, climática, energética) el 
modelo de vida de los pueblos indígenas basados en el Buen Vivir constituye la opción para 
transitar del nivel comunitario al nivel nacional y global como una alternativa para 
superarlas. El Buen Vivir debe constituirse en la propuesta de inspiración y respuesta a las 
crisis que está conduciendo el modelo dominante actual. Los indígenas traemos al mundo 
moderno una propuesta basada en nuestra forma de vida ancestral y cotidiana de respeto, 
armonía y equilibrio con todo lo que existe en la Madre Tierra. Creemos que el modelo de 
vida occidental y de crecimiento económico infinito ha llegado a sus límites y para sanar la 
Madre Tierra es necesario regresar a la cultura de la vida, al Buen Vivir de los pueblos 
indígenas. 

Los pueblos indígenas nos comprometemos y animamos a otros movimientos a una Minga 
Global por la Vida Plena y el Buen Vivir, a avanzar en la unidad de los procesos organizativos 
y el gobierno de los pueblos y nacionalidades en nuestros territorios, a nivel  nacional, 
continental y global para fortalecer y reinventar estrategias de resistencia frente al modelo 
económico neoliberal y extractivista. A continuar y radicalizar las acciones de lucha en 
defensa y recuperación de los territorios despojados por medidas y actividades extractivas, 
los conflicto armados y los megaproyectos de infraestructura que afectan la integridad de 
nuestros territorios y rompen con la armonía y los sistemas de vida de los pueblos indígenas. 
A implementar el modelo del Buen Vivir como la alternativa desde los pueblos indígenas 
para toda la humanidad. En este marco nos comprometemos a construir planes de vida y 
Buen Vivir en cada uno de nuestros pueblos y nacionalidades (territorio, educación y cultura, 
salud, economía y producción, desarrollo institucional, organización y resolución de 
conflictos).  

De igual manera reconocemos el rol activo y decisivo de la mujer en la resistencia al 
extractivismo y fortaleceremos su participación en el ejercicio de la libre determinación de 
los pueblos, en las estructuras de gobierno propio de los pueblos indígenas de tal manera 
que su participación sea paritaria/dualidad/complementaria (hombre-mujer) dado que 
consideramos que la realización del Buen Vivir se fundamenta en la reconstrucción de la 
complementariedad entre mujeres y hombres y con todos los seres que habitan los 
territorios para la revitalizar nuestros valores y principios como pueblos indígenas. 

Estados Plurinacionales, Derechos Colectivos y de la Madre Tierra 

Demandamos a los estados el reconocimiento e implementación de los Estados 
Plurinacionales que implica la convivencia de pueblos y nacionalidades indígena con sus 
propios sistemas de vida y se respete los derechos individuales y colectivos. En este marco 
los estados deben desarrollar políticas que reconozcan la diversidad, la autonomía y la libre 
determinación, y se declare a la Madre Tierra y el agua y todos los demás elementos del 
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territorio como seres vivos y sujetos de derecho. Al mismo tiempo llamamos a los pueblos 
indígenas a exigir y ejercer todos nuestros derechos reconocidos por los estados en el 
mundo, en particular los establecidos en los tratados internacionales como el Convenio 169 
de la OIT y la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

* Coodinadora Andina de Organizaciones Indígenas (CAOI) 
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III.1. Economías para la vida: construyendo convergencias para un cambio de sistema * 

La Visión 

Nuestra visión es construir una ecosociedad que persiga la equidad en la humanidad y un 
equilibrio con la naturaleza. Aspiramos a una economía que se base en el reconocimiento de 
que los seres humanos son parte de la Madre Tierra, y no que están por encima de ella. El 
futuro depende de la capacidad que tengamos para recuperar nuestra humanidad y 
preservar los ciclos vitales del sistema de la Tierra.  

Para alcanzar este objetivo, la humanidad necesita un nuevo tipo de sistema y economía que 
se fundamenten en los derechos humanos y los derechos de la naturaleza. Una economía 
para la vida en nuestra comunidad Tierra supere el sistema capitalista, patriarcal, 
productivista y extractivista que amenaza a la naturaleza y los seres humanos como meros 
componentes para la explotación.  

Los pueblos son custodios, no propietarios, de la Madre Tierra. Los ríos, los glaciares, las 
montañas, los mares, los bosques y la biodiversidad tienen el derecho a vivir, a existir, a 
regenerarse, a estar libres de contaminación, a interactuar y a preservar su integridad. Para 
su subsistencia, los seres humanos necesitan y pueden servirse de la Madre Naturaleza, pero 
deben hacerlo respetando los ciclos vitales de la naturaleza. Podemos cortar un árbol, pero 
no destruir el bosque entero; nos podemos alimentar con plantas y animales, pero sin 
exterminar toda la especie; podemos utilizar tecnologías para facilitar nuestra vida sin tener 
que perjudicar la integridad de la naturaleza. En otras palabras: la actividad económica 
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humana nunca debería sobrepasar los límites, la capacidad para regenerarse y los ciclos 
vitales de la naturaleza. Esta es la esencia de los derechos de la naturaleza. 

La humanidad solo puede prosperar si aplica de forma plena y universal los derechos 
humanos: derechos económicos, sociales y culturales; derechos civiles y políticos; derechos 
de las mujeres; derechos de los niños y niñas, y de las personas de edad; derechos de los 
pueblos indígenas, campesinos, trabajadores, migrantes, pescadores y artistas, y derechos de 
todas las comunidades.  

La economía para la vida es una economía en la que se garantizan las necesidades 
fundamentales de todos y cada uno de los seres vivos y de la Madre Tierra para promover la 
creatividad, la humanidad y la felicidad de la vida. Una economía en la que la solidaridad, la 
complementariedad, la diversidad, la paz y el bienestar de la comunidad Tierra en su 
conjunto han ocupado el lugar de la codicia, la ambición, la competencia, el individualismo, 
la discriminación, la violencia y la destrucción de nuestra Madre Tierra que generan la lógica 
del capital. 

La Transición 

Para lograr una economía para la vida, debemos adoptar diversas medidas en distintos 
niveles:  

Redistribución y complementariedad 

Sustituir el paradigma del desarrollo por el paradigma de la redistribución y la equidad. Para 
hacer frente a las necesidades básicas de más de la mitad de la población del mundo y poner 
fin al trastorno de los ciclos vitales del sistema de la Tierra, las economías nacionales y 
globales deben redistribuir la riqueza con el fin de reducir las asimetrías dentro de los límites 
de la naturaleza. Algunos sectores y países aún deben mejorar su bienestar, mientras que 
otros deben reducir su consumo excesivo y residuos. El bienestar de todos y todas solo será 
sostenible cuando compartamos lo que es posible y lo que está disponible. El verdadero reto 
no solo es eliminar la pobreza, sino, más importante aún, eliminar la concentración de 
riqueza y poder, y lograr una justicia económica y social basada en derechos. 

Asumir el control, de forma democrática y consciente, de los principales medios de 
producción, finanzas y comercio, y establecer mecanismos de complementariedad, 
solidaridad y redistribución que penalicen la sobreacumulación de riqueza y la destrucción de 
ecosistemas. 

Acercar a quienes producen bienes, a quienes prestan servicios y a las personas, fomentando 
la autogestión, la autoemancipación, la solidaridad y la interacción social en armonía con la 
naturaleza. Cuanto más cercana sea la relación entre producción y consumo, mayores 
posibilidades tendremos de desarrollar el control y la participación democráticos de las 
personas en la economía. Por lo tanto, debemos promover la producción y el consumo 
locales de bienes duraderos para satisfacer las necesidades fundamentales de las personas y 
evitar el transporte de mercancías que se pueden producir a nivel local.  

Poner fin al sistema de consumo excesivo, lujo y despilfarro que alimentan las grandes 
empresas. La economía para la vida no intentará vender más para crear consumidores 
adictos, sino satisfacer las necesidades fundamentales y de calidad de todos y todas con 
bienes duraderos que utilicen menos recursos naturales y que sean reutilizados o reciclados, 
ǎƛƎǳƛŜƴŘƻ ǳƴ ŜƴŦƻǉǳŜ ŘŜ ΨǊŜǎƛŘǳƻǎ ŎŜǊƻΩΦ [ŀ ǇǳōƭƛŎƛŘŀŘ ŘŜōŜ ǎƻƳŜǘŜǊǎŜ ŀƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ ƭŀ 
sociedad para acabar con el consumo excesivo. 

Transformar el comercio en un vehículo para la complementariedad, y no para la 
competencia y el lucro. El comercio se debería regir por las necesidades de las personas y no 
por la codicia de las transnacionales, intercambiando en el mercado lo que una comunidad, 
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región o país produce en exceso, después de satisfacer sus propias necesidades locales o en 
búsqueda de aquello que no pueden producir localmente. Esto implica priorizar el valor de 
uso de todos los bienes producidos por encima de su valor de cambio. Para lograr este 
objetivo, las reglas del comercio deben ser asimétricas: más beneficiosas para los actores 
más débiles y más exigentes para los más fuertes. El mundo hoy en día es extremadamente 
desigual. Por ese motivo, aplicar reglas justas en esta realidad solo beneficia a los más 
ǇƻŘŜǊƻǎƻǎΦ 9ƭ άǘǊŀǘƻ ŜǎǇŜŎƛŀƭ ȅ ŘƛŦŜǊŜƴŎƛŀŘƻέ Ŝǎ ŘŜƭ ǘƻŘƻ ƛƴǎǳŦƛŎƛŜƴǘŜΦ [ƻǎ ŀŎǳŜǊŘƻǎ 
comerciales deberían ser asimétricos y permitir que las economías más pequeñas y 
desfavorecidas usen diferentes medidas comerciales para hacer frente a las necesidades de 
su población más marginada. En este sentido, se pueden aplicar distintas medidas, como por 
ejemplo:  

¶ volver a introducir aranceles e impuestos sobre las importaciones de bienes de lujo y 
otros bienes ya producidos localmente como forma de aumentar la base fiscal del 
Estado, apoyar la producción local y reducir el agotamiento de la naturaleza.  

¶ establecer restricciones sobre las exportaciones y las importaciones, impuestos a la 
exportación, mayores aranceles, subsidios e incentivos para los productos de 
producción local, los bienes duraderos y el bajo consumo.  

¶ crear programas y políticas locales, regionales y nacionales de compra del sector 
público, pues son fundamentales para incentivar las pequeñas y medianas empresas, 
las cooperativas y las empresas sociales locales de distintos sectores.  

¶ eliminar esferas como la agricultura, el agua, la educación, la salud, las 
comunicaciones, la financiación, la propiedad intelectual, la contratación pública, la 
inversión y los mecanismos de solución de controversias inversor-Estado, entre otras, 
de todos los acuerdos comerciales para recuperar el espacio que necesitan las 
sociedades para definir las mejores políticas posibles para las personas y la 
naturaleza. 

Los mercados deben servir para intercambiar lo que se necesita para el beneficio común de 
la comunidad Tierra. 

La sociedad debe poseer y controlar democráticamente el sistema financiero. Establecer 
mecanismos internacionales, permanentes y vinculantes de control sobre los flujos de 
capital. Poner en marcha un sistema monetario internacional basado en un nuevo sistema de 
reservas, incluida la creación de monedas de reserva regionales con el fin de acabar con la 
supremacía del dólar y garantizar la estabilidad financiera internacional. Socializar el dinero 
que actualmente está controlado por bancos centrales que responden a intereses privados y 
no a demandas sociales. Instaurar un mecanismo global de control público y ciudadano de 
los bancos y las instituciones financieras. Prohibir los fondos especulativos, los instrumentos 
derivados y otros productos tóxicos. Crear instituciones bancarias basadas en las personas y 
fortalecer las formas populares de préstamo existentes que se fundamentan en la 
reciprocidad, las cooperativas y la solidaridad. Institucionalizar la transparencia total del 
sistema financiero haciendo públicos todos los datos relevantes. Primar los préstamos, a un 
tipo de interés mínimo, que se definen mediante procesos democráticos para satisfacer 
necesidades sociales y ambientales.  

Establecer impuestos progresivos como medio para garantizar la redistribución y acabar con 
la concentración de la riqueza en unas pocas manos. Estas medidas deberían entrañar, entre 
otras cosas, impuestos a las rentas altas, los movimientos de capital, los bienes de lujo y las 
ganancias, impuestos a las transacciones financieras, impuestos sobre los combustibles 
fósiles y otras actividades contaminantes, y la eliminación de los paraísos fiscales. 
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Fomentar los procesos de presupuestos participativos en todos los niveles y sectores para 
redistribuir los impuestos y los ingresos del Estado/la sociedad, asegurando así que se 
satisfagan las necesidades de las personas. 

Cancelar la deuda de los países que se impusieron a sus pueblos sirviendo a intereses 
empresariales y privados. Establecer sistemas de préstamo y empréstito democráticos, 
responsables, justos y soberanos que estén al servicio de las personas y la naturaleza. Abolir 
las condicionalidades sobre los créditos y la ayuda con el fin de respaldar el derecho 
soberano de los pueblos a decidir. Los Gobiernos y los Estados deberían dejar de asumir la 
responsabilidad de las deudas de grandes empresas y bancos. 

Equidad  

Desmantelar el poder de las empresas transnacionales para alcanzar la equidad y la justicia. 
Para lograr un mundo sin empresas transnacionales, debemos activar varias medidas para 
limitar su poder, atajar su connivencia con los Gobiernos y poner fin a su impunidad. Entre 
las medidas transitorias, se podrían contar: 

¶ reducir y eliminar su poder: limitar el tamaño que pueden alcanzar; aumentarles los 
impuestos; medidas contra la distorsión de precios; control de conductas 
especulativas y oligopólicas; nacionalización y socialización para someter a las 
transnacionales al control democrático del pueblo y facilitar la aparición de actores 
medianos y pequeños. 

¶ atajar su connivencia con los Gobiernos: establecer mecanismos sólidos e 
independientes de regulación, transparencia y rendición de cuentas entre el personal 
de la función pública y representantes de las empresas; garantizar la participación 
social en el proceso de regulación; transformar el Estado y la democracia para servir 
al pueblo. 

¶ poner fin a su impunidad: incorporar los delitos de las empresas a nuestro sistema 
judicial; introducir códigos internacionales vinculantes; establecer mecanismos tales 
como tribunales internacionales y regionales para juzgar y sancionar las violaciones 
de los derechos humanos y ambientales perpetradas por las empresas 
transnacionales. 

Devolver a la sociedad la propiedad privada controlada por élites, transnacionales, grandes 
bancos y grandes empresas nacionales y subnacionales. Reorientar el gasto público para 
garantizar ingresos básicos y seguridad social, y financiar proyectos en pro de las personas y 
la naturaleza. Acabar con los rescates y los subsidios de los Gobiernos a las grandes empresas 
y los bancos, y apoyar en cambio a aquellas personas que están perdiendo sus hogares, 
tierras, talleres y pequeños negocios.  

Democratizar la gestión de las empresas públicas de propiedad estatal. Fomentar la 
colaboración entre gerentes, personal, sindicatos y consumidores y 
consumidoras/organizaciones sociales de los servicios públicos con este fin, y castigar las 
prácticas de corrupción y nepotismo.  

 

* Este artículo es parte del documento abierto que se está elaborando a través de un amplio proceso 
encabezado por los Movimientos Sociales por una Asia Alternativa (SMAA), Gerak Lawan, La Vía 

Campesina y los grupos que apoyan la campaña #EndWTO 
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III.2. Economías solidarias: perspectivas regionales del poscapitalismo 

La economía solidaria como modo poscapitalista de desarrollo *  

Un mundo poscapitalista solo puede surgir de dos vectores que se entrelazan: por un lado, 
las contradicciones del capitalismo, un sistema que enajena a los seres humanos, a las 
comunidades y a las naciones de sí mismas y de sus vecinos, enfrentando a unos contra otros 
ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭŀ ŎƻŘƛŎƛŀΣ ƭŀ ǾƻǊŀŎƛŘŀŘ ȅ ƭŀ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀΤ ǇƻǊ Ŝƭ ƻǘǊƻΣ ƭŀ ΨǾƻƭǳƴǘŀŘ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀ 
nacional-ǇƻǇǳƭŀǊΩ όDǊŀƳǎŎƛύ ǉǳŜ ŜȄǇǊŜǎŀ ƭŀ ŎƻƴŎƛŜƴŎƛŀ ŎǊƝǘƛŎŀ ŘŜ ƭƻǎ ǇǳŜōƭƻǎΣ ŎǳŀƴŘƻ Ŝǎǘłƴ 
maduros, en un movimiento masivo para la transformación.  

A lo largo de los siglos, desde que el sistema del capital empezó a imponerse en la historia 
humana, los trabajadores y las trabajadoras empleados y desempleados han buscado formas 
alternativas de organizar el consumo, la producción, el comercio y el acceso y la gestión de 
bienes y recursos productivos. 9ǎ ƭƻ ǉǳŜ ǇƻŘŜƳƻǎ ƭƭƳŀǊ Ψǳƴŀ economía del trabajo 
ŜƳŀƴŎƛǇŀŘƻΩΣ Ŝƴ ŎƻƴǘǊŀǇƻǎƛŎƛƽƴ ŀ Ψƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŘŜƭ ŎŀǇƛǘŀƭΩΦ 9ƴ Ŝƭ ǇŀǎŀŘƻ ŦƭƻǊŜŎƛŜǊƻƴ 
experiencias célebres, como la Comuna de París y la cooperativa de Rochdale, por citar un 
par de casos. En ellas practicaron modos innovadores en el ámbito del comercio, la 
producción, la distribución y, más tarde, el consumo y las finanzas. El desafío para las clases 
trabajadoras ha sido, durante más de dos siglos de opresión, explotación y alienación, no 
solo como transformar la empresa en el nivel micro, sino también cómo crear entornos que 
propicien el desarrollo de formas de organización sistémica de la economía en los niveles 
macro e intermedio, basado en la premisa de que la vida y su evolución, en forma de seres 
autopoiéticos y cosmopoiéticos, es el verdadero sentido del saber, el trabajo y la creatividad 
humanos. Por ese motivo, los pueblos trabajadores deben convertirse en sentido y agente 
protagonista de las relaciones y las prácticas socioeconómicas. El empoderamiento 
económico de hombres y mujeres trabajadores constituye la base de su empoderamiento 
político y representa, por lo tanto, una dimensión esencial de la verdadera democracia. 

Experiencias en América Latina 

El movimiento de la economía solidaria en América Latina y el Caribe ha bebido tanto de las 
formas de organización de la vida y el trabajo de los pueblos indígenas como de las formas 
europeas de organizar la producción y los flujos económicos de bienes y servicios sobre la 
base de la autogestión, la cooperación y la solidaridad. Según un cálculo conservador, en 
Brasil son casi 20.000 las cooperativas, asociaciones y entidades de consultoría solidaria que 
trabajan de manera colaborativa, generando una renta anual que equivaldría como mínimo a 
3.000 millones de dólares estadounidenses. Desde 2003, el Foro Brasileño de Economía 
Solidaria(1) ha logrado promover la organización autónoma de la sociedad civil para 
establecer flujos socioeconómicos y mantener un diálogo dinámico con la Secretaría 
Nacional de Economía Solidaria del Ministerio de Trabajo y Empleo.  

En otros países de América Latina y el Caribe se han desarrollado articulaciones parecidas. La 
interacción entre activistas, investigadores e investigadoras, y personas dedicadas a la 
asesoría de la economía solidaria ha desembocado en la creación de la Red Intercontinental 
de Promoción de la Economía Social y Solidaria (RIPESS)(2), que actualmente está organizada 
en seis continentes, entre los cuales América Latina y el Caribe. 

La economía solidaria en todo el mundo 

La economía solidaria en todo el mundo es un movimiento plural, que aglutina a personas 
que lo consideran simplemente un mecanismo social para compensar el desempleo y las 
desigualdades de ingresos y riqueza, pero que también moviliza a personas y organizaciones 
que promueven el potencial de la economía solidaria como una forma poscapitalista de 
concebir y organizar la producción, el desarrollo y la reproducción de la vida en el planeta, en 
equilibrio armónico con los ecosistemas.  



 

139 

 

* by Marcos Arruda / PACS 
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9ŎƻƴƻƳȅέΣ нллуΣ t!/{κ![h9κCtIΣ ŘƻŎǳƳŜƴǘƻ ǉǳŜ ǊŜǎǳƳŜ Ŝƭ ǘǊŀōŀƧƻ ŎƻƭŜŎǘƛǾƻ ŘŜƭ ƎǊǳǇƻ ŘŜ ǘǊŀōŀƧƻ 

sobre Visiones (ALOE) 

!ǊǊǳŘŀΣ aŀǊŎƻǎ όƻǊƎΦύΣ ά! bƻƴ-Patriarchal Economy is Possible ς Looking at a Responsible, Plural and 
Solidarity-Based Economy from Different Cultural Facets: Asia ς Latin America ς North America - 
9ǳǊƻǇŜέΣ нллфΣ t!/{κ![h9κCtIΣ Ƴŀƴǳŀƭ ǉǳŜ ǇǊŜǎŜƴǘŀ ŎǳŀǘǊƻ ŜǎǘǳŘƛƻǎ ŎƻƴǘƛƴŜƴǘŀƭŜǎ Ŏƻƴ Řƛǎǘƛƴǘŀǎ 

visiones de una Economía Responsable, Plural y Solidaria, con el fin de estimular el diálogo 
intercultural 

!ǊǊǳŘŀΣ aŀǊŎƻǎΣ нллфΣ ά9ŘǳŎŀǘƛƻƴ ŦƻǊ ŀ [ƻǾŜ 9ŎƻƴƻƳȅΥ tǊŀȄƛǎ 9ŘǳŎŀǘƛƻƴ ŀƴŘ {ƻƭƛŘŀǊƛǘȅ 9ŎƻƴƻƳȅέΣ 
libro, Ideias&Letras, Aparecida do Norte, São Paulo 

 

Notas: 

(1) El Foro Brasileño de Economía Solidaria (FBES) está presente en todo el país, con más de 160 foros 
municipales, microrregionales y estatales, en que participan directamente más de 3.000 iniciativas de economía 
solidaria, 500 organizaciones de consultoría solidaria, 12 gobiernos estatales y 200 gobiernos municipales a través 
de la Red de Gestores Públicos de Economía Solidaria: http://www.fbes.org.br 

(2) Véase: http://www.ripess.org/?lang=es  

 

 

 

Agricultura sostenida por la comunidad: entre la soberanía alimentaria y la economía 
solidaria * 

El final del siglo XX se puede caracterizar por la aparición de formas extremas tanto en la 
globalización del comercio como de los movimientos sociales. Los espacios en que 
florecieron estos últimos no solo giraron en torno al Foro Social Mundial, sino que también 
se hicieron patentes en los movimientos temáticos que nacieron de los problemas generados 
por los impactos más graves y negativos de la globalización y la industrialización sobre el 
terreno en las décadas de 1970 a 1990. Muchos de estos movimientos se articularon en 
torno a los derechos humanos, como el derecho a una alimentación sana y segura. 

Teikei, el movimiento japonés de la agricultura sostenida por la comunidad (ASC; también 
ŎƻƴƻŎƛŘƻ ŎƻƳƻ ΨŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ Ŏƻƴ ŀǇƻȅƻ ŎƻƳǳƴƛǘŀǊƛƻΩύΣ ƴŀŎƛƽ Ŝƴ ƭŀ ŘŞŎŀŘŀ ŘŜ мфтлΦ22 El 
movimiento surgió del afán de las amas de casa japonesas de asegurarse de que podían 
alimentar a sus familias con alimentos seguros y sanos, y evitar las terribles consecuencias de 
la enfermedad de Minamata, provocada por el envenenamiento con mercurio industrial. 
{ŜƎǵƴ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ !ǎƻŎƛŀŎƛƽƴ WŀǇƻƴŜǎŀ ŘŜ !ƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ hǊƎłƴƛŎŀΥ άCǳŜ ǳƴŀ ƛŘŜŀ ŘŜ ŎǊŜŀǊ 
un sistema alternativo de distribución que no dependiera del mercado convencional. Aunque 
existen distintos modelos de teikei, se trata básicamente un sistema de distribución directa. 
Para desplegarlo, productor(es) y consumidor(es) dialogan y están en contacto para mejorar 
su entendimiento mutuo: ambos proporcionan horas de trabajo y capital para apoyar su 
ǇǊƻǇƛƻ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ǎǳƳƛƴƛǎǘǊƻ όΧύ 9ƭ ǘŜƛƪŜƛ ƴƻ ǎƻƭƻ Ŝǎ ǳƴŀ ƛŘŜŀ ǇǊłŎǘƛŎŀΣ ǎƛƴƻ ǘŀƳōƛŞƴ ǳƴŀ 
filosofía dinámica para hacer a las personas reflexionar sobre una mejor forma de vida, ya 
sea como productor/a o como consumidor/a a través de la interacción mutuaέΦ23 

                                                        
22

 
http://www.joaa.net/english/teikei.htm 
23

 
Asociación Japonesa de Agricultura Orgánica: In the beginning there was "teikei" 

http://www.fbes.org.br/
http://www.ripess.org/?lang=es
http://www.joaa.net/english/teikei.htm#ch3-1
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El movimiento se extendió a los Estados Unidos y Europa a principios del siglo XXI, y, en el 
año 2004, se creó en Francia Urgenci, la Red Internacional de Agricultura Sostenida por la 
Comunidad. Según los estatǳǘƻǎ ŘŜ ƭŀ ŀǎƻŎƛŀŎƛƽƴΣ ƭŀ Ƴƛǎƛƽƴ ŘŜ ¦ǊƎŜƴŎƛ ŎƻƴǎƛǎǘŜ Ŝƴ άŜȄǇŀƴŘƛǊ 
a escala internacional las alianzas locales y basadas en la solidaridad entre productores y 
consumidores. Definimos la alianza basada en la solidaridad como un compromiso equitativo 
entre agricultores y consumidores, en que los agricultores reciben una remuneración justa, y 
ƭƻǎ ŎƻƴǎǳƳƛŘƻǊŜǎ ŎƻƳǇŀǊǘŜƴ ƭƻǎ ǊƛŜǎƎƻǎ ȅ ōŜƴŜŦƛŎƛƻǎ ŘŜ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ǎƻǎǘŜƴƛōƭŜέΦ 
Actualmente, existen iniciativas y redes de ASC en la mayoría de los países y en todos los 
continentes, aunque es en Asia, Europa y Norteamérica donde están más difundidas. 

Por definición, un red de este tipo tiene una doble afiliación, la primera de las cuales sería el 
ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻ ǇƻǊ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΦ 9ƭ ǘŞǊƳƛƴƻ ΨǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀΩ ŦǳŜ ŀŎǳƷŀŘƻ ǇƻǊ 
integrantes de La Vía Campesina (LVC) en 1996 y afirma el derecho de los pueblos a 
determinar sus propios sistemas alimentarios. Según el foro internacional que se celebró en 
ƭŀ ŎƛǳŘŀŘ ŘŜ bȅŞƭŞƴƛΣ Ŝƴ aŀƭƛΣ Ŝƴ нллтΥ άLa soberanía alimentaria es el derecho de los 
pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente adecuados, accesibles, producidos de forma 
sostenible y ecológica, y su derecho a decidir su propio sistema alimentario y productivo. 
Esto pone a aquellos que producen, distribuyen y consumen alimentos en el corazón de los 
sistemas y políticas alimentarias, por encima de las exigencias de los mercados y de las 
ŜƳǇǊŜǎŀǎέΦ24 ¦ǊƎŜƴŎƛΣ ǇƻǊ ƭƻ ǘŀƴǘƻΣ ǎŜ ŎƻƴǎƛŘŜǊŀ ǳƴ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻ ǎƻŎƛŀƭ ǉǳŜ ŦƻǊƳŀ ǇŀǊǘŜ ŘŜ Ψƭŀ 
ŦŀƳƛƭƛŀΩ ŘŜ ƭŀ ǎƻōŜǊŀƴƝŀ ŀƭƛƳŜƴǘŀǊƛŀ. Urgenci se ha encargado de impulsar el proceso de 
Nyéléni Europa, dedicado a los sistemas alternativos de distribución de alimentos, desde la 
importante reunión europea que tuvo lugar en Krems, Austria, en agosto de 2011.25 26 En 
este encuentro se dieron cita delegaciones de 35 países, que trabajaron sobre conceptos y 
estrategias para generar políticas y acciones relativas a todos los aspectos de la soberanía 
alimentaria en Europa. A raíz de esta primera reunión de Nyéléni Europa, Urgenci desarrolló 
actividades sobre sistemas alternativos de distribución de alimentos en más de 20 países 
europeos. Desde entonces, Nyéléni Europa también ha organizado otros dos grandes 
encuentros: uno en Milán en 2012,27 y otro Villarceaux, en una granja agroecológica que 
también funciona como centro de reuniones de la Fundación para el Progreso de la 
Humanidad (FPH)28 cerca de París, en marzo de 2014.29 

El objetivo era desarrollar las actividades de fortalecimiento de las redes europeas, difundir 
el concepto de la ASC y compartir buenas prácticas. Este trabajo sentó las bases de varios 
proyectos conjuntos financiados por la Unión Europea. Las conclusiones de la reunión de 
Milán se pueden consultar en la página web de Urgenci.30 

La segunda afiliación lógica de las alianzas locales y basadas en la solidaridad es la de la 
economía solidaria.  

[ŀ ƛŘŜŀ ȅ ƭŀ ǇǊłŎǘƛŎŀ ŘŜ ǳƴŀ ΨŜŎƻƴƻƳƝŀ ǎƻƭƛŘŀǊƛŀΩ ǎǳǊƎƛƽ Ŝƴ !ƳŞǊƛŎŀ [ŀǘƛƴŀ ŀ ƳŜŘƛŀŘƻǎ ŘŜ ƭŀ 
década de 1980 y prosperó a mediados y finales de la década de 1990 como resultado de la 
confluencia de al menos tres tendencias sociales. En primer lugar, la exclusión social sufrida 

                                                        
24

 
�
 http://www.nyeleni.org/spip.php?article291 

25
 

 �
 http://vimeo.com/37734507 

26
 

 �
 http://www.nyelenieurope.net/en/ 

27
 

 �
http://www.gartencoop.org/tunsel/system/files/final%20report_FINAL_AKorzenszky.pdf. 

28
 

 �
 http://www.fph.ch/?lang=fr 

29
 

 �
 http://www.urgenci.net/en-gb/content/2nd-european-meeting 

30
 

 �
 http://blog.urgenci.net/?p=1139 

http://www.gartencoop.org/tunsel/system/files/final%20report_FINAL_AKorzenszky.pdf
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por cada vez más sectores de la sociedad, generada por una creciente deuda y los 
consiguientes programas de ajuste estructural impuestos por el Fondo Monetario 
Internacional, obligaron a muchas comunidades a desarrollar y fortalecer formas creativas, 
autónomas y locales de satisfacer necesidades básicas. Entre estas, se contaban iniciativas 
como cooperativas de trabajadores y productores, asociaciones vecinales y comunitarias, 
asociaciones de ahorro y crédito, cocinas colectivas y organizaciones de ayuda mutua entre 
desempleados o trabajadores rurales sin tierra. Algunas de estas iniciativas, como las 
cooperativas, existen desde hace más de un siglo. Sin embargo, en respuesta a las crisis 
económicas, en la mayoría de los países ha surgido toda una serie de nuevas iniciativas 
transformadoras. 

En segundo lugar, la creciente insatisfacción con la cultura de la economía de mercado 
dominante llevó a que grupos de personas más privilegiadas económicamente buscaran 
ƴǳŜǾŀǎ ŦƻǊƳŀǎ ŘŜ ƎŜƴŜǊŀǊ ƳŜŘƛƻǎ ŘŜ ǾƛŘŀ ȅ ǇǊŜǎǘŀǊ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎΦ ! ǇŀǊǘƛǊ ŘŜ ǳƴ ΨŎƻƴǘǊŀŎǳƭǘǳǊŀΩ 
Ŝƴ ƎǊŀƴ ƳŜŘƛŘŀ ǇǊƻǘŀƎƻƴƛȊŀŘŀ ǇƻǊ ƭŀ ŎƭŀǎŜ ƳŜŘƛŀ φǇŀǊŜŎƛŘŀ ŀ ƭŀ ǎǳǊƎƛŘŀ Ŝƴ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ 
¦ƴƛŘƻǎ Ŝƴ ƭŀ ŘŞŎŀŘŀ ŘŜ мфслφ ŜƳŜǊƎƛŜǊƻƴ ǇǊƻȅŜŎǘƻǎ como las cooperativas de consumo, las 
iniciativas para el cuidado cooperativo de niños y niñas y la atención de la salud que son 
complementarias a los sistemas nacionales de salud existentes, en la actualidad erosionados 
por la crisis, cooperativas de vivienda, comunidades intencionales y ecoaldeas. Entre estos 
dos grandes grupos existían a menudo importantes diferencias culturales y de clase. Sin 
embargo, las iniciativas que generaron compartían un conjunto común de valores operativos: 
cooperación, autonomía de autoridades centralizadas, y autogestión participativa por parte 
de sus integrantes. 

Una tercera tendencia vinculó estos dos grandes movimientos de base de la economía 
solidaria, tanto entre sí como con el contexto socioeconómico más general: los emergentes 
movimientos locales y regionales empezaban a forjar conexiones globales frente a las fuerzas 
de la globalización neoliberal y neocolonial. Buscando una alternativa democrática a la 
globalización capitalista y al socialismo de Estado, estos movimientos identificaron los 
proyectos económicos de base comunitaria como elementos clave de una organización social 
alternativa.31 La Fundación para el Progreso de la Humanidad (FPH) ha apoyado la Alianza 
para un mundo responsable, plural y solidario (también conocida como Alianza 21) en sus 
investigaciones y actividades.  

La Red Intercontinental de Promoción de la Economía Social y Solidaria (RIPESS)32 fue 
fundada en Lima, Perú, en 1997, y hoy en día es la principal red global del movimiento de la 
economía solidaria, y cuenta con el reconocimiento de las Naciones Unidas como tal.  

* Judith Hitchman / Sol Economy-Europe 

Referencias: este artículo fue escrito originalmente para ser publicado en China, en un libro elaborado 
en el marco de un taller internacional sobre circuitos cortos para el suministro de alimentos y sistemas 

locales de alimentación sostenible, organizado por el Instituto de Desarrollo Rural de la Academia 
China de Ciencias Sociales. 
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 � "Other Economies Are Possible!": Building a Solidarity Economy, Ethan Miller, GEO Collective  
 
32

 
 �

 http://www.ripess.org/?lang=es 
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La economía solidaria como parte de la alternativa al poder corporativo *  

Actualmente nos encontramos en un contexto en que la inversión tiene una dinámica 
separada de la economía real de la vida y las necesidades cotidianas. Se trata de un contexto 
en que las grandes empresas invierten su dinero en los mercados monetarios, sacando 
dinero del dinero, en lugar de emplear a personas para que produzcan cosas y servicios 
útiles. Nos enfrentamos a Gobiernos que ceden la prestación de servicios a empresas 
privadas que solo persiguen beneficios garantizados. Ante esta realidad, muchos millones de 
personas de todo el mundo están autoorganizando su propia creatividad para satisfacer 
necesidades prácticas y, además, hacerlo en armonía con la naturaleza y en condiciones de 
trabajo humanas. El resultado es la aparición de una lógica económica basada en la 
reciprocidad o la solidaridad, en contraposición a la carrera competitiva para generar y 
acumular ganancias.  

Vale la pena explorar la idea de la economía solidaria para intentar dilucidar si puede ofrecer 
un concepto en el que encuadrar el desarrollo de una alternativa al poder corporativo. Se 
trata de un concepto que enmarca una gran variedad de formas organizativas. Esta variedad 
se deriva del hecho de que los principios de reciprocidad han sido objeto de 
experimentación en distintos momentos históricos y se ven más favorecidos por ciertos tipos 
de tecnología que por otros. 

Nos hallamos en un momento particular de la historia de la tecnología que nos proporciona 
herramientas que potencian la creatividad de las personas y la colaboración directa entre 
ellas y, al mismo tiempo, amplían las posibilidades de cooperación y coordinación a escala 
global. El uso futuro de estas tecnologías será controvertido: algunas grandes empresas 
privadas ya ven una mina de oro en el patrimonio común de conocimientos que se produce 
con las tendencias habituales de las personas a comunicarse, socializar y compartir 
información. Pero el quid de la cuestión es que se han creado herramientas tecnológicas 
influenciadas en gran medida por los ambiciosos valores cooperativos de la generación del 
68 y que elevan potencialmente la economía solidaria a un nuevo nivel, permitiendo que su 
arraigo en la reciprocidad local siente las bases para una alternativa global. En otras palabras: 
mientras que la producción es local, las nuevas tecnologías de la comunicación y la 
información (TIC) hacen posible que la organización social, política y económica sea global, y 
capaz de crear un contrapoder a esa misma escala. 

Para entender y pensar las posibilidades a nuestro alcance, cabe situar el desarrollo de la 
economía solidaria en su contexto histórico. La búsqueda práctica de alternativas al lucro 
privado basadas en la reciprocidad es tan vieja como el capitalismo. Desde el siglo XIX, esta 
dinámica social ha generado una variada tradición de producción cooperativa. Estas formas 
de producción basadas en la solidaridad tienen historiales distintos, pero disponemos de 
suficientes experiencias de éxito sostenido, aún bajo la presión del mercado capitalista, como 
para concluir que las cooperativas son un elemento de la economía solidaria alternativa al 
poder corporativo.  

Un elemento vital para difundir las formas cooperativas de producción es el nivel de 
comunicación y tecnología de la información. La forma en que se ha desarrollado la 
tecnología digital, a través de la red web global, ha posibilitado que las personas que 
comparten valores de cooperación igualitaria y abierta lleven la producción cooperativa, en 
especial la producción cultural, a un nuevo nivel de escala y relevancia económica, a través 
de lo que se conoce como producción entre pares (o P2P). A nivel mundial y local, las 
comunidades productivas de ciudadanos y ciudadanas están creando grandes reservas 
comunes de conocimiento, código (software) y diseño, que están a disposición de cualquier 
persona, empresa y autoridad pública en caso de que desee seguir trabajando sobre ella. 
Muchas veces, este patrimonio común de conocimiento productivo está gestionado por 
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fundaciones democráticas y organizaciones sin ánimo de lucro, que protegen y facilitan la 
infraestructura productiva común de cooperación, y preservan la reserva común de 
conocimientos de cualquier intento de apropiación, privada, por lo general usando licencias 
abiertas. Según un reciente informe de los Estados Unidos sobre lo que se conoce como la 
ΨŜŎƻƴƻƳƝŀ ŘŜƭ ǳǎƻ ƧǳǎǘƻΩ φŜǎ ŘŜŎƛǊΣ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘŜǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀǎ ōŀǎŀŘŀǎ Ŝƴ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻǎ 
ŀōƛŜǊǘƻǎ ȅ ŎƻƳǇŀǊǘƛŘƻǎφΣ Ŝƭ ǇŜǎƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ŘŜ Ŝǎǘŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ Ŝƴ ŜǎŜ ǇŀƝǎ ŜǉǳƛǾŀƭŜ ŀ ǳƴŀ 
sexta parte del PIB. 

Sin embargo, a menudo han sido las grandes empresas capitalistas las que han visto este 
potencial, lo han monetarizado y lo han transformado en una fuente de ganancias. Sin 
instituciones ciudadanas sólidas y comprometidas con la idea del patrimonio común y el bien 
publico, los sistemas de conocimiento abierto son vulnerables a la apropiación y posterior 
mercantilización de las empresas capitalistas, tal como ocurre hoy en día con internet. La 
reciente sentencia de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) de los Estados Unidos 
que erosiona la neutralidad de la red representa un avance sustancial en la privatización de 
lo que hasta ahora ha sido un patrimonio común y global de información accesible para 
todos y todas. Basta con observar la capacidad de Google y Apple para lucrarse con el trabajo 
social voluntario de desarrolladores de software y miembros de redes sociales para 
comprender que este mundo del intercambio P2P es un mundo muy disputado. O recordar la 
reacción defensiva de los monopolios corporativos de la industria musical en la década de 
1990, amenazados por la aparición espontánea del intercambio de archivos P2P, y 
recurriendo al Estado para que este apoyara sus intereses corporativos frente al pujante 
movimiento para compartir y crear un nuevo espacio cultural público.  

Pero lo que estamos viendo, sobre todo a partir de experiencias en América Latina, es que el 
Estado no necesita ser el custodio de los intereses corporativos. Puede ser socio de los 
movimientos e iniciativas que defienden el patrimonio común. La experiencia de Uruguay, 
tras el éxito del movimiento contra la privatización del agua y el referendo para que la 
Constitución garantizara la protección del agua como un bien público, demuestra que un 
Gobierno puede proteger y al mismo tiempo expandir un bien común natural como es el 
agua. En la misma línea, pero esta vez con respecto a un patrimonio común inmaterial, el 
Gobierno de Ecuador se ha embarcado en un ambicioso plan para desarrollar el patrimonio 
común de conocimientos como base para una economía híbrida basada en los valores del 
buen vivir. Su visión es la de un Estado socio explícito. En palabras de Michel Bauwen, que 
Ŝǎǘł ǘǊŀōŀƧŀƴŘƻ Ŝƴ ŜǎǘŜ Ǉƭŀƴ ǇŀǊŀ Ŝƭ DƻōƛŜǊƴƻ ŘŜ 9ŎǳŀŘƻǊΥ ά9ƭ 9ǎǘŀŘƻ ȅŀ ƴƻ Ŝǎ ǳƴ 9ǎǘŀŘƻ-
mercado neoliberal al servicio de los propietarios, sino que está al servicio de la sociedad 
civil, sus bienes comunes y la esfera de la economía ética. No está al servicio de la 
acumulación de capital privado de los propietarios, sino al servicio de la acumulación de 
valor y de la distribución de valor equitativo que tiene lugar en el sector cooperativo-de los 
bienes comunes. Está al servicio del buen vivir de sus ciudadanos y ciudadanas, y del buen 
conocimiento que necesitan para ello. En lugar de centrarse en la colaboración público-
privada, que excluye la participación de la sociedad civil, un Estado socio que apoye el 
patrimonio común perseguirá el desarrollo de alianzas público-sociales o público-bienes 
comunes. Es muy probable que una vez que el Estado se comprometa a apoyar una 
economía ciudadana y ética basada en los bienes comunes en la esfera del conocimiento, 
también busque el desarrollo de bienes comunes institucionales en la esfera física. Por 
ejemplo, desarrollar las políticas de desarrollo de vivienda basadas en el patrimonio común y 
que mantengan la ǾƛǾƛŜƴŘŀ ǎƻŎƛŀƭ ŦǳŜǊŀ ŘŜ ƭŀ ŜǎŦŜǊŀ ŜǎǇŜŎǳƭŀǘƛǾŀέΦ  

Tal como ilustra de forma especialmente nítida la experiencia de América Latina, la economía 
solidaria emerge en parte del conflicto y no hay ningún ámbito en que esto sea más patente 
que en las luchas por los servicios públicos y las empresas públicas en todo el mundo. El 
Estado del bienestar y la creación de empresas de servicios públicos en la era de la posguerra 
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fueron un intento de los Estados socialdemócratas de crear servicios y empresas con 
objetivos sociales en lugar de objetivos privados o empresariales. Sin embargo, las relaciones 
sociales de estos Estados del bienestar tendían a ser algo paternalistas y tecnocráticas en sus 
formas de gestión y prestación. Los valores de la solidaridad rara vez se aplicaban en el 
funcionamiento cotidiano de estas instituciones, aunque hubo algunas contadas 
excepciones, como el Servicio Nacional de Salud (NHS) del Reino Unido. 

En muchos casos, cuando los medios de vida y la satisfacción laboral de los trabajadores y las 
trabajadoras de los servicios públicos se han visto amenazados por Gobiernos que buscan, a 
menudo bajo presión corporativa, privatizar el servicio que prestaban estos trabajadores, 
convirtiendo su labor de utilidad social en una mercancía para el lucro empresarial, los 
trabajadores y las trabajadoras del servicio público han luchado con propuestas para 
reformar el servicio de forma que este se base en relaciones de solidaridad activa, en lugar 
de limitarse a defender el orden establecido de prestación burocrática formal. 

Esta resistencia transformadora a través de alianzas entre usuarios y productores es otra de 
las esferas de la economía solidaria, que algunos, como el activista del agua Tommaso 
CŀǘǘƻǊƛΣ ƭƭŀƳŀƴ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ǇƻǊ ƭŀ ΨŎƻƳǳƴƛŦƛŎŀŎƛƽƴΩ ŘŜƭ 9ǎǘado. 

En efecto, un creciente abanico de luchas en defensa de actividades y recursos que se 
consideran esenciales para una vida plena enmarca su visión de autogobierno cooperativo en 
términos de los bienes comunes. En consecuencia, se está dando un rico proceso de 
fertilización cruzada entre distintas esferas de la vida φla gestión del agua, la producción y la 
difusión de conocimientos, la organización de servicios reproductivos como la salud, el 
saneamiento y el reciclado de aguas residualesφ que busca las reglas más eficientes desde el 
punto de vista práctico en la toma de decisiones que sea autónoma de la élite 
posdemocrática y que la sobrepase. El resultado es una red cada vez más densa de 
experimentos hacia una economía solidaria. 

La economía solidaria está surgiendo claramente como una posible ecología de diferentes 
formas económicas que comparten valores comunes: un potencial sistema híbrido. Esta 
posibilidad influye en la naturaleza de nuestras luchas y alianzas, apuntando a la importancia 
de las alianzas que combinan las campañas de oposición con alternativas prácticas que ya 
están generando beneficios positivos en el aquí y el ahora. Estas alianzas ya son manifiestas 
en movimientos que trabajan sobre alimentación, agua y energías, que denuncian el poder 
corporativo y se oponen a él, y al mismo tiempo construyen un tipo de contrapoder que 
demuestra que una alternativa no solo es posible, sino que ya está en construcción y con 
ánimo constructivo.  

 

* Hilary Wainwright ς 9ȄǘǊŀŎǘƻ ŘŜ Ψ{ƻƭƛŘŀǊƛǘȅ 9ŎƻƴƻƳȅ ƛƴǎƛƎƘǘǎ ƛƴ {ƻǳǘƘ !ŦǊƛŎŀΨ 

 

 

III. 3. Poniendo la economía al servicio de la vida: el feminismo como alternativa * 

La igualdad en todos los ámbitos de la vida como el principio fundamental de la sociedad que 
aspiramos a construir es la contribución del feminismo a las alternativas al modelo 
capitalista, patriarcal y racista, fortalecido por las empresas transnacionales. Este modelo se 
basa en una división sexual del trabajo que separa y establece una jerarquía entre el trabajo 
realizado por hombres y mujeres, dando mayor valor a las actividades desempeñadas por los 
hombres. El trabajo y los cuidados domésticos, que garantizan la reproducción de la vida e 
implican tareas como el cuidado de las personas, la alimentación y la limpieza, se atribuyen a 
ƭŀǎ ƳǳƧŜǊŜǎΣ ȅ ƭƻǎ ƭƭŀƳŀŘƻǎ ǘǊŀōŀƧƻǎ ΨǇǊƻŘǳŎǘƛǾƻǎΩ ǎŜ ŀǘǊƛōǳȅŜƴ ŀ ƭƻǎ ƘƻƳōǊŜǎΦ {in embargo, 
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en la realidad, las mujeres concilian las actividades productivas y reproductivas, ya que están 
presentes en ambas esferas al mismo tiempo. 

La división entre el trabajo productivo y reproductivo se corresponde a una separación entre 
el espacio público y privado, y entre las actividades comerciales y no comerciales. Las 
actividades que no pueden mercantilizar no se valoran y no se consideran trabajo. Este es el 
caso del trabajo reproductivo que llevan a cabo las mujeres en el ámbito doméstico, al que 
dedican una gran cantidad de tiempo y energía, y que muchas veces se invisibiliza. 

La economía feminista da a la contribución a la economía y las experiencias de las mujeres 
una mayor visibilidad, y demuestra cómo la producción comercial (los bienes y servicios que 
se venden en el mercado) está interrelacionada con la reproducción social, es decir, con la 
producción de personas y de vida. Esto abarca todo aquello que va desde el embarazo al 
parto, pasando por el cuidado de niños y niñas, personas enfermas y ancianas, e incluso de 
hombres adultos, para que estén sanos y en disposición de trabajar en el mercado. Cuando 
ƘŀōƭŀƳƻǎ ŘŜ ΨŎǳƛŘŀŘƻΩΣ ƴƻ ǎƻƭƻ ƴƻǎ ǊŜŦŜǊƛƳƻǎ ŀ ŎƻŎƛƴŀǊΣ ƭƛƳǇƛŀǊΣ ƭŀǾŀǊ ȅ ǇƭŀƴŎƘŀǊΣ ǎƛƴƻ 
también a proporcionar afecto, seguridad emocional y preservar la red social que mantiene 
unidas a familias, vecinos y comunidades. Nosotras, las mujeres, generamos una riqueza no 
monetaria que redistribuimos directamente (sin pasar por el sistema financiero formal). A 
partir de una edad muy temprana, las mujeres dedican una cantidad significativa de su 
tiempo a satisfacer las necesidades de la sociedad, sus familias y sus comunidades. 

La economía feminista sitúa la sostenibilidad de la vida humana y el bienestar colectivo en el 
centro de la organización económica y territorial. Cuestiona la sociedad de mercado en la 
que las relaciones de las personas con otras personas, con ellas mismas y con su cuerpo, y 
con la naturaleza, es vista como un negocio en el que lo que importa es el beneficio. Desde la 
perspectiva de la economía feminista, proponemos un cambio a lo que se entiende por 
ΨŜŎƻƴƻƳƝŀΩΣ ŘŀƴŘƻ ǾƛǎƛōƛƭƛŘŀŘ ŀƭ ŎƻƴƧǳƴǘƻ ŘŜ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ǉǳŜ ǎƻƴ ƴŜŎŜǎŀǊƛƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ 
de la vida y cuestionando los paradigmas de la economía dominante. La economía 
dominante solo reconoce la producción comercial, que se entiende como el resultado de las 
ŀŎŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŀŎǘƻǊŜǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ άƭƛōǊŜǎ Ŝ ƛƎǳŀƭŜǎέΣ ǉǳŜ ǇǊƛƳŀƴ ƭƻǎ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ƛƴŘƛǾƛŘǳŀƭŜǎ ȅ 
buscan maximizar los beneficios al menor coste posible. Estas premisas corresponden a un 
hombre blanco de unos treinta años que goza de una buena salud y de una buena posición 
económica, pero no a la mayoría de la humanidad. Aunque no se basan en la realidad, estos 
son los paradigmas por los que se rigen las políticas económicas dictadas por el Fondo 
Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM), la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) y la mayoría de los Gobiernos de todo el mundo. 

Reconocer la interdependencia entre las esferas de la producción y la reproducción no solo 
es necesario porque es en esta última donde se produce la fuerza de trabajo para la 
producción capitalista, sino también porque este conjunto de tareas satisface funciones 
vitales para garantizar el bienestar de la población en general. En la sociedad de mercado, se 
Ƙŀ ŜǎǘŀōƭŜŎƛŘƻ ǳƴŀ ƭƝƴŜŀ ŘƛǾƛǎƻǊƛŀ ŜƴǘǊŜ Ψƭƻ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻΩ ȅ Ψƭƻ ǎƻŎƛŀƭΩΦ 9ƭ ǇŜƴǎŀƳƛŜƴǘƻ ƴŜƻƭƛōŜǊŀƭ 
acentúa esta división, como si fuera posible que las políticas sociales y económicas siguieran 
caminos separados. Mientras las políticas macroeconómicas se guían por criterios de 
mercado y objetivos de eficiencia, la política social se utiliza como compensación. Por lo 
tanto, en muchos países, las políticas neoliberales han intentado y aún intentan privatizar e 
incorporar al mercado áreas vistas como sociales, como la salud, la seguridad social y la 
educación.  

Amenazas a la vida 

Las estrategias de supervivencia usadas por las mujeres en diferentes espacios y territorios 
están constantemente amenazadas por los intereses económicos de las grandes empresas y 
el capital. Estos intereses exacerban las desigualdades, ya que las grandes obras de 
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infraestructura φcomo represas hidroeléctricas y autopistasφ priorizar la circulación de 
capitales y mercancías a expensas de las condiciones de vida de las comunidades. El acceso al 
agua, la energía y la tierra para la producción de alimentos y biodiversidad son elementos 
que garantizan el sustento de la vida. Son de interés para las mujeres, ya que ellas son las 
primeras que sufren cuando escasean. 

Mientras las políticas de creación de empleo priorizan el empleo de los hombres, en los 
contextos de pobreza y crisis económica se aplican políticas sociales que conducen a la 
ΨŘŜǎŀŎǘƛǾŀŎƛƽƴΩ ƛƳǇƭƝŎƛǘŀ ŘŜ ƭŀǎ ƳǳƧŜǊŜǎΦ 9ƴ ǘƛŜƳǇƻǎ ŘŜ ŎǊƛǎƛǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀ ȅ ŘŜǎŜƳǇƭŜƻΣ ƭŀǎ 
políticas neoliberales de ajuste estructural imponen severos recortes presupuestarios a los 
bienes y servicios sociales, incrementando así la precariedad de estos y fomentado su 
privatización y la reducción de la cobertura social. Como resultado de todo ello, una vez más, 
gran parte del trabajo de cuidado se debe proporcionar en el hogar, una responsabilidad que 
recae principalmente en las mujeres. Las devastadoras consecuencias de esta realidad han 
quedado más que demostradas en América Latina, durante la crisis asiática y, más 
recientemente, en la crisis que afecta a Europa. 

La producción de vida también se ve afectada por la violencia, la amenaza de violencia y la 
guerra. La guerra destruye los medios de sustento, deja sin empleo a poblaciones enteras, 
mantiene a mujeres, hombres y niños y niñas prisioneros en sus propias casas, y promueve 
todo tipo de fundamentalismos. Las guerras son promovidas por la industria militar 
transnacional o por intereses en los recursos naturales de los pueblos. 

La sostenibilidad de la vida como paradigma 

[ŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŦŜƳƛƴƛǎǘŀΣ Ŏƻƴ ǎǳ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ ƭŀ ΨǎƻǎǘŜƴƛōƛƭƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ǾƛŘŀΩΣ ǇǊƻǇƻƴŜ ŘŜsplazar el 
acento del análisis económico, pasándolo del mercado a las personas, y sustituir la 
generación de beneficios por el cuidado de la vida y la satisfacción de las necesidades 
humanas como objetivo de la organización económica y social.  

En la experiencia de las mujeres, el trabajo y la vida están profundamente interrelacionados, 
ya que es a través del trabajo que se crean las condiciones adecuadas para el desarrollo de la 
vida. Recuperar la experiencia histórica de las mujeres en la producción de vida φya sea en 
el cuidado de las personas o en el establecimiento de una relación armoniosa con la 
naturalezaφ ǾǳŜƭǾŜ ŀ ǎƛǘǳŀǊ Ŝƴ Ŝƭ ƘƻǊƛȊƻƴǘŜ ƭŀ posibilidad de reorganizar la sociedad para que 
esta se centre en la satisfacción de las necesidades de hombres y mujeres. Esto presupone la 
existencia de relaciones de igualdad, libertad y autonomía. Reflexionar sobre la 
sostenibilidad de la vida implica dar visibilidad a qué necesidades se deben satisfacer con el 
fin de garantizar las condiciones para una vida digna, en contraposición a una sociedad que 
promueve la capacidad de consumo como referencia para determinar el bienestar de una 
persona.  

Creemos que nunca será posible alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres en el sistema 
capitalista, cuya verdadera razón de ser se basa en la explotación de las personas y el medio 
ambiente. Los objetivos de nuestras acciones y propuestas son distribuir la riqueza, y 
garantizar el derecho de todas las mujeres y hombres a un empleo, unas condiciones dignas 
para la producción y la comercialización, y oportunidades para el crecimiento personal, así 
como el derecho a disponer de tiempo libre. 

Queremos una sociedad con pleno empleo para mujeres y hombres, en la que las y los 
jóvenes no deban empezar a trabajar a una edad tan temprana con el fin de tener ingresos. 
Queremos una sociedad en que las personas dispongan de suficiente tiempo libre para sí 
mismas y para participar en la comunidad. Queremos una sociedad en que las mujeres y 
hombres que deseen vivir de la agricultura, la artesanía, las pequeñas empresas o los grupos 
productivos asociativos puedan mantenerse sin ser aplastados por bancos y grandes 
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empresas, especialmente las transnacionales que buscan concentrar en sus manos los 
recursos. Queremos que el Estado tenga políticas que garanticen los ingresos en caso de 
enfermedad, desempleo, maternidad y paternidad, y jubilación (protección social universal). 
Queremos que el trabajo y los cuidados domésticos se reorganicen de manera que la 
responsabilidad de este trabajo sea compartida por hombres y mujeres dentro de la familia y 
la comunidad.  

Para que esto se haga realidad, exigimos la adopción de políticas públicas que apoyen la 
reproducción social, como centros de atención diurna, centros colectivos de lavandería y 
comedores, atención a las personas mayores, entre otros, así como una reducción de la 
jornada laboral sin que se bajen los salarios. También queremos poner fin a la militarización 
de nuestros países y nuestro planeta, al imperialismo, y a los conflictos y las guerras 
interminables que estallan por el control de territorios, recursos naturales, poblaciones y 
poder público. Solo cuando se garantice la paz, podrá hacerse realidad la igualdad entre 
hombres y mujeres. 

Las luchas por la soberanía alimentaria, las prácticas de resistencia de la agroecología 
históricamente encabezadas por mujeres, la politización feminista de la relación con el 
cuerpo como una construcción de la autonomía de la mujer, y la centralidad del cuidado de 
la vida y la naturaleza generan convergencias políticas capaces de construir un paradigma 
diferente para la sostenibilidad de la vida basada en la igualdad. 

 

* Marcha Mundial de las Mujeres 


